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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera; de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg, y Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, y la Asesora Legislativa del Ministro de Defensa Nacional, señorita Gigliola Cella.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 83ª y 84ª, ordinarias, en 7 y 8 de enero del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín N° 8.643-02).



2.- Proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia de su avalúo, que rige hasta el 30 de junio de 2014 (boletín N° 9.200-05).



3.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo municipal, fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín N° 8.210-06).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se señalan en seguida:



1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).



3.- Proyecto de ley que crea hospitales clínicos en la Región Metropolitana (boletín N° 8.618-11).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).



2.- El que regula el trabajo de los conductores de taxis colectivos (boletín N° 7.934-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, conforme a lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.995, solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (boletín N° S 1.635-05), para cuyo despacho hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica su aprobación a los proyectos que se indican a continuación:



1.- El que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales y establece la ley sobre violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia (boletín N° 8.851-18) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- El que agrega un nuevo artículo 25 ter al Código del Trabajo, para disponer jornada de trabajo de personal de ferrocarriles (boletín N° 8.381-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el tercero informa la nómina de señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe constituirse, conforme al artículo 70 de la Carta Constitucional, para proponer la forma y el modo de resolver la discrepancia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que reconoce la rayuela como deporte nacional (boletín N° 8.404-29) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último manifiesta que prestó su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, al proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los siguientes preceptos legales:



1.- Artículo 230, inciso primero, del Código Procesal Penal.



2.- Artículo 277, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



3.- Artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 54, 55, 56 y 58 de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del señor Subsecretario de Minería:



Da respuesta a la solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa al llamado a licitación, bases y estimaciones técnicas que determinaron, en su momento, la adjudicación del primer contrato especial de operación del litio.



Del señor Abogado Procurador Fiscal de Antofagasta:



Informa, ante consulta efectuada en nombre del Senador señor Cantero, acerca del acuerdo del Comité Penal del Consejo de Defensa del Estado de no intervenir respecto de los hechos denunciados por los abogados señores Álvaro Testar y Octavio Diéguez, por considerar que no son constitutivos de los delitos de fraude al Fisco y evasión de impuestos.



Del señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades:



Plantea la necesidad de modificar el artículo 122 de la Constitución Política de la República, en lo referente a la exigencia de financiamiento para las leyes que asignen funciones u obligaciones a esas corporaciones de derecho público.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín N° 8.643-02) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y tipifica como falta el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales (boletín N° 8.179-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín N° 9.201-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (boletín Nº 9.018-14) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Orpis, Rossi y Uriarte, con la que dan inicio a un proyecto que modifica en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, los artículos 4°, 50 y 54, relativos al microtráfico y al consumo de dichas sustancias (boletín N° 9.235-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa para resolver los problemas que la ley Nº 20.255 causa en el sistema de salud laboral de los trabajadores independientes (boletín Nº S 1.634-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitudes de permiso constitucional



De los Senadores señores Kuschel, Letelier y Muñoz Aburto, para ausentarse del país a contar del día 13 del mes en curso.



Del Senador señor Larraín Fernández, para ausentarse del territorio nacional a contar del sábado 18 del mes en curso.



--Se accede a lo solicitado por Sus Señorías.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en la sesión ordinaria de hoy, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses su avalúo, vigente hasta el 30 de junio de 2014 (boletín N° 9.200-05), con informe oral de la Comisión de Hacienda.



-Proyectos de acuerdo signados con los números 13 y 14 de la tabla de hoy, respectivamente, esto es, el que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma el 27 de febrero de 2002 (boletín N° 3.119-10), y el que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia, de 27 de febrero de 2002”, suscrito el 4 de octubre de 2012 (boletín N° 9.001-10).



-Proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.



2.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



3.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana los siguientes asuntos:


-Proyecto que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (boletín N° 9.230-07).



-Proyecto que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (boletín N° 9.029-14).



-Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva (boletín N° S 1.630-05).



4.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo municipal, fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06), siempre que se hubiere dado cuenta de los respectivos informes.



5.- Fijar un nuevo plazo, hasta las 12 horas del lunes 27 de enero de 2014, para formular indicaciones al proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (boletín N° 7.906-07).
)----------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo quiero dejar una constancia.



En reiteradas ocasiones se ha puesto en tabla el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales (boletín N° 6.355-01). De hecho, los Comités habían acordado ponerlo en primer lugar la semana pasada.



Pero el Gobierno, que acostumbra llenar de “discusiones inmediatas” al Congreso Nacional, le quitó la urgencia a este proyecto y ha obligado a postergar su discusión. Esto es bastante sorprendente, pues se supone que lo respaldaba con mucho entusiasmo,



Con todo, yo pedí hoy que se pusiese en el primer lugar de la tabla del próximo martes, lo cual tampoco fue aprobado por nuestros amigos de las bancadas del frente.



Entonces, considero importante que la comunidad sepa la razón de que no se discuta esta iniciativa (más conocida como “Ley Monsanto”) en el Parlamento, porque a veces la gente no lo entiende: vienen muchas personas, otras llaman por teléfono o mandan correos. Y, en definitiva, el proyecto no se debate, pues no existe unanimidad para que se examine: están a favor de ello los Partidos de la Nueva Mayoría, pero no los de Derecha.

El señor PROKURICA.- Eso corresponde a una cuestión de Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no sé a qué iniciativa se refiere el Senador Rossi. ¿A una de la Presidenta Bachelet, que propone aprobar los obtentores vegetales? Esta fue aprobada por una importante cantidad de Diputados: no sé quiénes están en la lista pero, a lo mejor, le dieron su entusiasta apoyo muchos de los que hoy día son Senadores. 



En todo caso, hay que seguir el Reglamento, conforme al cual se ponen en tabla los proyectos en el minuto que corresponde. 



Así es que, a mi entender, no hay que alterar el Reglamento.


OBLIGACIÓN DE PAGO DE PROPINA EN LOCALES DE ATENCIÓN DE PÚBLICO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubs, discotecas y similares.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8932-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 47ª, en 13 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.



Discusión:



Sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de esta iniciativa, que se aprobó en general en sesión de 10 de diciembre de 2013, no se han presentado indicaciones dentro del plazo fijado al efecto, por lo que corresponde darla por aprobada también en particular, a menos que se solicite uno nuevo para formularlas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular.



--Se aprueba en particular el proyecto, reglamentariamente, y queda despachado.

V. ORDEN DEL DÍA

POSTERGACIÓN DE REAVALÚO Y PRÓRROGA DE VIGENCIA DE AVALÚO DE BIENES RAÍCES DE SERIE AGRÍCOLA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por 18 meses la vigencia de su avalúo, que rige hasta el 30 de junio de 2014. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (9200-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda (verbal): sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe mencionar que se ha autorizado a la Comisión de Hacienda para entregar un informe verbal sobre la iniciativa.



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto y la calificó de “discusión inmediata”.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda analizó esta iniciativa en sesión de hoy día en la mañana, y a ella asistió el señor Subsecretario de Hacienda, quien nos informó sobre la materia de que trata. 



El proyecto fue aprobado en la Cámara de Diputados por amplia mayoría.



Su objetivo apunta a prorrogar el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola, vigente hasta el 30 de junio de 2014, hasta el 31 de diciembre de 2015, y a mantener la misma reglamentación establecida en la ley en rigor.



La justificación dada para ello estriba en lo solicitado por sectores del mundo agrícola, fundamentalmente por dos razones.



Primero, la sequía que afecta a toda la agricultura desde la Cuarta Región hasta la Octava, incluyéndose la Séptima, la Quinta y, especialmente, la Sexta.

La señora ALLENDE.- Más al norte también.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y, además, la Tercera, por supuesto.



Y, asimismo, el problema de las heladas, que han perjudicado sobre todo a los sectores agrícolas de la zona central. 



Todo lo anterior ha llevado a que se pida que se cree un sistema mediante el cual el aumento de las contribuciones, en caso de llegarse a producir, se haga en forma progresiva y no de una sola vez.



Los nuevos avalúos sobre los predios agrícolas se aplicarían a contar del 1° de enero del año 2016, y el proceso completo de fijación de impuesto se completaría el 1° de enero de 2020.



Hubo unanimidad en la aprobación de este proyecto.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular y concluida su discusión en este trámite.
)---------------(

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Quiero solicitar que el proyecto que crea el Registro Voluntario de Contratos Agrícolas (boletín N° 8.829-01), que fue visto en la mañana por la Comisión de Hacienda, vuelva a la de Agricultura porque hay que introducirle ciertas modificaciones.  Asimismo, pido que se abra un plazo especial para presentar indicaciones, hasta las 19 de hoy.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.


--Así se acuerda.
TRATADO DE EXTRADICIÓN CON ITALIA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma el 27 de febrero de 2002, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3119-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es desarrollar la mutua cooperación judicial en materia de extradición entre ambos países.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier y Tuma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo. 
PROTOCOLO ADICIONAL A TRATADO DE EXTRADICIÓN CON ITALIA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia”, de 27 de febrero de 2002, suscrito el 4 de octubre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9001-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es normar la situación de las sentencias de extradición dictadas en rebeldía.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier y Tuma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo. 
DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DE CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, la Sala debe pronunciarse sobre el acuerdo de la Comisión Bicameral para designar a los señores Vittorio Corbo Lioi, Luis Riveros Cornejo, Sergio Páez Verdugo, Claudio Alvarado Andrade y Alberto Arenas de Mesa integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.



--Los antecedentes sobre la proposición de la Comisión Bicameral figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Bicameral deja constancia de que, antes de tomar una resolución sobre esta materia, solicitó al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias un informe de su gestión, para evaluar las tareas llevadas a cabo por esta entidad entre el 2010 y noviembre de 2013.



En ese documento se da cuenta de las actuaciones realizadas por el referido Consejo en los años 2010, 2011, 2012 y 2013. Asimismo,  se detallan los estudios efectuados, las respuestas de las consultadas formuladas por diversos señores parlamentarios, así como del número de sesiones celebradas por dicho organismo.



Una copia del mencionado documento quedó a disposición de los Honorables señores Diputados y señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.



La Comisión Bicameral, creada en virtud de lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, acordó someter a la consideración de ambas Cámaras la propuesta para designar integrantes del Consejo Resolutivo, a partir del 11 de marzo de 2014, a las siguientes personas:



1.- Para ocupar el cargo correspondiente a un exconsejero del Banco Central, al señor Vittorio Corbo Lioi.



2.- Para desempeñar el cargo correspondiente a un exdecano de una Facultad de Administración, de Economía o de Derecho de una universidad reconocida oficialmente por el Estado, al señor Luis Alfredo Riveros Cornejo.



3.- Para realizar las tareas correspondientes al cargo de ex Senador, al señor Sergio Páez Verdugo.



4.- Para ocupar el cargo correspondiente a un ex Diputado, al señor Claudio Alvarado Andrade.



5.- Y para desempeñar el cargo correspondiente a un ex Ministro de Hacienda o de Economía o ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, al señor Alberto Arenas de Mesa.



Concurrieron con su voto favorable a este acuerdo en lo referente a los integrantes propuestos en los números 1, 2, 3 y 5 los Senadores señores Gómez, Kuschel y Pérez (don Víctor) y los Diputados señores Hasbún y Rivas. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.



El nombramiento del señor Alvarado en el cupo correspondiente a un ex Diputado fue acordado, asimismo, por mayoría de votos. En una primera votación, se pronunciaron favorablemente los Senadores señores Gómez y Pérez (don Víctor) y el Diputado señor Hasbún, y en contra el Senador señor Kuschel y el Diputado señor Rivas. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.



Repetida la votación en conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo el mismo resultado, por lo que reglamentariamente se dio por aprobada la propuesta para designar, a partir del 11 de marzo de 2014, a don Claudio Alvarado Andrade.



La referida propuesta fue acogida por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 7 de enero en curso.



Cabe tener presente que para aprobar la proposición de nombramiento de los integrantes del referido Consejo se requiere el pronunciamiento favorable de los tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 20 votos afirmativos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- No pretendo argumentar nada, señor Presidente, sino solo hacer una consulta, porque existen dudas.



¿Se renuevan los miembros del Consejo y solo se incorpora al ex Diputado señor Alvarado?



¿Esa es la votación?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se está votando la composición del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias en su totalidad, señor Senador. Se renuevan todos sus integrantes, excepto el ex Diputado señor Alvarado, que se incorporó en la nueva propuesta.

El señor NAVARRO.- ¿En reemplazo de quién?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Del ex Diputado señor Andrés Egaña.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias (28 votos favorables), y se deja constancia de que se cumple el quórum legal exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización de la Sala para que ingrese el Subsecretario de Justicia, señor Juan Ignacio Piña, con motivo de la discusión del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor PROKURICA.- Sí.

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.



--Se accede.
)--------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Presidente, es para dar cuenta de que, respecto del proyecto sobre reavalúo de propiedades agrícolas, el Senador Prokurica se inhabilita por ser parte de una sociedad que posee una propiedad agrícola.

El señor COLOMA.- ¿Eso es causal para inhabilitarse, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, solo para dejar constancia de mi opinión en orden a que tener una propiedad no es causal de inhabilidad. Aquí se trata de un asunto de interés general. De lo contrario, nosotros no podríamos votar avalúos de contribuciones de bienes raíces porque todos tenemos casa; no podríamos votar temas tributarios porque todos pagamos impuestos; no podríamos votar asuntos relacionados con la salud porque estamos afiliados a FONASA o a una isapre. 



Por consiguiente, respetando el criterio del señor Senador, yo quisiera dejar establecido que su decisión no corresponde, porque, si no, el Parlamento estaría inhabilitado de pronunciarse sobre muchas materias.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La inhabilitación es una decisión personal. Por lo tanto, el señor Senador tiene derecho a obrar como ha manifestado. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente la declaración de inhabilidad contemplada en el artículo 8° de nuestro Reglamento es de decisión de cada Senador y, por supuesto, queda sometida también a la revisión de la Comisión de Ética. Pero, yo coincido plenamente con lo que ha planteado el Senador Novoa, porque en temas de interés general -lo dicen expresamente la norma constitucional y el Reglamento- no procede la inhabilidad. 



Si no fuera así, estaríamos inhabilitados en la casi totalidad de los asuntos que son de orden general. No podríamos trabajar sobre la normativa del Código del Trabajo si acaso tenemos empleados o personas que dependen laboralmente de nosotros; no podríamos pronunciarnos sobre cuestiones tributarias y para qué seguir.



O sea, la tesis del Senador Novoa es correcta. Pero también es cierto que es una facultad de cada Senador expresar su posible inhabilidad. 

CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde continuar la discusión en particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (8207-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas (segundo): sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Discusión:



Sesiones 100ª, en 5 de marzo de 2013 (se aprueba en general); 84ª, en 8 de enero de 2014 (queda pendiente la discusión particular).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La discusión particular quedó pendiente en sesión de fecha 8 de enero.



Rogaría a Sus Señorías dirigirse a la página 17 del comparado. La letra e) que aparece allí tuvo una votación de mayoría en las Comisiones unidas. Se pronunciaron a favor los Senadores señora Lily Pérez y señores Hernán Larraín, Jaime Orpis y Patricio Walker. Hubo dos votos en contra.



En seguida, respecto de la inclusión de la oración final, que dice: “sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.”, votaron todos a favor, con excepción de la Senadora señora Lily Pérez, quien se abstuvo.



Esas son las votaciones de mayoría.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Estamos en la letra e)?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.



El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que esta norma es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación, el día de hoy, de 19 votos favorables.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación la letra e) del artículo 8°.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta disposición se refiere a una facultad de la Subsecretaría de Derechos Humanos que se crea: la de prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores. Ello, porque este último cuenta con una Dirección de Derechos Humanos a través de la cual sigue la coordinación del cumplimiento de los distintos tratados y demás obligaciones que tiene nuestro país en esta materia. 



Por lo tanto, como una manera de coordinar la relación que va a tener esta Comisión con el funcionamiento de la Cancillería, que inevitablemente debe continuar con sus actividades en este tema, se estableció de forma flexible, de modo de poder cumplir el rol de la Subsecretaría en lo que concierne a derechos humanos, la posibilidad de coordinar, en el ámbito de la Administración Pública, todas las acciones. 



Lo que se procura es, precisamente, asesorar a la Cancillería en este asunto, sin perjuicio de que esta última tiene sus propias formas de resolver. Aquí simplemente se plantea la asesoría por la competencia técnica que posee y, además, por la necesidad de coordinar en toda la Administración Pública lo que haga el Gobierno en materia de derechos humanos.



En consecuencia, me parece que esta importante función debería ser aprobada.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, voy a ser muy breve porque muchos tenemos bastante ansiedad de ver, por fin, la eliminación del 6 por ciento para los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden.



Entrando en materia, deseo decir que incorporar a las funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos contenidas en el artículo 8° la de prestar asesoría y colaboración a la Cancillería es algo muy importante. 



Este articulado tiene su génesis en el Gobierno. Fue anunciado por el Presidente de la República. Y es muy relevante porque la agenda moderna de los derechos humanos está planteada, justamente, en impulsar proyectos y también en promover el cuidado, la cautela y el resguardo de los derechos de las personas en todo ámbito, se trate de quienes sufran algún tipo de discapacidad o de quienes sean objeto de discriminación por cualquier causa, como ya vimos cuando despachamos la Ley Antidiscriminación. 



Por lo tanto, es muy importante que esta Subsecretaría tenga dentro de sus funciones la de prestar una asesoría directa al Ministerio de Relaciones Exteriores.



Obviamente, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, yo creo que esta disposición, que voy a votar favorablemente, es de gran importancia. El Estado chileno es demandado internacionalmente en muchas oportunidades y -puedo decirlo con conocimiento de causa en mi calidad de ex Canciller- cuesta mucho coordinar su defensa con las diversas entidades, servicios públicos y ministerios. Por ende, la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos, cuya finalidad precisamente es coordinar este tema en todos los ministerios y servicios, va a prestar un tremendo aporte a la Cancillería en estas causas -de derechos humanos u otras- que tiene el Estado chileno.



En consecuencia, señor Presidente, estimo que la introducción de esta indicación es un aporte importante para la Cancillería de nuestro país. Es una labor de coordinación más que debe llevar adelante la futura Subsecretaría de Derechos Humanos.



He dicho. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la letra e) del artículo 8° (25 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Rincón y señor Sabag. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, en el número 6), que ha pasado a ser número 9) (página 20 del comparado), hay una diferencia entre la enmienda que propusieron las Comisiones unidas y la que, en la cuarta columna, aprobó la Comisión de Hacienda.



La diferencia está…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Secretario. Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, es cierto que hay diferencia entre ambas Comisiones. Pero sucede que estamos votando el último informe: el de la Comisión de Hacienda. Y si la norma que propone esta se aprobó por unanimidad, ella está aprobada.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A menos que se haya solicitado discutirla y votarla separadamente.

El señor NOVOA.- No sé si ello se pidió.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo puedo decir que esta situación ya se planteó antes en la Sala y que se resolvió que debía votarse de todas maneras si existía diferencia entre lo propuesto por una Comisión y otra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Fue acuerdo de la Sala?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, en otro proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señala el señor Secretario que la situación registrada ahora se produjo en otra iniciativa y que la Sala acordó votar en caso de existir divergencia entre Comisiones.

El señor LARRAÍN.- Pero la regla general es que se vota el último informe.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Está bien. Pero la Sala puede acordar otro procedimiento.



A menos que se quisiera cambiar, yo mantendría el criterio aplicado en la situación anterior.

El señor PÉREZ VARELA.- El Presidente no puede hacerlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puedo someterlo a votación.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, si alguien plantea que se vote entre una norma aprobada unánimemente por una Comisión y otra aprobada unánimemente en el último informe, habrá que resolver en el acto para ese caso. Pero la regla general es que se vota el último informe. Si no, en todos los proyectos deberemos estar revisando la totalidad de los informes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si hay acuerdo en la Sala, votaremos lo aprobado en el último informe, siempre que no sea unánime, según lo que acordamos.



Muy bien.



O sea, si lo propuesto es unánime, queda aprobado, y si hay diferencia, se vota el último informe.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no siempre es igual en todos los casos.



De todas maneras, tengo la impresión de que la Comisión de Hacienda aborda más materias que las que le corresponden reglamentariamente.



Si dicho órgano se pronunciara solo sobre las cuestiones relacionadas con gasto fiscal o con manejo presupuestario, no tendríamos el problema surgido ahora.



Aparentemente, en su informe la Comisión de Hacienda se aboca a materias que no le competen y entra en colisión con las Comisiones unidas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sin entrar en el debate reglamentario, debo reiterar que Sus Señorías, si desean hacer un planteamiento sobre algunas normas en particular, tienen derecho a pedir discusión y votación separada de cada una de ellas.



Como no existen solicitudes en tal sentido, debemos atenernos a lo que dispone el Reglamento y aprobar lo que plantea por unanimidad la última Comisión.



Si hay dificultad debido a que la Comisión de Hacienda excede sus atribuciones, el mecanismo de solución es otro.



Entonces, sigamos, a menos que el señor Secretario tenga otra interpretación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría se limita a señalar las situaciones del mismo tipo que se registran.



En tal virtud, puedo decir que en igual caso se encuentra la modificación contenida en la página 20 del boletín comparado, en que la proposición de la Comisión de Hacienda se contrapone con la de las Comisiones unidas, y que lo propio ocurre con las enmiendas de que dan cuenta, respecto a otras normas, las páginas 36, 37 (parte final), 44, 45 y 46 del referido documento.



Si Sus Señorías quisieran, la situación podría quedar resuelta en una sola votación, pues todas las votaciones de Hacienda fueron unánimes.



Restaría solo una votación: la de las disposiciones en que solo hay mayoría.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Secretario.



Como se registró una situación específica, quiero preguntarle al Presidente de las Comisiones unidas, a las que Hacienda les enmendó la plana, si tiene alguna objeción sobre el particular.

El señor WALKER (don Patricio).- No tengo ninguna objeción, señor Presidente. Me parece bien lo que se propone.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consecuencia, debemos hacer dos votaciones. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quedarían aprobadas, entonces, todas las normas que Hacienda aprobó por unanimidad en forma diferente de como lo hicieron las Comisiones unidas. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Quedan aprobadas las disposiciones a que se refirió el señor Secretario General.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el número 8, que pasa a ser 11, la diferencia deriva de que el Senador señor Gómez se abstuvo solo en la parte del precepto que incluye al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Se trata de una modificación de las Comisiones unidas, no de Hacienda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la enmienda propuesta por las Comisiones unidas.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta norma, cuando se refiere al Comité Interministerial de Derechos Humanos, que estará constituido por diversos ministros, etcétera, procura permitirle al Ministro de Justicia y Derechos Humanos invitar, en forma ocasional y solo con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, a funcionarios de la Administración Pública, a personas de reconocida competencia en materia de derechos humanos y al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pues en alguna materia puede considerar importante oírlos.



Probablemente está subentendido que será factible incorporar a otras personas en un Comité de aquella naturaleza. Empero, se quiso dejar expresa constancia de los personeros mencionados en la norma porque en determinado momento ello puede permitir el logro de mayor información, el aporte de más antecedentes para adoptar una buena decisión.



Por eso, creo que no tiene sentido excluir a nadie. De hecho, alguien podría objetar la norma en comento por innecesaria, pues siempre a cualquier consejo le resulta factible invitar a diversas personas -ministros, funcionarios, especialistas- para que participen en él. Pero es una señal de voluntad en cuanto a que una persona pueda hacer oír su voz en una materia en que se estima importante conocer su opinión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Disculpándome por hacer uso de la palabra desde la testera, debo puntualizar que me abstuve únicamente por estimar que la participación del Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos no podía darse en condición de dependencia con respecto al Comité Interministerial.



Si su participación será bajo el concepto de entrega de información, no veo ningún problema.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero reiterar la preocupación que manifesté en Comisión respecto a la superposición, en diversos momentos de este proyecto de ley, entre la Subsecretaría de Derechos Humanos y el Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Hemos concordado que para efectos de la coordinación en el seno del Ejecutivo es importante la referida Subsecretaría y, en consecuencia, aprobamos su creación.



Sin embargo, hemos puesto de relieve expresamente nuestra preocupación en aquel ámbito. Y el precepto que nos ocupa es una de las manifestaciones materiales de dónde se halla nuestra aprensión. 



En este caso, todo está perfecto: que los ministros se reúnan, en fin. ¡Pero por qué tiene que ser invitado a participar el Director del Instituto de Derechos Humanos!



Aquí, sin duda, se coloca a dicho personero en situación de subordinación. 



Eso no debiera suceder.



Nosotros concordamos en que estén los ministros -en general, la integración se halla superbién-, pero no el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



¡Si es de la esencia de lo que aprobamos!



Yo recuerdo los alegatos que hicieron aquí, en esta misma Sala, el actual Ministro del Interior, don Andrés Chadwick, y otros personeros de la entonces Oposición -nosotros estábamos en el Gobierno- durante la discusión del proyecto de ley que creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Y este fue exactamente el punto esencial: cautelar la autonomía de dicho ente con respecto al gobierno de turno. 



En el precepto que nos ocupa se coloca al Director del referido Instituto bajo la dependencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos y del Ministerio de Justicia. 



En consecuencia, por esa vía se rompe toda la doctrina internacional moderna en relación con esta materia.



Esa es nuestra preocupación en torno a la enmienda en debate, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, deseo sumarme al argumento que dio el Senador Hernán Larraín y reforzarlo, porque es muy importante que el Comité Interministerial de Derechos Humanos, además de los ministros, pueda invitar a funcionarios especializados en algunos tópicos.



Por ejemplo, el Comité de los Derechos del Niño, órgano de las Naciones Unidas, ha señalado que Chile no está cumpliendo la Convención sobre los Derechos del Niño porque no tiene una ley sobre protección integral, universal, de los derechos de la infancia, ni un defensor de los derechos del niño.



Así como hay un SERNAC para defender a los consumidores y una Inspección del Trabajo para resguardar a los trabajadores, debería existir una instancia autónoma, independiente del gobierno de turno, que velara por el respeto a los derechos humanos, particularmente en el caso de los niños, niñas y adolescentes.



En tal sentido, reviste gran importancia que el Ministro de Justicia y Derechos Humanos pueda invitar a participar en el Comité Interministerial a otros Secretarios de Estado y, también, a funcionarios de la Administración Pública que tengan relación de pertinencia con las materias que se discutan.



Quería hacer presente ese argumento con relación a la enmienda que proponen las Comisiones unidas, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he coincidido con los Senadores Escalona y Lagos, entre otros colegas, en la necesidad de evitar toda superposición entre la Subsecretaría que se establece y el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que cumplen funciones absolutamente distintas.



Incluso, yo tenía objeciones con respecto a la creación de la Subsecretaría porque no me parece que el Estado deba estar al cuidado de los derechos humanos cuando es uno de sus posibles infractores.



Por eso, siempre he estimado que ha de tratarse de un órgano absolutamente autónomo, independiente, que, dado el caso, pueda representarle al Estado su transgresión a la normativa sobre derechos humanos y exigirle que la cumpla.



Pero, bueno, se tomó la línea de crear una Subsecretaría y se ha pretendido darle más bien una labor de coordinación para el propio Ejecutivo con el fin de ver cómo lleva adelante sus políticas en materia de derechos humanos.



Según expresó el Senador Hernán Larraín, la norma puede ser innecesaria. El Ministro de Justicia tiene facultad para crear comités; no requiere una facultad legal específica.



En cuanto a la inclusión del Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos entre quienes podrán ser invitados a participar en el Comité Interministerial, considero que tiene razón el Senador Escalona, pues casi se podría comprometerlo con lo que este ente hiciera.



En mi concepto, dicho personero no debe participar en la referida instancia, para que el Instituto en comento mantenga su independencia y sea realmente el actor que le exija al Estado el cumplimiento de los derechos humanos.



El Ministro de Justicia podrá llamarlo en algún momento y formularle consultas. Pero para eso no se requiere una disposición legal.



Por lo tanto, si me apuraran un poquito, yo sería partidario de eliminar la posibilidad que abre la modificación en debate, pues más bien lleva a confusión. Y si se mantuviera, acompañaría al Presidente en su posición, pero no absteniéndome sino rechazando la mención al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no creo que la norma sugerida signifique una intromisión en la autonomía del Instituto Nacional de Derechos Humanos, pues dice que su Director podrá ser invitado. Lógicamente, como expresión de tal autonomía, dicho personero va a asistir o no. Y puede ser hasta conveniente que cuando sea invitado, si el Gobierno está actuando mal en materia de derechos humanos, se lo represente.



Sin embargo, considero innecesaria la norma pertinente, porque el presidente de un comité -un subsecretario o un ministro- puede invitar.



Tal vez -me lo señala el Senador Hernán Larraín- se podría eliminar el inciso completo. No saquemos solo a uno de los posibles invitados a participar, por cuanto después, si fuera necesario, no se lo podría llamar.



Si suprimimos el inciso, subsiste la facultad normal de cualquier presidente de un consejo para invitar a quienes desee.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excusándome por hacer una observación desde la testera, debo señalar que no se trata de una simple invitación, pues “el Ministro de Justicia y Derechos Humanos podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado”. Es diferente.



Ocurre lo mismo cuando alguien concurre a una Comisión: puede participar, tiene derecho a voz, pero no puede votar.



Lo razonable, entonces, sería sacar al Director del Instituto y dejar al resto de los posibles invitados. Y si no hubiera acuerdo para ello, deberíamos someter el punto a votación.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando se debate sobre derechos humanos -lo hicimos durante la discusión del proyecto que dio origen a la ley que creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos-, uno se pregunta qué de nuevo estamos discutiendo.



¡No: los derechos humanos son únicos y universales!



Tengo a la vista el sitio de internet de la Organización de las Naciones Unidas, donde se dice: “Todos los derechos humanos, sean éstos los derechos civiles y políticos, como el derecho a la vida, la igualdad ante la ley y la libertad de expresión; los derechos económicos, sociales y culturales, como el derecho al trabajo, la seguridad social y la educación; o los derechos colectivos, como los derechos al desarrollo y la libre determinación, todos son derechos indivisibles, interrelacionados e interdependientes. El avance de uno facilita el avance de los demás. De la misma manera, la privación de un derecho afecta negativamente a los demás.”.



Yo siento que hoy, con la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, estamos dotando al Estado de un órgano que se preocupará de los derechos humanos. ¿Dónde? ¡En el Estado!



La crítica que se hace siempre cuando se sectorializan las políticas públicas es que se le pide a un organismo que se preocupe.



Cuando analizábamos las políticas de género se discutía si el SERNAM iba a servir al Estado, pues todos iban a depositar la responsabilidad en ese servicio público.



Entiendo que la Subsecretaría de Derechos Humanos viene a fortalecer el carácter de Estado para que el Estado mismo jamás vuelva a violar los derechos humanos y tenga una interrelación más adecuada con la sociedad civil.



Lo que me preocupa, considerando que sí puede haber algún tipo de contradicción, es que renunciemos al ombudsman, al defensor del pueblo, al que defiende frente a los abusos del Estado, figura que tiene cabida en todas las legislaciones del mundo. En Europa (Alemania, Francia, España) y en América Latina (Perú, Bolivia, Brasil, Venezuela) hay un ombudsman. Y yo espero que este Senado, en un tiempo no menor, apruebe la existencia de esa institución.



Señor Presidente, cuando hablamos de derechos humanos hablamos también de derechos de la tercera edad, de los adultos mayores.



Esta Corporación aprobó un proyecto de acuerdo por medio del cual se le solicitó al Presidente de la República determinar el apoyo de Chile a una declaración universal de los derechos de los adultos mayores (al igual que existe la Declaración Universal de los Derechos del Niño), de tal manera de seguir fortaleciendo los derechos humanos.



Tocante a la norma en análisis, señor Presidente, yo he observado decenas de leyes donde se les pide a los ministros que se coordinen. ¿Y qué pasa? ¡Jamás se coordinan!



En algunos casos mandan a la secretaria, tal como se ha dicho aquí, en esta Sala. No envían ni al subsecretario, ni al jefe de gabinete, ni al director del servicio: ¡mandan a la secretaria!



Por tanto, lo que se decide en las reuniones realizadas para coordinar leyes termina siendo completamente inaplicable, por cuanto allí no está la esencia de la tarea de las instituciones.



En consecuencia, creo que la presencia del Director del Instituto en el Comité Interministerial de Derechos Humanos más bien confunde y abre un debate.



Si el Subsecretario del ramo y el mencionado Director quieren reunirse, lo harán por iniciativa propia, en el momento adecuado y bajo la responsabilidad de ambos.



No me parece procedente dejar establecida una coordinación que -estoy convencido- no se va a llevar a cabo. Y si el Subsecretario de Derechos Humanos pudiera citar al Director a una reunión, sería posible entenderlo como una supeditación, porque no siempre van a ser del mismo signo político y cabe que tenga lugar una cierta subordinación de uno a otro.



Como sé que la norma no funcionará, creo que resulta más bien de más, y debiéramos optar por que no se contemplara, para así poder votar conformes el proyecto de ley y de manera transversal y unánime.



Por último, hay informes en el sentido de que el sistema va a servir. Me parece que esta es una experiencia en la que ojalá podamos contar con la mejor de las designaciones. En casos como el que nos ocupa, juzgo que la persona sí hace al cargo, porque, en definitiva, uno como aquel del cual se trata implica mucho más allá de la definición administrativa que pudiera darse en una iniciativa como esta.



Planteo, por lo tanto, que se vea la posibilidad de eliminar la norma y que ese sea el consenso al que se llegue.



He dicho. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal vez para resolver la cuestión, que puede prestarse para un error, como se ha dicho, me parece que cabría prescindir del párrafo si se hace constar en la historia de la ley que la eliminación no obsta a que el Comité, a través de su Secretario, pueda invitar a otras personas, cuando lo estime pertinente, a participar en la deliberación en alguna sesión o sobre algún aspecto que se aborde en ella.



Lo que no sugeriría es sacar la mención del Instituto, porque si ello se hiciera alguien podría entender, como bien expresaba el Honorable señor Novoa, que nunca sería posible ofrecerle la ocasión de contribuir a una decisión. Y, en algún minuto, eso puede ser importante. El organismo puede querer reunirse con el Comité para hacerle presente algún punto de vista.



Entonces, o se deja todo, o se saca todo.



Y si la voluntad de la Sala es sacarlo, repito que no observo ningún inconveniente para ello si solo se deja establecido, para la historia de la ley, que ese hecho no inhibe a que el Comité Interministerial de Derechos Humanos invite a participar -por cierto, con derecho a voz- a autoridades o personas que estime relevantes para el cumplimiento de sus funciones.



Propongo ese camino, si ayuda a resolver el asunto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Existe acuerdo?

El señor WALKER (don Patricio).- Conforme.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Coincido en que la solución es eliminar el párrafo y dejar constancia en la historia de la ley de que es, por supuesto, una facultad normal de cualquier Ministro la de citar ante una comisión o un comité.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, la aprobación se verificará conforme a lo señalado y se harán las…

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Se elimina el inciso segundo?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Secretaría verá los términos en que quedará el texto.



Si le parece a la Sala, se procederá en esa forma.



--Por unanimidad, así se acuerda, quedando despachado en particular el proyecto
MODIFICACIÓN DE ASPECTOS PREVISIONALES DE FUERZAS

ARMADAS, FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA Y GENDARMERÍA DE CHILE
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En conformidad al acuerdo de los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8643-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Informes de Comisión:



Defensa Nacional: sesión 60ª,  en 8 de octubre de 2013.



Defensa Nacional (segundo): sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.



Discusión:



Sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013 (se aprueba en general).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 1°; 4°, número 1); 5°, números 4), que pasa a ser 3), y 5), que pasa a ser 4); 6°; 9°, números 2), que pasa a ser 1), 3), que pasa a ser 4), 4), que pasa a ser 5) y 5), que pasa a ser 6); 10, números 1), 3), que pasa a ser 2), 4), que pasa a ser 3), 5), que pasa a ser 4), y 7), que pasa a ser 6); 11; 14, que pasa a ser 13, número 4), que pasa a ser 3), y 19, que pasa a ser 15, permanentes, así como el artículo cuarto transitorio, que pasa a ser tercero transitorio.



Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación y ello se determine por la unanimidad de los presentes.



Ahora bien, toda la iniciativa es de rango orgánico constitucional, por lo que se requieren 19 votos para acoger los artículos 2°, 3° y 7° permanentes, al igual que el primero transitorio, que no fueron objeto de enmiendas en la discusión particular.



La Comisión de Defensa efectuó una serie de modificaciones al texto sancionado en general, todas ellas resueltas por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó diversas enmiendas al texto despachado por la anterior, todas las cuales fueron también decididas por unanimidad. 



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste la intención de impugnar una proposición o existan indicaciones renovadas.



Dentro de las primeras, algunas de las acordadas por la Comisión de Defensa Nacional difieren de las aprobadas por la Comisión de Hacienda. El criterio fijado en el proyecto precedente es que, siendo unánime, la que se vota es la despachada por la Comisión de Hacienda.



Sugiero a Sus Señorías, atendido el rango orgánico constitucional del articulado, que se efectúe una sola votación para todo el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular.



Solicito la autorización de la Sala para que asista a la sesión la señorita Gigliola Cella, asesora del señor Ministro de Defensa.



Acordado.



Como el Honorable señor Navarro ha pedido la votación separada del artículo 5°, propongo pronunciarse sobre todo lo demás y dejarlo para el final.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Es preciso aclarar que algunos de sus números no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. En tal circunstancia, se deben dar por aprobados, salvo que un señor Senador solicite su discusión y votación y ello se determine por la unanimidad de los presentes.



Distinto es el caso de aquellos que sí las registraron, que admiten una votación en la que se debe obtener el quórum requerido.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del Partido por la Democracia, solicito, en el mismo sentido, que el artículo 5° se discuta y vote separadamente, a pesar de no haber sido objeto de indicaciones.

El señor NOVOA.- Pido que se lea, señor Presidente, para ver si da lugar a unanimidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así se hará.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El número 1) sufrió modificaciones en la Comisión de Hacienda…

El señor NOVOA.- ¿Se introdujeron enmiendas?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En ese caso, puede ser sometido a un pronunciamiento separado.

El señor NOVOA.- Hay derecho a pedir votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No ocurrió lo mismo en todos los números. Por eso, iba a ir uno por uno.



Pero si Sus Señorías lo desean, se puede votar el artículo completo.

El señor  NAVARRO.- Esto último es lo que prefiero.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo reglamentario es lo siguiente: los números en que mediaron diferencias se pueden votar en forma separada, en tanto que aquellos que no fueron objeto de indicación y se acordaron por unanimidad, según me informa el señor Secretario, deben darse por aprobados.



Se considerará número por número.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Asimismo es necesario dejar constancia del quórum en relación con el resto del proyecto, porque el texto completo es de rango orgánico constitucional.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión, para el efecto de informar.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como sabemos, la iniciativa fue sancionada por unanimidad en el Senado y su objetivo esencial es la eliminación del descuento previsional de 6 y de 5,95 por ciento para los pensionados mayores de 65 años de CAPREDENA y de DIPRECA, respectivamente. O sea, ello resulta extraordinariamente relevante y hace justicia, ante el descuento equivalente dispuesto con relación a jubilados civiles, quienes cotizaban un 7 por ciento para salud, lo que hoy día no hacen en los quintiles más bajos.



La medida, de carácter general, dice relación con alrededor de 35 mil personas.



Esa es la idea matriz, lo grueso, lo más importante.



Adicionalmente, se ha buscado modificar la asignación de montepío; eliminar la posibilidad de dobles pensiones, señalando los mismos pensionados que tenía lugar una situación de injusticia, y limitar el monto y las oportunidades de la reliquidación, habiendo explicado virtualmente todos los gremios invitados que se precisaba una corrección, porque se tornaba en algo indefinido.



En general, se discutió y aprobó todo por consenso.



En la discusión particular -es lo que interesa- se introdujeron cuatro modificaciones unánimes en la Comisión de Defensa.



En primer lugar, se enmendó la situación del padre o de la madre beneficiarios de montepío, en cuanto a eliminar el requisito de ser causantes de asignación familiar para gozar de la prerrogativa. Ello, tratándose del personal soltero o divorciado, sin hijos.



Podemos considerarlo al revés: ante una muerte en un acto de servicio, por ejemplo, para que el padre o la madre reciban el montepío debe mediar el requisito de la asignación familiar. En varios casos ello no se da -no estamos haciendo referencia a una gran cantidad-, por lo que ha parecido conveniente cambiarlo. Así, el Gobierno presentó la indicación respectiva.



En segundo término, se corrigió la situación del viudo o de la viuda, para que reciban la pensión que pudiera corresponderles de no existir hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales totalmente. Había una limitante, y se plantea el beneficio completo.



Tercero, se adecuó el proyecto -y esto es muy significativo- al acuerdo adoptado en la Comisión en orden a no innovar en materia del personal civil de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería, como proponía la iniciativa original, el que continuará regido por el régimen previsional especial de CAPREDENA y de DIPRECA.



En atención a ello, la Comisión rechazó algunas indicaciones y artículos aprobados en general por el Senado, al objeto de concretar esta nueva orientación.



Y, por último, se adelantó la entrada en vigencia de la ley -ello también es muy importante-, rebajándose a tres meses de su publicación. El plazo era de seis meses en el proyecto aprobado en general. Aspectos administrativos hicieron imposible acortarlo más.



Todas las indicaciones presentadas fueron acogidas por unanimidad en la Comisión de Defensa y recogieron el espíritu de lo que se intentó incorporar en la iniciativa.



También deseo dejar establecido, señor Presidente, para que no nos confundamos, que adicionalmente superamos una situación relativa a los funcionarios de ASMAR, la que quedó bien salvada a través de una interpretación de la Contraloría respecto de quiénes eran realmente los beneficiarios. El problema, expuesto en la discusión general, ya no existe.



Ahora, quiero consignar especialmente un aspecto. Entiendo que el Gobierno hará lo propio. Estamos haciendo referencia a muchos problemas vinculados con la materia en análisis, porque varias organizaciones, con buenos o malos argumentos -en general, comprendo la idea-, querían ser beneficiarios de CAPREDENA o de DIPRECA. Ahí es donde se requería una regla objetiva, lo que se logró a través del texto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene dos minutos para concluir, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Gracias, señor Presidente.



El personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) constituye un caso objetivamente muy complejo en materia de jubilación, que es la cuestión real.



Debe quedar claro, para la historia de la ley, que los funcionarios adscritos al sistema CAPREDENA-DIPRECA -ello se consigna en la normativa propuesta- mantienen esa calidad. Aquí no se le cambia a nadie su condición jurídica. Fue uno de los acuerdos logrados en la Comisión y con el Gobierno. Lo anterior, para no generar ninguna duda. Todos los que se hallan en el estado A, quedan igual.



Lo que ocurre es que el personal de la Dirección General experimenta un perjuicio en la jubilación y obviamente se le crea una situación imposible. 



Para que nos ubiquemos, hoy día se está cotizando entre el 15 y el 20 por ciento de la remuneración real, lo que determina que una persona que jubile por esta vía obtenga una pensión lamentable. Como lo planteamos, eso genera la necesidad de que la autoridad aborde el problema -la idea era que ojalá el Gobierno alcanzase a hacerlo- en términos de presentar un proyecto de nivelación, sea de puente de jubilación, sea de una correcta imposición por lo realmente ganado y no en una forma que al final debilita brutalmente las instituciones.



Resulta muy injusto que funcionarios adscritos a CAPREDENA o a DIPRECA perciban una jubilación A, y otros, una jubilación A menos el 80 por ciento.



La idea de ellos era vincularse al articulado en estudio. Esa materia es de la iniciativa del Ejecutivo. No está dentro de las ideas matrices.



El compromiso que adquirimos es que el Gobierno envíe un proyecto a la brevedad para hacerse cargo, de una vez por todas, de la situación de miles de trabajadores que enfrentan un perjuicio previsional especialmente delicado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor COLOMA.- Esa es la constancia y el acuerdo al que habíamos llegado en la Comisión de Defensa Nacional.



Quiero dejar claro, para terminar, que destinamos más de diez sesiones exclusivamente a la discusión particular de este proyecto. Y, más allá de cualquier otro comentario, el Gobierno tuvo una muy buena voluntad para llegar a arreglos hasta donde era posible. El tema de ASMAR, el de los montepiados, el de los viudos y las viudas, el del plazo de funcionamiento, lo relativo a no innovar en materia de personal civil son ejemplos de ello.



Sin embargo, debo consignar que por ahora no es factible abordar ciertos asuntos. Pero en algún momento y en otra iniciativa legal estos tienen que tratarse debidamente.



Para ese efecto, los funcionarios de la DGAC cuentan con toda la solidaridad de la referida Comisión. Además, el Gobierno manifestó su opinión en el sentido de resolver, de una buena vez, el problema que les aqueja.



En cuanto al resto de las normas, solicitamos que sean aprobadas en forma unánime, porque, de rechazarse el artículo 5º, quedarán muchos menos beneficiados de los que existen hasta ahora.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer al Presidente Piñera por el envío de este proyecto de ley. Este es un compromiso que él adquirió el 21 de mayo de 2012 y que pudo materializar gracias a la participación del entonces Ministro Andrés Allamand y del actual Titular de Defensa Nacional, Rodrigo Hinzpeter, contando, por supuesto, con la gran ayuda del Subsecretario para las Fuerzas Armadas, Alfonso Vargas.



Cuando los países entregan beneficios a su gente y a los jubilados, es muy importante que lo hagan por partes iguales. 



Sin embargo, ello no fue así por largo tiempo, desde el 2001, cuando el Gobierno del Presidente Lagos envió una iniciativa para terminar con el descuento del 7 por ciento de los jubilados de Chile, con excepción del personal en retiro de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de Gendarmería.



El proyecto tiene por objeto igualar, homologar, dentro de lo posible, esa situación y modificar algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, tales como la supresión gradual para los mayores de 65 años de la cotización de 6 por ciento al Fondo de Retiro de los Pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y del 5,95 por ciento en el caso de los pertenecientes a la Dirección de Previsión de Carabineros (DIPRECA).



Para los mayores de 65 años afiliados a CAPREDENA, se establece lo siguiente:



a) La redestinación del descuento para el Fondo de Revalorización de Pensiones a salud.



b) Limitar los beneficiarios de montepío. 



c) Establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones. 



d) Regular la situación del personal civil afecto a CAPREDENA y a DIPRECA.



Digamos las cosas como son, señor Presidente: los Senadores que pertenecemos por largo tiempo a la Comisión de Defensa Nacional hemos sido testigos de cómo los afiliados a estas cajas de previsión se han visto perjudicados en sus servicios, producto de que diversos Ministros de Hacienda de distintos Gobiernos se comprometieron, cuando Gendarmería e Investigaciones fueron incorporados a DIPRECA, a entregar recursos extras, promesa que nunca se concretó.



Con esta iniciativa legal se busca homologar con los demás a los funcionarios en retiro (mayores de 65 años) de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería, quienes, por estar afiliados a un sistema previsional diferente, no habían obtenido el beneficio de la eliminación del descuento de 7 por ciento que el año 2001 favoreció al resto de los pensionados de Chile, como ya lo he planteado.



Es importante destacar que el proyecto en debate, que está en segundo trámite constitucional y que, por supuesto, contará con el apoyo de Renovación Nacional, forma parte de los compromisos que el Presidente Piñera anunció el 21 de mayo del 2012.



¡Y hoy día el Primer Mandatario está cumpliendo!



Esta iniciativa de ley responde a dos puntos de vista: uno relativo a la justicia social y otro concerniente a la administración financiera de los sistemas de CAPREDENA y DIPRECA.



Por lo tanto, este proyecto pone fin, hasta cierto nivel, a las desigualdades que se registran en las pensiones otorgadas bajo esa modalidad en comparación con las de la mayoría del país. Lo anterior se complementa con la racionalización de beneficios para las cargas (hijas montepiadas, padres de los uniformados y viudas) de los afiliados al sistema.



Como veo que se me termina el tiempo, señor Presidente, quiero señalar que en este caso se trata de funcionarios que no tienen derecho a huelga ni a sindicalización; que no reciben pago por horas extraordinarias, y, como si eso fuera poco, que están sometidos a una condición que no rige para otros trabajadores: cuando asumieron sus cargos, juraron entregar la vida si fuera necesario.



Asimismo, deseo reforzar lo que planteó muy acertadamente el Presidente de la Comisión de Defensa Nacional: los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil han puesto sobre la mesa un tema que es real.



Como muchas veces han expresado en esta Sala los Senadores Bianchi,  Espina y otros, el Estado es el peor empleador. Ello, porque a esos trabajadores se les impone por un valor muy bajo, en circunstancias de que estamos hablando de personas que manejan todo el sistema aeronáutico del país. Sienten que sus estudios, su preparación permanente no se ven reflejados en los montos que reciben al pensionarse. ¿Por qué? Porque el Estado tiene sometido a dicho personal a un sistema en el cual las imposiciones -no los sueldos- son muy bajas, lo que implica que, al momento de jubilar, las pensiones son tremendamente exiguas.



El Gobierno -y agradezco al Ministro Hinzpeter- ha tomado nota de esta materia y comprometió sus esfuerzos para hacer, dentro del tiempo que le queda, todo lo posible...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente. De todas maneras, terminaré antes.



Decía que los miembros de la Comisión de Defensa Nacional, de todos los sectores, se han comprometido a invitar, para una próxima sesión, a los funcionarios de dicha repartición pública, con el propósito de empezar a trabajar en este tema, sobre todo porque se trata de una deuda que el Estado de Chile mantiene con esos trabajadores, quienes reciben una tremenda capacitación y manejan nada menos que la vida de todos nosotros cuando nos transportamos por vía aérea, pero sufren este problema que todos conocemos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda analizamos la iniciativa para pronunciarnos, por supuesto, sobre los asuntos propios de nuestro ámbito.



He escuchado el debate que se ha llevado a cabo en la Sala, y me parecen acertadas las expresiones de los miembros de la Comisión de Defensa Nacional en el sentido de considerar que el proyecto es bastante completo, por cuanto rectifica varios aspectos del sistema previsional de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.



El objetivo fundamental es la eliminación del descuento del 6 por ciento para el Fondo de Retiro, lo cual está contemplado en forma progresiva, según dispone el artículo primero transitorio de la iniciativa, de acuerdo con el nivel de renta en cada período en que se adecua la devolución hasta llegar al porcentaje completo. Se incluye también la redestinación a salud del descuento de 0,5 por ciento para el Fondo de Revalorización de Pensiones.



Efectivamente, durante la discusión del proyecto el personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil nos hizo presente la situación laboral en que se encuentran. Si bien aparecen como funcionarios civiles de las Fuerzas Armadas, no están adscritos al sistema previsional de estas. De acuerdo con lo que se planteó en dicha instancia y tal como se explicó anteriormente, se hallan en una condición de daño previsional acumulada durante largo tiempo. 



Allí nos mostraron antecedentes sobre sus imposiciones. En algunos casos, esta equivale al 30 por ciento del ingreso recibido, lo cual es de orden acumulativo.



Por este tipo de situaciones, en el Senado, en el Parlamento, recibimos a cada momento propuestas legislativas para tratar de mejorar el daño previsional por la vía de entregar algún beneficio de tipo indemnizatorio. En este caso, creo que llegará el momento en que conoceremos algún proyecto sobre la  materia. 



Hicimos ver el planteamiento de los funcionarios de la DGAC al Ministro de Defensa, y espero que, antes de la aprobación de esta iniciativa, intervenga para dejar constancia del compromiso que tomó con las Comisiones de Hacienda y de Defensa, en orden a mandar un proyecto de ley para mejorar la situación previsional de dicho personal, a fin de que la cotización se descuente con relación a los ingresos realmente percibidos.



Pero eso no era lo único que querían tales trabajadores: aspiraban a que en este proyecto se hubiera establecido su incorporación al sistema de la CAPREDENA (Caja de Previsión de la Defensa Nacional).



Sin embargo, esa materia no era propia de esta iniciativa; es un tema de mayor envergadura. Cualquier gobierno que venga deberá asumir la tarea de resolver en qué situación quedará dicho personal: o lo ubicamos dentro del personal civil de la Administración del Estado, con todo lo que significa la reglamentación que le corresponde, o lo situamos dentro del personal de las instituciones de la Defensa Nacional o de Orden y Seguridad.



De hecho, a esos funcionarios se les comunicó tal compromiso. Yo espero que el Ministro lo haga presente ahora, en el debate, para que en el futuro esa promesa se cumpla.



La idea es que el proyecto anunciado sea discutido por el Parlamento antes de fin de mes. Es lo que yo entendí. Y confío en que así será.



Por esas razones, hubo unanimidad en la Comisión de Hacienda en torno a la aprobación de la iniciativa que nos ocupa. 


No aprobar el artículo 5º propuesto es ir en contra de una parte importantísima de la propuesta legislativa, en la cual se resuelven muchos problemas del sistema previsional de las Fuerzas Armadas. En efecto, en los artículos 5º, 6º y 7º, se corrigen aspectos que lo ameritan absolutamente.



Por lo expuesto, señor Presidente, considero que debiéramos aprobar el proyecto en todas sus disposiciones, especialmente en el artículo 5º.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en general, los datos ya están entregados.



El proyecto original consideraba una serie de recortes para el personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, de Gendarmería, de la DGAC, en fin. Esas modificaciones fueron rechazadas en el Congreso.



El problema, como lo han mencionado algunos personeros, radica en que a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, pese a tener ingresos razonables, se les impone por un monto mínimo. Y en el momento de la jubilación, eso se transforma en un verdadero drama social.



Existe un compromiso con los representantes de dicha repartición, quienes han contactado prácticamente a todos los Senadores, como lo señaló el Presidente de la Comisión de Hacienda, en orden a solucionar esa situación. Solo falta que el Ministro de Defensa Nacional manifieste la voluntad de cumplir tal compromiso.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Hinzpeter.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a los señores Senadores.



Es un privilegio estar debatiendo este proyecto de ley, que hace un planteamiento de justicia y rectifica la aplicación de un descuento, cuya eliminación hace mucho tiempo se venía pidiendo por parte de los jubilados y montepiados de nuestras Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.



En lo general, creo que ha quedado suficientemente explicitado en las intervenciones previas el consenso que existe respecto de la aprobación de la iniciativa.



Para no quitarle tiempo a la Sala del Senado, abordaré tres aspectos que se han planteado y que podrían generar cierta duda o aprensión por parte de algunos señores Senadores.



En primer término, hago presente de manera categórica que, después de las conversaciones sostenidas en las Comisiones de Defensa y de Hacienda de ambas Cámaras con las instancias afectadas por el proyecto, se llegó a un acuerdo para que ningún civil que se encuentre cotizando en DIPRECA o en CAPREDENA deje de pertenecer a dichas instituciones.



Inicialmente, el proyecto pretendía descargar -en el sentido más literal de la expresión- a estos sistemas previsionales de algunos civiles que cumplían funciones que, en su esencia, no fueran de las que caracterizan al mundo militar o al de orden y seguridad. Pero, en definitiva, para alcanzar un buen acuerdo, con diálogo, se llegó al entendimiento de que ningún civil saldría de los referidos sistemas producto de la ley en proyecto. Es importante consignar aquello con toda claridad, para que no haya ninguna duda.



En segundo lugar, quiero referirme al artículo 5º. 


La redacción que generaba cierta aprensión, particularmente, en el Senador Navarro -he conversado el punto con el señor Senador-, entre otros parlamentarios, fue posteriormente rechazada. Por tanto, se volvió a la redacción antigua, similar a la de la ley vigente. Queda claro, entonces, que los civiles siguen incorporados, para todos los efectos, al derecho a asistencia médica preventiva y curativa, tal como lo están hoy día. No hay ninguna ambigüedad en la norma que indique que ellos podrían salir de ese sistema.



Y en tercer término, respecto de la Dirección General de Aeronáutica Civil, quiero ratificar lo que han manifestado algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



En lo personal, he dialogado con los funcionarios de la DGAC. Conversamos también, particularmente, en la Comisión de Hacienda. Tengo empatía y comparto el reclamo que ellos plantean.



En 1985 ellos fueron migrados desde CAPREDENA al DL Nº 3.500, pero se mantuvieron en la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas, contenida en el DFL Nº 1, de 1997. En consecuencia, si bien sus remuneraciones son -utilizaré la palabra más prudente- buenas, solo se les cotiza hasta por el 60 por ciento de sus ingresos. Y esto desde hace mucho tiempo genera una pensión muy mala.



La empatía con esa causa por parte del Gobierno, a través de la Cartera que dirijo, y también -no quiero ser injusto en esto- de los señores Senadores es completa.



Por consiguiente, he asumido el compromiso de enviar, antes de que termine este mes, un proyecto de ley que brinde una solución al daño previsional que está sufriendo hoy día el personal de la DGAC debido a que no se le cotiza por el monto correspondiente a la remuneración real. 


Lo haremos no solo porque es un compromiso, sino también porque existe empatía con una causa que nos parece justa.



En lo demás, retirada la petición del Senador Navarro, ojalá se apruebe el proyecto.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las palabras del Ministro señor Hinzpeter son tranquilizadoras.



Efectivamente existía esa aprensión profunda a lo largo de todo el país. 


Y esta es una materia de justicia. Porque cada vez que legislamos acerca de temas previsionales hay que nivelar hacia arriba y tratar de corregir los defectos tanto del sistema de AFP como de los traspasos que se realizan en sucesivos servicios.



Me parecen adecuados los compromisos. Confío en la palabra del Ministro en torno a la presentación de un proyecto sobre la materia a fines de enero. 


En definitiva, ahora tengo la certeza de que aquí no hay exclusión, asunto que fue parte del debate inicial en la Comisión de Defensa Nacional, con la gran aprensión de la Dirección General de Aeronáutica Civil y de otras personas que pudieran verse afectadas por el artículo 5º.



Por lo tanto, retiro la solicitud de votación separada y aprobaré la totalidad del articulado.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, el texto del proyecto que en esta sesión se somete a nuestra consideración ha sido mejorado con algunas indicaciones, aun cuando estas no satisfacen plenamente las pretensiones de los pensionados adscritos a los regímenes previsionales de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



Como lo manifesté en la sesión en que discutimos esta iniciativa en general, ha sido este Gobierno, el del Presidente Sebastián Piñera, el que acogió esta anhelada aspiración de los pensionados de dichos sistemas previsionales.



De igual modo, reitero lo que expuse antes en el sentido de que se considera necesario suprimir el descuento de 6 por ciento que afecta a los pensionados y montepiados de CAPREDENA, que se destina a un Fondo de Retiro de dicha entidad previsional, y, asimismo, el descuento de 5,95 por ciento con que deben contribuir los pensionados de DIPRECA a un fondo similar, debido a que dichos descuentos se traducen en una disminución importante en los ingresos líquidos. Todo esto se efectuará con la gradualidad que se establece en las disposiciones pertinentes del proyecto.



Por lo tanto, la eliminación del descuento de 6 por ciento al Fondo de Retiro para todos los pensionados de CAPREDENA solo viene a reparar, después de más de diez años, una omisión discriminatoria.



El fundamento de esta iniciativa no dice relación con la eliminación del descuento del 7 por ciento que se hizo a los demás jubilados de Chile, como se ha sostenido, sino más bien con la necesidad de hacer justicia respecto de los funcionarios públicos que aún cotizan el 6 por ciento, quienes están adscritos a los regímenes previsionales referidos.



Por otra parte, ha existido un descuento de 0,5 por ciento, que, desde la promulgación de la ley Nº 16.256, se destinaba a la Comisión de Revalorización de Pensiones de la Defensa Nacional, la que dejó de operar en 1979. Por lo tanto, constituye una legítima aspiración de los pensionados -así lo contempla el proyecto- derivarlo al Fondo de Salud para compensar el déficit que actualmente presentan los sistemas de salud institucionales y que indudablemente afecta la atención de los pensionados, en especial la de los de mayor edad.



La iniciativa también considera una racionalización de los beneficiarios de montepío, estableciéndose algunas condiciones especiales para acceder a dicha pensión. 


De igual modo, se restringe la posibilidad de rejubilar o acceder a una reliquidación de pensión, en el evento de que el pensionado vuelva al servicio, en una plaza distinta y por un lapso no inferior a tres años consecutivos. 


Como permanente impulsor de esta iniciativa durante tantos años, concuerdo plenamente con su aprobación, lo que viene a satisfacer una antigua y justa aspiración de quienes serán beneficiados con sus disposiciones, aun cuando estimo que pudo haberse mejorado aún más.



Se ha acogido el clamor de tantos pensionados de estas entidades, en cuanto a que la viuda o viudo, por no haber tenido  hijos de anteriores matrimonios, recibirá el cien por ciento de la pensión que le corresponde.



Asimismo se ha acogido la petición en orden a que esta ley empezara a regir al tercer mes siguiente al de su publicación y no a los seis meses siguientes, como lo disponía el primitivo artículo 20, para que la supresión de los descuentos se apliquen con la mayor premura, ya que son muchos años en que los pensionados han estado esperando con gran angustia la pronta vigencia de esta ley.


Como lo propuse en la sesión anterior, espero que se forme una mesa de trabajo, integrada por representantes de la Empresa Nacional de Aeronáutica y del Ministerio de Defensa Nacional, con el objeto de elaborar una iniciativa legal destinada a reparar su situación previsional.


Efectivamente, como se ha señalado, los funcionarios públicos de la DGAC tienen la legítima aspiración de que también se resuelva su situación. 



También quiero destacar que, durante la discusión del proyecto, los funcionarios de ASMAR lograron, a través de un dictamen, poder adscribirse al régimen previsional que está en cuestión: el de CAPREDENA y DIPRECA. Y, adicionalmente, señalar que hubo un esfuerzo muy importante de los parlamentarios respecto del personal civil de las distintas ramas de la Defensa Nacional, para que fueran considerados adscritos a este régimen previsional.



En forma muy especial, quiero agradecer al ex Almirante Enrique Vera la asesoría que nos prestó en este proyecto de ley; a la ASOFAR  y a la Federación Gremial del Personal en Retiro de la Defensa Nacional, Carabineros, PDI y Montepiadas de la Quinta Región, en nombre de su secretario general señor Alejo Riquelme, y al resto de las personas que estuvieron presentes en la discusión en particular, como los señores Pedro Veas, Víctor Wilson y César Cereceda.



Sin  lugar a dudas, creemos que con estas precisiones al proyecto de ley en examen, podemos votar a favor de esta iniciativa, que viene a dar cumplimiento al compromiso que nuestro Gobierno adquirió respecto de esta importante materia.



Quiero destacar que hubo tres organizaciones de pensionados de las Fuerzas Armadas que estuvieron presentes durante la discusión en general y en particular. 



De igual modo, deseo agradecer, en forma muy especial, al Presidente de la Comisión, quien tuvo la paciencia de recibir a todas las organizaciones que lo solicitaron y a cada uno de los miembros de dicho órgano de estudio. 



En ese mismo sentido, es necesario decir que acá hubo buena disposición de parte del Ministerio de Defensa Nacional en cuanto a incorporar algunas de las indicaciones que presentamos al proyecto. Algunas fueron declaradas inadmisibles, pero en definitiva hicimos la siembra para los efectos de poder, en el futuro, seguir perfeccionando justamente esta iniciativa legal.



Quiero agradecer nuevamente a las tres organizaciones que estuvieron presentes. 



Creemos que hoy día el Gobierno del Presidente Piñera ha cumplido la palabra empeñada, lo que implica seguir avanzando en términos de terminar con la discriminación y la omisión que afecta desde hace diez años a los pensionados de las Fuerzas Armadas y Carabineros.



Voto  a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, primero quiero saludar esta iniciativa. Creo que con ella  se hace justicia con miles de pensionados que seguían pagando un descuento que fue suprimido para los civiles, pero no para quienes cotizaban en DIPRECA y CAPREDENA. 



Es curioso que en este proyecto, aunque su aplicación sea gradual, se termine definitivamente el que ninguno de los pensionados de las Fuerzas Armadas pueda seguir pagando el porcentaje. Sin embargo, eso no ocurre con los civiles. En efecto, primero, con letra grande, anunciamos la supresión del siete por ciento; pero, hoy día todavía, de acuerdo con la letra chica, después de este proyecto de ley que no los afecta, muchos pensionados van a seguir pagando el cinco por ciento seguramente de por vida .



Creo que, sobre este particular, antes de terminar el mandato del Presidente Piñera, el Gobierno debe preocuparse de hacer justicia -por eso vamos a aprobar esta iniciativa, que es de toda necesidad-, determinando que a los  pensionados no se les haga el descuento. ¿Por qué siguen pagando pensionados que son civiles? 



Con eso tenemos la confirmación de que continuamos con dos sistemas previsionales absolutamente distintos para las Fuerzas Armadas. Me alegra que los efectivos gocen de buenas remuneraciones y jubilaciones y que tengan un sistema previsional en que se les descuenta un porcentaje mayor. Pero, cuando los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, se marginan del decreto ley 3.500, se les cotiza por un tope de hasta el 60 por ciento. Y cuando jubilan se enfrentan a pensiones absolutamente reducidas y que no guardan relación con la realidad de sus ingresos.



Por lo tanto, valoro la voluntad del Ministro y del Gobierno de enviar un proyecto de ley dentro del mes de enero para corregir la situación descrita. 



Pero de la misma manera reafirmo que lo que debemos hacer en Chile es corregir definitivamente un sistema previsional absolutamente dañino, insatisfactorio y perjudicial para el total de los pensionados. Si bien es cierto ahora estamos corrigiendo cierta situación, pasamos por alto lo que ocurre con la inmensa mayoría de los trabajadores del país que cotizan en  un sistema que, si bien  fortalece el mercado de capitales, no resuelve su problema previsional.



Por tanto, creo justo que el Gobierno se haya  comprometido a corregir el daño previsional que afecta a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, pero también me parece equitativo que se evalúe un proyecto de ley que enmiende definitivamente el actual sistema previsional.



Voy a votar favorablemente luego de la aclaración hecha por el Ministro respecto de que va a enviar un proyecto de ley que termina con el vicio señalado. Al mismo tiempo, estimo que el actual Gobierno y el Presidente Piñera deberían agrandar la letra de la modificación que elimina el siete por ciento, para que todos los civiles mayores de 65 años, al igual que lo estamos haciendo en este proyecto de ley que beneficia a los uniformados, dejen de sufrir una cotización absolutamente injusta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Informo a la Sala que se ha pedido abrir la votación.



Si hay acuerdo, podemos proceder a ello.



Acordado. 



En votación.



Se procederá en un solo acto, porque la petición de votación separada se retiró.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, se advierte en la Sala un gran consenso. Efectivamente, todos estamos de acuerdo en que hubo una omisión que afecta al personal de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile. Y creo que todos estamos disponibles para corregir esa situación.



Dicho lo anterior, no puedo sino concordar con lo señalado por el Senador señor Tuma: hace falta en el país tener una mirada más amplia, profunda y de futuro para conocer la realidad de nuestros trabajadores en relación con el sistema previsional. Pero temo que lo que hoy día estamos corrigiendo en beneficio del personal ligado a las Fuerzas Armadas y a Carabineros, perjudica al mundo civil, en el cual se advierten enormes injusticias.



En concreto, quiero reafirmar mi voto positivo en la medida en que he escuchado al Ministro comprometerse públicamente y reconocer que efectivamente aquí tenemos un estamento o un grupo de trabajadores de  la Dirección General de Aeronáutica Civil, que quedó marginado o no pudo ser partícipe de este proyecto. No podemos permanecer indiferentes al hecho de que están siendo tremendamente discriminados en cuanto a que solo se les cotiza por el 60 por ciento de sus sueldos, lo que significa que en el sistema previsional en el que participan obtienen muy bajas pensiones. No es que tengan bajas remuneraciones.



Se trata de un personal bastante específico, que cumple una función muy compleja y de tremenda responsabilidad, lo que nadie  duda. Y, por lo tanto, es importante destacar el compromiso asumido y reiterado públicamente por el Ministro en la Sala. Confiamos en su palabra y en que mandará un proyecto de ley antes de fines de enero.



Entonces, creo que no corresponde sino votar positivamente el proyecto, pero reiterando la entera legitimidad y preocupación manifestada por este grupo de trabajadores. Y, por supuesto, como Senadores, es nuestra obligación, de manera transversal, hacernos eco de su inquietud y apoyar, en consecuencia, la iniciativa que corrija los mecanismos a los cuales ellos se encuentran afectos.



Es importante también aclarar que los civiles que hoy día están en los sistemas CAPREDENA o DIPRECA mantienen su situación, lo cual preocupaba a diversos sectores.



Dicho esto, señor Presidente, confirmo mi voto positivo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegro que el Senado y el Gobierno hayan mejorado el proyecto en debate.



Ciertamente, había una inquietud no menor por parte de distintas reparticiones, la que pudo ser superada en la mayoría de ellas, entre otros, la de los funcionarios de ASMAR, quienes, sin lugar a dudas, con mucha justicia, reclamaban por el perjuicio ocasionado.



Ahora bien, hay una situación que hoy día efectivamente aplaudimos todos y que, en definitiva, implica que los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) podrán ver, en un par de días, que el Ministro, en cumplimiento a su palabra comprometida aquí, va a enviar la iniciativa con la cual será posible corregir una condición brutalmente injusta en materia previsional.



Quiero hacer notar que, según lo señalado aquí, a todas ¡todas! las personas jubiladas, mayores de 65 años, de las Fuerzas Armadas se les eliminará el descuento de 6 por ciento. Y eso no es así. Acabo de preguntarlo de nuevo, porque lo peor que podemos hacer es entregar una información que produce regocijo o alegría en quienes se verían favorecidos y después caigan en el engaño.



Por lo tanto -espero no estar equivocado, y por eso lo consulté-, los pensionados de las Fuerzas Armadas que perciben sobre los 400 mil pesos no tendrán la eliminación del descuento de 6 por ciento. Porque el beneficio es gradual. Parte, como es obvio, desde las jubilaciones más bajas, pero cuando llega a la línea de corte de los 400 mil, el descuento de ese porcentaje no se va a aplicar. 



La asesora del Ministro me entrega en este momento un documento que indica cómo viene la distribución: la pensión menor a 453 mil 217 no tiene descuento el primer año, ni el segundo ni el tercero. El monto que va desde 453 mil 218 pesos hasta 670 mil 936 pesos está sujeto a un 3 por ciento el primer año  y cero para el segundo y el tercero. Y si es superior a 670 mil 937 pesos, va a tener 4 por ciento de descuento el primer año, 2 por ciento el segundo y cero por ciento el tercero.



Esa es la tabla.
Entiendo que se está efectuando el descuento a las pensiones más altas.

El señor PROKURICA.- No es así.

El señor BIANCHI.- Para dejarlo más claro, lo que se hace es eliminar el descuento.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Cuando aparece cero significa que el descuento es nulo.

El señor BIANCHI.- Exacto. 



Conforme a lo que señala el Ministro, la cifra se va a cero. Pero no es que no haya descuentos. Conviene tener en claro el punto.



A mi juicio, lo importante es corregir lo que se dijo anteriormente, al señalarse a todos se les eliminará el descuento de 6 por ciento, versus lo que pasa en el mundo civil. A este respecto, debo expresar que no es así.



Sobre la base de lo que acontece con los pensionados civiles de todo el país, no pertenecientes a alguna rama de las Fuerzas Armadas, debo manifestar que no se cumplió con la eliminación del 7 por ciento. Y esta es una enorme verdad y una decepcionante situación que tuvieron que experimentar los jubilados, quienes, con mucha ilusión, pretendían obtener la eliminación de tal descuento, lo cual, obviamente, no fue posible.



Entonces, ¿qué va a ocurrir con los funcionarios de ASMAR y de la Dirección General de Aeronáutica Civil?



¡Bien por los trabajadores de ASMAR y por algunos funcionarios de las Fuerzas Armadas a cuyas rentas y eliminación de 6 por ciento estábamos aludiendo! Sin embargo, hay algo que quiero hacer ver: la situación de Carabineros.



Un carabinero que trabaja 16, 17 y hasta 18 horas al día recibe cero pago por horas extraordinarias. ¡Cero pago! Y son funcionarios que dan la vida. Por cierto, algunas personas pueden tener una mirada más crítica hacia la función que ellos desarrollan y otros, no. 



Quiero aprovechar la presencia del Ministro señor Hinzpeter para solicitarle que en algún momento -ojalá lo antes posible- envíe alguna iniciativa que mitigue o repare la situación de los policías uniformados, porque se hallan brutalmente afectados por la extensa jornada laboral que están obligados a desarrollar a cambio absolutamente de nada. No hay ningún trabajador en Chile que cumpla una función de 18 horas que no se le pague, aunque sea  un centavo, por concepto de horas extraordinarias. 



Me parece que tal situación, en algún momento, se debe discutir y reparar.



Así que, por de pronto, voto favorablemente este proyecto y quedo a la espera de que llegue lo anunciado por el señor Ministro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, se han dado muchos detalles técnicos bastante áridos respecto al contenido de esta iniciativa legal, la cual, a mi juicio, dice mucha relación con el proyecto que votamos anteriormente: el relativo a la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos.



Los derechos humanos también implican preocuparse de que ningún grupo de la sociedad chilena sea discriminado. Y las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería fueron discriminadas en Chile, y lo han sido en algo tan elemental como sus pensiones. Lo mismo sucede respecto a su acceso a la salud, lo que afecta no solo a ellos, sino también a sus familias, mujeres e hijos.



Por esa razón, estimo que la iniciativa en debate es bastante importante. Estoy muy orgullosa de que se haya generado bajo nuestro Gobierno, el del Presidente Piñera, y en el mandato del Ministro de Defensa, Rodrigo Hinzpeter. Finalmente se va a despachar. ¡Pucha que costó sacarla adelante! 



Por otra parte, me da mucho gusto haber oído en la Sala que hoy hay acuerdo o consenso en torno a su aprobación.



Digamos las cosas como son: se trata de un grupo de personas que han sido discriminadas, porque para algunos todo lo que sea asimilable o cercano a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública genera distancia, aunque para otros sea parte de su patrimonio. Por lo tanto, no había nada que hacer por ellas. Por eso fueron discriminadas. Y ahora siento orgullo de poder apoyarlas.



En la Quinta Región Cordillera que represento en el Senado, una gran cantidad de círculos y agrupaciones de hombres, como también sus mujeres, contribuyeron a nuestra patria de forma noble y desinteresada, a través de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.



Y mi forma de rendirles un homenaje es el apoyo a  este proyecto de ley, esperando que en el futuro muchas otras iniciativas legales reparen la discriminación social, económica y previsional de las que han sido objeto durante tantos años.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer al Presidente Sebastián Piñera el envío de esta iniciativa, que permitirá que pensionados de DIPRECA y CAPREDENA dejen de cotizar el 6 por ciento para autofinanciar sus propias pensiones.



Aquí algunos Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra han señalado que los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Carabineros estarían recibiendo un trato privilegiado, porque a todos ellos se les elimina de manera paulatina el descuento de 6 y de 5,95 por ciento, respectivamente, mientras que, en el caso de los civiles, solo a unos 500 mil jubilados se les suprimió el descuento de la cotización de salud.



Lo que pasa es que estamos comparando peras con manzanas. Y resulta algo tremendamente odioso, porque en el fondo se quiere decir que se continúa favoreciendo a los miembros de las Fuerzas Armadas, a sus pensionados, en desmedro de los civiles.



Eso no es así, señor Presidente. Yo quiero recordar que lo que se elimina hoy para los pensionados de DIPRECA y de CAPREDENA fue suprimido para los otros jubilados por el Gobierno del Presidente Lagos en el año 2001. En efecto, mediante un proyecto de ley que él envió, se eliminó el descuento previsional de 7 por ciento a todos los pensionados chilenos -¡a todos!-, menos a los de las Fuerzas Armadas.



Por lo tanto, lo que aquí hacemos es incorporarlos al mismo trato que, a partir del año 2001, han recibido las pensiones de la población civil.



En segundo lugar, señor Presidente, también hay que decir que parte del financiamiento se obtendrá por la vía de ahorros provenientes de la disminución de beneficios de la propia Caja de Previsión de la Defensa Nacional. Se restringe, por ejemplo, el montepío, y los ahorros que eso generará irán compensando el mayor gasto que significará el término paulatino de los respectivos descuentos.



Por eso, señor Presidente, creo que este proyecto está bien pensado y hace justicia con los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA. No se establece arbitrariedad alguna. No se comete ningún tipo de injusticia. Muy por el contrario, desde el punto de vista del aporte a la previsión se pone a ambos sistemas en un mismo nivel en que no hay descuentos para autofinanciar las pensiones.



Finalmente, señor Presidente, me alegro del anuncio hecho aquí por el Ministro de Defensa, don Rodrigo Hinzpeter, en el sentido de tomar un compromiso ante la Sala para enviar una iniciativa que permita encontrar una solución a la enorme diferencia existencia entre las pensiones y las remuneraciones de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.



Los dirigentes de esa institución han planteado el problema con mucha seriedad. Y aportaron sus propias ideas. Para ellos -lo dijeron claramente- lo ideal sería volver al sistema previsional de CAPREDENA y, si eso no fuera posible, sería preferible que se estableciera la obligación de imponer el cien por ciento de las remuneraciones y que se otorgara un bono, ojalá con efecto retroactivo, de tal manera que no se produjera daño previsional, o que fuera el menor posible.



En consecuencia, por estas dos iniciativas, la que vemos hoy día y la que anunció el Ministro Hinzpeter, voto a favor.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, deseo valorar la presentación de este proyecto de ley, que -como decía el Senador García- corresponde a una aspiración muy antigua para poner término a una discriminación entre civiles y funcionarios de las Fuerzas Armadas.



En efecto, a los primeros ya se les había aplicado la eliminación del 7 por ciento para financiar su pensión, pero habían quedado afuera, de manera arbitraria a mi juicio, quienes forman parte de las Fuerzas Armadas.



Con todo, junto con expresar esa valoración, hago un llamado a leer con atención el proyecto de ley que se somete a nuestra consideración, pues aquí ha habido afirmaciones que distan bastante de la realidad.



Se ha expresado, por ejemplo, que no todos los pensionados de las Fuerzas Armadas van a recibir este beneficio. Y, si uno lee el artículo primero de las disposiciones transitorias, advierte que se deja de manifiesto en cada uno de sus numerales que, de manera progresiva, todos lo percibirán en solo tres años, y que en adelante no se les va a descontar el 6 por ciento para financiar sus pensiones. Basta leer este artículo transitorio para darse cuenta de qué pasará el primer año, el segundo y el tercero. 



Entonces, en el futuro, cuando se proyecte este beneficio, cada uno de los pensionados de las Fuerzas Armadas lo tendrá absolutamente claro: quienes ganan menos de 453 mil pesos lo recibirán desde el año uno; los que perciben remuneraciones que van entre los 453 mil y los 670 mil pesos, al segundo o tercer año; y quienes reciben una remuneración superior a los 670 mil pesos, lo obtendrán completamente en el año tres.



Ello me parece bien, porque hay una focalización y una gradualidad progresiva para llevar adelante la presente iniciativa.



Por consiguiente, este proyecto de ley, a la inversa de lo que aquí han expresado algunos señores Senadores, se aplica en su integridad a todos los pensionados de las Fuerzas Armadas, de acuerdo a la gradualidad establecida en el artículo primero transitorio.



Creo que ello es extraordinariamente claro, preciso y contundente para que todas aquellas personas a las cuales nosotros comúnmente visitamos y con las que conversamos, que integran los distintos círculos, las diversas organizaciones existentes en nuestras comunidades de jubilados de las Fuerzas Armadas, tengan la tranquilidad de que van a obtener el beneficio, y aquí está la normativa en cuestión. 



¿Se hace justicia? Se hace justicia. ¿Se elimina una discriminación? Se elimina una discriminación. Y eso resulta extraordinariamente positivo.



Ahora, aprovechando la presencia del Ministro de Defensa Nacional, don Rodrigo Hinzpeter, quiero expresarle al Presidente de la República que la iniciativa que hoy día debatimos viene a dar cumplimiento a algo que permanentemente escuchamos de las organizaciones de pensionados de las Fuerzas Armadas y que cada uno de nosotros se comprometió a concretar. Y el primer compromiso concretado de manera clara, concreta y precisa, corresponde al de 2009, del entonces candidato Sebastián Piñera.



Por lo tanto, esto honra tal compromiso. Y estamos haciendo un avance que viene a poner fin a una discriminación, a una injusticia. No es una solución para todas las pensiones, tanto de la gente que no viste uniforme como de la que sí, pero termina con una discriminación, y eso siempre es bueno.



Voto favorablemente, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como hemos dicho, vamos a votar favorablemente este proyecto, ya que, aunque en forma un poco tardía, hace justicia. ¡La justicia tarda pero llega! 



Claramente, el régimen previsional de las Fuerzas Armadas dice relación con su condición laboral. El Senador Bianchi ha hecho referencia a la situación de la policía uniformada. Me consta, como a todos, que ellos trabajan más de cien horas semanales, en circunstancias de que fijamos un total de 45 horas para los trabajadores regidos por el Código Laboral. Y los carabineros pasan de las cien horas, particularmente los solteros, quienes además tienen que dormir y residir en los cuarteles.



Por tanto, su régimen previsional y de salud contiene de algún modo compensaciones que todos debiéramos tener claras.



De otro lado, se ha planteado que pudiera haber cierta discriminación respecto del descuento de 6 por ciento. Pero este resulta de toda justicia, toda vez que el descuento pertinente se eliminó también para los que se rigen por el decreto ley N° 3.500.



Quiero señalar que aún subsiste mucho por hacer en materia de igualdad en las cotizaciones. No hay conformidad. Y hago un llamado a cooperar para que la supresión del aporte de 7 por ciento en salud de verdad sea efectiva para todos los pensionados, particularmente para aquellos más necesitados.



Señor Presidente, sin duda estamos a favor de la aprobación de esta iniciativa. Ya hicimos una observación respecto de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC).



Al respecto, hubo un compromiso expreso del Ministro Rodrigo Hinzpeter en la Sala, lo que nos tranquiliza. Pero todavía existe una discusión abierta.



Los adscritos al servicio de salud institucional van a continuar allí. Y veremos qué ocurre con quienes no lo están.



Espero que su situación se resuelva en el proyecto de ley relativo a su cotización previsional, que llega al 60 por ciento. Solo quiero advertir que, si van a imponer por el 100 por ciento de su remuneración, bajarán sus ingresos. De modo que no será ningún negocio. Si los sueldos son buenos -como se ha repetido en la Sala y lo ha dicho el Ministro-, habrá que analizar este punto, porque al cotizar para previsión por el 100 por ciento de sus ingresos experimentarán una rebaja del 40 por ciento en sus remuneraciones.



¡Ojo! Al castigo que ya han sufrido esos funcionarios durante estos años, no podemos agregarle la obligación de cotizar más y que su renta líquida sea rebajada.



Señor Presidente, tengo en mis manos el informe de la Comisión de Hacienda, y en el artículo 70 bis, letra b), relativa al montepío a que tienen derecho los asignatarios del causante, se dispone:



“La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponde aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente”.



Hasta donde tengo entendido, señor Presidente, ya hemos superado la diferenciación entre hijos matrimoniales y no matrimoniales.



No sé si corresponde o no mantener así esta letra. Si queremos aplicar la legislación actual, no existe distinción para estos efectos entre hijos dentro del matrimonio o fuera de él. Desconozco si se puso por otra reglamentación. Tal vez pueda aclarar el punto la Senadora Alvear, quien es autora del proyecto y ha trabajado intensamente en él.



Por su parte, la Senadora Rincón me señala que la redacción debiera quedar simplemente en “de anteriores matrimonios o fuera de ellos”, y no hacer una distinción respecto a la categoría de los hijos, sino más bien del matrimonio.

El señor LARRAÍN.- Es lo que dice el Código Civil.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no sé si es posible hacer esa corrección. Porque, si en la legislación civil existe un criterio respecto a la determinación de los hijos, no me parece adecuado que, en el caso de las Fuerzas Armadas, diferenciemos entre hijos matrimoniales y no matrimoniales, aun cuando el derecho es el mismo.



No es un asunto de semántica, sino de una concepción de la dignidad y el derecho de todos los hijos a no ser discriminados bajo ninguna circunstancia.



Se podría corregir, si estuviera en la razón…

La señora RINCÓN.- Así quedó la redacción definitiva, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿No es posible enmendarlo a estas alturas?

El señor PROKURICA.- No.

El señor NAVARRO.- Entonces, solo cabe hacer una salvedad respecto a ello.



Efectivamente, todos estamos claros en esto. Ha habido un esfuerzo del Gobierno para despachar el proyecto lo más rápidamente posible. Si no, habríamos tenido una larga discusión.



Comparto que se apruebe esta iniciativa, pero estimo que más vale hacer esa observación. Aunque entiendo que se trata de un problema de redacción y no de fondo.



Por eso…



Un minuto más, señor Presidente.



Por eso, y por los compromisos anunciados por el Ministro Rodrigo Hinzpeter, especialmente en cuanto a la situación de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, voto a favor de este proyecto. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta iniciativa es muy importante.



Como señala el informe de la Comisión de Hacienda, su objetivo es:



"Modificar algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, como la eliminación de la cotización para cierto personal retirado y montepiado que se indica; limitación de los beneficios del montepío; restricciones a la reliquidación de pensiones y racionalización de las dobles pensiones; y supresión de abono injustificado de años de servicio para efectos del retiro, entre otros”.



El Senador García manifestaba que las rebajas que se hacen a través de estas disposiciones se compensan con las mismas disminuciones que se efectúan en el proyecto. Así lo ratifica el informe financiero entregado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que se incluye en el texto que tenemos en nuestras manos. 



Ese documento expresa que, en el año en régimen, el impacto neto es de 45 mil 848 millones 849 mil pesos, equivalente a un ahorro fiscal compuesto de un mayor gasto fiscal de 51 mil 607 millones 123 mil pesos y de un menor gasto fiscal de 97 mil 455 millones 972 mil pesos.



En consecuencia, el ahorro en régimen alcanza a los 45 mil 848 millones 849 mil pesos antes mencionados. Es decir, a cerca de 100 millones de dólares.



Por lo tanto, a mi juicio, junto con las adecuaciones que se realizan para hacer justicia a todos los pensionados de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Gendarmería, la iniciativa también efectúa otras que representan altas economías.



Por eso, voy a pronunciarme a favor.



Quiero, eso sí, destacar nuestra preocupación respecto a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. El Senado aprobó por unanimidad un proyecto de acuerdo precisamente a fin de solicitarle al Presidente de la República que se atendieran sus justas peticiones.



Voto favorablemente este proyecto, porque considero que es adecuado para los exservidores de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Gendarmería de Chile.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto (31 votos), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, por su intermedio, agradezco a los señores Senadores. Y -¡no faltaba más!- también a las señoras Senadoras, me corrige la Honorable señora Lily Pérez y me miran con cara de susto las Senadoras señoras Rincón y Alvear.



Entonces, voy a empezar de nuevo, para no cometer equivocaciones.



Señor Presidente, señoras Senadoras y señores Senadores,…

La señora ALLENDE.- ¡Muy bien!

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).-… muchas gracias por aprobar esta iniciativa.



La verdad es que, en conjunto y con diálogo, hemos dado un paso importante. Ahora viene un tercer trámite en la Cámara de Diputados, que esperamos se cumpla pronto para poder promulgar la ley en proyecto en los próximos días.



No quiero referirme de nuevo al compromiso que he asumido, porque ya se mencionó lo suficiente. Por lo tanto, no me queda más que reiterarles mis agradecimientos.

ENMIENDA A LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE AFECTACIONES DE UTILIDAD PÚBLICA DE PLANES REGULADORES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8828-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 3 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es enmendar la Ley General de Urbanismo y Construcciones en lo referente a las declaratorias de utilidad pública de terrenos consultados en los planes reguladores, a fin de permitir que se puedan establecer los trazados de los espacios públicos con carácter indefinido. Asimismo, se prescribe la obligación de compensar al propietario del terreno afecto cuando sufra un perjuicio por esta medida.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Lily Pérez y señores Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.



Cabe tener presente que los incisos sexto y séptimo del artículo 59, contenido en el numeral 1) del artículo 1°, y el artículo 2° permanente requieren para su aprobación de 19 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Pido segunda discusión, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.

La señora RINCÓN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, nosotros, como Comité, más que pedir segunda discusión, queremos solicitar que el proyecto vuelva a la Comisión, para que se discuta en general y en particular, de modo que retorne a la Sala para ser votado con las indicaciones ya debatidas e incorporadas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si no hay objeción, la iniciativa volvería a la Comisión para ser discutida en general y en particular.

El señor PROKURICA.- Pero hay que hacer la primera discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No, porque la Senadora Rincón ha pedido otra cosa.



Entonces, si hay acuerdo, el proyecto volvería a la Comisión para ser discutido en general y en particular.



--Así se acuerda.
ESTABLECIMIENTO DE MEDIDA DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9036-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es facultar a los funcionarios de Carabineros de Chile para que, en el ejercicio de su rol como policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, realicen el control preventivo de identidad y cotejen la existencia de órdenes de detención de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la referida seguridad y el orden público.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos) y Pérez Varela y el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Alvear y Walker (don Patricio). También lo aprobó en particular con un texto sustitutivo que contiene una disposición que se incorpora en el Código Procesal Penal y no en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con los votos favorables de los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos) y Larraín (don Hernán) y el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Alvear y Walker (don Patricio).



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en este caso queremos pedir, como Comité, segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, dado que se pidió segunda discusión, no intervendré en esta ocasión.

El señor PROKURICA.- Pero hay que hacer la primera discusión.

El señor ESPINA.- Prefiero intervenir en la segunda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme.


Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, el informe del proyecto, ¿tengo que rendirlo necesariamente ahora, o puede quedar para la siguiente oportunidad?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo puede hacer en la segunda discusión.

El señor WALKER (don Patricio).- Muy bien.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por lo tanto, se da por concluida la primera discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión.
CONDICIONES ESPECIALES PARA RETIRO DE PERSONAL DE SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9113-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad principal del proyecto es favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas, con tal objeto se establecen transitoriamente condiciones especiales para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479, que regula la declaración de vacancia de los cargos del personal, otorgando bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se fijan y concediendo un bono compensatorio al personal que se indica.



La Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto, iniciado en mensaje, no contiene normas de quórum especial y fue aprobado en la Comisión por unanimidad, al igual como lo despachó la Cámara en su primer trámite.



De acuerdo al texto del Ejecutivo, esta iniciativa busca favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas. En tal virtud, establece transitoriamente condiciones especiales para la aplicación de la ley N° 19.479, que regula la declaración de vacancia de los cargos del personal, otorgando bonificaciones a los funcionarios que renuncien voluntariamente en determinadas condiciones y concediendo un bono compensatorio.



La presentación de este proyecto se inserta tanto en el propósito del Ejecutivo de avanzar en la racionalización de la Administración Pública como en el diálogo con las distintas instituciones públicas. Tal es el caso del Servicio Nacional de Aduanas, donde los propios funcionarios plantearon su inquietud por las condiciones para su retiro.



Para ello, se propone la supresión de los cargos servidos por funcionarios de carrera desde que hayan cumplido 65 años de edad, y  tengan una tasa de reemplazo que alcance al 70 por ciento de las remuneraciones imponibles. La bonificación por renuncia voluntaria está definida en la ley N° 19.882, que otorga un beneficio equivalente a un mes de remuneración por cada dos años de servicio, con tope de nueve o diez meses, al momento de la renuncia voluntaria, que debe ocurrir al cumplir 60 o 65 años, según se trate de una mujer o de un hombre, respectivamente. Como contrapartida, ese mismo cuerpo legal dispone que la bonificación disminuirá en un mes por cada semestre en que el funcionario, habiendo cumplido la edad, no se haya acogido a retiro voluntario.



Siendo este proyecto resultado del diálogo entre las partes, y declarándose los funcionarios de Aduanas en conformidad con su contenido, lo más apropiado es aprobarlo sin mayor dilación. Y, por supuesto, que lo voto favorablemente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 20 del presente mes.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).

PERFECCIONAMIENTO DE NORMAS SOBRE REGULACIÓN DE DERECHOS DE OBTENTORES DE VARIEDADES VEGETALES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (6355-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 87ª, en 10 de marzo de 2010.



Informe de Comisión:



Agricultura: sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto son actualizar el régimen jurídico que regula los derechos del obtentor de variedades vegetales a los estándares del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales, de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de 1991, UPOV 91; convertir a Chile en una potencia agroalimentaria y forestal; fomentar el pleno respeto de los derechos sobre las obtenciones de variedades vegetales; fortalecer la industria de investigación, desarrollo e innovación de variedades vegetales, y atraer inversión extranjera asociada a la investigación, desarrollo e innovación.



La Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Senadores señores Coloma, García y Larraín (don Hernán) y el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Rincón y señor Letelier. 



La Comisión propone que la iniciativa, por contener normas que inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado, como consta en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, sea también informada por la Comisión de Hacienda en el segundo informe. 



Cabe hacer presente que los artículos 11, 35, 36 y 53 tienen el  carácter de normas orgánico constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de 19 votos favorables. 



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto. 



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, considero necesario, antes de entrar al debate de esta iniciativa de ley, hacer algunas precisiones sobre el Convenio UPOV 91.



Desde el año 1996 nuestro país es parte del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales (UPOV 78), cuyo objetivo principal fue el establecimiento de un marco jurídico que garantizara al obtentor de una nueva variedad vegetal el reconocimiento al derecho sobre la variedad de su creación.



Posteriormente, el Convenio UPOV 91 desarrolló un sistema de protección que ya existe en Chile, en virtud de la promulgación de la ley 19.342. Dicho sistema entrega a los creadores de nuevas variedades vegetales un derecho sobre su creación, que les permite su explotación exclusiva por un tiempo determinado. Se protegen aquellas variedades desarrolladas que cumplan con los requisitos de ser nuevas, distintas y homogéneas y que sean registradas como tales. 



El UPOV 91 incorporó estándares más precisos a los ya aplicables en nuestro país, pues respecto a la protección amplió los derechos de los obtentores de nuevas variedades no solo al material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida, sino que también al producto de la cosecha cuando el primero no ha sido debidamente adquirido, y extendió los plazos mínimos de protección de 15 y 20 años a 18 y 25 años, respectivamente.



Por otra parte, reafirmó la facultad de los países para establecer excepciones al derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales. De esa manera, los derechos de los pequeños agricultores se hallan claramente considerados en el UPOV 91. 



Asimismo, cabe consignar que Chile, a través de los acuerdos comerciales con importantes socios comerciales, tales como Estados Unidos, Japón y Australia, asumió el compromiso de adherir al UPOV 91 antes del mes de enero de 2009. De modo que si no hubiese suscrito dicho Convenio le habría significado muchas sanciones, que era necesario evitar, sin considerar, por otra parte, el problema de la falta de confiabilidad que hubiera generado el hecho de que nuestro país no cumpliera con la palabra empeñada en el ámbito internacional. 



Sin embargo, este Convenio trata de una materia absolutamente distinta a la posible introducción de transgénicos en nuestro país, a lo que me opongo mientras subsistan dudas acerca de sus efectos para la salud humana.



El transgénico es una variedad modificada genéticamente. Un obtentor vegetal es la persona que obtiene una variedad vegetal.



A este respecto, cabe preguntarse qué se entiende por variedad nueva. Es aquella que existe en la naturaleza, pero que hasta hoy no ha sido descubierta. Asimismo, es variedad nueva la que ya fue descubierta, pero que ha sido modificada genéticamente. Entonces, el que produce una variedad nueva también tiene derecho de obtentor, o sea, a que se le pague una suma o porcentaje por la comercialización o producción. 



Indudablemente que ello puede ser complejo en el tiempo, ya que podría acarrear la ruina de la pequeña agricultura, o bien estimular una menor existencia de cultivos libres de derechos que se deben pagar. 



Lo que queda claro con el impulso de esta ley en proyecto es el mayor poder de control que se da a los obtentores, asegurándoles la protección de sus variedades.



Entonces, estamos frente a una discriminación incuestionable entre aquellos que pretenden lucrar con la obtención de variedades y quienes han dedicado gran parte de su esfuerzo a mejorar y obtener nuevas variedades, intercambiándolas sin un interés económico. 



Por otra parte, si se imponen variedades mejoradas, cuyo perfeccionamiento se halla directamente asociado al uso de gran cantidad de pesticidas y fertilizantes inorgánicos, estaremos frente a un atentado al medioambiente y la biodiversidad. 



Además debe tenerse presente que la verdadera forma de protección de los recursos genéticos es catastrando toda nuestra riqueza vegetal, incluyendo variedades endémicas, nativas y locales, que serán las grandes víctimas de la privatización, porque presentan un importante interés comercial. 



Creemos firmemente que el problema fundamental de este proyecto de ley es que no asegura en modo alguno el respeto a los derechos de los obtentores indígenas y campesinos, que han trabajado durante muchos años para adaptar diversas variedades a sus condiciones adversas, pues, en lugar de ser registradas, han sido compartidas de manera desinteresada e intercambiadas sin ambiciones de ningún tipo. 



Todas estas consideraciones nos llevan a no estar de acuerdo con la iniciativa en debate, con las atribuciones que se entregan a las empresas para hacer uso abusivo de variedades locales y nativas, pudiendo incluso apropiarse de ellas. 



Si esta normativa se aprueba, será indudablemente el tiro de gracia que se asestará a la pequeña agricultura del país, la cual es un agente esencial en la producción alimentaria y, además, representa una fuente generadora de empleos bastante importante. 



En virtud de todo lo expuesto, voto en contra de la aprobación de este proyecto de ley. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde intervenir al Senador señor García, quien no se encuentra en la Sala en este momento. 



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito segunda discusión para el proyecto que nos ocupa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme. Pero antes vamos a agotar la primera discusión. 



¿Desea continuar con el uso de la palabra, Su Señoría?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente, después voy a intervenir. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Okay. 



En la primera discusión, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal como ha señalado el Secretario de nuestra Corporación, estamos frente a un proyecto de ley cuyo propósito es actualizar el régimen jurídico que regula los derechos del obtentor de variedades vegetales a los estándares del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales, de 1961; convertir a Chile en un potencia agroalimentaria y forestal; fomentar el pleno respeto de los derechos sobre las obtenciones de variedades vegetales; fortalecer la industria de investigación, desarrollo e innovación de variedades vegetales, y atraer inversión extranjera asociada a la investigación, desarrollo e innovación. Propone, asimismo, derogar la actual ley N° 19.342, que rige esta materia. 



Como es posible advertir, se trata de una iniciativa que busca establecer una forma de regular el derecho de propiedad intelectual de quien desarrolla una nueva variedad vegetal y que, a través de esa vía, constituye una creación y hace una contribución al desarrollo, como lo es una obra literaria, musical o de otra naturaleza, en que siempre se reconoce la propiedad intelectual del autor y sobre esa base se registra y se protege su creación.



Esta iniciativa fue presentada por la Presidenta Michelle Bachelet. Se discutió largamente en la Cámara de Diputados, que en sesión del martes 9 de marzo de 2010 -vale decir, en el período legislativo anterior- la aprobó en forma unánime.



Durante su tramitación en la Cámara Baja fue informada en la Sala por los Presidentes de las distintas Comisiones que la analizaron. 



Por ejemplo, la Diputada señora Denise Pascal, quien habló en representación de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, señaló que la idea matriz o fundamental del proyecto, que era “actualizar el régimen jurídico que regula los derechos del obtentor de variedades vegetales y el privilegio del agricultor, a fin de impulsar la investigación y el desarrollo de nuevas variedades vegetales y mejorar la productividad agrícola nacional”, de alguna manera se hallaba destinada a favorecer “el registro en Chile de nuevas variedades vegetales creadas no solo en nuestro país, sino también en el extranjero, creándose un nuevo ambiente institucional propicio para la concreción de nuevos contratos de licencia de tecnología que favorecerá el acceso a materiales de punta, que constituyen una de las bases para el incremento de la competitividad nacional.”.



Agregó que esa Comisión tomó “conocimiento de la iniciativa legal, por cuanto consideró que las normas propuestas podrían implicar una eventual desprotección del mundo campesino e indígena en relación con los cultivos tradicionales y la protección del medio ambiente”.



Contó todos los esfuerzos que hicieron y explicitó la conclusión a que llegaron.



Al respecto, señaló: “La votación general del proyecto se realizó sin mayor debate, ya que, después de haber recibido las opiniones de los invitados a la Comisión, sus integrantes concordamos en la conveniencia de legislar sobre la materia, procediendo a dar su aprobación general por unanimidad.”.


Lo mismo informaron los Diputados señores Delmastro y Barros, en representación de sus respectivas Comisiones.



El debate es bastante interesante. De alguna manera recoge las inquietudes planteadas sobre la materia en el último tiempo, fundamentalmente por la prensa, y en particular por ONG que están muy en contra de este proyecto, al cual han llamado “Ley Monsanto”, por cuanto establecen que, uno, favorecería la transgenia; dos, permitiría el registro de las especies vegetales, y tres, les impediría a los pequeños agricultores usar las semillas con posterioridad a la cosecha.



La verdad es que esta discusión se registró en la Cámara de Diputados, por lo que he podido analizar de sus antecedentes. Y por eso la he traído a colación, pues tengo la impresión de que se ha generado un debate ideológico ajeno a la realidad de la iniciativa que nos ocupa.



Este proyecto no guarda ninguna relación con la transgenia. Solo se refiere a las especies que van mejorando por desarrollos hechos en un laboratorio.



En Chile, el INIA ha creado muchas variedades de esta forma (maíces, trigos, en fin), que no han sido producto de procesos transgénicos -es decir, no se ha utilizado la ingeniería genética para generar una nueva especie-, sino simplemente de mejoramientos como consecuencia de la evolución, de la selección, de cruces y de otros mecanismos que se usan en este ámbito.



Esta iniciativa no afecta en absoluto a las normas transgénicas. Así ha quedado claro tanto en el debate habido en nuestra Comisión de Agricultura cuanto en el registrado en la Cámara de Diputados.



En seguida, se dice que con la fórmula propuesta se podrán patentar la papa, la araucaria y otras especies autóctonas de nuestro país.



Eso es completamente falso, porque está expresamente prohibida la posibilidad de patentar especies. Solo se pueden patentar creaciones de una variedad de una especie hecha por alguien, en que deben acreditarse los procedimientos, las características y las diferencias que hay con ella.



Por lo tanto, es imposible patentar una especie nativa; está expresamente prohibido: solo es factible patentar variaciones nuevas creadas en laboratorio, acreditando sus procedimientos y las diferencias respecto de otros productos. Por lo demás, pueden desarrollarse variedades sobre variedades.



Tampoco es efectiva la imposibilidad de que los pequeños agricultores reutilicen las semillas.



La Cámara de Diputados corrigió esta materia, y quedó expresamente autorizada la reutilización indefinida.



Señor Presidente, traigo a colación aquello porque esta iniciativa fue aprobada en forma unánime por los Diputados. Algunos de quienes la votaron a favor hoy día son Senadores de la República. Pero, aparentemente, los inconvenientes que ahora se han hecho presentes a través de la campaña en comento los estaría llevando a modificar su posición.



Yo solo quiero señalar que, a mi entender, las razones que tuvieron la Presidenta Bachelet para presentar esta iniciativa y la Cámara de Diputados para aprobarla se mantienen.



Considero que la campaña realizada contra este proyecto no corresponde a la verdad de los hechos. Y está habiendo una tergiversación de la realidad, la que ya fue despejada tanto en la Cámara de Diputados como, a mi juicio, en la Comisión de Agricultura del Senado, conforme a las informaciones y opiniones que recibimos de expertos.



Entonces, yo me pregunto qué está pasando, por qué se producen esos cambios, por qué tal diferencia ideológica en la materia.



Hemos oído que, a raíz de la referida campaña, la Presidenta Bachelet quiere modificar este proyecto.



Esa sería su afirmación. La habría hecho en una visita a Temuco, al ser requerida  por la prensa -entiendo- sobre el particular.



Si eso es así, no sé qué interés particular tienen los Senadores de la Nueva Mayoría en discutir este proyecto, tanto más cuanto que la Presidenta electa planteó la conveniencia de revisarlo. Porque, habiéndolo aprobado la Cámara de Diputados, si el Senado lo rechazara -por cierto, puede hacerlo- no terminaría su tramitación, sino que se constituiría una Comisión Mixta para procurar que aquella prosiguiera.



Si tal será el destino, ¿no parece más razonable esperar que asuma el nuevo Gobierno y atender las inquietudes de la Presidenta electa? Ello, para evitar una tramitación equivocada, como la que tendría lugar si el Senado rechazara esta iniciativa.



Estimamos que eso es lo razonable, señor Presidente, y por tal motivo no hemos apurado la tramitación de este proyecto.



Por cierto, ella se puede acelerar. No tenemos ningún problema en votar, porque consideramos que la iniciativa de la Presidenta Bachelet tiene justificación. Y la votación unánime de distinguidos Diputados de la Concertación y de la Alianza así lo evidencia.



Los cambios registrados posteriormente tienen que ver con otras materias y, a la luz del análisis que conocimos de los distintos expertos, no se sustentan.



Por lo tanto, vuelvo a plantear si tiene sentido que sigamos tramitando un proyecto que, según anunciaron las autoridades que asumirán en pocas semanas más, se revisará totalmente.



Por cierto, hay pleno derecho a hacerlo. Lo que no tendría sentido sería avanzar mientras  tanto en la tramitación de una iniciativa que, si se rechazara -porque debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional-, forzaría a una Comisión Mixta, órgano que tendría una dificultad mayor para corregir los errores señalados por quienes justifican rechazar un proyecto que antes aprobaron.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto es largamente esperado por los pequeños agricultores, quienes desean que el Senado lo rechace. Ellos lo estudiaron, hicieron observaciones...



¡Me cortó el micrófono, señor Presidente!

El señor ESCALONA.- ¡No le quite la palabra al colega, señor Presidente...!

El señor LAGOS.- ¡Déjelo que termine la idea, aunque no sea buena...! 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Prosiga, señor Senador. Y le ruego excusarme.

El señor TUMA.- Espero que se agreguen los segundos que no utilicé debido a la interrupción.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así se hará, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta iniciativa se halla motivada por el cumplimiento de un convenio internacional, el UPOV 91, donde se establece una mayor protección para los agricultores que introducen novedades en materia de semillas -no necesariamente con transgénicos, como se ha señalado- y se les otorga un privilegio a los pequeños agricultores, el que no se cautela legalmente. 



Por lo tanto, la iniciativa en debate, que ha sido observada por los pequeños agricultores, y especialmente por las comunidades indígenas, debe ser revisada, tal como lo planteó la Presidenta Bachelet.



Durante la discusión particular profundizaré más sobre la alta conveniencia que reviste el rechazo de la idea de legislar.



Dada la participación activa que han tenido en esta materia muchísimas comunidades y organizaciones, pienso que, con la concurrencia de los pequeños agricultores y de las comunidades indígenas, deberíamos construir un texto que concitara el pleno respaldo del Parlamento y, principalmente, de los afectados.



En consecuencia, yo rechazaré este proyecto de ley, aun cuando lo haya aprobado en mi condición de Diputado y aunque sea una adecuación al UPOV 91, pues la cuestión tiene que ver con la forma como hacemos participar en la legislación que estamos analizando a los afectados por una iniciativa legal de esta naturaleza, quienes, por tanto, le formulan reparos.



Entonces, reservaré para la discusión particular mi argumentación en detalle respecto a la inconveniencia de aprobar un proyecto de ley que atenta contra los intereses de los pequeños campesinos y, especialmente, de las comunidades indígenas.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer término, debo recordar que el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, en su versión 1991, fue ratificado por ambas Cámaras -me atrevería a decirlo- unánimemente.



En segundo lugar, cabe hacer presente que el UPOV 91 es un instrumento que nos obligamos a suscribir cuando firmamos los tratados de libre comercio con Estados Unidos y Japón.



Por lo tanto, estamos en presencia de uno de aquellos compromisos internacionales que los países serios siempre procuran cumplir.



La proyectada ley de obtentores vegetales materializa la obligación que suscribimos en los tratados de libre comercio con las dos naciones que acabo de individualizar.



Como se indicó, esta iniciativa fue enviada por la Presidenta Bachelet. Y nadie dijo nada mientras se analizaba en la Cámara de Diputados. Pero cuando inició su tramitación en el Senado diversas organizaciones dejaron caer no solo una serie de dudas sino también una enorme cantidad de descalificaciones sobre los tres Senadores de la Comisión de Agricultura que, por estimar que el cumplimiento de nuestros compromisos internacionales es uno de los grandes activos de Chile, votamos a favor de la idea de legislar.



A esta iniciativa se la ha demonizado llamándola “Ley Monsanto”.



¿Y qué se ha dicho de ella?



Primero, que permite el uso de transgénicos.



¡No es así! ¡Eso es de falsedad absoluta! La regulación de los transgénicos se halla en otra ley, la que no se toca en el proyecto que nos ocupa esta tarde.



Se ha sostenido también que esta iniciativa posibilita el registro de vegetales de carácter genérico -lo explicó bien en la Sala el Senador Hernán Larraín-: la papa, en fin.



¡Eso también es falso! Los vegetales de aquella índole, de uso común en la población, no pueden ser inscritos en el registro de variedades vegetales, pues no tienen este carácter: se hallan en estado natural.



Asimismo, se ha afirmado que este proyecto posibilitaría el registro de plantas de uso ancestral por nuestros pueblos originarios, especialmente por el mapuche.



Incluso, se ha expresado que permitiría registrar las yerbas medicinales que, siguiendo una tradición de años y años -me atrevería a decir “de siglos”-, las machis ocupan en las acciones de salud que llevan adelante.



Eso tampoco es verdad, porque -repito- las especies genéricas, las plantas que se hallan en estado natural, que son las usadas por las machis, no pueden inscribirse.



¿Por qué considero necesaria una ley de obtentores vegetales, señor Presidente?



En primer término, porque debemos dar cumplimiento a un acuerdo internacional. Yo no creo que Chile, país con una economía pequeña y ubicado en el fin del mundo, pueda darse el lujo de no respetar los acuerdos internacionales a que se obligó -como ya dije- en los tratados de libre comercio con Estados Unidos y Japón.



Y, en segundo lugar, porque el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, en su versión 1991, dentro de sus cláusulas permite que cada nación adecue su legislación y dicte normas sobre lo que se denomina “privilegio del pequeño agricultor”, que consiste precisamente en determinar cuántas veces después de la primera cosecha es factible utilizar una semilla certificada.



En consecuencia, sigo creyendo que la ley en proyecto es necesaria.



Ahora bien, la Presidenta electa -reitero que ella envió este proyecto de ley al Congreso Nacional-, durante una visita a la Región de La Araucanía (entiendo que a la comuna de Nueva Imperial), en un encuentro con dirigentes de nuestro pueblo mapuche señaló que deseaba revisar esta iniciativa, denominada “Ley Monsanto”. Y así lo recogió la prensa.



Yo puedo dar fe de que la ley en proyecto ha provocado enorme inquietud en muchas organizaciones, particularmente mapuches. ¡Y cómo no, pues, si algunos grupos les están diciendo, ni más ni menos, que van a perder el uso de sus plantas medicinales, de sus semillas y de sus frutos, como el maqui, en circunstancias de que -insisto- no es posible inscribir ninguna de esas especies, toda vez que -reitero- se encuentran en estado natural y, conforme a la definición que da el mismo texto que nos ocupa, no constituyen variedades vegetales!



Por lo tanto, señor Presidente, considero que lo más sano, lo más razonable es esperar que asuma la nueva Presidenta de la República, quien se comprometió públicamente en Nueva Imperial a revisar la legislación en proyecto.



Si es posible rever los tratados de libre comercio que suscribimos con Estados Unidos y Japón y no obligarnos a cumplir estrictamente el UPOV 91, ¡fantástico!



Si es posible que modifiquemos este nuevo proyecto de ley sobre obtentores vegetales, ¡fantástico!



Ninguno de nosotros -estoy seguro- está por quitarle nada a nadie, menos a los pequeños agricultores, menos a nuestro pueblo mapuche.



Me asiste la convicción de que todos nosotros queremos el desarrollo de nuestros campesinos. Todos deseamos, entre otras cosas, que cuenten con los mejores insumos para hacer producir su tierra, y dentro de ellos, con las mejores semillas, que son las certificadas. Porque negarse a usarlas es como oponerse hoy a vacunas o a medicamentos. Es tan absurdo como eso.



Pero para que obtengamos semillas certificadas, variedades vegetales nuevas -por ejemplo, parras, frutales-, plantas nuevas, se requiere que alguien investigue y proteger la investigación dentro del marco de la propiedad intelectual, que es un derecho reconocido internacionalmente.



Por lo demás, ¿quién es el principal investigador en Chile? El Estado, a través del Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA). Más que los privados, el principal investigador de nuevas semillas, de variedades vegetales, es el propio Ministerio de Agricultura.



En consecuencia, considero mucho más lógico que esperemos.


Si podemos modificar los compromisos internacionales a los que nos obligamos y despachar una ley que, por lo menos en cuanto a privilegiar al pequeño agricultor, sea todavía mucho más generosa, bienvenido sea. Porque mi posición es que a nuestros pequeños agricultores, a nuestros campesinos, les demos todas las condiciones para que puedan desarrollarse, para que puedan acceder a una mejor calidad de vida.



Por esa razón, adhiero a la solicitud de segunda discusión.


Más aún, le daría un tiempo al nuevo Gobierno, que asume el próximo 11 de marzo, para ver cómo se puede resolver de mejor manera el proyecto que nos ocupa.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Estábamos conversando con el Ministro señor Larroulet, señor Presidente, acerca de la iniciativa sobre el lobby, para ver si podemos contar con un registro previo…


En cuanto a la materia que nos ocupa, he estado escuchando con mucha atención los argumentos planteados respecto de quién presentó el proyecto.



Fue la propia Presidenta Bachelet, en verdad, quien señaló que había cambiado de opinión. Y ello reviste un tremendo valor. La política no es estática. Tienen lugar fenómenos sociales, y eso genera un impacto en la vida y la visión de una persona en relación con muchas cosas.



Por tal motivo, haría un llamado a no recurrir a este elemento. Porque hace quince, veinte años, muchos parlamentarios estaban de acuerdo con la calidad de hijo natural. Recién en 1952 la mujer tuvo derecho a voto en las elecciones parlamentarias. Y hubo voto censitario: sufragaban quienes estaban en un registro, los privilegiados. Pero las sociedades cambian. Y hoy día, con toda la información con que contamos, pensamos que el proyecto evidentemente no es bueno en la fórmula en que está presentado.



Nadie está discutiendo que no hay que pagar por lo que se invierte en la creación o invención de algo nuevo, sea una semilla o un fármaco.



A la gente que nos escucha en su casa a lo mejor le hace mucho más sentido considerar las patentes farmacéuticas, por ser algo más de su vida cotidiana. ¿Quién puede afirmar que el descubridor de la aspirina, Bayer, no tiene algún derecho a recuperar su inversión, de manera de seguir fomentando la invención de nuevos fármacos que ayuden a mejorar la salud? Nadie.



El problema es el abuso. Porque todos sabemos que no hay un justo precio en materia de patentes. Las transnacionales abusan sobre la base de la salud o la enfermedad de la población. A eso estamos haciendo referencia hoy.



Y quiero señalar algunos aspectos que se han estudiado bastante. No es algo que se le ocurrió a Nueva Mayoría. Organismos internacionales están en contra justamente de iniciativas como la que debatimos. Y ello, no por prejuicios o consignas, ni por incurrir en una confusión con los transgénicos, que seguramente deberemos discutir en otro minuto.



Esta clase de proyecto entorpece los procesos de reducción de la pobreza especialmente en países en vías de desarrollo o subdesarrollados. ¿Por qué? Porque aumenta la concentración económica, lo que afecta el empleo. La UNCTAD, organismo de mucho prestigio, ha sido muy clara al respecto. Y hay consenso en tal sentido. Por eso, existe un cuestionamiento generalizado, no solo en Chile, sino también en el mundo entero.



En seguida, también se afecta la seguridad alimentaria y el medio ambiente, básicamente porque se tiende a favorecer los monocultivos, los cultivos acotados, lo cual genera dos consecuencias.


Una de ellas es la disminución del rango alimentario en la agricultura. Existe una oferta menos diversa, por resultar más rentable. Y ahí sí son importantes los transgénicos, que desplazan a otros cultivos, que son objeto de polinización y contaminan, y que inciden justamente en nuestras variedades autóctonas, en nuestro patrimonio genético.


Pero al aumentar los cultivos acotados también se incrementa el uso de agroquímicos. Y se encuentra totalmente demostrado -no tengo que extenderme en ello- el impacto en el medio ambiente.



Un tercer factor, reconocido por muchos organismos internacionales, es que se restringe la circulación de recursos genéticos vegetales y se provoca un efecto, por tanto, en la biodiversidad. Ello tiene directa relación con lo que he planteado en el segundo punto.



Un cuarto elemento es que se pone en riesgo a las familias campesinas, particularmente en el ámbito de los pueblos originarios. Habrá una contienda entre transnacionales que quieren inscribir ciertas semillas como propias. Estamos legislando en la materia y ni siquiera existe en Chile un registro de nuestras variedades. A ello obedece la indefensión de tanta mujer agricultora, especialmente mapuche, que ha venido a conversar con nosotros.



Y, finalmente, algo que me parece el mayor de los abusos es que las semillas que se compran no se pueden volver a usar. Entonces, el control de la producción, de la agricultura, de la vida de estas familias, lo tiene una empresa transnacional, que fija el precio.



He entregado varios argumentos para votar en contra. No se trata de algo antojadizo, ni de demagogia, ni de una confusión con los transgénicos. Porque aquí se ha hecho referencia a la “Ley Monsanto”. Evidentemente, la gente tiende a colocar un nombre para identificar. Eso lo hemos vivido siempre. Nosotros rechazaremos la iniciativa.


Y estoy muy contento de que por lo menos la hayamos discutido, pese a todas las dificultades que enfrentamos, como lo planteamos en un comienzo con el Honorable señor Gómez.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo en mis manos una transcripción de lo difundido el 4 de diciembre recién pasado en el sitio web de radio Cooperativa. Se expresa que la Primera Mandataria electa aseguró que el articulado en debate “podría afectar a la soberanía alimentaria y las semillas tradicionales”.



“La candidata presidencial de Nueva Mayoría, Michelle Bachelet, aseguró que el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, conocido como “Ley Monsanto”, no le gusta y que va a revisarlo si ella llega a La Moneda.



“Durante su participación en “El informante”, de TVN, al ser consultada sobre si está a favor de este proyecto, la ex Mandataria respondió: “No, porque cuando se envió esa ley tenía otro sentido del que ha llegado a ser”.



“Por lo tanto, nosotros hemos planteado que vamos a revisar esa ley, porque hay una evidencia clara de que habrían elementos que podrían, por un lado, dañar la salud y, por otro más importante, podrían afectar a la soberanía alimentaria y las semillas tradicionales”, aseguró.”.


La opinión de la Presidenta es clara respecto de la calificación de la normativa y, por cierto, de que el proyecto en debate no es el más adecuado.



María Isabel Manzur, bióloga, doctorada y destacada profesora, entendida en transgénicos, ha señalado, a través de múltiples artículos, que la versión de la UPOV de 1991, diferente de las correspondientes a los años setenta y ochenta, es mucho más restrictiva para los agricultores y otorga enormes beneficios a las empresas de semillas.



Señor Presidente, hemos recomendado a los parlamentarios de Nueva Mayoría rechazar la iniciativa que nos ocupa, ya que la adhesión a la UPOV de 1991 no es obligatoria para Chile, en tanto ya se encuentra suscrito al acta anterior, de 1978, y porque la nueva versión traerá consecuencias irreversibles para nuestra agricultura, debido al desequilibrio que crea entre los derechos de los agricultores y los propios de los mejoradores y obtentores. 


Se pretende presentar el proyecto como tendiente a proteger. Por mi parte, sostengo que es para abusar.



Los derechos de obtentores vegetales son una forma de propiedad intelectual para la protección específica de nuevas variedades de plantas -para que una de ellas pueda ser resguardada, debe ser nueva, distinta, uniforme y estable- y se rigen por la Unión Internacional de la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV), cuyo objetivo es salvaguardarlos con un derecho de propiedad intelectual. El Convenio fue adoptado en París el año 1961 y fue revisado en 1972, 1978 y 1991.



Chile adhirió al acta de 1978 en 1996 y la implementó mediante la ley N° 19.342, Reguladora de Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, dictada en 1994.



Sin embargo -y aquí se encuentra la clave-, nuestro país firmó un tratado de libre comercio con los Estados Unidos que entró en vigencia el 1° de enero de 2004, en virtud del cual se le obliga a incorporarse a la versión de la UPOV de 1991. Por ello, en enero de 2009 ingresó a la Cámara de Diputados el proyecto que reemplaza la ley N° 19.342, y se acogió la adhesión de Chile a la UPOV de 1991.


Deseo recordar que, en esa ocasión, 17 Senadores recurrimos al Tribunal Constitucional para que la aprobación se declarara inconstitucional por afectar derechos fundamentales. El organismo, en sentencia de junio de 2011, rechazó la presentación por una votación dividida de 6 votos contra 4, pero estos últimos son esenciales y determinantes. 



Claramente, para quienes quieran establecerla, la diferencia entre el acta de 1978 y la de 1991 es bastante grande. Esta última otorga muchos más beneficios a las empresas y restringe los derechos de los agricultores. 



Por ejemplo, en cuanto a variedades por proteger, cada país es libre, conforme a la UPOV de 1978, de designar aquella que desea, en tanto que, de acuerdo con la UPOV de 1991, ello se extiende obligatoriamente a todas las de plantas y las esencialmente derivadas.



Respecto del período de protección, la UPOV de 1978 contempla un mínimo de 15 años, con 18 para vides y árboles, y la UPOV de 1991, 20 años, con 25 para vides y árboles.



Tocante al ámbito de protección, la UPOV de 1978 se restringe al material reproductivo de la variedad, en tanto que la UPOV de 1991 se expande al uso comercial de todo el material, incluido el reproductivo, la cosecha y los productos elaborados a partir de esta última, como harina y vino, y aumentan vastamente las posibilidades de ganancias sobre las variedades protegidas.


En lo atinente a la utilización de variedades protegidas para crear otras, ello es posible, conforme a la UPOV de 1978, pero, de acuerdo con la UPOV de 1991, se encuentra sujeta al pago de derechos.



¡Monsanto! ¡Ese es el meollo, señor Presidente! ¡Aquí va a haber que pagar, y quienes tengan que hacerlo serán los agricultores!



Según la UPOV de 1978, estos últimos pueden resembrar semillas, mas la UPOV de 1991 determina que el derecho se halla sujeto a la legislación nacional; puede ser suprimido por los gobiernos o utilizado “solamente dentro de ciertos límites”, y niega el llamado “privilegio de los agricultores”.



La doble protección por medio de patentes y derechos de obtentor, tocante al UPOV de 1978, se halla prohibida, mas la UPOV de 1991 la permite, lo que significa que una variedad puede ser simultáneamente patentada y admitir el goce de derechos de obtentor.


Señor Presidente, las dudas sobre Monsanto son realmente impresionantes. Invito a todos los que nos escuchan, a mis colegas, a visitar la página web verdadahora.cl, donde se descubre que esa empresa está hace rato en Chile y con subsidio de la CORFO. Desde 2009, en un programa que llama a la inversión extranjera, hemos estado subsidiando la producción de semillas transgénicas en instalaciones no especificadas en las Regiones Metropolitana, de Arica y Parinacota, de O’Higgins y del Maule. Son cultivadas en más de 20 mil hectáreas para exportarse a los Estados Unidos.



Claramente, el que nos ocupa es un proyecto restrictivo, innecesario, por cuanto la UPOV de 1978 reúne todas las condiciones necesarias. 



¿Qué se pretende aquí? Lo mismo que pasó con Microsoft. Lo advertimos al suscribir el tratado de libre comercio con los Estados Unidos. Derechos de propiedad intelectual, ¡bien!, y hoy día la empresa nos cobra. El Congreso destina 30 mil a 35 mil millones de pesos anuales solo al pago de patentes. He sido majadero, durante el estudio del proyecto de Ley de Presupuestos, para tratar de determinar cuánto gastamos por tal concepto.



Claro, cuando se visitó Silicon Valley, Microsoft regaló mil computadores, pero ahora es preciso sufragar la patente por cada programa instalado en uno de ellos. Ello implica que si usted, señor Presidente, compra un compacto de Los Prisioneros y quiere ponerlo en el auto, tiene que pagar; si quiere escucharlo en el living de su casa, tiene que pagar. Porque los programas patentados por dicha empresa solo pueden funcionar en un solo computador, ni siquiera en otro de la misma oficina, y es preciso cancelar la patente cada dos años, porque esta se renueva innecesariamente.



¿Qué se desprende del asunto? Que vale la pena observar todas las exigencias de propiedad intelectual implícitas en el tratado de libre comercio con los Estados Unidos 



He presentado un proyecto de ley para requerir el debate en el Congreso de ese tipo de instrumento internacional. Hoy día nos llega como un paquete: o se rechaza o se aprueba. Eso es una aberración jurídica para la democracia interna de cada país. O se vota en contra, sin discusión. En los hechos, la discusión era secreta, porque tenía lugar entre los gobiernos, sin la participación de los Parlamentos. Los convenios eran ratificados por el Congreso, sin debate.



Eso nos pasó en 2004. Deseo recordar que el único que votó en contra fue el Diputado señor Aguiló. Si bien traía algunos beneficios, el tratado de libre comercio contenía todos estos elementos, y argumentamos, en el momento de la controversia: “La votación se va a ganar, pero no vamos a permitir que se profundicen las desigualdades, el control y, particularmente, el abuso”.



El proyecto en examen fomenta la expansión de los transgénicos y la contaminación genética, pues no es claro al limitar el derecho del obtentor sobre variedades con un impacto negativo sobre el medio ambiente, como sucede en el caso de las semillas transgénicas, que contaminan a otras plantas a través del polen. 



La miel de los agricultores de Ñuble y de todo Chile fue rechazada en Alemania, por contener trazas de transgénicos. Las abejas polinizan, vuelan de un lado a otro y de repente se meten en un predio con dichos cultivos, que son secretos, registrándose la contaminación de nuestra miel, lo que puede provocar enormes daños si esta política continúa.



Pero, en particular, existen propuestas adicionales para quienes creen que podemos “violentar” el derecho de los Estados Unidos. Hay propuestas que invitamos a debatir. Por eso he pedido segunda discusión. Estimo que la ausencia de colegas da lugar a un debate acotado.



A mi juicio, la Presidenta Bachelet ha sido clara: el proyecto no se va a aprobar durante el Gobierno actual. Vamos a discutirlo durante la próxima Administración, con otro Congreso, con otro Senado y también con otra visión. Porque hemos hecho un recorrido que nos permite visualizar de manera crítica lo que hemos obrado. Hay alternativas sobre cómo enfrentar el UPOV de 1991 y es bueno debatir de manera muy amplia.



Señor Presidente, creo que sería un grave error para Chile aprobar este proyecto, por todo lo que aquí se ha señalado, pero, particularmente, porque sería el resultado de una imposición.



Por eso, anticipo mi rechazo. 



Vamos a tener la posibilidad de analizar en segunda discusión esta iniciativa. Como esta no cuenta con consenso a nivel nacional -por el contrario-, espero que todos los que estén relacionados con el gran negocio de Monsanto en Chile pongan las cartas sobre la mesa, a fin de saber cuál es exactamente el tipo de debate que estamos dispuestos a dar.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para los efectos de dar una explicación a quienes están viendo hoy día esta discusión, debo decir que el Orden del Día termina a las 19:30, en este instante, y que no tenemos quórum para tomar el acuerdo de prorrogar la hora. 



En consecuencia, el tratamiento de esta iniciativa continuará en la próxima sesión. Quedan inscritos para intervenir en esa oportunidad los Senadores señora Rincón, señor Quintana, señora Lily Pérez, señor Sabag, señor Escalona y quien habla.



Es importante que quienes están observando este debate entiendan que los proyectos se ponen en tabla dependiendo de la urgencia con que el Ejecutivo los califica, la que puede ser “discusión inmediata” “suma” o “simple”. 



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Presidente Ejecutivo de CODELCO, solicitándole información sobre RAZONES Y CONSECUENCIAS DE CIERRE O PARALIZACIÓN DE LÍNEA HIDROMETALÚRGICA DE DIVISIÓN EL SALVADOR.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, pidiéndole antecedentes sobre RECIENTE DETENCIÓN DE MENORES DURANTE OPERATIVO POLICIAL PARA DESALOJO DE FUNDO SANTA FILOMENA, EN CERCANÍAS DE CURACAUTÍN; al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que informe acerca de SITUACIÓN DE PASO INTERNACIONAL PICHACHÉN, REGIÓN DE BIOBÍO; al señor Subsecretario de Pesca, con el objeto de remitir antecedentes relativos a ESTUDIO ENCARGADO A INSTITUTO DE INVESTIGACIÓN PESQUERA DEL NORTE Y A LA UNIVERSIDAD ARTURO PRAT SOBRE ESTADO DE ANCHOVETA EN NORTE DE CHILE, y a la señora Directora del Servicio de Registro Civil e Identificación subrogante, para que indique NÚMERO DE PERSONAS CON CÉDULA DE IDENTIDAD VENCIDA DESDE 31 DE DICIEMBRE, POR REGIÓN.


De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra de Educación, solicitándole NUEVA EVALUACIÓN DE SOLICITUD DE SEÑORA YOLANDA ELIZABET CAMPOS ESPINOZA SOBRE REBAJA DE CRÉDITO CORFO, y a la señora Seremi de Bienes Nacionales del Maule, pidiéndole que informe respecto del USO DE INMUEBLE FISCAL UBICADO EN CALLE ABDÓN FUENTEALBA, COMUNA DE PELLUHUE, Y POSIBILIDAD PARA INSTALACIÓN DE ALCALDÍA DE MAR Y TERMINAL DE BUSES EN ESE TERRENO. 

)---------------(


--Se levantó la sesión a las 19:36.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL, SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR A LOS SEÑORES MIGUEL ANDRÉS ZAMORA RENDICH Y EDUARDO ANINAT URETA COMO SUS REPRESENTANTES EN EL CONSEJO RESOLUTIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO.

S 1.635-05

GAB. PRES. N° 025
ANT.: Artículos trigésimo octavo de la Ley N° 19.995 y séptimo del Decreto Supremo N° 329, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

MAT.: Proposición de miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego para nombramiento con acuerdo del Senado.

SANTIAGO, 10 ENE. 2014
DE.:
SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
A.:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1.
De conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley N° 19.995, que establece las Bases Generales para La Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego, el. Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego estará integrado por el Subsecretario de Hacienda, quien lo presidirá; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, el Superintendente de Valores y Seguros; el Subsecretario de Turismo; el Intendente Regional de la región de localización del casino de juego respecto de cuyo permiso de operación el Consejo deba pronunciarse; y dos representantes del Presidente de la República nombrados con acuerdo del Senado.
2.
Por Decreto N° 1258 del Ministerio de Hacienda de fecha 14 de noviembre de

2005, se nombró a don Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga, RUT N° 2.928.447-3, y a don Ernesto Livacic Rojas, RUT N° 7.165.623-3, como miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego representantes del Presidente de La República. Posteriormente, se aceptó la renuncia de ambos Consejeros, mediante Decreto N° 669, de fecha 24 de mayo de 2013, y N° 689, de fecha 29 de mayo de 2013, respectivamente.

3.
En mérito de lo anterior, vengo en someter a consideración de la H. Corporación que Ud. preside, solicitando su acuerdo, la siguiente proposición para proveer La designación de los dos representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego:

- MIGUEL ANDRÉS ZAMORA RENDICH
RUT N° 13.066.099-1

- EDUARDO ANINAT URETA


RUT N°   5.892.294-3

4.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, según los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y OTROS CUERPOS LEGALES Y ESTABLECE LEY SOBRE VIOLENCIA EN LAS RELACIONES ÍNTIMAS DE PAREJA SIN CONVIVENCIA
(8851-18)

Oficio Nº 11.079
VALPARAÍSO, 8 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece la ley sobre violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, correspondiente al boletín N°8851-18, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY

 “LEY SOBRE VIOLENCIA EN LAS RELACIONES 
DE PAREJA SIN CONVIVENCIA
Artículo 1º.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto  proteger a las personas que, en su relación de pareja sin convivencia o con ocasión de su término, sean víctimas de violencia; sancionar a los agresores e implementar políticas de prevención.

Artículo 2º.- Relaciones de pareja sin convivencia. Para efectos de esta ley, se entenderá por relación de pareja sin convivencia la relación amorosa entre dos personas en las que existe cierto nivel de estabilidad, pese a no vivir juntas. Estas relaciones no se considerarán, para ningún otro efecto legal, como relaciones de familia.

Artículo 3º.- Violencia en las relaciones de pareja sin convivencia. Será constitutivo de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia todo maltrato que afecte la vida, integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual, en una relación de las descritas en el artículo precedente, o con ocasión de su término.

Artículo 4º.- De los actos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia que no constituyan delito. Los actos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia descritos en el artículo precedente que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia, y se sujetarán al procedimiento establecido en el párrafo segundo del Título IV de la ley Nº 19.968.

Artículo 5°.- Sanciones al maltrato no constitutivo de delito. El que agreda a su pareja, en los términos establecidos en el artículo 3º de esta ley, será sancionado con multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante. El producto de la multa será destinado a los centros para víctimas de violencia existentes en la región respectiva, sean éstos de financiamiento público o privado.

El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia firme, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.

En caso de incumplimiento, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme con lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 6º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias:

a) Prohibición de acercarse a la víctima, a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias. Asimismo, el juez podrá decretar y regular la restricción o prohibición de comunicación entre la víctima y el ofensor, incluso a través de medios electrónicos o audiovisuales.

b) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al director de servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan. Esta medida se decretará cuando la víctima lo solicite por motivos fundados o, en su defecto, cuando el arma de fuego hubiese tenido relación con el hecho constitutivo de maltrato.

c) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.

d) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.

El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. 

En el caso de la letra c), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.

Artículo 7º.- Delito de maltrato habitual. La ejecución habitual de las conductas establecidas en el artículo 3º de esta ley será sancionada con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el que se aplicará sólo la pena asignada por ley a éste.

Para apreciar la habitualidad se atenderá al número y proximidad temporal de toda conducta descrita en esta ley, con independencia de que la violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima.  Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los que haya recaído sentencia penal absolutoria.
El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo juzgado de familia le ha remitido los antecedentes que den cuenta de hechos que pueden revestir caracteres de delito, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.

Artículo 8°.- Si como consecuencia del maltrato señalado en el artículo 3° se produjere la muerte de la mujer, se sancionará de conformidad con el artículo 390 del Código Penal.

Artículo 9º.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, y aun antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna.

Artículo 10.- Suspensión condicional del procedimiento. Para decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía deberá oír a la víctima e impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 6°, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.

Artículo 11.- Improcedencia de acuerdos reparatorios. En los procesos por delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia no tendrá aplicación el artículo 241 del Código Procesal Penal.
Artículo 12.- Medios de prueba. Para acreditar los actos constitutivos de violencia descritos en esta ley podrá utilizarse todo medio de prueba apto para producir fe, inclusive electrónicos o audiovisuales.

Artículo 13.- Sanciones por incumplimiento. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas, con excepción de la prevista en la letra c) del artículo 5°, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las medidas mencionadas en el inciso precedente.

Artículo 14.- Representación judicial de la víctima. En casos calificados por el Servicio Nacional de la Mujer, éste podrá asumir el patrocinio y representación de la mujer mayor de edad víctima de delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia referidos en el artículo 7° de esta ley, si ella así lo requiere, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 109 del Código Procesal Penal.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio podrá celebrar convenios con entidades públicas o privadas.

Artículo 15.- Violencia entre adolescentes. Si quien ejerce actos de violencia de los descritos en el artículo 3º es mayor de 14 y menor de 18 años, se aplicará el procedimiento especial contravencional contenido en el párrafo 4º, Titulo IV, de la ley Nº19.968.

En caso que esta conducta sea constitutiva del delito contemplado en el artículo 7º de esta ley, se aplicará la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

Artículo 16.- El Servicio Nacional de la Mujer promoverá políticas públicas de prevención y de asistencia a las víctimas de violencia.


Entre otras medidas, procurará implementar las siguientes:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia.


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza, para prevenir y sancionar la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia.


c) Prestar asistencia técnica y capacitación a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 4° del proyecto de ley fue aprobado en general por 78 diputados, de un total de 117 en ejercicio, en tanto que, en particular, lo fue con el voto afirmativo de 88 diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AGREGA UN NUEVO ARTÍCULO 25 TER AL CÓDIGO DEL TRABAJO, ESTABLECIENDO JORNADA DE TRABAJO DE PERSONAL DE FERROCARRILES

(8381-13)

Oficio Nº 11.080
VALPARAÍSO, 9 de enero de 2014.
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en relación con la jornada de trabajo de personal de ferrocarriles, originado en una moción de los diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Alfonso De Urresti Longton, Roberto Delmastro Naso, Tucapel Jiménez Fuentes, René Saffirio Espinoza, Mario Venegas Cárdenas y Carlos Vilches Guzmán, y de las diputadas señoras Marta Isasi Barbieri, Adriana Muñoz D'Albora y Alejandra Sepúlveda Orbenes, correspondiente al boletín N° 8381-13, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 25, la frase “de servicios interurbanos de transporte de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles,” por la siguiente: “y de servicios interurbanos de transporte de pasajeros,”.

2.- Elimínase, en el inciso tercero del artículo 25, la expresión “y el personal que se desempeñe a bordo de ferrocarriles”.

3.- Incorpórese el siguiente artículo 25 ter:

“Artículo 25 ter.- La jornada de trabajo y descansos de los trabajadores que se desempeñen como parte de la tripulación a bordo de ferrocarriles, se regirá por las siguientes reglas:

1.- La jornada ordinaria de trabajo no podrá superar las 180 horas mensuales. La jornada diaria no podrán superar las siete horas treinta minutos continuas en el caso del transporte de pasajeros, ni las 9 horas continuas en el caso de transporte de carga, ambos períodos dentro de un lapso de veinticuatro horas.

En el caso de que circunstancias tales como el tiempo de cruzamiento de trenes, accidentes, u otras difíciles de prever y que impliquen interrumpir el servicio ferroviario de pasajeros o de carga, superando los tiempos máximos establecido en el párrafo anterior, el empleador deberá pagar las horas en exceso con el mismo recargo que establece el artículo 32 de este Código. Con todo, si las contingencias descritas implicaren una demora tal que se deban sobrepasar las once horas de trabajo, el empleador deberá proveer una tripulación de relevo para la continuación del servicio.

2.- La programación mensual de los servicios a realizar, deberá ser entregada al trabajador con a lo menos 15 días de anticipación.

3.- Tratándose de trenes de pasajeros, el maquinista no podrá conducir más de cinco horas continuas, tras lo cual tendrá derecho a una hora de descanso imputable a la jornada diaria.

4.- Finalizada la jornada ordinaria diaria el trabajador tendrá derecho a un descanso mínimo de 10 horas continuas, al que se agregará el tiempo necesario para traslado del trabajador al lugar en que pernocte o descanse.

5.- Las partes podrán programar turnos de espera o llamado de hasta siete horas treinta minutos continuas dentro de un lapso de veinticuatro horas para la realización de un servicio; con todo, luego de transcurridas las horas del referido turno, el trabajador tendrá derecho a un descanso mínimo igual al indicado en el numeral 4. Las horas correspondientes a los turnos de llamado, no serán imputables a la jornada mensual, y deberán remunerarse de común acuerdo entre las partes, no pudiendo esta retribución ser inferior al valor de la hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual.”.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE RECONOCE A LA RAYUELA COMO DEPORTE NACIONAL
 (8404-29)

Oficio Nº 11.081
VALPARAÍSO, 9 de enero de 2014.
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento del rechazo por parte de ese H. Senado del proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional, correspondiente al boletín N° 8404-29.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 de la Constitución Política de la República:

- don  Celso Morales Muñoz
- don  Alfonso De Urresti Longton
- don  Sergio Ojeda Uribe
- doña Ximena Vidal Lázaro
- don  Leopoldo Pérez Lahsen
Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº013/SEC/14, de 8 de enero de 2014.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA ALGUNOS ASPECTOS PREVISIONALES DE LAS FUERZAS ARMADAS, FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA Y GENDARMERÍA DE CHILE

(8643-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, señor Alfonso Vargas; el Fiscal de DIPRECA, señor Jorge Fuentealba; el Jefe de Gabinete del Ministro de Defensa, señor Juan Francisco Galli; la abogada de esta Secretaría de Estado, señorita Gigliola Cella; la abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, señora Marisol Covarrubias, y el asesor del mismo órgano, señor Juan Ibacache.


El proyecto de ley debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.


Cabe tener presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de la Sala adoptado en su oportunidad, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, período en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Con el objeto de no variar la numeración de aquéllas contenidas en el Boletín correspondiente, a las nuevas indicaciones se les ha asignado una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Tiene rango de ley orgánica constitucional la totalidad de la iniciativa legal, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 105, en relación con el artículo 66, inciso segundo, ambos de la Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 1°; artículo 4° número 1); artículo 5° números 1), 4) -que pasa a ser 3)- y 5) -que pasa a ser 4)-; artículo 6°; artículo 8°; artículo 9°, números 2) -que pasa a ser 1)-, 3) -que pasa a ser 4), 4) -que pasa a ser 5)- y 5)- que pasa a ser 6)-; artículo 10, números 1), 3) -que pasa a ser 2)-, 4) -que pasa a ser 3)-, 5) -que pasa a ser 4)-, 7) -que pasa a ser 6)-; artículo 11; artículo 14 -que pasa a ser 13)-, números 2), 3) y 4); artículo 15 -que pasa a ser 14-; artículo 16 -que pasa a ser 15-, y 19 -que pasa a ser 17-, todos permanentes. Además, dentro de las disposiciones transitorias, los artículos cuarto, quinto y séptimo. 

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 5 bis; 8; 9; 13 bis a) y b); 14; 15; 15 bis; 16; 16 bis; 17; 18; 18 bis; 20 bis; 21; 23 bis y 24 bis.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 5; 11; 12; 13; 19; 20 y 25.

5.-
Indicaciones retiradas: no hay.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1; 2; 3; 4; 6; 7; 10; 22; 23; 24; 26 y 27.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Defensa Nacional.

Artículo 2º


Señala lo siguiente:


“Artículo 2º.- Sustitúyese la letra d) del artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece normas para el funcionamiento y financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, por la siguiente:

 
“d) Con el 0.5% sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incluidas las pensiones afectas a revalorización. Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad.”.”.

 


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Chahuán, es para sustituir la letra d) propuesta por la siguiente:

 



“d) Con el 0,5 % sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la revalorización. Este descuento será destinado al Fondo Solidario de la pensión de cada beneficiario en su respectivo sistema de salud. Este descuento no se efectuará a los beneficiarios que no adhieran a dicho fondo;”.
 
- La indicación número 1 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo 3º


Su texto es el que sigue:

“Artículo 3º.- Agrégase al final de la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 16.258, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”.”.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Chahuán, es para reemplazar la oración: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”, por la siguiente: “Este descuento será destinado al Fondo Solidario de la pensión de cada beneficiario en su respectivo sistema de salud. Este descuento no se efectuará a los beneficiarios que no adhieran a dicho fondo.”.
 
La indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Prokurica y Chahuán, es para sustituir la oración: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”, por la que se señala enseguida: “Este descuento solo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla 65 años de edad; y en el caso de las mujeres beneficiarias a contar de los 60 años de edad.”.


- Las indicaciones números 2 y 3, fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, por referirse a materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo 4°


Su texto es el que sigue:

“Artículo 4º.- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley N° 12.856, que crea el Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra fijado por el decreto supremo N° 265, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:

“Artículo 7°.- Para concurrir a los gastos que demande la atención médico y dental curativa, hospitalaria y ambulatoria de los pensionados por retiro o montepío y de los empleados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional que se encuentren afectos al Régimen Previsional y de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, como también la de sus cargas familiares legales, y los padres de dichos pensionados que vivan a sus expensas, se establece un fondo que se formará con los siguientes recursos:”.

2) Agrégase el siguiente número 7:

“7.- Con el 0,5% sobre las pensiones de retiro y montepío pagadas por esta misma Caja de Previsión, a los mayores de 65 años de edad.”.”.


 


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Chahuán, es para agregar, en el número 2), el siguiente párrafo en el número 7 propuesto:

 



“El descuento individual del 0,5% del Fondo de Revalorización de Pensiones, estará destinado a financiar, en todo o parte, los gastos de salud de sus beneficiarios.”.

 
- La indicación número 4 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo 5°


Establece lo siguiente:

“Artículo 5º.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:

1) Agréganse al artículo 11 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744, con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo, continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

2) Reemplázase el inciso primero del artículo 73 por el siguiente:

“Artículo 73.- El Personal de la Planta de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, de Tropa Profesional, y el personal de reserva llamado al servicio activo, tendrá siempre derecho a la asistencia médica, preventiva y curativa, según corresponda.”.

3) Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 77:

a) Agrégase, al final de su inciso tercero, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: “siempre que dichos periodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.

b) Deróganse sus incisos cuarto, séptimo y octavo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y noveno, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

c) Reemplázase, en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, la frase “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

4) Agrégase en el artículo 78, a continuación del punto seguido, lo siguiente:

“Se considerarán también servicios computables, los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de las Fuerzas Armadas. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas.”.

5) Elimínase del inciso final del artículo 79 la frase “de dos años, si son viudas, y“.

6) Reemplázase el artículo 88 bis por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá la pensión que le hubiere correspondido de no haber existido hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, menos la suma de las pensiones indicadas en la letra precedente de este inciso.

En las pensiones de montepío existirá el derecho a acrecer.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".”.

 
 


La indicación número 5, de S.E. el Presidente de la República, es para intercalar los siguientes numerales 2) y 3), nuevos:

 



“2) Reemplázase el inciso primero del artículo 61, por el siguiente:

 



“Artículo 61.- El régimen de previsión y de seguridad social del Personal de la planta de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar y Tropa Profesional de las Fuerzas Armadas es autónomo. Además es armónico con la progresión de su carrera profesional, la que exige una renovación periódica de las diferentes promociones. Comprende básicamente los beneficios de pensión de retiro y de montepío, desahucio, indemnización por fallecimiento, prestaciones de salud, prestaciones sociales y demás beneficios de seguridad social que la ley establezca.”.

 



3) Reemplázase el inciso final del artículo 62, por el siguiente:

 



“El personal civil y el personal no señalado en el presente artículo quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980; en materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, estará afecto a la ley N° 16.744.”.”.





El Subsecretario para las Fuerzas Armadas explicó que el personal de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería está adscrito a un sistema previsional especial de reparto que se ha estimado adecuado con la progresión de su carrera profesional.

 



Añadió que los empleados civiles de planta de las referidas Instituciones son en la actualidad beneficiarios de los sistemas previsionales administrados por CAPREDENA y por DIPRECA, aún cuando fueron concebidos para el personal uniformado, ya que ambos no están sujetos a las mismas exigencias. Explicó que en un principio la iniciativa en estudio consideró que no se justificaba que los funcionarios civiles compartieran el mismo sistema previsional, y por ello se dispuso el articulado de manera que el único beneficiario de estos sistemas especiales fuera el personal militar directamente relacionado con el ejercicio de las funciones de Defensa, Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile. 





Consecuente con lo anterior, puntualizó que el proyecto de ley que ingresó a tramitación legislativa estableció, como regla general, que el personal civil que ingresara a las plantas de Empleados Civiles de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, quedaría afecto al sistema previsional regulado por el decreto ley Nº 3.500, de 1980. Se precisaba, además, como medida de protección que, en todo caso, los funcionarios actuales continuarían afectos a los regímenes estatutarios y remuneracionales que les son aplicables, asegurando que los empleados civiles de planta que actualmente se desempeñan en las Instituciones seguirán afectos a los sistemas previsionales institucionales a los que estén adscritos. 





Agregó que, posteriormente, la Sala de la Cámara de Diputados desechó algunos artículos que concretaban el referido objetivo, pero aprobó otros, lo que trajo como consecuencia que se despachara una iniciativa con un contenido discordante con la idea matriz.





Resaltó que los artículos rechazados en el primer trámite constitucional dicen relación, en definitiva, con la negativa de homologar el sistema previsional del personal civil de las FF.AA. y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería con el resto de los trabajadores del país. 
 



A pesar de ello, enunció los motivos que tuvo el Ejecutivo, y la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, para apoyar este objetivo:

 



-El marco previsional especial debe estar destinado a los ciudadanos que cumplen una función esencial como lo es la defensa de la patria, compromiso que involucra incluso la propia vida. 
 



-El riesgo y el desgaste por el ejercicio de la profesión militar son incompatibles con un sistema de previsión basado en índices de mortalidad e invalidez normales.
 



-El mantenimiento de todo el personal civil que aún se rige por el sistema de CAPREDENA y de DIPRECA, no es adecuado a los nuevos tiempos, pues produce odiosas diferencias con el resto de los trabajadores del país, y se ha traducido en una carga excesiva para el sistema, incrementado sus costos. 
 



Indicó que el proyecto de ley en esta materia trató de emular a la ley N°18.458, que estableció el régimen previsional del personal de la Defensa Nacional y circunscribió en gran parte este sistema previsional al personal uniformado. A modo de ejemplo, en virtud de la citada ley, quedaron al margen los propios empleados de CAPREDENA, el personal de Empresas dependientes (FAMAE y ENAER) y otros organismos dependientes del Ministerio de Defensa Nacional, como la DGAC; pues se entendió que éstos no estaban sujetos a las mismas exigencias del personal uniformado. En consecuencia, acotó, estos pasaron a quedar regulados por el decreto ley N°3.500, de 1980.
 



Asimismo, informó que la ley N° 20.424, que establece el Nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, dispuso que en materia de previsión social y de salud, el personal civil de planta y a contrata se rige, a partir de la fecha de publicación, por el decreto ley Nº 3.500, de 1980.
 



No obstante, explicó, el proyecto de ley consideró excepciones a esta idea: los asistentes policiales y peritos de la PDI y los empleados civiles que prestan servicios al interior de una unidad penal, siempre que cumplan 15 años de servicios continuos o discontinuos.
 



Destacó que a pesar de estas excepciones la Sala de la Cámara de Diputados rechazó el articulado que excluía al personal civil, por lo cual el proyecto de ley que ingresó al Senado presenta algunas inconsistencias, tales como:
 



-El personal civil de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de Gendarmería se mantendría en los regímenes previsionales de CAPREDENA y de DIPRECA, pero en la PDI solo los asistentes policiales y peritos.
 



-El personal que trabaja en DIPRECA se excluye totalmente, y
 



-Los empleados civiles de las FF.AA. se mantendría en CAPREDENA  y DIPRECA, para efectos de pensiones, pero no tendrían acceso a las prestaciones de salud curativa o preventiva.
 



No obstante lo anterior, expresó que una vez que se analizó el proyecto de ley en el Senado -ocasión en la que se recibieron y escucharon a distintas organizaciones-, y una vez vencido el plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo optó por no innovar en esta materia, accediendo a mantener la situación que actualmente detenta el personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería.





Como resultado de lo anterior, la Comisión rechazó algunas indicaciones y artículos aprobados en general por el Senado, a fin de concretar esta nueva orientación del proyecto de ley.




 
- Puesta en votación la indicación número 5, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Número 2)





Este numeral del artículo 5° señala lo siguiente:


 


“2) Reemplázase el inciso primero del artículo 73 por el siguiente:

 
“Artículo 73.- El Personal de la Planta de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, de Tropa Profesional, y el personal de reserva llamado al servicio activo, tendrá siempre derecho a la asistencia médica, preventiva y curativa, según corresponda.”.”.





La Comisión, en consideración al acuerdo adoptado, en cuanto a no afectar el actual estatuto que rige al personal civil, resolvió rechazar este numeral con el objeto de otorgarle la debida concordancia al texto del articulado del proyecto.


- Puesto en votación el numeral 2) del artículo 5° del proyecto de ley, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °





La indicación número 5 bis, de S.E. el Presidente de la República es para agregar en el numeral 3) -que pasa a ser 2) en el texto final-, la siguiente nueva letra a), nueva:

 



“a) Intercálase en el inciso segundo del artículo 77, entre las palabras “Instituciones de la Defensa Nacional“ y “en el ejercicio activo”, las palabras “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.





Esta indicación obedece a una adecuación formal de la iniciativa, relativa a la nueva dependencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que pasaron a formar parte del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


- Puesta en votación la indicación número 5 bis, fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica. 

Número 6)
Artículo 88 bis

Inciso primero

 



La indicación número 6, del Honorable Senador señor Chahuán, es para suprimir, en el párrafo relativo al “tercer grado”, el siguiente texto: “, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente”.

- La indicación número 6 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Inciso cuarto

Letra b)

 



La indicación número 7, del Honorable Senador señor Chahuán, es para eliminarla.

 
- La indicación número 7 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse a materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

 



La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazarla por la siguiente:

 



“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.





El Subsecretario para las Fuerzas Armadas explicó que esta indicación recoge la observación realizada por algunas organizaciones invitadas, las cuales advirtieron que conforme al articulado del proyecto de ley aprobado en general, se permite que la viuda o viudo perciban sólo un 60% de la pensión, contrariando el espíritu de la iniciativa y del artículo 85 de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, que prescribe que la pensión inicial de montepío que se otorgue en conformidad a la ley, consistirá en el 100% de la pensión de retiro que esté en posesión o que le corresponda al causante, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales. 





A dicho reparo, acotó, obedece a esta rectificación.





- Puesta en votación la indicación número 8, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Inciso sexto

 



La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, y la número 10, del Honorable Senador señor Chahuán, son para suprimir la frase final:“, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.





El Subsecretario para las Fuerzas Armadas explicó que estas indicaciones acogen los reparos expresados durante la discusión en general del proyecto de ley y una solicitud de la Comisión, relativos a eliminar la exigencia de que el padre o madre del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca en un acto de servicio, para que sea beneficiario de montepío, debe percibir asignación familiar. 

 



Añadió que con ello se pretende otorgar la posibilidad de obtener este beneficio a todos los padres que se encuentren en esta situación, en atención a que los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública están sujetos a actos de peligro en el desempeño de sus funciones, y que el beneficio en comento es una compensación por poner en riesgo sus vidas, independientemente del estado financiero de los padres. Subrayó que el montepío deriva de la naturaleza del cargo del causante y no de los recursos económicos de sus progenitores.





Además, para eliminar esta exigencia se tomó en cuenta que, por lo general, el personal soltero sin hijos corresponde a oficiales jóvenes o alumnos, a los cuales les es imposible tener a sus padres como carga familiar, atendida su corta edad. 


- Puesta en votación la indicación número 9, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.


- Del mismo modo, la indicación número 10 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo 7°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley Nº 19.465, que establece Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas:

1) Reemplázase, en la letra c), la coma final y la letra “y” que le sigue por un punto y coma.

2) Sustitúyese, en la letra d), el punto final por una coma.

3) Agrégase la siguiente letra e):

“e) Los causantes de asignación familiar del personal señalado en las letras anteriores, comisionado al extranjero, siempre que por ellos se perciba la asignación familiar de la letra d) del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, y se encuentren estudiando en instituciones de la enseñanza básica, media, técnica y superior, reconocidas por el Estado donde se cumple la comisión.”.”. 

 



La indicación número 11, de S.E. el Presidente de la República, es para intercalar el siguiente número 1), nuevo:

 



“1) Sustitúyese la letra a), por la siguiente:

 



“a) El personal de las plantas de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar y de Tropa Profesional de las Fuerzas Armadas.”.”.

 



La Comisión resolvió desechar esta indicación, concordante con la idea de mantener la situación previsional actual del personal civil, ya referida.

 
- Puesta en votación la indicación número 11, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °
 



La indicación número 12, de S.E. el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo:

 



“Artículo 9°.- Las personas que ingresen a las plantas de Empleados Civiles de las Fuerzas Armadas, con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, quedarán afectas al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.469 y N° 18.933, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales quedarán afectas a la ley N° 16.744.

 



Este personal quedará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en materia estatutaria y de escala de sueldos, siendo la asignación de especialidad al grado efectivo a que se refiere la letra b) del artículo 185 del citado cuerpo legal, imponible desde su ingreso a la correspondiente planta de personal.

 



Lo dispuesto en los dos incisos anteriores también será aplicable al personal a contrata de las Fuerzas Armadas.

 


 
En todo caso, respecto del personal referido en este artículo no tendrá aplicación el inciso tercero de la letra b) del artículo 185 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.”.

 



Tal como se dijo, la Comisión optó por rechazar este artículo que se propone, para mantener la debida concordancia entre las normas de la iniciativa de ley.
 
- Puesta en votación la indicación número 12, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °

Artículo 9°


Señala lo siguiente:

“Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1) Intercálase en el artículo 57, entre las palabras “retiro” y “cuando”, la expresión “única”.

2) Elimínase del inciso tercero del artículo 58 la expresión “de dos años si son viudas y”.

3) Derógase el inciso tercero del artículo 61.

4) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 61 la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

5) Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 62, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

6) Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinado como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá la pensión que le hubiere correspondido de no haber existido hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, menos la suma de las pensiones indicadas en la letra precedente de este inciso.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".”.

° ° °

 



La indicación número 13, de S.E. el Presidente de la República, es para introducir los siguientes numerales 1) y 2), nuevos:
 



“1) Incorpórase al artículo 5° el siguiente inciso final:
 



“El personal civil de nombramiento supremo e institucional estará sujeto a las disposiciones de la presente Ley Orgánica Constitucional y el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, con excepción de lo dispuesto en el Título IV de esta ley y las normas pertinentes de dicho Estatuto, materias respecto de las cuales quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales estará afecto a la ley N° 16.744.”.

 



2) Reemplázase el epígrafe del Título IV, por el siguiente:

 



“Previsión del Personal de Nombramiento Supremo de Fila y de los Servicios y Personal de Nombramiento Institucional de Fila”.”.





Tal como se dijo, la Comisión optó por rechazar este artículo que se propone, para mantener la debida concordancia con las normas anteriores.

 
- Puesta en votación la indicación número 13, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °





La indicación número 13 bis a), de S. E. el Presidente de la República, tiene por finalidad eliminar el numeral 1) del artículo 9°.
 


 
La indicación número 13 bis b), de S. E. el Presidente de la República, propone agregar los siguientes número 3) y 4), nuevos a dicha disposición: 

 



“3) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre las palabras “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, las palabras “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública".

 



4) Agregar al final del inciso segundo del artículo 61, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.”.




Respecto de la supresión del número 1), la abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas indicó que la indicación persigue suprimir este numeral ya que el vocablo “única” que se pretende anteponer a la expresión “pensión de retiro”, es innecesaria e induce a equívocos.




En cuanto al nuevo número 3) de la letra b), la Comisión estuvo por aprobarlo, para adecuar el precepto a las nuevas normas sobre dependencia de las Instituciones Policiales.

 



Acerca del número 4), nuevo, de la letra b), la Comisión consideró los fundamentos relativos al personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería para armonizar las normas de la iniciativa.

- Puesta en votación la indicación número 13 bis, literales a) y b), fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.
Número 6)
Artículo 70 bis

Inciso cuarto

Letra b)

 



La indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazarla por la siguiente:

 



“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.





La Comisión tuvo en cuenta los fundamentos expuestos a propósito de la pensión de la viuda en el caso del personal de las Fuerzas Armadas del artículo 5° del proyecto de ley, que modifica la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas, en relación con la indicación número 8, por tratarse en este caso de materias similares aplicadas a Carabineros en su respectiva ley orgánica.


-Puesta en votación la indicación número 14, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Inciso quinto

 



La indicación número 15, de S.E. el Presidente de la República, para suprimir la frase final: “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.





La Comisión tuvo en cuenta los fundamentos consignados en la indicación número 9, por tratarse de la misma materia referida a Carabineros.

 
- Puesta en votación la indicación número 15, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Artículo 10


Dispone lo que se consigna a continuación:

“Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 70, por los siguientes:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación, no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986.

En el caso del personal de Carabineros de Chile, llamado al servicio desde el retiro, contemplado en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en los artículos 32 bis y siguientes del presente Estatuto, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho consagrado en el inciso anterior para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.

2) Incorpórase en el artículo 82, entre las palabras “retiro” y “cuando”, la expresión “única”.

3) Modifícase el artículo 83 del siguiente modo:

a) Derógase su inciso tercero.

b) Reemplázase en su inciso final, la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

4) Agrégase al artículo 85 el siguiente inciso final, nuevo:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre la base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

5) Elimínase, en el inciso cuarto del artículo 94, la expresión “de dos años si son viudas y”.

6) Reemplázase el artículo 121 por el siguiente:

“Artículo 121.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado la viuda o, en su caso, el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un causante pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinado como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá la pensión que le hubiere correspondido de no haber existido hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, menos la suma de las pensiones indicadas en la letra precedente de este inciso.

En el caso del personal soltero sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antes dicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro del plazo de noventa días. La resolución que otorga el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.

7) Reemplázase el artículo 125 por el siguiente:

“Artículo 125.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1.- Haber contraído matrimonio.

2.- Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3.- Existir sentencia ejecutoriada por la que se declara la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4.- Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.”.

Número 2)


La indicación número 15 bis de S.E. el Presidente de la República, es para eliminar el numeral 2).

Como se dijo a propósito de la letra a) de la indicación 13 bis, la Comisión optó por suprimir este numeral, ya que el vocablo “única” que se pretende anteponer a la expresión “pensión de retiro”, es innecesaria e induce a equívocos.

- Puesta en votación la indicación número 15 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

Número 6)
Artículo 121
Inciso cuarto

Letra b)

 



La indicación número 16, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazarla por la siguiente:

 



“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.





La Comisión consideró los fundamentos consignados en las indicaciones números 8 y 14, por tratarse de una materia similar aplicada a Carabineros en su Estatuto del Personal.

 
- Puesta en votación la indicación número 16, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

 



La indicación número 16 bis de S.E. el Presidente de la República es para Intercalar en el actual numeral 6), inciso quinto, entre las palabras “personal soltero” y “sin hijos”, las palabras “o divorciado”.





La abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas explicó que esta indicación pretende añadir el estado civil de divorciado en esta situación específica, para efectos de igualar este artículo al contemplado para las Fuerzas Armadas.

 
 - Puesta en votación la indicación número 16 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

Inciso quinto

 



La indicación número 17, de S.E. el Presidente de la República, es para suprimir la frase final: “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.

 



La Comisión consideró los fundamentos consignados en la indicaciones números 9 y 15, por tratarse del mismo asunto referido a Carabineros.

 
- Puesta en votación la indicación número 17, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Artículo 12


Prescribe lo que se consigna a continuación:

“Artículo 12.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto, en relación con esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.  En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los Empleados Civiles de planta estarán afectos a la ley N° 16.744, en relación con dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.”.

 



La indicación número 18, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar el siguiente inciso segundo:

 



“Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.





El Subsecretario para las Fuerzas Armadas explicó que esta indicación apunta a que el personal de planta de estas Instituciones que con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quede afecto al sistema previsional del decreto ley N° 3.500, por esta segunda pensión de manera que cada funcionario tenga una sola pensión en DIPRECA.





Indicó que la ley N° 18.458, que establece el régimen previsional del personal de la Defensa Nacional, dispone en su artículo 2° que los imponentes de CAPREDENA y de DIPRECA que con posterioridad a la fecha de publicación de esta ley, cambien de categoría o clasificación funcionaria en su misma Institución, Servicio, Organismo o Empresa, dependiente del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacione con el Gobierno por su intermedio, o ingrese en una distinta entre las ya señaladas, sin mediar discontinuidad de servicios, continuarán afectos al régimen previsional y de desahucio de CAPREDENA o de DIPRECA, según corresponda.





Agregó que con ello se pretende terminar con las dobles pensiones dentro del mismo sistema previsional de DIPRECA o CAPREDENA, homologando ambos sistemas.

 



- Puesta en votación la indicación número 18, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

Artículo 13





Señala lo siguiente:

 



“Artículo 13.- Las personas que ingresen a los escalafones de la Planta de Apoyo Científico Técnico de la Policía de Investigaciones de Chile, salvo quienes sean nombrados como peritos en conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile, y quienes ingresen a los escalafones de la Planta de Apoyo General, salvo el de Asistentes Policiales, con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, quedarán afectas al sistema previsional establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirán por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, estará afecto a la ley N° 16.744.

 



Este personal quedará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa, sobre Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile, en materia estatutaria y de escala de sueldos, siendo la asignación de especialidad al grado efectivo a que se refiere la letra r) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, imponible desde su ingreso a la correspondiente planta de personal.

 



En todo caso, respecto del personal referido en el inciso anterior, no tendrá aplicación el inciso tercero de la letra r) del artículo 46 del mencionado cuerpo legal.

 



Lo dispuesto en los dos incisos anteriores también será aplicable al personal a contrata de la Policía de Investigaciones de Chile.”.

 
La indicación número 18 bis de S.E. el Presidente de la República es para eliminar este artículo.


La abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas explicó que la eliminación de este artículo 13 obedece a la nueva postura del Ejecutivo, en cuanto a no innovar respecto de la situación previsional del personal civil. 

 
- Puesta en votación la indicación número 18 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

 ° ° °

 



La indicación número 19, de S.E. el Presidente de la República, es para intercalar el siguiente artículo 14, nuevo:

 



“Artículo 14.- El personal civil de nombramiento supremo y el personal civil de nombramiento institucional que ingrese a las plantas de Carabineros de Chile con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, estará afecto a la ley N° 16.744.

 



Este personal quedará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, en materia estatutaria y de escala de sueldos, siendo la asignación de especialidad al grado efectivo a que se refiere la letra r) del artículo 46, de la norma antes citada, imponible desde su ingreso a la correspondiente planta de personal.

 



En todo caso, respecto del personal referido en el inciso anterior, no tendrá aplicación el inciso tercero de la letra r) del artículo 46 del mencionado cuerpo legal.

 



Lo dispuesto en los dos incisos anteriores, también será aplicable al personal a contrata de Carabineros de Chile.”.





La Comisión consideró los fundamentos relativos al personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería, para armonizar las normas de la iniciativa al nuevo objetivo consignado en su oportunidad.

 
- Puesta en votación la indicación número 19, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °

Artículo 14


Establece lo siguiente:

 
“Artículo 14.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley N° 18.458, que establece Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional que indica:

 
1) En el artículo 1°:

 
i) Sustitúyense los literales b), d) y e) por los siguientes:

 
“b) Personal de las plantas de oficiales, del cuadro permanente y de gente de mar y de tropa profesional de las Fuerzas Armadas;

 
d) Personal de Nombramiento Supremo de Fila y de los Servicios y el Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Carabineros de Chile; 

 
e) Personal contemplado en la Planta de Oficiales, Personal de la Planta de Apoyo Científico Técnico de la Policía de Investigaciones de Chile que sea nombrado como peritos en conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile, y Personal de Asistentes Policiales de la Planta de Apoyo General a que se refiere el mismo cuerpo legal;”.

ii) Elimínanse las letras g) y h).

2) Modifícase el artículo 3° del siguiente modo:

a) Agrégase, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

b) Intercálase, entre el número “1980” y el punto final que le sigue, la siguiente oración: “, y a las disposiciones contenidas en la ley N° 16.744, sobre Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales”.

3) Deróganse los artículos 8° y 9°.

4) Modifícase el artículo 10 del siguiente modo:

a) Intercálase, entre las expresiones “o empleos” y “de instituciones”, la frase “, sea en calidad de planta o contrata o sujetos al Código del Trabajo,”.

b) Intercálase, entre las palabras “Defensa Nacional” y “o que se relacionen con el gobierno”, la frase “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.
 



La Comisión consideró los fundamentos relativos al personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería, con el fin de adecuar los preceptos de la iniciativa a la nueva finalidad expresada en su oportunidad. 

 
- Puesto en votación el artículo 14, número 1), i) fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

 
- Puesto en votación el número 1), letra ii), se aprobó con modificaciones, eliminando la referencia a la letra h), por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

- - - 


A propósito del análisis de la letra b) del número 2) de este artículo 14, la Comisión acordó dejar la siguiente constancia:

Este literal dispone:

“b) Intercálase, entre el número “1980” y el punto final que le sigue, la siguiente oración: “, y a las disposiciones contenidas en la ley N° 16.744, sobre Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales”.


 


La Comisión tuvo en vista que el artículo 3° de la ley N° 18.458 señala que el “personal no contemplado en el artículo 1°, que a partir de la vigencia de esta ley ingrese a las Instituciones, Servicios, Organismos y Empresas, dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno por su intermedio, o a aquellos, Servicios, Organismos o Empresas que leyes especiales les hicieren aplicables los regímenes previsionales indicados en el mismo artículo, quedará afecto al Sistema Previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.”.

Al respecto, representantes del Ejecutivo hicieron presente que este artículo 3° es aplicable al personal civil a contrata. Tratándose de dobles pensiones, con la aplicación de la nueva normativa, el personal civil que entre a percibir una segunda pensión de retiro cotizará en el sistema de AFP, y se le aplicará la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Ahora bien, respecto del personal civil a contrata que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la ley, existe una norma de protección, prevista en el artículo tercero transitorio del proyecto de ley. 


La abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas aclaró que los Comités Paritarios que se contemplan en la  ley N° 16.744 no pueden existir al interior de las Instituciones de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública -existen múltiples dictámenes de la Contraloría General de la República sobre el particular-, y para salvar esta situación la función que desarrollan es asumida por los Departamentos de Bienestar institucionales. Asimismo, la investigación sumaria que debe acreditar el accidente laboral se efectúa en forma interna.

 - - -

 ° ° °

 



La indicación número 20, de S.E. el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo 17, nuevo:

 


 
“Artículo 17.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.195, que adscribe al personal que indica de Gendarmería de Chile al Régimen Previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, del siguiente modo:

 


 
a) Reemplázase en su inciso segundo, la siguiente frase: “que sean destinados en forma permanente a prestar servicios dentro de una Unidad Penal.” por “siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

 



a) Pertenecer a una de dichas Plantas;

 



b) Haber sido destinado a prestar servicios dentro de una Unidad Penal, y

 



c) Completar a lo menos 10 años de servicios efectivos dentro de una Unidad Penal, sean estos continuos o discontinuos.”.

 



b) Agregánse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

 



“El personal que cumpla con los requisitos establecidos en las letras a) y b) del inciso segundo precedente y sufriere un accidente en acto determinado del servicio o contrajere una enfermedad profesional, se entenderá que ha cumplido, para todos los efectos legales, con el requisito establecido en la letra c) del mismo inciso.

 



Asimismo, el personal que cumpla con los requisitos establecidos en las letras a) y b) del inciso segundo y fallezca por accidente ocurrido en acto determinado del servicio o enfermedad profesional, se entenderá que ha cumplido, para todos los efectos legales, con el requisito establecido en la letra c) del mismo inciso.”.”.

 
 


El Subsecretario para las Fuerzas Armadas recordó que la idea matriz del proyecto de ley consistía en que los civiles que ingresaran a trabajar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o Gendarmería se adscribieran al régimen previsional de las AFP una vez que entrara en vigencia la ley, con dos excepciones, una ellas, referida precisamente a los funcionarios civiles de Gendarmería que hayan ejercido en recintos penales durante 15 años. Debido al cambio de criterio en esta materia, dijo, correspondería rechazar este artículo.

 



La Comisión consideró los fundamentos relativos al personal civil de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería para adecuar las normas de la iniciativa al nuevo objetivo consignado en su oportunidad.

 
- Puesta en votación la indicación número 20, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °

Artículo 17


Prescribe lo siguiente:

“Artículo 17.- El personal de las Plantas de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile quedará afecto al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. Asimismo, en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, estará afecto a la ley N° 16.744.”.

La indicación número 20 bis de S.E. el Presidente de la República es para eliminar este artículo.


El asesor del Ministerio de Defensa manifestó que la indicación propone suprimir este artículo considerando la nueva postura de no innovar sobre la situación del personal civil de las Instituciones Armadas y de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería.

 
- Puesta en votación la indicación número 20 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

Artículo 20




Señala lo siguiente:

 
“Artículo 20.- Esta ley comenzará a regir el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

 



La indicación número 21, de S.E. el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

 



“Artículo….- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.





El Subsecretario para las Fuerzas Armadas recordó que la Comisión solicitó adelantar la entrada en vigencia de la ley; por ello, la presente indicación apunta a dicho objetivo, rebajando a tres meses este plazo. Explicó que existen aspectos administrativos que deben ser implementados dentro de este lapso para la adecuada puesta en marcha  de la nueva normativa.
 
- Puesta en votación la indicación número 21, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.


La indicación número 22, del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “del sexto mes siguiente” por “del mes subsiguiente”.

 
- La indicación número 22 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E el Presidente de la República.

 
Disposiciones transitorias

Artículo primero


Su texto dice:

“Artículo primero.- En los veinticuatro meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las modificaciones introducidas por los artículos 1° y 11, según se trate de pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, respectivamente, se aplicarán en la forma y gradualidad que a continuación se indica.

En los doce primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban una pensión inferior a $453.217.- mensuales se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones iguales o superiores a $453.217.- y hasta $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 3%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 5,5%.

c) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 4%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 6,5%.

A contar del decimotercer mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el vigesimocuarto mes siguiente, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban pensiones iguales o inferiores a $670.936.- mensuales, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 2%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley, se rebajará al 4,5%.

Con todo, respecto de los beneficiarios de pensión de retiro y montepío de la Dirección de Previsión de Carabineros, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero, letra a), del artículo 20 del decreto ley Nº844, de 1975.

A contar del vigesimoquinto mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, regirá íntegramente lo dispuesto en los artículos 1º y 11, respectivamente, de la presente ley.”.

Inciso segundo
Letra a)
 



La indicación número 23, del Honorable Senador señor Chahuán, es para agregar a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “A los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, que sean mayores de ochenta años, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1º y 12, respectivamente, sin perjuicio del monto de sus pensiones.”.




El Subsecretario para las Fuerzas Armadas reconoció que esta materia fue planteada por varios invitados en la Comisión. Recordó que en su oportunidad se hizo presente que el 60% de los pensionados mayores de 80 años quedan comprendidos dentro del primer tramo del descuento.


Sostuvo que acoger una norma como la propuesta por el H. Senador Chahúan implicaría un mayor gasto, que no permitiría, por ejemplo, adelantar la entrada en vigencia de la ley, como se acaba de aprobar.


- La indicación número 23 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo tercero


Dispone lo siguiente:

“Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, al personal civil a contrata de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, le serán aplicables a partir de la misma fecha, las modificaciones establecidas en el artículo 14 N° 2, letra a), y N° 3, y el artículo 16, ambos de la presente ley.

En el caso del personal señalado en el inciso precedente, que sufriere un accidente en acto determinado del servicio o contrajere una enfermedad profesional, que lo incapacitare en un porcentaje igual o superior al 70% o que le causare la muerte, la pensión que le correspondiere conforme a la ley N° 16.744 no podrá ser de un monto inferior a la que le hubiere correspondido percibir en las mismas circunstancias de haberse aplicado las normas por las que se regía en esta materia con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Para estos efectos, el respectivo organismo administrador de la ley N° 16.744 solicitará a la Subsecretaría con que la respectiva entidad empleadora se relacione con el Gobierno, efectuar los cálculos respectivos, debiendo constituir la reserva técnica para el pago de la pensión que resulte de aplicar la ley N° 16.744, y pagar la pensión que resulte mayor.

En el evento que la pensión resultante fuere de un monto mayor que la de la ley N° 16.744, la diferencia será de cargo fiscal.

La Tesorería General de la República, a requerimiento del respectivo organismo administrador, enterará mensualmente la aludida diferencia y sus reajustes dentro de los diez primeros días del mes correspondiente al del pago de la pensión. En cada oportunidad en que varíe el monto de la pensión, el organismo administrador deberá efectuar el respectivo requerimiento.

Las cantidades que no se enteren oportunamente se reajustarán en el mismo porcentaje en que hubiere variado el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquél en que debió efectuarse el pago y el mes precedente a aquel en el que efectivamente se realice, y devengarán interés corriente.

El derecho del organismo administrador a impetrar el citado pago prescribirá en el plazo de doce meses, contado desde la fecha de la resolución por la cual se haya otorgado la pensión o desde la fecha en que hubiere variado el monto de la misma, según el caso.”.

 

La indicación número 23 bis de S.E. el Presidente de la República, es para sustituir en el inciso primero la frase: “artículo 14, N° 2, letra a)” seguido por una coma (,), por “artículo 14, N° 2, letra b)”, seguido por una coma (,). 



Esta indicación efectúa adecuaciones formales de remisión acorde con las otras modificaciones introducidas al proyecto de ley.

 
- La indicación número 23 bis fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

Artículo sexto


Establece lo siguiente:

“Artículo sexto.- Las modificaciones contenidas en los artículos 5º, N° 6; 9°, N° 6, y 10, Nº 6 y Nº 7 de la presente ley, no afectarán a quienes al momento de su entrada en vigencia se encuentren gozando de una pensión de montepío, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948; artículo 202 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional; artículo 70 bis de la ley N° 18.961, y artículos 121 y 125 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido la totalidad de los requisitos para ser beneficiarios de montepío.”.

 



La indicación número 24, del Honorable Senador señor Chahuán, es para reemplazar la oración final por la siguiente: “Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para ser beneficiarios de montepío, aunque el pensionado causante no hubiere fallecido.”.

- La indicación número 24 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

Artículo octavo
Prescribe lo siguiente:
“Artículo octavo.- Los empleados civiles a contrata de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que se encuentren afectos al sistema previsional del decreto ley N° 3.500, de 1980, y en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, percibirán una planilla suplementaria equivalente a la diferencia que pueda presentarse entre las remuneraciones líquidas imponibles actuales y las que resulten de aplicar el inciso final del artículo 13 de esta ley. Esta planilla suplementaria se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios involucrados, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.”.”.

La indicación número 24 bis de S.E. el Presidente de la República es para eliminar este artículo.




La Comisión tuvo en vista que correspondía suprimir este precepto, para concordar las disposiciones transitorias con lo resuelto en los artículos permanentes.





- Puesta en votación la indicación número 24 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz y Prokurica.

° ° °

 



La indicación número 25, de S.E. el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo noveno transitorio:

 



“Artículo noveno.- Al personal de Gendarmería de Chile que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, integre las plantas de Profesionales, Directivos, Administrativos, Técnicos y Auxiliares y se encuentre destinado en forma permanente a prestar servicios en una Unidad Penal, no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 16 de la presente ley.”.





La Comisión estimó necesario desecharla.



 

- Puesta en votación la indicación número 25, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz, Prokurica y Walker, don Patricio.

° ° °

 



La indicación número 26, del Honorable Senador señor Chahuán, es para agregar un artículo noveno transitorio del siguiente tenor:

 



“Artículo noveno.- A los oficiales policiales de Investigaciones de Chile acogidos a retiro durante el período comprendido entre el 24 de abril de 1979 y el 30 de junio de 1992, que cumplan con los requisitos para tener derecho a sobresueldo de un 35%, por desempeño en unidades policiales especializadas, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 17.700, de 1972, se les reconocerá este derecho, el que se hará extensivo a sus beneficiarios de montepío, a contar de la vigencia de la presente ley.”.
 
- La indicación número 26 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República.

° ° °

 



La indicación número 27, de los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica, es para incorporar un artículo décimo transitorio del siguiente tenor:
 



“Artículo décimo.- Los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada (ASMAR), que hubieren ingresado a prestar servicios a esa empresa, entre el 7 de febrero de 1984 y el 11 de noviembre de 1985, quedarán afectos al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, a contar de la vigencia de la presente ley.”.

 
- La indicación número 27 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva de  S.E. el Presidente de la República.

° ° °


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

MODIFICACIONES

Artículo 5°

Número 2)


Rechazarlo.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 3)


Pasa a ser número 2), modificado como sigue:
° ° °


- Incorporar una letra a) nueva, del siguiente tenor:


“a) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 5 bis y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
° ° °


Letras a), b) y c)


Pasan a ser letras b), c) y d), respectivamente, sin enmiendas.

Números 4) y 5)


Pasan a ser 3) y 4), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)

Pasa a ser número 5).


Modificar el artículo 88 bis que se propone sustituir, de la siguiente manera:

Inciso cuarto

Letra b)


Reemplazarla por la que se indica:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 8).
Inciso sexto


Suprimir la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 9).
Artículo 8°


Considerar como inciso segundo la oración final del primer inciso, del siguiente tenor:


“Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 9°

Número 1)


Eliminarlo. 


(Unanimidad 3x0. Indicación número  13 bis a).
Número 2)


Pasa a ser número 1), sin enmiendas.

° ° °


Incorporar los siguientes números 2) y 3), nuevos:


“2) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.


3) Agrégase la siguiente oración final en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,): “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.”.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 13 bis b) y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
° ° °

Números 3), 4) y 5)


Pasan a ser números 4), 5) y 6), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)


Pasa a ser número 7).


Enmendar el artículo 70 bis que se propone reemplazar, del modo siguiente:

Inciso cuarto

Letra a)


Sustituir el vocablo “determinado” por “determinada”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Letra b)


Sustituirla por la que se señala a continuación:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 14).

Inciso quinto


Eliminar la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 15).
Artículo 10

Número 2)


Eliminarlo. 


(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 bis).
Números 3), 4) y 5)


Pasan a ser números 2), 3) y 4), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)


Pasa a ser número 5).


Modificar el artículo 121 que se propone sustituir, de la manera que se señala:

Inciso cuarto

Letra a)


Sustituir el vocablo “determinado” por “determinada”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Letra b)


Reemplazarla por la que se indica a continuación:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 16).
Inciso quinto


- Agregar, luego de la palabra “soltero” la expresión “o divorciado”.


- Suprimir la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 16 bis, para la primera enmienda).

(Unanimidad 4x0. Indicación número 17, para la segunda modificación).
Número 7)


Pasa a ser número 6), sin modificaciones.

Artículo 12

° ° °


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo


“Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 18).
° ° °

Artículo 13


Suprimirlo.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 18 bis).
Artículo 14


Pasa a ser artículo 13

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese el punto y coma (;) de la letra f) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.


b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 15


Pasa a ser artículo 14, sin enmiendas.

Artículo 16


Pasa a ser artículo 15, sin enmiendas.

Artículo 17


Suprimirlo.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 20 bis).
Artículo 18


Pasa a ser artículo 16.


- Sustituir “artículos 5°, N° 1; 8°, 15 y 17” por “artículos 5°, número 1); 8°; 12 y 14”.

- Reemplazar “artículo 16” por “artículo 15”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 19


Pasa a ser artículo 17, sin modificaciones.

Artículo 20


Pasa a ser artículo 18, sustituido por el siguiente:


“Artículo 18.- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 21).
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


Reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4); artículo 13, números 2), 3) y 4), y artículo 15, número 1), todos de la presente ley.”. 

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo tercero


En su inciso primero, reemplazar “en el artículo 14 N° 2, letra a), y N° 3, y el artículo 16” por “en el artículo 13, número 2), letra b), y número 3), y en el artículo 15”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 23 bis y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo cuarto


En su inciso primero, sustituir “artículos 5°, N° 1, y 15” por “artículos 5°, número 1), y 14”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo sexto


Reemplazar “artículos 5º, N° 6; 9°, N° 6, y 10, Nº 6 y Nº 7” por “artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6)”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo octavo


Eliminarlo.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 24 bis).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Agrégase a la letra b) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija la ley orgánica por la que se regirá la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Los beneficiarios de pensión de retiro o montepío mayores de 65 años de edad no estarán afectos al descuento señalado en esta letra.”.

Artículo 2º.- Sustitúyese la letra d) del artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece normas para el funcionamiento y financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, por la siguiente:

“d) Con el 0.5% sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incluidas las pensiones afectas a revalorización. Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad.”.

Artículo 3º.- Agrégase al final de la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 16.258, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”.
Artículo 4º.- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley N° 12.856, que crea el Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra fijado por el decreto supremo N° 265, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:

“Artículo 7°.- Para concurrir a los gastos que demande la atención médico y dental curativa, hospitalaria y ambulatoria de los pensionados por retiro o montepío y de los empleados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional que se encuentren afectos al Régimen Previsional y de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, como también la de sus cargas familiares legales, y los padres de dichos pensionados que vivan a sus expensas, se establece un fondo que se formará con los siguientes recursos:”.

2) Agrégase el siguiente número 7:

“7.- Con el 0,5% sobre las pensiones de retiro y montepío pagadas por esta misma Caja de Previsión, a los mayores de 65 años de edad.”.

Artículo 5º.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:

1) Agréganse al artículo 11 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744, con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo, continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

2) Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 77:

a) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.
b) Agrégase, al final de su inciso tercero, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: “siempre que dichos periodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.

c) Deróganse sus incisos cuarto, séptimo y octavo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y noveno, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

d) Reemplázase, en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, la frase “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase en el artículo 78, a continuación del punto seguido, lo siguiente:

“Se considerarán también servicios computables, los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de las Fuerzas Armadas. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas.”.

4) Elimínase del inciso final del artículo 79 la frase “de dos años, si son viudas, y“.

5) Reemplázase el artículo 88 bis por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En las pensiones de montepío existirá el derecho a acrecer.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".

Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 177 por el siguiente:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio, en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986. De igual derecho gozará el personal de la reserva llamado al servicio activo.”.

2) Reemplázase el artículo 202 por el siguiente:

“Artículo 202.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1º. Haber contraído matrimonio.

2º. Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3°. Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4°. Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.
3) Reemplázase, en el artículo 204, la expresión “artículo 200” por la frase “artículo 88 bis de la ley Nº 18.948”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley Nº 19.465, que establece Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas:

1) Reemplázase, en la letra c), la coma final y la letra “y” que le sigue por un punto y coma.

2) Sustitúyese, en la letra d), el punto final por una coma.

3) Agrégase la siguiente letra e):

“e) Los causantes de asignación familiar del personal señalado en las letras anteriores, comisionado al extranjero, siempre que por ellos se perciba la asignación familiar de la letra d) del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, y se encuentren estudiando en instituciones de la enseñanza básica, media, técnica y superior, reconocidas por el Estado donde se cumple la comisión.”. 

Artículo 8º.- El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado profesor quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo, continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas. 

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458. 

Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1) Elimínase del inciso tercero del artículo 58 la expresión “de dos años si son viudas y”.

 
2) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.

3) Agrégase la siguiente oración final en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,): “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.
4) Derógase el inciso tercero del artículo 61.

5) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 61 la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

6) Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 62, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

7) Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 70, por los siguientes:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación, no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986.

En el caso del personal de Carabineros de Chile, llamado al servicio desde el retiro, contemplado en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en los artículos 32 bis y siguientes del presente Estatuto, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho consagrado en el inciso anterior para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.

2) Modifícase el artículo 83 del siguiente modo:

a) Derógase su inciso tercero.

b) Reemplázase en su inciso final, la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase al artículo 85 el siguiente inciso final, nuevo:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre la base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

4) Elimínase, en el inciso cuarto del artículo 94, la expresión “de dos años si son viudas y”.

5) Reemplázase el artículo 121 por el siguiente:

“Artículo 121.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado la viuda o, en su caso, el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un causante pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antes dicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro del plazo de noventa días. La resolución que otorga el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.

6) Reemplázase el artículo 125 por el siguiente:

“Artículo 125.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1.- Haber contraído matrimonio.

2.- Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3.- Existir sentencia ejecutoriada por la que se declara la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4.- Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.

Artículo 11.- Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en la letra a) del artículo 20 del decreto ley N° 844, de 1975, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros, pasando su punto y coma a ser punto aparte:

“El porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el inciso anterior se rebajará al porcentaje que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9° de esta ley, cuando el pensionado o beneficiario de montepío cumpla los 65 años de edad.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental, se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero.”.

Artículo 12.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto, en relación con esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.  En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los Empleados Civiles de planta estarán afectos a la ley N° 16.744, en relación con dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.
Artículo 13.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley N° 18.458, que establece Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional que indica:


1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese el punto y coma (;) de la letra f) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.



b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).
2) Modifícase el artículo 3° del siguiente modo:

a) Agrégase, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

b) Intercálase, entre el número “1980” y el punto final que le sigue, la siguiente oración: “, y a las disposiciones contenidas en la ley N° 16.744, sobre Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales”.

3) Deróganse los artículos 8° y 9°.

4) Modifícase el artículo 10 del siguiente modo:

a) Intercálase, entre las expresiones “o empleos” y “de instituciones”, la frase “, sea en calidad de planta o contrata o sujetos al Código del Trabajo,”.

b) Intercálase, entre las palabras “Defensa Nacional” y “o que se relacionen con el gobierno”, la frase “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

Artículo 14.- El Personal de Planta de Carabineros que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de empleados civiles de planta, estarán afectos a la ley N° 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional, continuarán afectos a las disposiciones contenidas en el Estatuto de Personal.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.

Artículo 15.- Modifícase la ley N° 19.345, que dispone la aplicación de la ley N° 16.744, sobre Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, a trabajadores del sector público que señala, de la siguiente forma:

1) Agrégase en su artículo 1° el siguiente inciso cuarto:

“Asimismo, quedará sujeto a la ley Nº 16.744 el personal indicado en el artículo 3° de la ley Nº 18.458. Con todo, en las entidades empleadoras en que presten servicios los trabajadores a que se refiere este inciso, las funciones de los organismos previstos en los incisos primero y cuarto del artículo 66 de la ley N° 16.744, serán ejercidas a través del servicio de bienestar o por las direcciones, jefaturas, departamentos o comandos de personal de la respectiva institución de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, según corresponda, conforme a lo dispuesto en sus leyes orgánicas y demás normas complementarias.”.

2) Intercálase en su artículo 3º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:

“Lo dispuesto en el inciso precedente no será aplicable a las entidades empleadoras respecto de los trabajadores señalados en el inciso cuarto del artículo 1º de esta ley.”.

Artículo 16.- Al personal a que se refieren los artículos artículos 5°, número 1); 8°; 12 y 14 de la presente ley, le serán aplicables las disposiciones de la ley N° 19.345, conforme a las modificaciones introducidas por el artículo 15 de esta ley, según corresponda.

Artículo 17.- Durante el primer año presupuestario de vigencia, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.

Artículo 18.- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- En los veinticuatro meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las modificaciones introducidas por los artículos 1° y 11, según se trate de pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, respectivamente, se aplicarán en la forma y gradualidad que a continuación se indica.

En los doce primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban una pensión inferior a $453.217.- mensuales se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones iguales o superiores a $453.217.- y hasta $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 3%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 5,5%.

c) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 4%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 6,5%.

A contar del decimotercer mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el vigesimocuarto mes siguiente, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban pensiones iguales o inferiores a $670.936.- mensuales, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 2%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley, se rebajará al 4,5%.

Con todo, respecto de los beneficiarios de pensión de retiro y montepío de la Dirección de Previsión de Carabineros, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero, letra a), del artículo 20 del decreto ley Nº844, de 1975.

A contar del vigesimoquinto mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, regirá íntegramente lo dispuesto en los artículos 1º y 11, respectivamente, de la presente ley.

 
Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4); artículo 13, números  2), 3) y 4), y artículo 15, número 1), todos de la presente ley.
Asimismo, el personal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentre adscrito al sistema previsional y de salud de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, continuará afecto a su respectivo sistema previsional y de salud.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, al personal civil a contrata de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, le serán aplicables a partir de la misma fecha, las modificaciones establecidas en el artículo 13, número 2), letra b), y número 3), y en el artículo 15, ambos de la presente ley.

En el caso del personal señalado en el inciso precedente, que sufriere un accidente en acto determinado del servicio o contrajere una enfermedad profesional, que lo incapacitare en un porcentaje igual o superior al 70% o que le causare la muerte, la pensión que le correspondiere conforme a la ley N° 16.744 no podrá ser de un monto inferior a la que le hubiere correspondido percibir en las mismas circunstancias de haberse aplicado las normas por las que se regía en esta materia con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Para estos efectos, el respectivo organismo administrador de la ley N° 16.744 solicitará a la Subsecretaría con que la respectiva entidad empleadora se relacione con el Gobierno, efectuar los cálculos respectivos, debiendo constituir la reserva técnica para el pago de la pensión que resulte de aplicar la ley N° 16.744, y pagar la pensión que resulte mayor.

En el evento que la pensión resultante fuere de un monto mayor que la de la ley N° 16.744, la diferencia será de cargo fiscal.

La Tesorería General de la República, a requerimiento del respectivo organismo administrador, enterará mensualmente la aludida diferencia y sus reajustes dentro de los diez primeros días del mes correspondiente al del pago de la pensión. En cada oportunidad en que varíe el monto de la pensión, el organismo administrador deberá efectuar el respectivo requerimiento.

Las cantidades que no se enteren oportunamente se reajustarán en el mismo porcentaje en que hubiere variado el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquél en que debió efectuarse el pago y el mes precedente a aquel en el que efectivamente se realice, y devengarán interés corriente.

El derecho del organismo administrador a impetrar el citado pago prescribirá en el plazo de doce meses, contado desde la fecha de la resolución por la cual se haya otorgado la pensión o desde la fecha en que hubiere variado el monto de la misma, según el caso.

Artículo cuarto.- El personal que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, esté nombrado en uno o más cargos bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076 y con posterioridad cese en uno de ellos, y sea nombrado en otro, sin mediar discontinuidad entre el cese y el nuevo nombramiento, permanecerá afecto tanto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, como al Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas. La misma regla se aplicará a aquel que actualmente se encuentre adscrito al sistema previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros y su sistema de salud, el cual continuará, asimismo, afecto al régimen de remuneraciones de dicha ley, en cuyo caso ese nuevo nombramiento no se considerará como nuevo ingreso, en los términos establecidos en los artículos 5°, número 1), y 14 de la presente ley. 

Del mismo modo, no constituye nuevo ingreso la prórroga sin solución de continuidad del Personal a Contrata y los contratos de los profesores, así como los contratos del personal regido bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076, que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren afectos a estas modalidades de nombramientos o contrataciones, el cual continuará afecto al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, en los términos modificados en la presente ley.

Artículo quinto.- Las personas que, gozando de pensión de retiro de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, hubieren vuelto al servicio a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en calidad de personal a contrata o en cualquier otra, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería u otros Organismos o Instituciones cuya normativa les permita reliquidar sus pensiones en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o en la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, conservarán el derecho a reliquidar su pensión de retiro, por una sola vez, en los términos vigentes con anterioridad a la publicación de esta ley, sea que tengan cumplidos, o cumplan con posterioridad, los requisitos indicados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.

Tratándose del personal de Carabineros de Chile que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, hubiere vuelto al servicio desde el retiro, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en el artículo 32 bis y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho a reliquidar su pensión de retiro, en los términos vigentes con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.

Artículo sexto.- Las modificaciones contenidas en los artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6) de la presente ley, no afectarán a quienes al momento de su entrada en vigencia se encuentren gozando de una pensión de montepío, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948; artículo 202 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional; artículo 70 bis de la ley N° 18.961, y artículos 121 y 125 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido la totalidad de los requisitos para ser beneficiarios de montepío.


Artículo séptimo.- La modificación contenida en el artículo 6º, N° 1, de esta ley no afectará al personal que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, hubiere vuelto al servicio en otras plazas o empleos, aun cuando no hayan cumplido los tres años de servicios establecidos en el artículo 177 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 26 de noviembre y 4 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA ALGUNOS ASPECTOS PREVISIONALES DE LAS FUERZAS ARMADAS, FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA Y GENDARMERÍA DE CHILE

(8643-02)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe, respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



A las sesiones en que se trató el proyecto de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.

Asimismo, concurrieron, del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor Rodrigo Hinzpeter; el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, señor Alfonso Vargas; el asesor de la Subsecretaría de Fuerzas Armadas, señor Juan Ibacache; la asesora del Ministro, señorita Gigliola Cella, y la Jefa de Departamento Estudios y Análisis División Jurídica, señora Marisol Covarrubias.
Del Ministerio de Hacienda: el Ministro, señor Felipe Larraín, y el Subsecretario, señor Julio Dittborn.
De la Dirección de Presupuestos: el Jefe de Sector, señor Enrique Arancibia; el analista, señor Jorge Carineo, y la abogado, señora Catalina Rizo.

De la Caja de Previsión de Defensa Nacional, CAPREDENA: el Fiscal (S), señor Marcelo Díaz, y el Jefe División Operaciones, señor Jorge Zúñiga.

De la Dirección de Previsión de Carabineros, DIPRECA: el Fiscal (S), señor Raúl Álvarez, y el Jefe Departamento Pensiones, señor Oscar Ulloa.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señorita Carol Parada y señor Pedro Pizarro.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: señorita Natalia González.

Del Cuerpo de Generales en Retiro de Carabineros: el Presidente, señor Iván Gonzalez; el ex Presidente, señor Fernando Cordero, y el Director Jurídico, señor Reinaldo Ríos.

De la Asociación Gremial Nacional de Pensionados de las FF.AA., Carabineros de Chile y Montepíos, el Presidente, señor César Cereceda.

De la Asociación Nacional de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de Gendarmería de Chile, ADIPTGEN, el Presidente Nacional, señor Gonzalo Legal; el Presidente Regional de Los Lagos, señor Raúl Cárdenas; el Secretario Regional Región del Bío-Bío, señor Eliseo Bastías, y el Dirigente Nacional, señor David Milla.

De la Confederación de Pensionados y Montepiadas de la Defensa Nacional (CONFAR), el Abogado, señor Juan Antonio Bulo.

El pensionado de CAPREDENA, señor Luis Neira.

De la Cámara Nacional del Personal en Retiro y Montepiadas de la Defensa Nacional “Chile Mi Patria”: el Presidente, señor Rafael Villarroel, y el Director Ejecutivo, señor Daniel Espinoza.

De la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil: el Presidente Nacional, señor José Pérez; el Secretario Nacional, señor Javier Norambuena; el Presidente del Aeropuerto El Tepual de Puerto Montt, señor Juan Chacano; el Presidente del Aeropuerto Desierto Atacama, señor Paul González; el Presidente del Aeródromo Pichoy de Valdivia, señor Marcial Zúñiga.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión introdujo las siguientes modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional:

En el artículo 5°.
En el artículo 8°.
En el artículo 12.
En el artículo 13.
En el artículo 14

En el artículo 15.
En el artículo 16.
En el artículo segundo transitorio.
En el artículo tercero transitorio.
En el artículo quinto, que pasa a ser cuarto transitorio.
En el artículo séptimo, que pasa a ser sexto transitorio.
 En todos ellos lo hizo en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de todos los artículos permanentes y transitorios de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Defensa Nacional, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY
Modificar algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, como la eliminación de la cotización para cierto personal retirado y montepiado que se indica; limitación de los beneficios del montepío; restricciones a la reliquidación de pensiones y racionalización de las dobles pensiones; y supresión de abono injustificado de años de servicio para efectos del retiro, entre otros.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo al análisis específico de los artículos la Comisión recibió a los representantes de diversas organizaciones interesadas en la materia que aborda el proyecto de ley. En primer lugar, se recibió a la Asociación Gremial Nacional de Pensionados de las FF.AA., Carabineros de Chile y Montepíos, cuyo Presidente, señor César Cereceda, expuso que la eliminación del descuento obligatorio del 6% para Fondo de Retiro y la redestinación a Salud del 0.5% de descuento para Fondo de Revalorización, aspectos centrales de la iniciativa, constituyen aspiraciones de larga data de sus asociados, por lo que esperan una pronta tramitación y aprobación del proyecto de ley.
Enseguida, la Comisión escuchó a los representantes del Cuerpo de Generales en Retiro de Carabineros, cuyo Presidente, señor Iván González, planteó que el origen y los estudios estructurales respecto de la idea de legislar para modificar algunos aspectos del Sistema Previsional de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería, nace en el seno del Ministerio de Defensa Nacional con la participación activa de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) en una época, en que políticamente la dependencia de Carabineros estaba determinada al ámbito del Ministerio del Interior. Agregó que, con bastante posterioridad, se decide incorporar a los estudios a la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA) quedando ésta en un segundo plano adherida a una estructura conceptual definida.

Explicó que, a lo ya señalado, se suma el que ninguna de las organizaciones que agrupan al personal de Carabineros en situación de retiro fue considerada en los estudios y análisis básicos para estructurar el proyecto definitivo. Lo anteriormente expresado y las claras evidencias que se derivan de su lectura, llevan a concluir que el proyecto de ley sólo centró su atención en torno a dos ejes: la previsión de las FF.AA y la idea de disminuir los gastos para las arcas fiscales, ambos de una innegable y valiosa motivación, siempre y cuando con ello no se hubiesen generado normas restrictivas en lo general y discriminatorias en algunas casos.

Observó que la norma modificatoria propuesta por el Ejecutivo establece que, el 0,5% destinado al Fondo de Revalorización de Pensiones para aquellos pensionados mayores de 65 años adscritos al sistema CAPREDENA será redestinado al financiamiento de los fondos de salud de dicha entidad previsional, del Ejército, Armada y Fuerza Aérea de Chile, de tal forma de mejorar las prestaciones médicas y las coberturas que los planes de salud brindan a sus beneficiarios; sin lugar a dudas una medida válida de justicia social.

Sin embargo, y por razones inexplicables, acotó, dicha disposición no se aplica al personal adscrito al sistema DIPRECA, no obstante a que el ítem referido, tiene un mismo origen y objetivo. Se argumenta al respecto, que aquello no procedería por cuanto el Fondo de Revalorización de Pensiones se sustenta exclusivamente por los descuentos que se le hacen al personal de Carabineros en servicio activo.

Manifestó que, si bien es cierto lo indicado anteriormente, se han soslayado las importantes situaciones que a continuación se expresan:

- El Sistema de Salud de Carabineros en lo social es avanzado, pues tiene el carácter de solidario e igualitario, en consecuencia todos los aportes que ingresan al Sistema de Salud de funcionarios activos y pasivos se fusionan para otorgar las prestaciones que aquel demande, sin ningún tipo de distinción.

- El personal de Carabineros (activos y pasivos) hoy deben asumir los costos con una atención deficitaria en salud, a causa de un compromiso gubernamental incumplido o cumplido acomodaticiamente desde hace más de 23 años destinado a solucionar problemas previsionales de otras instituciones que en su data de origen significaba un aporte al Sistema de 174.000 UF más 170 plazas de profesionales de la medicina. Señaló que en el Hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros -hoy bajo el sistema estatal de administración, pese a que los gastos operacionales lo solventan los imponentes y a que fue construido por iniciativa y contribución económica del personal de Carabineros (activos y pasivos)-, los funcionarios ven gravados los costos por medicamentos e insumos médicos en un porcentaje que bordea el 30% respecto de los valores cobrados en el Mercado Publico; y

- El personal adscrito al Sistema DIPRECA por razones de índole políticamente subjetivas, no está incluidos para que puedan gozar de los beneficios que contempla el Plan de Acceso Universal de Garantías Explicitas (GES ex AUGE) como si lo tienen el resto de sus conciudadanos.

Por lo anteriormente puntualizado, expresó que resulta de justicia que en el proyecto de ley se homologue para los imponentes de DIPRECA el beneficio que este hoy le concede exclusivamente a los adscritos al Sistema de CAPREDENA, todo ello, bajo el simple expediente de incluir en él, la redestinación del remanente del señalado Fondo de Revalorización, como una entrada ordinaria para el financiamiento de la Salud que contempla el decreto ley N° 844 de DIPRECA en estricta concordancia con lo establecido en la ley N° 15.386 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Agregó que, de no concretarse la propuesta señalada, la norma modificatoria impulsada por el Supremo Gobierno, vulnera sin fundamentos válidos derechos constitucionales tanto en materia de salud cuanto de igualdad ante la ley.
Todo lo anterior, añadió, al margen del deplorable significado que implica el no haber aprovechado tan propicia oportunidad para eliminar la imposición de gravar los sueldos del personal de Carabineros en servicio activo, para solventar necesidades que son propias del Estado.

Con relación a la necesidad de acotar los beneficiarios de montepío, manifestó que, si bien en lo general la norma propuesta se encuadra dentro del marco establecido en el artículo 983 del Código Civil en materia de sucesión, en lo particular, impone reglas y requisitos de carácter condicionantes una de las cuales prácticamente resulta imposible materializar y dice relación con la Pensión de Montepío a que se accede por el fallecimiento del causante en actos del servicio cuando este es soltero.

En efecto, indicó, la condicionante que se estipula en el caso específico del personal constituido por alumnos de los planteles educacionales de la institución antes de ingresar a la Planta y al no recibir remuneraciones, lo obvio es que dichas personas en su calidad de solteros, sean carga familiar de sus padres y no al revés como pretende establecer la norma modificatoria, la que por ello, adquiere el carácter de restrictiva, desconociendo la excepción de función, rol y dependencia, estatuida en la Carta Fundamental, en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros y en el Estatuto del Personal, perjudicándose sin justificación alguna a aquellos progenitores que pierden un hijo por actos del servicio y que históricamente, por tradición familiar y en número importante, corresponden a personal de Carabineros en situación de retiro.

Dentro del mismo contexto, observó, es pertinente señalar que si bien el proyecto de ley eleva de 23 a 24 años el beneficio estatuido en el artículo 70 bis de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros para homologarlo con el decreto ley 3.500, este debería, conforme a lo establecido en el artículo 332 del Código Civil, extender el precitado beneficio hasta los 28 años de edad en que cesa la obligación de otorgar alimentos, por considerarlos la ley similares a las pensiones de montepío.

Sobre la rejubilación o reliquidación del personal civil afecto al Sistema de DIPRECA, sostuvo que, en la actualidad, el personal llamado al servicio por un tiempo no inferior a los tres años, como los profesores y asesores C.P.R., entre otros, pueden reliquidar indefinidamente sus pensiones de retiro, situación que la legislación en vigencia no considera para las Fuerzas Armadas, cuyos integrantes lo pueden hacer sólo una vez. Indicó que el propósito del Ejecutivo es homologar los sistemas previsionales que administran CAPREDENA y DIPRECA en cuanto a reliquidar pensiones lo que indudablemente es positivo, pero en este caso lo hace nivelando negativamente, perjudicando al personal de Carabineros.

Resulta conveniente señalar, acotó, que el sistema de profesores de las Fuerzas Armadas es diferente al de Carabineros de Chile, puesto que para el primero existe un régimen especial de profesores militares, en cambio, en el segundo, los profesores son contratados según necesidades puntuales de los planteles de educación profesional.
En cuanto a la supresión de abonos por años de servicio, explicó que la iniciativa modifica el artículo 58 de la Ley Orgánica de Carabineros, al eliminar los dos años de abono de los tiempos servidos por el personal femenino -con más de 25 años de servicio- por viudez. Ello, indicó, afecta al personal por la necesidad de alcanzar pronto el retiro, para dedicarse a tiempo completo a satisfacer las necesidades que se multiplican por la trágica ausencia del Jefe de Hogar.

Finalizó planteando que la propuesta modificatoria que elimina el referido descuento, pese a sus virtudes, adolece del grave defecto de ser discriminatoria respecto del género de los beneficiarios ya que en ninguna parte hace referencia a la mujer, no obstante a que éstas, y desde hace más de medio siglo, como es el caso de Carabineros, están integradas a las dotaciones de las instituciones cuyos aspectos previsionales se ven regulados. Declaró su convicción sobre la necesidad de profundizar en los temas expuestos y eliminar el carácter comunicacional que se la ha dado, de ser un verdadero "salvo conducto legal" para aprobar bajo su amparo, otras disposiciones que se contradicen con el espíritu que, se dice, tiene el proyecto de ley que se analiza.
El Honorable Senador señor Escalona consultó al Ejecutivo cuál sería el costo que tendrían las modificaciones planteadas precedentemente por el Cuerpo de Generales de Carabineros en retiro.

El Ministro, señor Hinzpeter, manifestó que es difícil hacer una estimación de los costos que tendrían las propuestas, dado que en DIPRECA no se producirá redestinación del 0,5% de descuento porque actualmente dicho descuento no existe. Respecto de la situación del montepío para los padres, observó que en la Cámara de Diputados se eliminó una disposición que indicaba como requisito de acceso al beneficio la condición socioeconómica vulnerable de los padres.

El Director Jurídico del Cuerpo de Generales en Retiro de Carabineros, señor Reinaldo Ríos, acotó que si bien para DIPRECA no existe el descuento de 0,5% destinado al Fondo de Revalorización de Pensiones, sería de toda justicia que el mismo aporte se contemplara para el Sistema de Salud de Carabineros como se hace respecto del personal de las Fuerzas Armadas.

A continuación, la Comisión escuchó a los representantes de la Asociación Nacional de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de Gendarmería de Chile, ADIPTGEN, cuyo Presidente Nacional, señor Gonzalo Legal, expuso que la incorporación del personal de Gendarmería al régimen previsional de DIPRECA no debe limitarse sólo a quienes cumplen funciones al interior de unidades penales, sino que corresponde a todos quienes deben desempeñarse en la atención personal y directa de personas en conflicto con la justicia, de acuerdo a las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, además que no se debe discriminar entre trabajadores de una misma institución a cargo de una misión similar que incluye un riesgo inherente de la función.

Agregó que, no obstante los reparos efectuados, la Asociación se encuentra conforme con el desarrollo y discusión del proyecto de ley. 

Enseguida, la Comisión escuchó al representante de la Confederación de Pensionados y Montepiadas de la Defensa Nacional (CONFAR), el Abogado, señor Juan Antonio Bulo, quien comenzó su exposición citando palabras de Su Excelencia el Presidente de la República y del Subsecretario para las Fuerzas Armadas referidas a las materias que trata el proyecto de ley y lo justifican.
Señaló que el proyecto de ley recoge el principal objetivo planteado, pero se limita sólo a ello y no se condice con las palabras del entonces candidato presidencial, hoy Presidente de la República, sobre el tema. Indicó que se otorgan exiguos beneficios y despoja innecesariamente de otras prestaciones sociales.

Manifestó que, sin embargo, la Confederación comprende que no conviene seguir dilatando la aprobación del proyecto de ley y apoya su contenido. 

Enseguida, el pensionado de CAPREDENA, señor Luis Neira, expresó a la Comisión su interés en la aprobación del proyecto de ley y agregó que se trata de una aspiración de más de 30 años.
A continuación, la Comisión escuchó a los representantes de la Cámara Nacional del Personal en Retiro y Montepiadas de la Defensa Nacional “Chile Mi Patria”, cuyo Presidente, señor Rafael Villarroel, expuso su intención de referirse fundamentalmente a la eliminación de las cotizaciones para fondo de retiro de los pensionados mayores de 65 años -6% en el caso de las FF.AA. y del 5,95% de las Fuerzas de Orden y Seguridad- y también lo correspondiente al redestino del 0,5% del fondo de revalorización de pensiones a los fondos de salud, para mejorar la cobertura y las prestaciones médicas de los pensionados mayores de 65 años.

Señaló que ambos temas constituyen una iniciativa del Poder Ejecutivo que, respondiendo a las aspiraciones de todo el personal en retiro de la Defensa Nacional, busca dar cumplimiento al compromiso presidencial, en orden a uniformar, respetando las naturales diferencias entre sistemas, las condiciones de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros con los beneficiarios del sistema administrado por el INP "Instituto de Previsión Social".

Manifestó que han luchado por más de 14 años por este proyecto, que se encuentra inserto en el espíritu de compañerismo y preocupación permanente por el mejoramiento económico de sus asociados, velando por que se mejore el poder adquisitivo de sus pensiones y montepíos.

Citó el Estudio Crítico de las Pensiones del Personal de la Defensa Nacional, elaborado el año 2000 por la Comisión de remuneraciones de su agrupación,que por disposición de su Directorio estudió en profundidad la situación previsional de los pensionados de Capredena y Dipreca, los antecedentes legales y los diversos efectos sobre sus pensiones. Indicó que se trata de un trabajo muy extenso, en el que se pudo concluir la necesidad de presentar al Ejecutivo la urgencia de concretar las nivelaciones de pensiones más retrasadas, aliviando la situación de los más postergados en base de un incremento gradual de las pensiones, hasta alcanzar un límite no inferior o piso equivalente al 80% de las pensiones iniciales de los últimos pensionados acogidos a retiro en condiciones similares de grado, especialidad y años de servicio.

Observó que, en el mes de junio del año 2001, concurrieron ante el Ministro de Defensa Nacional de la época, a quien se le expuso todo el estudio, y consideró preferente la supresión de las cotizaciones del 6% y 0,5%, toda vez que estaba siendo aprobada en esa fecha una ley para los pensionados del INP que consideró la supresión de descuentos similares.

En el año 2007, expuso, la Directiva resolvió buscar una solución constitucional al descuento del 6% y del 5,95% del fondo de retiro para lo cual encargó un Informe en Derecho al Estudio de abogados encabezado por el Profesor de Derecho Constitucional Arturo Fermandois, sobre la Constitucionalidad de la Ley N° 19.732, "en cuanto excluye de sus beneficios a pensionados de Capredena y Dipreca". Todo lo anterior con el objeto de efectuar un reclamo formal ante el Tribunal Constitucional, lo cual fue postergado desde el momento que S.E. el Presidente de la República lo consideró en sus promesas presidenciales.

Expresó que entre las conclusiones del informe en derecho se señala que el Instituto de Normalización Previsional, INP, actual IPS, es el heredero de todas las Cajas de Previsión provenientes del antiguo sistema, al igual que Capredena y Dipreca, y constituyen una misma y única categorización. En consecuencia, los pensionados del INP, Capredena y Dipreca, constituyen una sola unidad en razón de su carácter estatal y del régimen de reparto a partir del cual operan.

Sin embargo, acotó, la ley N° 19.732, establece una distinción respecto de los pensionados pertenecientes a un mismo modelo previsional, en la medida que concedió un beneficio exclusivo a favor de los pensionados del INP consistente en eximirlos de la cotización obligatoria destinada al respectivo fondo de pensiones, excluyendo indirectamente de este beneficio a los pensionados de Capredena y Dipreca a pesar de participar de una situación jurídica similar.

Estimó que la referida exclusión es atentatoria de los principios constitucionales de igualdad ante la ley y de interdicción de la arbitrariedad (Articulo 19 N° 2 de la Carta Fundamental).
Para finalizar, hizo constar que su agrupación está de acuerdo con los términos en que el Ejecutivo resolvió y propuso el proyecto en lo referido a la supresión del descuento de fondo de retiro y esperan que su pronta promulgación solucionará la situación de desigualdad y discriminación expuesta precedentemente.

Finalmente, la Comisión escuchó a los representantes de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, DGAC, cuyo Presidente Nacional, señor José Pérez, señaló que su organización representa a 3.700 trabajadores, los que no se encuentran considerados dentro del proyecto de ley que se discute y menos corrige el daño previsional que hace casi 30 años los afecta.

Indicó que han seguido la tramitación de la iniciativa legal y en particular los afecta el artículo 5°, que se refiere a los empleados civiles.

Manifestó que, como Servicio, dependen de la Comandancia en Jefe de la FACH y se encuentran incluidos en el Libro de Defensa del año 2010 como Servicio Estratégico de Seguridad Nacional.

Observó que como funcionarios y funcionarias de planta y a contrata son empleados civiles de las Fuerzas Armadas, conforme al artículo 21 de la ley N° 16.752, su sistema de remuneraciones corresponde al decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1968, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, al igual que respecto de accidentes laborales o enfermedades profesionales, lo que cambiaría de aprobarse el mencionado artículo 5°.

Asimismo, son cotizantes del sistema previsional establecido por el decreto ley N° 3.500 desde fines de 1985, lo que ha provocado un daño previsional que lleva a pensiones con tasas de reemplazo del 25% en caso de funcionarias profesionales, del 49% en caso de funcionarios técnicos u 11% en caso de funcionarias administrativas.

Acotó que en los últimos años han dialogado con el Ministerio, habiéndose elaborado en el año 2009 un proyecto de ley al que un año después se opuso el Ministerio de Hacienda y, posteriormente, en el año 2012 el Ministerio informó que plantearía propuesta que aumentaría la imponibilidad de las remuneraciones pero sin hacerse cargo del daño previsional verificado del año 1985 a la fecha.  

El Honorable Senador señor Escalona consultó si el personal que controla el tránsito aéreo pertenece en su totalidad a la Dirección General de Aeronáutica Civil.

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de la DGAC, señor Pérez, respondió afirmativamente la precedente consulta.

El Honorable Senador señor Escalona observó que la tarea del personal de la DGAC es particular y especialmente sensible para el país, por lo que debiera buscarse una solución a los problemas expuestos.

El Ministro de Defensa Nacional, señor Hinzpeter, señaló que el proyecto de ley cuenta con un apoyo casi unánime respecto de su contenido fundamental. Expresó que el problema explicado por los representantes del personal de la DGAC está siendo analizado para buscar una solución, pero mediante un proyecto de ley separado del que se discute, porque se trata de un problema de cotización más baja de la que corresponde en razón de estar adscritos a la escala del decreto con fuerza de ley N° 1 (G), de 1968, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.
- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se describen o transcriben, según el caso, a continuación:


Artículo 1°
 Agrega a la letra b) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija la ley orgánica por la que se regirá la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Los beneficiarios de pensión de retiro o montepío mayores de 65 años de edad no estarán afectos al descuento señalado en esta letra.”.
El Subsecretario para las Fuerzas Armadas, señor Alfonso Vargas, señaló que la disposición establece que los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, CAPREDENA, mayores de 65 años no estarán afectos al descuento correspondiente, lo que constituye el objetivo central del proyecto de ley.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 2°


Sustituye la letra d) del artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece normas para el funcionamiento y financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, por la siguiente:

“d) Con el 0.5% sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incluidas las pensiones afectas a revalorización. Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad.”.

El señor Subsecretario indicó que la disposición propone descontar el 0,5% para revalorización de pensiones de las Fuerzas Armadas sólo hasta que el beneficiario de la pensión cumpla 65 años.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 3º

Agrega al final de la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 16.258, la siguiente frase: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 4º

Prescribe lo siguiente:

“Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley N° 12.856, que crea el Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra fijado por el decreto supremo N° 265, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustituye el párrafo primero por el siguiente:

“Artículo 7°.- Para concurrir a los gastos que demande la atención médico y dental curativa, hospitalaria y ambulatoria de los pensionados por retiro o montepío y de los empleados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional que se encuentren afectos al Régimen Previsional y de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, como también la de sus cargas familiares legales, y los padres de dichos pensionados que vivan a sus expensas, se establece un fondo que se formará con los siguientes recursos:”.

2) Agrega el siguiente número 7:

“7.- Con el 0,5% sobre las pensiones de retiro y montepío pagadas por esta misma Caja de Previsión, a los mayores de 65 años de edad.”.”.

El señor Subsecretario explicó que se trata de efectuar adecuaciones al Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas y destinar al fondo respectivo el 0,5% que se descuenta a los pensionados mayores de 65 años.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 5º

Su texto es el siguiente:

“Artículo 5º.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:

1) Agréganse al artículo 11 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744, con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo, continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

2) Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 77:

a) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.
b) Agrégase, al final de su inciso tercero, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: “siempre que dichos periodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.

c) Deróganse sus incisos cuarto, séptimo y octavo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y noveno, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

d) Reemplázase, en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, la frase “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase en el artículo 78, a continuación del punto seguido, lo siguiente:

“Se considerarán también servicios computables, los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de las Fuerzas Armadas. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas.”.

4) Elimínase del inciso final del artículo 79 la frase “de dos años, si son viudas, y“.

5) Reemplázase el artículo 88 bis por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En las pensiones de montepío existirá el derecho a acrecer.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.
El Honorable Senador señor Lagos planteó que la preocupación de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil es que de aprobarse el artículo 5° como está propuesto, quedarían excluidos definitivamente del sistema previsional que regula el proyecto de ley, manteniéndose permanentemente su situación actual desmedrada.

El Honorable Senador señor Coloma explicó que le correspondió seguir el debate de esta materia como integrante de la Comisión de Defensa Nacional, y distinguió tres tipos de temas complejos dentro de la iniciativa legal, separados del objetivo fundamental del proyecto que es que el 6% o 5,95% que se descuenta a los pensionados de las Fuerzas Armadas o Carabineros, gradualmente deje de descontarse.

Señaló que el primer problema se relaciona con que el personal civil de las Fuerzas Armadas queda fuera del sistema previsional, situación que se enmendó durante los trámites reglamentarios en el Senado. Indicó que el segundo tipo de problemas están referidos a situaciones específicas o casuísticas de algunas instituciones en que el 80% del personal quedó incluido dentro del sistema representado por CAPREDENA y el 20% está fuera del mismo. Agregó que dicho problema se solucionó con la Contraloría General de la República que unificó su criterio y los funcionarios fueron incluidos. Finalmente, expresó que el tercer problema es el de la Dirección General de Aeronáutica Civil, que cuenta con un número reducido de funcionarios que se encuentran en CAPREDENA –y con el proyecto de ley se mantienen dentro de dicho sistema-, y el resto de los empleados, que no son parte de CAPREDENA, desean pasar a formar parte de ella. Además, manifestó que debe considerarse que los funcionarios de la DGAC sufren un problema histórico que es el de la subcotización respecto del total de sus remuneraciones, que permite situaciones en que una persona con una remuneración de $2.000.000 puede ser objeto de descuento por cotizaciones previsionales sólo respecto de ingresos imponibles por $300.000, lo que genera un daño previsional dramático. Acotó que sobre esta última situación, la Comisión de Defensa Nacional consideró que se trataba de un problema a ser tratado en un proyecto de ley diferente, y así se acordó con el Ministerio de Defensa Nacional.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó su preocupación respecto de la situación de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, expresada en la exposición efectuada ante esta Comisión, y solicitó al señor Ministro que aborde con urgencia la situación del personal de dicho organismo.

El Ministro de Defensa Nacional, señor Hinzpeter, manifestó que ha existido un diálogo permanente con los representantes de la Dirección General de Aeronáutica Civil, y se encuentra preparado un anteproyecto. Dejó constancia de su compromiso para lograr que durante el presente mes de enero se envíe a tramitación el correspondiente proyecto de ley, cuyo contenido fundamental explicará a continuación.

Indicó que la solución que propondrá el Ejecutivo apunta a que los referidos funcionarios coticen en el sistema previsional general existente en Chile y que lo hagan por el total –o casi el total- de sus remuneraciones, resolviendo la situación de subcotización y el consiguiente daño previsional que padecen. 

Agregó que consideran que la solución no es incorporarlos a CAPREDENA, dado que no forman parte de quienes son propiamente militares y sus funciones son distintas a las que justifican la existencia de un sistema previsional especial, que por lo demás se encuentra bastante desfinanciado.
El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al señor Ministro que lo expresado precedentemente lo repita durante el debate en la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Lagos consultó al señor Ministro si los representantes de la Dirección General de Aeronáutica Civil están en conocimiento de que la solución que planteará el Ejecutivo apunta a hacer imponible el total de la remuneración y no a incluirlos en CAPREDENA.

El señor Ministro señaló que lo planteado precedentemente se lo ha explicado a los representantes de la DGAC. 

Acotó que el principal temor de los funcionarios es que el actual Gobierno envíe a tramitación el proyecto de ley y el siguiente Gobierno no le dé continuidad para que sea aprobado.

Agregó que lo ideal sería presentar el proyecto de ley habiéndolo discutido con el futuro Gobierno, de modo que se cuente con su voluntad para lograr convertirlo en ley.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 6º

Es del siguiente tenor:

“Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 177 por el siguiente:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio, en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986. De igual derecho gozará el personal de la reserva llamado al servicio activo.”.

2) Reemplázase el artículo 202 por el siguiente:

“Artículo 202.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1º. Haber contraído matrimonio.

2º. Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3°. Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4°. Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.
3) Reemplázase, en el artículo 204, la expresión “artículo 200” por la frase “artículo 88 bis de la ley Nº 18.948”.”.

El señor Subsecretario manifestó que la disposición regula el derecho a reliquidación de las pensiones que se produce cuando el personal que se ha retirado se reincorpora al servicio en otra plaza o empleo, estableciendo un tope para la misma.

Acotó que en este caso se mantiene la posibilidad de reliquidar una sola vez, y en el caso de Carabineros y DIPRECA en que hasta ahora se pueden producir múltiples reliquidaciones, pasarán a este mismo régimen de una única reliquidación.

Además, se modifica la regulación del derecho a impetrar pensión de los asignatarios de montepío.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 7º

Su texto es el siguiente:

“Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley Nº 19.465, que establece Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas:

1) Reemplázase, en la letra c), la coma final y la letra “y” que le sigue por un punto y coma.

2) Sustitúyese, en la letra d), el punto final por una coma.

3) Agrégase la siguiente letra e):

“e) Los causantes de asignación familiar del personal señalado en las letras anteriores, comisionado al extranjero, siempre que por ellos se perciba la asignación familiar de la letra d) del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, y se encuentren estudiando en instituciones de la enseñanza básica, media, técnica y superior, reconocidas por el Estado donde se cumple la comisión.”.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 8º

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 8º.- El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado profesor quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo, continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas. 

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

El señor Subsecretario sostuvo que el artículo se refiere a lo que se denomina las dobles, triples o cuádruples pensiones, lo que se produce cuando un profesional es contratado por más de una institución ligada a las Fuerzas Armadas. El proyecto de ley establece que se tendrá derecho a una sola pensión de CAPREDENA.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 9º

Su texto es el que sigue:

“Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1) Elimínase del inciso tercero del artículo 58 la expresión “de dos años si son viudas y”.

 2) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.

3) Agrégase la siguiente oración final en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,): “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.

4) Derógase el inciso tercero del artículo 61.

5) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 61 la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

6) Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 62, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

7) Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.”.

El señor Subsecretario explicó que los mismos cambios que en los artículos anteriores se plantean para las Fuerzas Armadas y CAPREDENA, a partir de esta disposición se efectúan para Carabineros y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, DIPRECA.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 10
Es del siguiente tenor:

“Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 70, por los siguientes:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación, no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986.

En el caso del personal de Carabineros de Chile, llamado al servicio desde el retiro, contemplado en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en los artículos 32 bis y siguientes del presente Estatuto, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho consagrado en el inciso anterior para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.

2) Modifícase el artículo 83 del siguiente modo:

a) Derógase su inciso tercero.

b) Reemplázase en su inciso final, la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase al artículo 85 el siguiente inciso final, nuevo:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre la base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

4) Elimínase, en el inciso cuarto del artículo 94, la expresión “de dos años si son viudas y”.

5) Reemplázase el artículo 121 por el siguiente:

“Artículo 121.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado la viuda o, en su caso, el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un causante pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antes dicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro del plazo de noventa días. La resolución que otorga el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.

6) Reemplázase el artículo 125 por el siguiente:

“Artículo 125.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1.- Haber contraído matrimonio.

2.- Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3.- Existir sentencia ejecutoriada por la que se declara la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4.- Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.”.

El señor Subsecretario expresó que se regula la situación mencionada anteriormente de la reliquidación de pensiones en las Fuerzas Armadas, ahora respecto de Carabineros de Chile. Asimismo, se regula el montepío a que tienen derecho los asignatarios del causante.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 11

Introduce los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en la letra a) del artículo 20 del decreto ley N° 844, de 1975, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros, pasando su punto y coma a ser punto aparte:

“El porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el inciso anterior se rebajará al porcentaje que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9° de esta ley, cuando el pensionado o beneficiario de montepío cumpla los 65 años de edad.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental, se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 12

Su tenor literal es el que sigue:
“Artículo 12.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto, en relación con esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.  En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los Empleados Civiles de planta estarán afectos a la ley N° 16.744, en relación con dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

El señor Subsecretario manifestó que se regula la situación mencionada anteriormente de las dobles pensiones en el caso de profesores de Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó las implicancias del inciso segundo de la disposición, que fue agregado por la Comisión de Defensa.

La abogada de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, señora Marisol Covarrubias, expresó que el artículo 2° de la ley N° 18.458 se refiere a los imponentes de CAPREDENA y DIPRECA que cambian de categoría funcionaria en el Servicio dependiente del Ministerio (o cambian de organismo o institución sin mediar discontinuidad –siempre dependiente del Ministerio-) los que continúan afectos al régimen previsional respectivo, CAPREDENA o DIPRECA, conservando los años como cotizantes. Es por ello, señaló, que para la presente disposición se establece que no se aplica el referido artículo 2°, caso contrario no quedarían afectos al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 13

Dispone, textualmente, lo siguiente:
“Artículo 13.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley N° 18.458, que establece Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional que indica:


1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese el punto y coma (;) de la letra f) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.


b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).

2) Modifícase el artículo 3° del siguiente modo:

a) Agrégase, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

b) Intercálase, entre el número “1980” y el punto final que le sigue, la siguiente oración: “, y a las disposiciones contenidas en la ley N° 16.744, sobre Seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales”.

3) Deróganse los artículos 8° y 9°.

4) Modifícase el artículo 10 del siguiente modo:

a) Intercálase, entre las expresiones “o empleos” y “de instituciones”, la frase “, sea en calidad de planta o contrata o sujetos al Código del Trabajo,”.

b) Intercálase, entre las palabras “Defensa Nacional” y “o que se relacionen con el gobierno”, la frase “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.

El señor Ministro planteó que la Comisión debiera rechazar el literal b) del número 2), y el número 3), para que respecto del personal civil que sufra accidentes en actos de servicio o contraiga una enfermedad profesional, se mantenga la aplicación de la normativa propia de las Fuerzas Armadas, decreto con fuerza de ley N° 1, de 1968.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas, consistentes en la supresión del literal b) del número 2) y del número 3), por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Como consecuencia de las supresiones señaladas precedentemente, se debe realizar una serie de adecuaciones en los artículos 5°, 8°, 12 y 14, y eliminar los artículos 15 y 16.
Artículo 14
Textualmente, prescribe:
“Artículo 14.- El Personal de Planta de Carabineros que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, tratándose de empleados civiles de planta, estarán afectos a la ley N° 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional, continuarán afectos a las disposiciones contenidas en el Estatuto de Personal.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

El señor Subsecretario explicó que se regula la situación de las dobles pensiones para los profesionales de la salud.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 15

Manda lo que sigue:
“Artículo 15.- Modifícase la ley N° 19.345, que dispone la aplicación de la ley N° 16.744, sobre Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, a trabajadores del sector público que señala, de la siguiente forma:

1) Agrégase en su artículo 1° el siguiente inciso cuarto:

“Asimismo, quedará sujeto a la ley Nº 16.744 el personal indicado en el artículo 3° de la ley Nº 18.458. Con todo, en las entidades empleadoras en que presten servicios los trabajadores a que se refiere este inciso, las funciones de los organismos previstos en los incisos primero y cuarto del artículo 66 de la ley N° 16.744, serán ejercidas a través del servicio de bienestar o por las direcciones, jefaturas, departamentos o comandos de personal de la respectiva institución de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, según corresponda, conforme a lo dispuesto en sus leyes orgánicas y demás normas complementarias.”.

2) Intercálase en su artículo 3º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:

“Lo dispuesto en el inciso precedente no será aplicable a las entidades empleadoras respecto de los trabajadores señalados en el inciso cuarto del artículo 1º de esta ley.”.”.

El señor Subsecretario planteó que, en virtud del rechazo de disposiciones del artículo 13, debiera rechazarse el presente artículo.

Puesto en votación el artículo, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 16

Dispone que al personal a que se refieren los artículos 5°, número 1); 8°; 12 y 14 de la presente ley, le serán aplicables las disposiciones de la ley N° 19.345, conforme a las modificaciones introducidas por el artículo 15 de esta ley, según corresponda.
El señor Subsecretario sostuvo que el rechazo del artículo 15 debiera implicar el rechazo de esta disposición que se remite a dicho artículo.

Puesto en votación el artículo, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 17
Establece que durante el primer año presupuestario de vigencia, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.
El Honorable Senador señor Lagos consultó si los recursos necesarios para la implementación de este proyecto de ley se encuentran contemplados en la Ley de Presupuestos para el año 2014.

El señor Ministro indicó que efectivamente los recursos se encuentran incluidos en la referida ley.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo 18
Establece que la presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Disposiciones Transitorias

Artículo primero

Establece lo siguiente:


“Artículo primero.- En los veinticuatro meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las modificaciones introducidas por los artículos 1° y 11, según se trate de pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, respectivamente, se aplicarán en la forma y gradualidad que a continuación se indica.

En los doce primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban una pensión inferior a $453.217.- mensuales se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones iguales o superiores a $453.217.- y hasta $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 3%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 5,5%.

c) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 4%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 6,5%.

A contar del decimotercer mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el vigesimocuarto mes siguiente, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban pensiones iguales o inferiores a $670.936.- mensuales, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 2%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley, se rebajará al 4,5%.

Con todo, respecto de los beneficiarios de pensión de retiro y montepío de la Dirección de Previsión de Carabineros, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero, letra a), del artículo 20 del decreto ley Nº844, de 1975.

A contar del vigesimoquinto mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, regirá íntegramente lo dispuesto en los artículos 1º y 11, respectivamente, de la presente ley.”.

El señor Subsecretario señaló que esta disposición es la que fija la progresividad y los tramos de entrada en vigencia de la ley, comenzando por quienes tengan pensiones más bajas.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo segundo

Su texto es el siguiente:


“Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4); artículo 13, números  2), 3) y 4), y artículo 15, número 1), todos de la presente ley.

Asimismo, el personal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentre adscrito al sistema previsional y de salud de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, continuará afecto a su respectivo sistema previsional y de salud.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo tercero

Dispone lo siguiente:


“Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, al personal civil a contrata de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, le serán aplicables a partir de la misma fecha, las modificaciones establecidas en el artículo 13, número 2), letra b), y número 3), y en el artículo 15, ambos de la presente ley.

En el caso del personal señalado en el inciso precedente, que sufriere un accidente en acto determinado del servicio o contrajere una enfermedad profesional, que lo incapacitare en un porcentaje igual o superior al 70% o que le causare la muerte, la pensión que le correspondiere conforme a la ley N° 16.744 no podrá ser de un monto inferior a la que le hubiere correspondido percibir en las mismas circunstancias de haberse aplicado las normas por las que se regía en esta materia con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Para estos efectos, el respectivo organismo administrador de la ley N° 16.744 solicitará a la Subsecretaría con que la respectiva entidad empleadora se relacione con el Gobierno, efectuar los cálculos respectivos, debiendo constituir la reserva técnica para el pago de la pensión que resulte de aplicar la ley N° 16.744, y pagar la pensión que resulte mayor.

En el evento que la pensión resultante fuere de un monto mayor que la de la ley N° 16.744, la diferencia será de cargo fiscal.

La Tesorería General de la República, a requerimiento del respectivo organismo administrador, enterará mensualmente la aludida diferencia y sus reajustes dentro de los diez primeros días del mes correspondiente al del pago de la pensión. En cada oportunidad en que varíe el monto de la pensión, el organismo administrador deberá efectuar el respectivo requerimiento.

Las cantidades que no se enteren oportunamente se reajustarán en el mismo porcentaje en que hubiere variado el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquél en que debió efectuarse el pago y el mes precedente a aquel en el que efectivamente se realice, y devengarán interés corriente.

El derecho del organismo administrador a impetrar el citado pago prescribirá en el plazo de doce meses, contado desde la fecha de la resolución por la cual se haya otorgado la pensión o desde la fecha en que hubiere variado el monto de la misma, según el caso.”.

El señor Subsecretario planteó que esta disposición debe rechazarse debido a que se refiere al personal civil a contrata que se encuentre en servicio y que, finalmente, quedará incluido dentro de las regulaciones de este proyecto de ley. Agregó que la necesidad del rechazo se explica por las mismas razones de los otros artículos que han sido votados desfavorablemente.

Puesto en votación el artículo, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo cuarto

Prescribe lo siguiente:


“Artículo cuarto.- El personal que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, esté nombrado en uno o más cargos bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076 y con posterioridad cese en uno de ellos, y sea nombrado en otro, sin mediar discontinuidad entre el cese y el nuevo nombramiento, permanecerá afecto tanto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, como al Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas. La misma regla se aplicará a aquel que actualmente se encuentre adscrito al sistema previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros y su sistema de salud, el cual continuará, asimismo, afecto al régimen de remuneraciones de dicha ley, en cuyo caso ese nuevo nombramiento no se considerará como nuevo ingreso, en los términos establecidos en los artículos 5°, número 1), y 14 de la presente ley. 

Del mismo modo, no constituye nuevo ingreso la prórroga sin solución de continuidad del Personal a Contrata y los contratos de los profesores, así como los contratos del personal regido bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076, que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren afectos a estas modalidades de nombramientos o contrataciones, el cual continuará afecto al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, en los términos modificados en la presente ley.”.

El señor Subsecretario manifestó que la disposición regula la protección de los beneficios actualmente existentes, respecto de quienes se encuentren en su goce a la fecha de entrada en vigencia de la ley. 

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo quinto

Establece lo siguiente:


“Artículo quinto.- Las personas que, gozando de pensión de retiro de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, hubieren vuelto al servicio a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en calidad de personal a contrata o en cualquier otra, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería u otros Organismos o Instituciones cuya normativa les permita reliquidar sus pensiones en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o en la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, conservarán el derecho a reliquidar su pensión de retiro, por una sola vez, en los términos vigentes con anterioridad a la publicación de esta ley, sea que tengan cumplidos, o cumplan con posterioridad, los requisitos indicados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.

Tratándose del personal de Carabineros de Chile que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, hubiere vuelto al servicio desde el retiro, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en el artículo 32 bis y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho a reliquidar su pensión de retiro, en los términos vigentes con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.

El señor Subsecretario expresó que la disposición regula la protección de los beneficios actualmente vigentes respecto del personal de Carabineros de Chile a la fecha de entrada en vigencia de la ley. 

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo sexto

Es del siguiente tenor:


“Artículo sexto.- Las modificaciones contenidas en los artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6) de la presente ley, no afectarán a quienes al momento de su entrada en vigencia se encuentren gozando de una pensión de montepío, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948; artículo 202 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional; artículo 70 bis de la ley N° 18.961, y artículos 121 y 125 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido la totalidad de los requisitos para ser beneficiarios de montepío.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Artículo séptimo

Dispone que la modificación contenida en el artículo 6º, N° 1, no afectará al personal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubiere vuelto al servicio en otras plazas o empleos, aun cuando no hayan cumplido los tres años de servicios establecidos en el artículo 177 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.
El señor Subsecretario señaló que se trata de una norma especial de protección del beneficio de quien vuelve al servicio después de pensionarse, pero a la fecha de entrada en vigencia de la ley aún no ha cumplido el período de tres años necesario para obtener la reliquidación de su anterior pensión.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que esta disposición se puede prestar para abusos por lo que sería conveniente limitar el plazo a una fecha actual.

El señor Ministro propuso que se sustituya la frase “fecha de entrada en vigencia de esta ley” por “8 de enero de 2014”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
Como consecuencia de la enmienda aprobada precedentemente, corresponde efectuar similares adecuaciones en los incisos primero y segundo del artículo quinto transitorio.
- - -

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de octubre de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Las Fuerzas Armadas, están integradas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, a su vez, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile constituyen las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; por su parte Gendarmería de Chile tiene por función la atención, vigilancia y rehabilitación de personas privadas de libertad.

El personal perteneciente a las referidas instituciones, en general, está adscrito a un sistema previsional especial, y que comprende básicamente los beneficios de pensión de retiro, de invalidez y de montepío, desahucio, prestaciones de salud, prestaciones sociales y demás beneficios establecidos en la ley. Varios de dichos beneficios resulta necesario que sean racionalizados o modernizados, atendida la evolución de las condiciones que dan lugar a los sistemas previsionales. Junto a lo anterior, se eliminan algunos descuentos previsionales para el sector pasivo mayor de 65 años, lo que es financiado, parcialmente en el corto plazo y completamente en el largo plazo, por las modificaciones antes señaladas. Así, este proyecto, recoge iniciativas sobre la materia considerando los siguientes aspectos:

1. Se contempla la eliminación gradual de la cotización de 6% para retiro de los imponentes Caja de Previsión de la Defensa Nacional y del 5,95% para los imponentes de la Dirección de Previsión de Carabineros, mayores de 65 años. Esta eliminación gradual se efectuará por tramos, tomando en consideración el monto de la pensión que percibe cada imponente, tal como se observa en las siguientes tablas:

Tasa de cotización a pagar para pensiones de mayores de 65 años CAPREDENA

	Monto pensión en $
	2013
	2014
	2015

	< 453.217
	0%
	0%
	0%

	453.217 - 670.936
	3%
	0%
	0%

	> 670.936
	4%
	2%
	0%


Tasa de cotización a pagar para pensiones de mayores de 65 años (*) DIPRECA

	Monto pensión en $
	2013
	2014
	2015

	< 453.217
	0%
	0%
	0%

	453.217 - 670.936
	2.95%
	0%
	0%

	> 670.936
	3.95%
	1.95%
	0%


(*) Las tasas corresponden a las cotizaciones para pensiones de acuerdo al artículo 20 letra a) del Decreto Ley N° 844 de 1975 y a la aplicación de lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 9° de Ia misma norma.

2. El descuento del 0,5% destinado al Fondo Revalorizador de Pensiones para los pensionados y montepiados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional mayores de 65 años, será redestinado al financiamiento de los fondos de salud de dicha entidad previsional, del Ejército, Armada y Fuerza Aérea de Chile, según corresponda, de tal forma de mejorar las prestaciones médicas y las coberturas de los planes de salud que brindan a sus beneficiarios.

3. Se contempla la eliminación como causantes de montepío de las hermanas solteras huérfanas de cualquier edad, y se establecen requisitos comunes para hijos e hijas para Ia obtención del beneficio, esto es, ser menores de 18 años de edad, o bien, ser mayores de 18 años de edad y menores de 24 años si son estudiantes, ó ser invalido, cualquiera sea la edad.

Estas medidas comenzarán a regir desde la entrada en vigencia de la ley, sin modificar a los montepíos ya otorgados, de tal forma de no afectar a aquellas beneficiarias que actualmente gozan del beneficio.

4. En el caso del personal soltero, sin hijos, que fallece en un acto determinado del servicio, tendrán derecho al montepío, los padres siempre que tengan Ia calidad de causantes de asignación familiar. Por otra parte, la o el cónyuge sobreviviente de un(a) pensionado(a), para ser beneficiario de montepío deberá haber contraído matrimonio con el o la causante, a lo memos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Respecto de la madre y padre del imponente que origina el beneficio, éstos serán asignatarios de montepío, siempre que sean causantes de asignación familiar.

5. Se restringe a una única vez la reliquidación a que tienen derecho los pensionados que vuelven at servicio. Así, el personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también de derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio, en un 3,33% calculada sobre el monto que resulte menor entre su última pensión percibida reajustada conforme a lo establecido en el D.L. N° 2.547, de 1979 y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos 36 meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación no podía exceder del 50% sobre la misma base.

6. Se suprime la posibilidad de obtener una segunda pensión en los sistemas previsionales administrados por CAPREDENA y DIPRECA, para el personal que asume un nuevo cargo con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley, debiendo, en consecuencia, imponer en el Sistema Previsional del DL. N°3.500 de 1980, por dicha calidad adicional.

7. Los empleados civiles a contrata de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que se encuentren afectos al sistema previsional del decreto ley N° 3.500 y en servicio a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, percibirán una planilla suplementaria equivalente a la diferencia que pueda presentarse entre las remuneraciones liquidas imponibles actuales y las que resulten de aplicar el inciso final de los artículos 9°, 14° y 15° de esta ley. Esta planilla suplementaria se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios involucrados, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.

8. Se suprime el abono de tiempo, para efectos de obtener pensión de retiro para el personal femenino con 25 años de servicios, consistente en el aumento en dos años si son viudas, y el abono de los tiempos servidos en la Marina Mercante Nacional.

9. La aplicación del artículo 3° transitorio no irroga mayor gasto fiscal.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

A continuación se presenta el efecto fiscal que tendrá el proyecto de ley de acuerdo al conjunto de aspectos señalados precedentemente. En particular, se contempla el efecto fiscal en los tres primeros años de vigencia de la ley, dada la gradualidad en la eliminación de la tasa de cotización para el fondo de retiro:

             Efecto sobre el Gasto Fiscal en Miles de $ 2012

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año Régimen (*)

	1. Eliminación y disminución de cotización mayores de 65 años (CAPREDENA Y DIPRECA)
	15.972.478
	25.209.124
	30.219.603
	49.160.236

	2. REDESTINACIÓN de 0,5% Fondo Revalorizador de Pensiones CAPREDENA mayores de 65 años
	1.478.771
	1.516.480
	1.555.150
	2.446.888

	3. Racionalización de beneficiarios de montepíos
	-2.262.711
	-4.589.645
	-6.994.277
	-63.792.059

	4. Restricción de rejubilación o reliquidación
	0
	0
	0
	-29.830.115

	5. Supresión de dobles pensiones
	0
	0
	0
	-991.513

	6. Afiliación del personal civil al DL N° 3.500
	2.496.980
	2.667.290
	2.836.626
	-2.837.709

	7. Supresión abonos años de servicio para el retiro
	0
	0
	0
	-4.577

	
	17.685.519
	24.803.250
	27.617.103
	-45.848.849


(*) Se define el régimen como el año en que todas las modificaciones legales definidas por la ley en comento tendrán algún impacto financiero, ya sea mayor o menor gasto fiscal, situación que se genera a partir del año 2033. En consecuencia, en el año en régimen el impacto neto de M$ 45.848.849 equivale a un ahorro fiscal que se compone un mayor gasto fiscal de M$ 51.607.123 y un menor gasto fiscal de M$ 97.455.972.
Durante el primer año de vigencia, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, se financiará con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Con fecha 11 de junio de 2013, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, elaboró un informe financiero complementario que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. Se formulan indicaciones al proyecto de ley con motivo de perfeccionar, aclarar o reponer los siguientes artículos: 5°, 8°, 9°, 10°, 13°, 16°,18°, 2° transitorio y 8° transitorio.

2. La indicación además, sustituye el artículo 17° de forma tal que la adscripción de los integrantes de las plantas de Profesionales, Directivos, Administrativos, Técnicos y Auxiliares de Gendarmería de Chile al régimen previsional de DIPRECA, quede condicionada al cumplimiento de los siguientes requisitos copulativos:

a) Pertenecer a una de dichas Plantas;

b) Haber sido destinado a prestar servicios dentro de una Unidad Penal;

c) Completar a lo menos 15 años de servicios efectivos dentro de una Unidad Penal, sean estos continuos o discontinuos.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las adecuaciones y perfeccionamientos realizados al articulado señalados en el número uno anterior no implican mayor gasto fiscal por cuanto únicamente aclaran el sentido de las normas.
Respecto a la sustitución del artículo 17° señalado en el número dos anterior, no generará impacto fiscal adicional en relación a lo establecido en el Informe Financiero N° 132 del año 2012, al menos durante los primeros quince años de vigencia del Proyecto de Ley.”.

Con fecha 14 de noviembre de 2013, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, elaboró un nuevo informe financiero complementario que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. Las indicaciones tienen como objetivo principal reponer, perfeccionar y aclarar el texto del proyecto de ley originalmente enviado mediante Mensaje N° 139-360 y las indicaciones remitidas y aprobadas en su oportunidad.

2. Adicionalmente, se incorporan las siguientes modificaciones:

(i) Se rebaja de 15 a 10 años de servicios efectivos dentro de una Unidad Penal, sean estos continuos o discontinuos, el requisito para que el personal de planta civil se incorpore al Sistema Previsional de DIPRECA. En todo caso, esta exigencia no será aplicable a los funcionarios que contraigan una enfermedad profesional o sufran un accidente o fallezcan a consecuencia de lo anterior.

(ii)Se adelanta la vigencia de la ley de 6 a 3 meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las indicaciones presentadas en esta oportunidad, señaladas en el punto 1 y 2 (i) no implican mayor gasto fiscal en régimen respecto a los costos incluidos en los Informes Financieros N° 132 de 2012 y N° 76 de 2013. El costo mensual de este proyecto de ley en su primer año es de $1.510.757 miles, por lo que el adelantamiento en tres meses en la entrada en vigencia de la ley significará un mayor gasto fiscal de $ 4.532.270 miles.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, con las siguientes enmiendas:
Artículo 5°

Número 1)
Modificarlo, eliminando en el inciso segundo que se agrega al artículo 11 las expresiones “, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744, con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo,”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo 8°

Inciso primero
Suprimir las expresiones “, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo,”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo 12

Inciso primero
Eliminar las expresiones “, los Empleados Civiles de planta estarán afectos a la ley N° 16.744, en relación con dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile,”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo 13
Número 2)

Modificarlo en el siguiente sentido:

- Sustituir su encabezamiento y la letra a) por:

 “2) Modifícase el artículo 3° agregando, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.”. 
- Eliminar la letra b). (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Número 3)
Eliminarlo. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Número 4)
Pasa a ser número 3), sin enmiendas.
Artículo 14

Inciso primero
Suprimir las expresiones “, tratándose de empleados civiles de planta, estarán afectos a la ley N° 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional,” y reemplazar la expresión “continuarán afectos” por “continuará afecto”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo 15
Suprimirlo. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo 16
Eliminarlo. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículos 17 y 18
Pasan a ser artículos 15 y 16, sin enmiendas.
Disposiciones transitorias
Artículo segundo
Inciso primero 

Reemplazar el punto y coma (;) que sucede a la expresión “artículo 10, números 2), 3) y 4)” por “, y” y suprimir la frase “y artículo 15, número 1),”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo tercero
Suprimirlo. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo cuarto

Pasa a ser artículo tercero, sin enmiendas. 
Artículo quinto

Pasa a ser artículo cuarto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Reemplazar la frase “a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley” por “al 8 de enero de 2014”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Inciso segundo
Sustituir la frase “a la fecha de entrada en vigencia de esta ley” por “al 8 de enero de 2014”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
Artículo sexto

Pasa a ser artículo quinto, sin enmiendas.
Artículo séptimo
Pasa a ser artículo sexto, sustituyendo la frase “a la fecha de entrada en vigencia de esta ley” por “al 8 de enero de 2014”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Agrégase a la letra b) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija la ley orgánica por la que se regirá la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Los beneficiarios de pensión de retiro o montepío mayores de 65 años de edad no estarán afectos al descuento señalado en esta letra.”.

Artículo 2º.- Sustitúyese la letra d) del artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece normas para el funcionamiento y financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, por la siguiente:

“d) Con el 0.5% sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incluidas las pensiones afectas a revalorización. Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad.”.

Artículo 3º.- Agrégase al final de la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 16.258, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”.
Artículo 4º.- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley N° 12.856, que crea el Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra fijado por el decreto supremo N° 265, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:

“Artículo 7°.- Para concurrir a los gastos que demande la atención médico y dental curativa, hospitalaria y ambulatoria de los pensionados por retiro o montepío y de los empleados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional que se encuentren afectos al Régimen Previsional y de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, como también la de sus cargas familiares legales, y los padres de dichos pensionados que vivan a sus expensas, se establece un fondo que se formará con los siguientes recursos:”.

2) Agrégase el siguiente número 7:

“7.- Con el 0,5% sobre las pensiones de retiro y montepío pagadas por esta misma Caja de Previsión, a los mayores de 65 años de edad.”.

Artículo 5º.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:

1) Agréganse al artículo 11 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

2) Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 77:

a) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.
b) Agrégase, al final de su inciso tercero, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: “siempre que dichos periodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.

c) Deróganse sus incisos cuarto, séptimo y octavo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y noveno, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

d) Reemplázase, en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, la frase “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase en el artículo 78, a continuación del punto seguido, lo siguiente:

“Se considerarán también servicios computables, los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de las Fuerzas Armadas. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas.”.

4) Elimínase del inciso final del artículo 79 la frase “de dos años, si son viudas, y”.

5) Reemplázase el artículo 88 bis por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En las pensiones de montepío existirá el derecho a acrecer.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".

Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 177 por el siguiente:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio, en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986. De igual derecho gozará el personal de la reserva llamado al servicio activo.”.

2) Reemplázase el artículo 202 por el siguiente:

“Artículo 202.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1º. Haber contraído matrimonio.

2º. Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3°. Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4°. Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.
3) Reemplázase, en el artículo 204, la expresión “artículo 200” por la frase “artículo 88 bis de la ley Nº 18.948”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley Nº 19.465, que establece Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas:

1) Reemplázase, en la letra c), la coma final y la letra “y” que le sigue por un punto y coma.

2) Sustitúyese, en la letra d), el punto final por una coma.

3) Agrégase la siguiente letra e):

“e) Los causantes de asignación familiar del personal señalado en las letras anteriores, comisionado al extranjero, siempre que por ellos se perciba la asignación familiar de la letra d) del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, y se encuentren estudiando en instituciones de la enseñanza básica, media, técnica y superior, reconocidas por el Estado donde se cumple la comisión.”. 

Artículo 8º.- El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado profesor quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas. 

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458. 

Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1) Elimínase del inciso tercero del artículo 58 la expresión “de dos años si son viudas y”.

 
2) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.

3) Agrégase la siguiente oración final en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,): “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.
4) Derógase el inciso tercero del artículo 61.

5) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 61 la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

6) Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 62, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

7) Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado, la viuda o el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:

1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 70, por los siguientes:

“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación, no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986.

En el caso del personal de Carabineros de Chile, llamado al servicio desde el retiro, contemplado en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en los artículos 32 bis y siguientes del presente Estatuto, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho consagrado en el inciso anterior para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.

2) Modifícase el artículo 83 del siguiente modo:

a) Derógase su inciso tercero.

b) Reemplázase en su inciso final, la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.

3) Agrégase al artículo 85 el siguiente inciso final, nuevo:

“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre la base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.

4) Elimínase, en el inciso cuarto del artículo 94, la expresión “de dos años si son viudas y”.

5) Reemplázase el artículo 121 por el siguiente:

“Artículo 121.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:

En primer grado la viuda o, en su caso, el viudo.

El o la cónyuge sobreviviente de un causante pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.

En segundo grado, los hijos.

Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 18 años de edad.

b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.

c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.

La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.

En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.

A falta de viuda o viudo, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.

Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.

Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:

a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.

b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.

En el caso del personal soltero o divorciado sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.

Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.

El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antes dicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro del plazo de noventa días. La resolución que otorga el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.

6) Reemplázase el artículo 125 por el siguiente:

“Artículo 125.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1.- Haber contraído matrimonio.

2.- Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.

3.- Existir sentencia ejecutoriada por la que se declara la nulidad del matrimonio o el divorcio.

4.- Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.

Artículo 11.- Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en la letra a) del artículo 20 del decreto ley N° 844, de 1975, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros, pasando su punto y coma a ser punto aparte:

“El porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el inciso anterior se rebajará al porcentaje que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9° de esta ley, cuando el pensionado o beneficiario de montepío cumpla los 65 años de edad.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental, se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero.”.

Artículo 12.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto, en relación con esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.  En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.
Artículo 13.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley N° 18.458, que establece Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional que indica:


1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese el punto y coma (;) de la letra f) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.



b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).
2) Modifícase el artículo 3° agregando, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

3) Modifícase el artículo 10 del siguiente modo:

a) Intercálase, entre las expresiones “o empleos” y “de instituciones”, la frase “, sea en calidad de planta o contrata o sujetos al Código del Trabajo,”.

b) Intercálase, entre las palabras “Defensa Nacional” y “o que se relacionen con el gobierno”, la frase “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

Artículo 14.- El Personal de Planta de Carabineros que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el Estatuto de Personal.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.

Artículo 15.- Durante el primer año presupuestario de vigencia, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.

Artículo 16.- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- En los veinticuatro meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las modificaciones introducidas por los artículos 1° y 11, según se trate de pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, respectivamente, se aplicarán en la forma y gradualidad que a continuación se indica.

En los doce primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban una pensión inferior a $453.217.- mensuales se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones iguales o superiores a $453.217.- y hasta $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 3%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 5,5%.

c) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 4%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 6,5%.

A contar del decimotercer mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el vigesimocuarto mes siguiente, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:

a) A quienes perciban pensiones iguales o inferiores a $670.936.- mensuales, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.

b) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 2%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley, se rebajará al 4,5%.

Con todo, respecto de los beneficiarios de pensión de retiro y montepío de la Dirección de Previsión de Carabineros, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero, letra a), del artículo 20 del decreto ley Nº844, de 1975.

A contar del vigesimoquinto mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, regirá íntegramente lo dispuesto en los artículos 1º y 11, respectivamente, de la presente ley.

 
Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4), y artículo 13, números 2), 3) y 4), todos de la presente ley.
Asimismo, el personal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentre adscrito al sistema previsional y de salud de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, continuará afecto a su respectivo sistema previsional y de salud.

Artículo tercero.- El personal que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, esté nombrado en uno o más cargos bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076 y con posterioridad cese en uno de ellos, y sea nombrado en otro, sin mediar discontinuidad entre el cese y el nuevo nombramiento, permanecerá afecto tanto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, como al Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas. La misma regla se aplicará a aquel que actualmente se encuentre adscrito al sistema previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros y su sistema de salud, el cual continuará, asimismo, afecto al régimen de remuneraciones de dicha ley, en cuyo caso ese nuevo nombramiento no se considerará como nuevo ingreso, en los términos establecidos en los artículos 5°, número 1), y 14 de la presente ley. 

Del mismo modo, no constituye nuevo ingreso la prórroga sin solución de continuidad del Personal a Contrata y los contratos de los profesores, así como los contratos del personal regido bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076, que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren afectos a estas modalidades de nombramientos o contrataciones, el cual continuará afecto al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, en los términos modificados en la presente ley.

Artículo cuarto.- Las personas que, gozando de pensión de retiro de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, hubieren vuelto al servicio al 8 de enero de 2014, en calidad de personal a contrata o en cualquier otra, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería u otros Organismos o Instituciones cuya normativa les permita reliquidar sus pensiones en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o en la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, conservarán el derecho a reliquidar su pensión de retiro, por una sola vez, en los términos vigentes con anterioridad a la publicación de esta ley, sea que tengan cumplidos, o cumplan con posterioridad, los requisitos indicados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.

Tratándose del personal de Carabineros de Chile que, al 8 de enero de 2014, hubiere vuelto al servicio desde el retiro, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en el artículo 32 bis y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho a reliquidar su pensión de retiro, en los términos vigentes con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.

Artículo quinto.- Las modificaciones contenidas en los artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6) de la presente ley, no afectarán a quienes al momento de su entrada en vigencia se encuentren gozando de una pensión de montepío, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948; artículo 202 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional; artículo 70 bis de la ley N° 18.961, y artículos 121 y 125 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido la totalidad de los requisitos para ser beneficiarios de montepío.


Artículo sexto.- La modificación contenida en el artículo 6º, N° 1, de esta ley no afectará al personal que, al 8 de enero de 2014, hubiere vuelto al servicio en otras plazas o empleos, aun cuando no hayan cumplido los tres años de servicios establecidos en el artículo 177 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 8 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y TIPIFICA COMO FALTA EL ENSUCIAR O PROVOCAR DAÑOS EN PLAYAS, RIBERAS DE RÍO, LAGOS Y PARQUES NACIONALES

(8179-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe en relación al proyecto de ley señalado en el epígrafe.


A la sesión en que se trató esta iniciativa asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Prokurica, en su condición de autor de la misma.


Participó, especialmente invitado, el Profesor señor Jorge Bofill.





Concurrieron, además, el asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; el asesor del Ministerio General de la Presidencia, señor Tomás Celis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; la asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis, y la asesora del Honorable Senador señor Prokurica, señora Carmen Castañaza.

- - -


Cabe hacer presente que, pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, al evacuar su primer informe vuestra Comisión acordó discutirla y votarla solamente en general, de manera de posibilitar la presentación de indicaciones que pudieran hacerse cargo de ciertos aspectos que se consideró necesario estudiar con mayor detención durante la discusión en particular.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El texto despachado en este segundo informe modifica el artículo 494 del Código Penal con la finalidad de tipificar y sancionar una nueva falta, consistente en ensuciar, arrojar o abandonar basura, materiales o desechos de cualquier índole en playas, riberas de ríos o de lagos, parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales o en otras áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial. La pena aplicable será la que la señalada norma indica, esto es, multa de 1 a 4 unidades tributarias mensuales, la que podrá sustituirse por prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto de ley en estudio no requiere un quórum especial para su aprobación.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hubo.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2 y 3.


4.- Indicaciones rechazadas: no hubo.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, destacó el interés que ofrece el proyecto de ley en estudio y dio inicio al estudio en particular del mismo.


Hizo presente que al haberse presentado solamente tres indicaciones al artículo único del proyecto, bien podían estudiarse conjuntamente para poder apreciar sus semejanzas, sus diferencias o su complementariedad y, de este modo, llegar a una fórmula definitiva.


Hubo acuerdo en torno a este planteamiento.


El señor Presidente manifestó que antes de abocarse al análisis de dichas iniciativas, se escucharía al Honorable Senador señor Prokurica, en su calidad de autor del proyecto, y al Profesor señor Jorge Boffil, quien daría a conocer su parecer en torno al mismo y a las indicaciones presentadas.


Ofreció la palabra, en primer lugar, al Honorable Senador señor Prokurica.

El mencionado señor Senador explicó, una vez más, los objetivos que persigue la iniciativa en estudio. Manifestó que le correspondió estudiar un informe de la Universidad Católica del Norte, en que se determinó de dónde provenía la basura de las playas y se calculó en toneladas los desechos que en ellas se arrojan. Agregó que el informe antes mencionado señala que, consultadas las personas que botan basura, manifestaron que estaban dispuestas a pagar una multa por ello y, luego, seguir ensuciando.


Consignó que, por otra parte, el Reglamento de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República no establece sanciones para estas conductas. Por estas razones, observó que las playas de nuestro litoral muchas veces no son fiscalizadas ni resguardadas como corresponde a su condición de bienes nacionales de uso público, por lo que es común ver que en estos espacios se arroja basura de manera despreocupada, reiterativa e impune.


Recordó que en naciones que son ejemplo en cuanto al desarrollo del turismo, como España y México, se establecen sanciones bastante considerables para quien haga mal uso de las playas, arroje desechos en ellas o provoque daño ambiental. Lo anterior, dijo, ha permitido lograr notorios avances en materia de cuidado y limpieza de estos espacios.


Destacó que a través del presente proyecto no se pretende fijar penas drásticas como las que se aplican en los ya señalados países, sino tan solo contemplar en nuestro Código Penal una falta relativa a quien ensucie o provoque daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales, castigando dicha conducta con una multa de 1 a 4 unidades tributarias mensuales, o su equivalente en trabajos comunitarios.


Consideró que no corresponde solucionar esta situación por la vía de los reglamentos o a través de las atribuciones de uno u otro organismo con competencia sobre las áreas que contempla el proyecto, sino que a través del establecimiento de una infracción penal, de común aplicación.


Señaló que, además del nuevo ilícito, bien podría buscarse también una mayor coordinación entre las instituciones que tienen competencia en relación a la utilización de estos espacios, como es el caso de la Armada, los municipios y la policía. Sin embargo, hizo presente que ese propósito excede la iniciativa parlamentaria pues incide en materias que son de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Instó, en consecuencia, a avanzar en el despacho de este proyecto, adoptando la fórmula que resulte más adecuada.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Profesor de Derecho Penal, señor Jorge Bofill.

El mencionado académico manifestó su preocupación por la operatividad de la norma en discusión, en consideración a que las faltas son de competencia del sistema penal, por lo que, en principio, quedarían sujetas a la investigación del Ministerio Público. Agregó que, dada la situación actual de esta institución y los reclamos que existen por la sobrecarga de trabajo que le afecta, no resulta claro visualizar lo que podría conseguirse desde el punto de vista práctico al consagrar la falta penal que se propone, la que vendría a recargar el sistema con una figura que requiere la intervención del fiscal.


En relación a la materia en análisis, sostuvo que hay reglas el Reglamento de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, que atribuyen la competencia de la Dirección General del Territorio Marítimo. Por otra parte, indicó que la ley N° 20.417 entrega a la Superintendencia del Medio Ambiente ciertas facultades fiscalizadoras respecto del cumplimiento de la normativa de carácter ambiental.


En el entendido de que existe la voluntad de sancionar el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales, expresó que la pregunta que cabe formularse es dónde hacerlo. Advirtió que no tenía la certeza de que llevar tal tema al sistema penal sea la mejor solución. Expresó que, en consecuencia, era pertinente revisar tanto la ley como el Reglamento antes mencionados, de manera de verificar si el problema que da origen al proyecto puede solucionarse por la vía de introducir ajustes a cuerpos normativos que no necesariamente sean leyes.


Como posibles caminos, sugirió que la Dirección General del Territorio Marítimo fiscalice lo que dice relación con el territorio marítimo y las playas y que la Superintendencia de Medio Ambiente supervigile lo demás.


Concluyó que lo importante es establecer, en definitiva, un sistema de fiscalización y de sanciones que sea eficiente y que no ofrezca dificultades en cuanto a su operatividad.


Enseguida, la Comisión inició el examen de las indicaciones presentadas.

Artículo único


Su texto aprobado en general es el que sigue:


“Artículo único.- Incorpórase, como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, el siguiente:


“3°. El que ensuciare y provocare daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales.”.”.


A este precepto se presentaron las siguientes tres indicaciones:


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, lo sustituye por el que se señala enseguida:





“Artículo único.- Incorpórase, como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, el siguiente:





“3°. El que arrojare o abandonare basura, materiales o desechos de cualquier índole o provocare daños en playas, riberas de ríos, lagos, parques nacionales, reservas nacionales o monumentos nacionales.”.”.





La indicación número 2, de la Honorable Senadora señora Alvear, elimina, en el numeral 3° que se propone, la frase “y parques nacionales”, reemplazando la coma (,) que sucede a la palabra “río” por la conjunción “y”.





Finalmente, la indicación número 3, también de la Honorable Senadora señora Alvear, agrega el siguiente párrafo segundo, nuevo, al citado numeral 3°:





“La conducta señalada en el párrafo anterior que afecte parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales y otras áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial, será sancionada con multa de 5 a 10 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la acción de reparación del daño ambiental que corresponda en su caso.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puso en discusión las indicaciones transcritas.


Revisando el tenor de las mismas, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, hizo notar que ninguna de ellas incluye los bordes de caminos dentro de los espacios protegidos por la nueva falta. Puso de manifiesto que, a menudo, dichos lugares son ensuciados en forma impune. Sugirió, en consecuencia, mencionar en la formulación propuesta una expresión que aluda a las fajas de terreno que bordean caminos públicos o enrolados.


Por otra parte, se mostró partidario de que sea el Ministerio Público el organismo que dirija la investigación de los hechos que se denuncien a raíz de la comisión de la nueva falta. En cuanto a las fórmulas sugeridas por el Profesor señor Bofill, consideró poco apropiado introducir una solución por la vía de modificar reglamentos. Igualmente, hizo presente que se desconoce la posición de la autoridad medioambiental en cuanto a la posibilidad de adquirir una nueva competencia en cuanto a las situaciones reguladas por el proyecto.

Apoyó, en consecuencia, el camino propuesto por el proyecto en estudio, del cual es coautor, destacando que éste, además, presenta un interés pedadógico que es de especial relevancia en nuestro medio.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió la conveniencia de legislar en la materia en análisis, explicando que el hecho de preservar la limpieza de espacios públicos tales como playas, riberas de ríos, lagos y parques nacionales representa una verdadera necesidad.


Sin embargo, señaló que le provocaba algunas aprensiones el hecho de entregar al sistema penal la sustanciación de la falta que se incorporaría al Código del ramo. Es posible, opinó, que no haya interés ni capacidad de solución de estas situaciones de parte de las instituciones que deberían hacerse cargo del conocimiento y juzgamiento de la nueva figura. Por ello, estimó pertinente considerar también la posibilidad de otorgar competencia a los municipios y de acudir a los juzgados de policía local.


El Honorable Senador señor Espina formuló algunas aprensiones en torno a la inclusión de la conducta consistente en “provocar daño” dentro del ilícito que se está creando. Hizo presente que el Código Penal ya regula el delito de daños en el párrafo 10 del Título IX del Libro Segundo, artículos 484 y siguientes. Agregó que el numeral 6° del artículo 485 sanciona precisamente a quien causare daños de más de 40 unidades tributarias mensuales en puentes, caminos, paseos u otros bienes de uso público, indicando que la pena, en este caso, es de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de 11 a 15 unidades tributarias mensuales.


Instó a tener en consideración esta circunstancia, de manera de evitar que, de algún modo, el establecimiento de la nueva falta pueda interpretarse como una rebaja de pena para quien cause daños en estos espacios públicos.


Por otra parte, siempre en relación a los daños, coincidió en el hecho de que ellos, al constituir un delito de resultado, deben probarse, lo que representará una considerable carga cuando se sustancie uno de los casos que contempla la nueva falta.


Por tales consideraciones, sugirió eliminar de la falta que se crea la conducta de “provocar daños”, dejándose expresa constancia, para los efectos de la historia de la ley, que si bien tal conducta no se menciona dentro de la tipificación del nuevo ilícito, ella no está excluida pues ya está regulada en los artículos 484 y siguientes del Código Penal.


Los restantes miembros presentes de la Comisión coincidieron con este parecer.


En relación a la posibilidad de agregar los caminos como espacios protegidos por la falta que se está estableciendo, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que el numeral 20 del artículo 291 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, sanciona como infracción menos grave, la de arrojar desde un vehículo desperdicios, residuos, objetos o sustancias.


Con la finalidad de evitar posibles superposiciones de normas y precaver, de este modo, dificultades en cuanto a la aplicación e interpretación de la nueva falta, sugirió reservar a la Ley de Tránsito la regulación sobre los desperdicios que se arrojan a los caminos.


Hubo coincidencia de parte de los restantes miembros presentes de la Comisión en cuanto a esta sugerencia.


Enseguida, la Comisión escuchó al abogado especialista en Derecho Ambiental, señor Jorge Cash.


Refiriéndose a las indicaciones presentadas al proyecto en estudio, expresó que la indicación número 1, del Honorable Senador Walker, don Patricio, avanza en el sentido correcto, toda vez que, conservando el espíritu del proyecto, reestructura las conductas típicas, eliminando para tales efectos el verbo rector de “ensuciar”, que parece difuso para lograr la configuración de la falta.

Agregó que, con tal objetivo, se intenta definir y precisar dicha conducta, identificando precisamente aquellos hechos de las personas que pueden implicar el resultado que se intenta evitar, comúnmente entendido como ensuciar, sobre la base de los verbos “arrojare” o “abandonare” basura, que pueden categorizarse como delitos de mera actividad, abandonados en general por las legislaciones penales ambientales, que no otorgan mayor significancia a los delitos de bagatela.

Hizo presente que el último tiempo se han presentado unos seis proyectos de ley destinados a establecer un catálogo de delitos ambientales, el último de los cuales es de autoría de la Honorable Senadora señora Isabel Allende e ingresó a tramitación en mayo de 2013, encontrándose contenido en el Boletín N° 8.920-07.

Advirtió que ninguno de los proyectos antes mencionados ha pasado a segundo trámite constitucional, lo que podría explicarse por la falta de acuerdo en torno a la técnica que se debe escoger para regular esta clase de delitos, que sería incorporar un título especial al Código Penal o contar con una ley especial que los regule.

Destacó que la tendencia internacional indica que Chile debe avanzar hacia la tipificación penal de conductas que puedan dañar el entorno, agregando que, en ese sentido, el proyecto en estudio tiene la orientación correcta.


Discrepó de lo expresado por el Profesor señor Bofill en orden a que la norma en estudio podría implicar para el Ministerio Público una mayor carga de trabajo, agregando que ello podría, eventualmente, subsanarse otorgando las respectivas competencias a la Superintendencia de Medio Ambiente.

Consignó que no debe olvidarse que la Superintendencia de Medio Ambiente fue concebida, principalmente, para fiscalizar y sancionar, cuando corresponda, a los titulares de proyectos o actividades que han sido sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y que, por tanto, han incumplido alguna de las obligaciones de su respectiva Resolución de Calificación Ambiental. En otras palabras, dijo, se trata de impactos ambientales de una entidad bastante mayor a la que se plantea en esta iniciativa.

Aseveró que para lograr una adecuada redacción, es importante tener en consideración que, sobre esta materia, es posible distinguir entre la legislación ambiental propiamente tal, que sería aquella que regula el sistema ambiental en su conjunto, y la legislación de relevancia ambiental, encargada de regular factores o componentes del medio ambiente sin una visión sistémica y, generalmente, con diversos objetivos. Sostuvo que la norma que se propone sería justamente de relevancia ambiental.

Prosiguió diciendo que un problema endémico de la legislación ambiental chilena es la enorme dispersión de normas que existe, fundamentalmente de carácter administrativo. Por tanto, advirtió, mientras el Estado de Chile no asuma como propia la tarea de compendiar, sistematizar y derogar lo que corresponda, dicha circunstancia no debiese ser razón suficiente para detenerse en este proyecto o para temerle a la superposición de competencias que se ha mencionado al estudiarlo.


En cuanto a la superposición de competencias, en particular respecto a lo señalado sobre las facultades de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, expresó que se debe tener en consideración que sus labores son de fiscalización sobre las playas, ríos y lagos, entre otros, y que sobre dicho punto la ley N° 20.417, al crear la Superintendencia de Medio Ambiente, señaló en su artículo 2°, inciso segundo, que “los organismos sectoriales que cumplan funciones de fiscalización ambiental, conservarán sus competencias y potestades de fiscalización, en todas aquellas materias e instrumentos que no sean de competencia de la Superintendencia”. Sostuvo que, resguardando naturalmente el “non bis in idem”, esto último no debiera ser obstáculo para el ejercicio de una acción penal de efectos disuasivos.

Sugirió, en consecuencia, aprobar la indicación del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hasta la palabra “lagos” y otorgarle un tratamiento jurídico diferenciado a las otras zonas que dicha indicación menciona, es decir, parques nacionales, reservas nacionales y monumentos naturales. Puntualizó que si bien la indicación habla de “monumentos nacionales”, debe referirse a “monumentos naturales”.

Hizo presente que al hablar de parques nacionales, reservas nacionales o monumentos naturales, se alude a “áreas protegidas”, que suponen, por su naturaleza, un interés mayor del Estado en protegerlas por distintas consideraciones, muchas de ellas referidas a la conservación de la biodiversidad que allí se encuentra.

Añadió que por tal razón, el arrojar o abandonar basura en tales zonas debiese merecer naturalmente un mayor reproche social y un mayor castigo de parte del legislador, por lo que la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear pretende, junto con otorgar un tratamiento diferenciado a dichas áreas, incorporar una leve agravación de la falta para todas las áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial.

Explicó que cuando se habla de “áreas colocadas bajo protección oficial”, debe tenerse presente que ni la ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, ni el nuevo Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental abordan el “cómo” distinguir claramente tales áreas respecto a las “áreas protegidas”, lo que ha sido un problema endémico de la legislación ambiental nacional, que ha repercutido necesariamente en un deficiente cuidado del patrimonio ambiental, especialmente en aquellas zonas más ricas en biodiversidad.

Recalcó que no ha contribuido a mejorar la situación el escaso interés que ha mostrado el Gobierno por sacar adelante el compromiso de crear un Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, lo que ha dificultado precisar cuáles son éstas y qué se debe entender por “áreas colocadas bajo protección oficial”.


Agregó que ayuda a los propósitos de comprender el sentido del tratamiento diferenciado que se propone, la definición que el Nuevo Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (DS/40) del Ministerio del Medio Ambiente, de 12 de agosto de 2013, da en su artículo 8°, inciso quinto, respecto a las “Áreas Protegidas”. Esta norma dice:


“Se entenderá por áreas protegidas cualesquiera porciones de territorio, delimitadas geográficamente y establecidas mediante un acto administrativo de autoridad competente, colocadas bajo protección oficial con la finalidad de asegurar la diversidad biológica, tutelar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental.”.

Puntualizó que, del mismo modo, resulta útil mencionar el Instructivo del Servicio de Evaluación Ambiental Nº 130.844/13, de 22 de mayo del año 2013, que realiza un esfuerzo por distinguir y clarificar los conceptos de área protegida y área colocada bajo protección oficial, para los efectos de la pertinencia del ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Informó que el ya mencionado Instructivo tiene por finalidad precisar qué proyectos deben ingresar a dicho Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en el caso de proyectos o actividades que puedan afectar tales áreas, y señala que la relación entre ambas áreas sería de “género-especie”, en que las áreas protegidas son un “subconjunto dentro del universo de áreas colocadas bajo protección oficial”. Añadió que, al mismo tiempo, dicho instructivo contiene la lista de las áreas protegidas y de aquellas colocadas bajo protección oficial, entre las que precisamente se encuentran los parques nacionales propuestos por el Honorable Senador señor Prokurica en el proyecto original y en la indicación del Honorable Senador Walker, don Patricio.

Hizo presente, a continuación, que las indicaciones de la Honorable Senadora señora Alvear recogen la técnica escogida en la Ley General de Bases del Medio Ambiente, Nº 19.300, específicamente en lo referido a los proyectos o actividades que deben ingresar obligatoriamente al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, a título enunciativo, dejando abierta la posibilidad de que, en el futuro, otras zonas puedan ser objeto de un acto administrativo que les dé protección oficial.

Añadió que el artículo 10 de la ley N° 19.300, dispone, en su encabezado, lo que sigue: “Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, son los siguientes:

Luego, en su letra p), dicha norma alude a la “Ejecución de obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial…”.


Adujo que, de esta manera, considerando lo señalado por el instructivo citado, se pretende no mencionar de manera taxativa las actuales áreas protegidas que señala el artículo 10 de la ley N° 19.300 en concordancia con la letra d) del artículo 11 de la misma ley y, por tanto, se prefiere dejar abierta la posibilidad de que nuevas áreas puedan ser objeto de protección penal, una vez instituidas en su calidad de “colocadas bajo protección oficial”, por un acto administrativo posterior.


Por último, para la historia de la ley, hizo presente que la indicación que propone un tratamiento diferenciado pone el énfasis en que las áreas colocadas bajo protección oficial, deben ser áreas de conservación de la biodiversidad, lo que deberá determinar el tribunal prudencialmente atendiendo la naturaleza del objeto de protección ambiental que persiga la zona que ha sido declarada como “colocada bajo protección oficial”.


Destacó que en tal sentido, se propone agravar la multa asociada a la falta para quien arroje o abandone basura en áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial, señalando, al mismo tiempo, que será sin perjuicio de la acción de reparación ambiental que pudiese presentarse por la ocurrencia de un daño ambiental, que se pudiese configurar en los términos de la letra e) del artículo 2° de la ley N° 19.300, es decir, que revista el carácter de significativo.

El Honorable Senador señor Prokurica connotó el interés que presenta la totalidad de las opiniones escuchadas, agregando que ellas permiten avanzar en una solución adecuada para el problema que el proyecto busca resolver.


En cuanto a las indicaciones presentadas, opinó que bien podrían acogerse elementos de cada una de ellas, pues queda clara la justificación de aquellos.


Refiriéndose al tenor de las indicaciones en estudio, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que aquella signada como número 1 refleja en mejor forma los objetivos del proyecto.


Enseguida, si bien coincidió con el Honorable Senador señor Espina en cuanto a que la existencia de los daños que se alegan debe probarse, hizo notar que la señalada indicación N° 1 contempla las conductas de arrojar desechos y la de provocar daños como disyuntivas. En todo caso, señaló que de acogerse la hipótesis de causar daños dentro de la nueva falta, sería preferible utilizar la expresión “perjuicios”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo notar que las ideas centrales parecían estar ya lo suficientemente claras como para adoptar decisiones en cuanto a los términos en que podría quedar el texto del proyecto y que todas las indicaciones presentadas contenían elementos de interés que cabía acoger.


Resumiendo los criterios que concitaron mayor apoyo en este debate, sugirió aprobar los siguientes:

-- Prescribir como conductas punibles, en la nueva falta que se incorporará al artículo 494 del Código Penal, las de ensuciar, arrojar o abandonar basura, materiales o desechos de cualquier índole en los lugares que la norma señalará a continuación;


-- Fijar, como espacios físicos protegidos por este ilícito, las playas, las riberas de ríos y lagos, los parques nacionales, las reservas nacionales, los monumentos naturales y cualquier otra área de conservación de la biodiversidad declarada bajo protección oficial, y


-- Establecer, como pena aplicable a esta nueva falta, aquella prescrita por el ya citado artículo 494 del Código Penal, es decir, multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, la que podrá sustituirse por la de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, conforme lo disponen los artículos 49 y siguientes del mismo Código.


Hubo acuerdo unánime de parte de los miembros presentes de la Comisión en torno a estas proposiciones.


Como consecuencia del debate, se acordó dar por aprobadas con modificaciones las tres indicaciones recibidas, de modo de acoger en el texto del proyecto las ideas recién reseñadas.


Puestas en votación las indicaciones números 1, 2 y 3, resultaron aprobadas con enmiendas, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de los acuerdos anteriormente adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo único


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo único.- Incorpórase, como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, el siguiente:


“3°. El que ensuciare, arrojare o abandonare basura, materiales o desechos de cualquier índole en playas, riberas de ríos o de lagos, parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales o en otras áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial.”.”. (Indicaciones números 1, 2 y 3, unanimidad, 4 x 0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpórase, como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, el siguiente:


“3°. El que ensuciare, arrojare o abandonare basura, materiales o desechos de cualquier índole en playas, riberas de ríos o de lagos, parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales o en otras áreas de conservación de la biodiversidad declaradas bajo protección oficial.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 7 de enero de 2014, con asistencia de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA COMPETENCIA EN EL MERCADO DE LOS MEDIOS DE PAGO ELECTRÓNICOS

(9201-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa en informe inició su tramitación en el Senado el 17 de diciembre de 2013, pasando a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.


También asistieron invitadas por la Comisión las siguientes personas:




Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan José Bouchón; el Jefe del Área Legislativa, señor Alejandro Arriagada, y los Asesores señores Felipe Cabezón, Esteban Carrasco y Gabriel Jiménez. 



Del Ministerio de Hacienda: la Coordinadora de Mercados Capitales, señora Rosario Celedón.




De MASTERCARD: el Gerente General, señor Patricio Sandoval; el Director de Asuntos Gubernamentales, señor Jorge Lima, y el Vicepresidente Encargado de Asuntos Gubernamentales en Latinoamérica y el Caribe, señor Eduardo Santos. 




De TRANSBANK: el Gerente General, señor Alejandro Herrera; el Gerente de Marketing, señor Ricardo Blümel, y el Fiscal, señor Rodrigo Undurraga. 




De MULTICAJA: el Presidente Ejecutivo, señor Javier Etcheberry; el Gerente de Planificación, señor Patricio Seguel, y el Gerente de Control de Gestión, señor Gonzalo Bernstein.


Los Asesores señores Rodrigo Fuentes (Honorable Senador García); David Martínez (Honorable Senador Tuma); Ignacio Imas (Honorable Senador Zaldívar) y Carlos Tudela (Honorable Diputado Latorre).




De la Secretaría General de la Presidencia, los Asesores señora Carol Parada y señor Tomás Celis. 




De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Analista, señora Annette Hafner. 



Del Instituto Libertad y Desarrollo, el Abogado, señor Daniel Montalva.

___________

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO

En lo fundamental, promover la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos. 

Al respecto, para promover que existan adquirentes compitiendo en afiliación de comercios, se hace indispensable permitir que cualquier adquirente que cumpla con las condiciones necesarias, pueda acceder de manera no discriminatoria a la red de procesamiento.

Para ello, el proyecto replica el esquema que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia definió para los emisores de tarjetas de crédito recogido en las Normas Financieras del Banco Central, estableciendo que el operador debe definir condiciones y requisitos para prestar sus servicios de procesamiento, debiendo prestarlos a toda empresa que cumpla con ellos, sean emisores o adquirentes de sistemas de crédito, débito o prepago. 

Complementando lo anterior, la Propuesta de Adquirencia de la iniciativa apunta a que las sociedades de apoyo al giro bancario (SAGB) no realicen actos que se opongan a la libre competencia.
El proyecto consta de dos artículos permanentes y uno transitorio.  

El ARTÍCULO PRIMERO contiene un cuerpo normativo para resguardar que la prestación de los servicios ofrecidos por los operadores de tarjetas de pago tenga lugar en condiciones de adecuada competencia. Son 8 artículos contenidos en los siguientes títulos: I. De las disposiciones generales; II. De la obligación de establecer condiciones y requisitos públicos, generales, transparentes, objetivos y no discriminatorios de contratación y de prestar los servicios; III. De la Obligación de establecer Interconexiones entre Redes de Operación de Medios de Pago Electrónicos, y IV. De las Infracciones y Sanciones.

El ARTÍCULO SEGUNDO introduce una modificación a la Ley General de Bancos.

Finalmente, el ARTÍCULO TRANSITORIO regula la entrada en vigencia de la ley.

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula, entre otros, con los siguientes cuerpos normativos:

-- Ley General de Bancos.


-- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, que fija el fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, para la Defensa de la Libre Competencia.

- - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que Su Excelencia el Presidente de la República presenta el proyecto de ley en informe, expresa, en sus considerandos, lo siguiente:


En primer lugar, da a conocer los antecedentes que se han tenido a la vista al momento de presentar este proyecto. Pone de relieve que el crecimiento de un país exige el desarrollo de su sistema financiero, teniendo como uno de sus principales componentes el uso y masificación de medios de pago electrónicos, tales como tarjetas de crédito y débito, transferencias electrónicas, portales de pago en internet y diversas formas de prepago. 

Existe un amplio consenso sobre el gran impacto que éstos generan en la economía, destacando la disminución en los costos de transacción, el aumento en la seguridad, la facilitación de la distribución, pago y seguimiento de pensiones y beneficios sociales, la promoción del comercio electrónico y del turismo, y el fomento de la preferencia por los comercios formales. Para potenciar un funcionamiento eficiente de este mercado se estima necesario adoptar medidas para promover la competencia entre los distintos proveedores de estos servicios.


Explica el funcionamiento de la industria, indicando que se trata de un mercado de dos lados, para lo cual el sistema de medios de pago electrónico comprende tres grandes funciones: emisión, adquirencia y procesamiento.  


La emisión consiste en generar tarjetas u otros medios e instrumentos de pago que puedan ser usados por los consumidores o tarjetahabientes como un medio distinto al efectivo, al comprar bienes o servicios en comercios. La principal actividad del “emisor” es lograr que sus clientes acepten usar dichos medios de pago.


La adquirencia consiste en registrar o afiliar a establecimientos comerciales para que acepten determinadas  tarjetas u otros instrumentos como forma de pago por los productos o prestaciones que cada uno entrega al consumidor. La principal actividad del “adquirente” es lograr que dichos establecimientos comerciales acepten afiliarse a un determinado medio de pago (tarjetas de crédito, débito o prepago). Por el lado de los tarjetahabientes, el emisor se hace cargo de las autorizaciones para debitar la compra realizada por el titular de la tarjeta del saldo disponible o la línea de crédito, también de la preparación de estados de cuentas mensuales y otras funciones similares. Respecto de los comercios, la función de adquirencia requiere de la provisión y mantenimiento de terminales de puntos de venta (usualmente conocidos como Puntos de Venta o P.O.S., por sus siglas en inglés), cubrir la garantía de los pagos a los comercios, llevar a cabo la facturación y liquidación mensual de las transacciones, gestionar el proceso de reclamos, la protección contra fraudes y clonaciones, etc.


Por su parte, la función de procesamiento se encarga de transmitir y procesar la información entre el tarjetahabiente y el emisor, por un lado, y entre el comercio y el adquirente por otro, permitiendo que una transacción sea autorizada en forma privada y segura. También, lleva un registro detallado de las transacciones y realiza los procesos de conciliación y compensación de pagos. Es así como tanto la emisión como la adquirencia requieren de agentes que procesen sus transacciones, pudiendo distinguirse un procesador emisor y un procesador adquirente.


Ambos lados de la transacción –emisores y adquirentes- necesitan mantenerse en contacto para que ésta sea efectiva.


El procesamiento supone la existencia de un switch que permite la interconexión entre los procesadores adquirentes y emisores, a fin de que ambos lados del mercado se encuentren unidos en un único sistema.


En la emisión, es preponderante el desarrollo de la relación comercial con los tarjetahabientes y en la adquirencia, la relación con los comercios, respectivamente. Los distintos oferentes de emisión y de adquirencia generalmente compiten entre sí diferenciándose y entregando distintas propuestas de valor. Asimismo, en ambas se observa una preponderancia de costos variables.


Por otro lado, la red de procesamiento de pagos tiene un papel principalmente tecnológico y posee altos requerimientos técnicos. Por lo mismo, exige niveles elevados de inversión en infraestructura, presentando altos costos fijos e importantes economías de escala.


El procesamiento es una actividad de apoyo o intermedia para las otras dos funciones, que constituye un insumo indispensable a estas últimas, las cuales, a su vez, se relacionan con sus respectivos clientes finales, tarjetahabientes y comercios.


El Mensaje destaca, como segundo punto, el estado actual del acceso a redes de procesamiento de pagos electrónicos. 


Para las empresas que quisiesen ingresar al mercado de la emisión o al de la adquirencia, es necesario conectarse a las redes de procesamiento, y por medio de ellas a las empresas que sirven el otro lado del mercado, es decir a los adquirentes o a los emisores, respectivamente. 

El entrante puede contratar los servicios del o los procesadores existentes, o realizar él mismo el procesamiento, sin perjuicio que siempre deben conectarse a las empresas que sirven el otro lado del mercado.


Debido a que las redes de procesamiento implican niveles de inversión y tipos de conocimientos técnicos muy distintos a los propios de la emisión y de la adquirencia, la necesidad de replicar una red de procesamiento puede constituirse en una importante barrera a la entrada.


Al analizar los mercados internacionales se observa que en la mayoría de ellos la industria se organiza en torno a pocas plataformas tecnológicas encargadas del procesamiento, a las cuales se conectan múltiples emisores por un lado y múltiples adquirentes por el otro. Este es el caso de Estados Unidos, Canadá y la Unión Europea, por nombrar los más importantes, o Colombia y Brasil, por nombrar países similares al nuestro en estas materias.


Por su parte, la organización de este mercado en nuestro país, evidencia la existencia de una sola empresa que realiza el procesamiento para adquirentes, Transbank S.A. (Transbank), que es una sociedad de apoyo al giro bancario (SAGB), cuya propiedad actualmente pertenece a 14 bancos. Al ser el único procesador doméstico de adquirencia, Transbank ha alcanzado grandes economías de escala que son difíciles de replicar para potenciales interesados en entrar al mercado del procesamiento.


Por su parte, en el lado emisor se encuentra la empresa operadora Nexus S.A. (Nexus), que es una sociedad de apoyo al giro bancario cuya propiedad actualmente pertenece a siete bancos, y procesa por el lado emisor las tarjetas de crédito de veintiún bancos, y de cuatro emisores no bancarios.


El año 2005, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC) señaló que, en su función de plataforma de procesamiento, Transbank parecía tener las características de una instalación esencial, tanto para emisores como para adquirentes. En concreto, señaló que la “plataforma [de procesamiento] en que operan los servicios de tarjetas de crédito bancarias pareciera tener la característica de instalación esencial para adquirentes y emisores” (Sentencia N° 29/2005). Con el fin de permitir la entrada de potenciales nuevos adquirentes, y considerando la eventual calidad de facilidad esencial, es importante que nuestra legislación asegure que éstos podrán contratar los servicios de procesamiento de la red existente, en la medida que cumplan con ciertas condiciones mínimas.


Esta obligación de dar acceso a la red de procesamiento ya está recogida en nuestra regulación. La Norma Financiera III.J.1 del Banco Central, señala que los operadores deben establecer condiciones y exigencias generales y no discriminatorias para prestar sus servicios a emisores o comercios y que, una vez aceptadas, deberá otorgar acceso a los servicios. Sin embargo, esta norma no se refiere explícitamente al acceso de los adquirentes u otros operadores.

La obligación de dar acceso a una facilidad esencial no es una realidad nueva en nuestro país. La jurisprudencia nacional ha aludido a este concepto de manera explícita en casos de negativa de venta y discriminación que comprenden, entre otros, casos de frecuencias aéreas, espectros radioeléctricos, redes de telefonía, puertos, tanques de oxígeno medicinal y segmentos de transmisión de energía eléctrica. 


El Mensaje alude a continuación a distintos mercados donde también se han establecido por ley obligaciones de acceso en diversos mercados específicos, sobre la base del concepto de facilidad esencial, definido como un monopolio sustentado por ventajas tecnológicas de costo que resultan insuperables para una empresa entrante. En concreto, la Ley General de Servicios Eléctricos, desde la llamada Ley Corta I del 2004, en su artículo 77, impone un régimen de acceso abierto a las instalaciones de transmisión troncal y sistemas de subtransmisión; la Ley que moderniza el Sector Portuario Estatal, de 1997, según el inciso cuarto de su artículo 14, obliga al concesionario a destinar los bienes concesionados a la atención de naves y movilización de carga, mantenerlos, dar servicio y establecer tarifas públicas en condiciones no discriminatorias; la Ley General de Telecomunicaciones establece en su artículo 24 bis, que el concesionario del servicio público telefónico debe otorgar a todo concesionario de servicios intermedios de larga distancia igual clase de accesos o conexiones a la red telefónica, prohíbe la discriminación para los servicios necesarios para acceder o usar el sistema multiportador (artículo 24 bis), establece la obligación de aceptar interconexiones para permitir las comunicaciones (artículo 25) y consagra, desde el 2010, la neutralidad de la red (artículo 24 h); y, por último, la Ley de Servicios de Gas, en su artículo 31, establece que los concesionarios deben operar bajo el sistema de acceso abierto respecto de las redes que transportan gas, en beneficio de las distribuidoras y en la medida que dichas redes tengan capacidad disponible y no existan impedimentos técnicos. 


En cuanto a la competencia en la adquirencia de comercios, Su Excelencia el Presidente de la República señala que, en nuestro país, existe un solo adquirente, a cargo de la afiliación y la relación comercial con los establecimientos comerciales para emisores bancarios. En efecto, vía la figura legal del mandato, los bancos han delegado en Transbank el rol adquirente, quien lo ejerce en representación de todos los bancos que son emisores de tarjetas de crédito y débito. Como consecuencia, los comercios se ven enfrentados a una única política comercial y una única tarifa de precios, la cual desde el año 2005 se encuentra sujeta a un plan de regulación tarifaria que es aprobado por la Fiscalía Nacional Económica.


Este rol en materia de afiliación no es de la esencia del modelo de negocios de Transbank, ya que en sus inicios no asumía ese tipo de funciones. En efecto, en su consulta de 1992 sobre la fusión con Bancard, Transbank señaló que “en el nuevo sistema la operadora (Transbank) pasará a ser una mera ejecutora y procesadora, es decir, cumplirá un rol netamente instrumental. Las políticas de todo tipo, incluidas las que correspondan a la actuación frente a los establecimientos comerciales, publicidad y otras, serán fijadas, directa o indirectamente por los emisores” (fs. 773 y 774).


La forma en que se han organizado los bancos para realizar la función de la adquirencia, usando todos un único vehículo asociativo para que actúe en su representación, es una particularidad del mercado chileno. De todos los casos internacionales analizados en el informe de “Inclusión Financiera y Medios de Pago” (2013) preparado por la Mesa de Trabajo integrada por los Ministerio de Economía, Hacienda, Transporte y Telecomunicaciones y Desarrollo Social, en abril del 2013, nuestro país es el único en donde existe un solo adquirente.


Esta estructura además contrasta con lo que ocurre en la emisión de tarjetas. En esta última, por un lado, se evidencia una fuerte rivalidad comercial, donde cada banco ofrece sus propios esquemas tarifarios y políticas comerciales a sus clientes, pero por el otro, los bancos aprovechan las economías de escala al compartir los servicios de una red de procesamiento común. En efecto, en el lado emisor, para aprovechar las economías de escala, Nexus sólo se encarga del procesamiento, pero cada banco define sus propias políticas comerciales y relaciones con sus tarjetahabientes. Atendidas las restricciones derivadas del giro bancario, en virtud del cual los bancos sólo pueden desarrollar las operaciones autorizadas por ley, y consecuentes limitaciones para la creación de filiales, la Ley General de Bancos permite que los bancos puedan crear y asociarse en sociedades de apoyo al giro bancario con el objeto de facilitar las operaciones propias del giro bancario.


Este vehículo especial de inversión común, se creó hace tres décadas con el fin de permitir a los bancos aprovechar las economías de escala existentes en algunas actividades de apoyo a la actividad bancaria, principalmente en materias que implican el desarrollo de infraestructura financiera necesaria para el desarrollo de sus operaciones. 


Con todo, y como lo advierte el estudio “Competencia en Servicios Bancarios a Personas” (González, A. y A. Gómez-Lobo, 2010) de la Universidad de Chile, en muchos de los mercados en que operan, las sociedades de apoyo al giro bancario tienen calidad de prestador único en razón de economías de escala y de red. Este hecho, debe ser especialmente objeto de atención por parte del regulador para evitar riesgos competitivos en la industria. 


Se estima que estos riesgos son mayores en todos aquellos mercados, como el de los medios de pago electrónicos, donde las SAGB desarrollan parte del propio giro bancario y negocian directamente con el público o un sector de éste, los precios y demás condiciones comerciales. Dada esta particularidad, y para reforzar la necesidad de promover la competencia en el mercado de medios de pago, se estima necesario reforzar que las sociedades de apoyo al giro bancario, que es la forma en que se han organizado los bancos para realizar la función de la adquirencia, no quedan exentas de la aplicación de la regulación de defensa de la libre competencia y que al participar en este tipo de sociedades los bancos deberán dar estricto cumplimiento a dicha normativa.


Para esto, se explicita que en ningún caso la regulación de las SAGB se pueda presentar como una excepción de la normativa de la libre competencia.


Finalmente el Mensaje se aboca a reseñar el contenido del proyecto de ley. 


Se estima que para promover que existan adquirentes compitiendo en afiliación de comercios, se hace indispensable permitir que cualquier adquirente que cumpla con las condiciones necesarias, pueda acceder de manera no discriminatoria a la red de procesamiento.


Para ello, este proyecto replica el esquema que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC) definió para los emisores de tarjetas de crédito recogido en las Normas Financieras del Banco Central, estableciendo que el operador debe definir condiciones y requisitos para prestar sus servicios de procesamiento, debiendo prestarlos a toda empresa que cumpla con ellos, sean emisores o adquirentes de sistemas de crédito, débito o prepago. El procesador podrá fijar libremente la tarifa a cobrar y demás condiciones comerciales, siempre y cuando éstas sean públicas, generales, transparentes, objetivas y no discriminatorias.


La obligación de prestar sus servicios tiene como objetivo permitir la entrada de nuevos emisores y adquirentes, asegurándoles acceso a las redes de procesamiento de pagos.


El Mensaje hace presente que el mercado de los pagos electrónicos es dinámico y está sujeto a cambios tecnológicos. Por ese motivo, se justifica que la medida se origine en una calificación expresa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia respecto a que las condiciones del mercado de operación de medios de pago electrónicos no son suficientes para garantizar un régimen de libre acceso. Asimismo, cesará cuando dicho Tribunal establezca que las condiciones han cambiado y que sí entregan garantías suficientes.


Siguiendo la normativa ya existente para los emisores, el proyecto establece que las condiciones y requisitos definidos por el procesador deberán considerar la calidad del servicio, medidas de control y resolución de fraudes y tarificación de los servicios que se presten.


A su vez, con el fin de asegurar un acceso no discriminatorio y permitir que diferentes actores con distintas necesidades y modelos de negocio puedan competir en igualdad de condiciones, estos servicios deberán entregarse en forma desagregada, pudiendo ser contratados todos o algunos de ellos.


Por otro lado, independiente de la calificación que el TDLC haga de las condiciones de libre acceso del mercado, todo operador deberá permitir la interoperabilidad y habilitar puntos en los cuales los emisores u operadores que lo soliciten y cumplan con los requisitos recién mencionados, puedan interconectarse a su red.


El proyecto detalla las sanciones a las que se someterán quienes cometan infracciones a lo dispuesto anteriormente, encargándose a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) la fiscalización y aplicación de las sanciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas que resuelva adoptar el Tribunal de la Libre Competencia dentro del ámbito de sus competencias.


Cabe señalar que estas obligaciones no serán aplicables a redes de procesamiento cerradas, es decir aquellas que sólo operan las transacciones de tarjetas emitidas por un solo emisor, ya que por su naturaleza no se advierte en éstas riesgos contra la libre competencia.


Por último, para promover la competencia en los medios de pago electrónicos y con el fin de aclarar que en ningún caso la regulación de las SAGB se pueda presentar como una excepción de la normativa de la libre competencia, se incorpora un nuevo inciso al artículo 74 de la Ley General de Bancos, que establece que las sociedades de apoyo al giro bancario (SAGB) no podrán establecer precios ni condiciones comerciales con el público si con ello se restringe lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 211, de 1973 que establece Normas para la Defensa de la Libre Competencia.


Por último, se contempla un plazo de entrada en vigencia de esta ley que corresponde al primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

- - - - - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

En la primera sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa, escuchó la presentación del proyecto por parte del Ejecutivo.


El señor Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, recordó que el año 2010 se elaboró la Agenda del Impulso Competitivo, con el objeto de aumentar el nivel de eficiencia de nuestra economía. Entre los puntos presentes en esa agenda se consideró cómo aumentar la competencia en diversos mercados, y uno de los cuáles fue el mercado de medios de pago electrónicos. Este mercado fue estudiado por la División de Impulso Competitivo, analizando las características de su desarrollo en Chile en relación a lo que ha ocurrido en otros países. Una economía del tamaño de la chilena podría tener un desarrollo mucho mayor de este mercado y también una intensidad competitiva más alta.

El proyecto busca iniciar una apertura en este mercado, de manera de incrementar la masividad con que estos instrumentos se utilizan. 

Intervino a continuación el ex Jefe de la Oficina de Competitividad, y actual Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Juan José Bouchon.


El señor Bouchon comenzó señalando que, antes de la elaboración de este proyecto, se constituyó una mesa de trabajo con la participación de los Ministerios de Economía, de Hacienda y de Desarrollo Social, y la Subsecretaría de Telecomunicaciones, mesa que elaboró un informe sobre los medios de pago e inclusión financiera, informe que fue un importante insumo en la redacción del proyecto. 

Explicó a grandes rasgos el funcionamiento del Mercado de Medios de Pago, que es un mercado que económicamente se conoce como un mercado de “dos lados”, con distintos actores (tarjeta habientes, emisores, comercios, entre otros), y tres funciones principales:[image: image2.jpg]PROCESADOR PROCESADOR
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Las funciones principales son:

Emisión: emitir tarjetas que puedan ser usadas por los consumidores como un medio de pago distinto al efectivo al momento de comprar bienes en comercios. 

Adquirencia: afiliar a establecimientos comerciales para que acepten dichas tarjetas, para lo cual le proveen de los terminales de puntos de venta (POS). 

Procesamiento: se encarga de transmitir la información entre el emisor y el comercio, para que así una transacción sea autorizada.

La experiencia internacional en la materia revela que, a diferencia de lo sucede en Chile, donde hay una integración vertical, con un solo actor que hace tanto el procesamiento como la afiliación (Transbank), en la mayoría de los países la industria se organiza en torno a pocas plataformas de procesamiento, a las cuales se conectan múltiples emisores y múltiples adquirentes, con una fuerte competencia tanto en la emisión de tarjetas como en la afiliación de comercios. 

Un segundo aspecto que llama la atención en la experiencia comparada es que prácticamente todos los países, un 88% de los países, están haciendo reformas a sus sistemas de pago electrónicos
. En Latinoamérica se observan dos casos relevantes en que, gracias a reformas, aumentó la penetración y bajaron los precios: 

- Colombia, donde la afiliación de comercios, realizada por las propias redes de procesamiento, pasó a ser desarrollada directamente por los bancos emisores. Entre 2005 y el 2007 la tasa de descuento bajó de 4,3% a 3,3% y de 1,9% a 1,7% en crédito y débito. Esto se relaciona con la reforma que se propone en el proyecto en materia de afiliación.

- Brasil, país en que se instó a las redes a que permitieran que las transacciones de tarjetas de otras marcas transitarán por sus redes, para que los adquirentes puedan tener acceso a todas las redes de tarjetas, pues hasta ese momento eran administradas por las marcas (Visa, Cielo, entre otras) y no había interconectividad entre ellas. Entre 2005 2007 la penetración del uso de tarjetas aumentó de un 17% a 27%.

El señor Bouchon explicó cómo se ha organizado el mercado en nuestro país, y presentó el siguiente cuadro:
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En cuanto al emisor, se observan muchos emisores, cada uno con ofertas y servicios diferentes. 

En la etapa de procesamiento, se encuentran los bancos agrupados a través de sociedades de apoyo al giro bancario (SAGB). Nexus S.A. para procesamiento por el lado de los emisores, y Transbank S.A. para procesamiento adquirente como único actor.

Y en la adquirencia, los bancos agrupados a través de Transbank S.A., como único adquirente, el que jurídicamente actúa en representación de los 23 bancos, y afilia a los comercios en un contrato único.

En definitiva, Transbank aparece con las funciones de switch, procesamiento y afiliación.

Presentó las siguientes cifras respecto del desarrollo de la industria en nuestro país, que revelan que hay un déficit en la penetración y cobertura:
PUNTOS DE VENTA (POS) cada 100.000 habitantes
: 

Chile: 450 (PNB: 10.120)

Países de ingresos medios altos: 455 (PNB: 5.884)

Países Desarrollados: 2022
Comercios con POS cada 1.000 hogares
: 

Chile: 18

Argentina: 26

Brasil: 33
Transacciones sin efectivo al año por persona
: 

Chile: 29

Países desarrollados: 100
Crecimiento transacciones con tarjetas de pago 2006-2011
: 

2005: $107 mil millones.

2012: $426 mil millones
PUNTOS DE VENTA (POS) POR COMUNA
:
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Esto se relaciona con la inclusión financiera. Se observa que en las comunas de menor poder adquisitivo hay menos POS, en algunos casos llegando a 0 POS por persona, por tanto las personas que viven en estos lugares, aun cuando tengan estos medios de pago, no podrían utilizarlos.
Medios de pago por sector socioeconómico
:
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Último quintil: 54% y 38% de los hogares posee tarjeta de débito y crédito.

Primer quintil: 10% y el 2%. 

Hay bastante diferencia entre los quintiles. Esto es relevante en cuanto al pago de los beneficios del Estado, que en países cercanos, como Colombia y Brasil se pagan en casi un 90 % a través de medios electrónicos, y en Chile esta cifra alcanza sólo al 5%.

Redes alternativas: Existen redes de POS que prestan servicios con tarjetas de marcas internacionales distintos al procesamiento de pagos o que se usan para pagar con tarjetas de marcas propias
: 
Multicaja: 20.006

Getnet: 4.000

CajaVecina: 8.630

* Transbank tiene 144.000 POS.
Tasas de descuento: Chile es competitivo como consecuencia del esquema auto-regulado desde el 2005 bajo el TDLC
: 
Crédito: Europa promedio 1,7% (2006); USA 1,9% (2009); Chile 1,6% (2012).

Débito: Europa promedio 0,6% (2006); USA 0,6% (2009); Chile 1,1% (2012).

El señor Bouchon expresó que el corazón de este proyecto es aumentar la competencia en este mercado. Y son dos los principales razones que, según han observado, inhiben que exista una mayor competencia en Chile.

Indicó como primera causa, la dificultad de implementar o acceder a redes de procesamiento. Para los potenciales nuevos entrantes, tanto emisores como adquirentes, la implementación de una red de procesamiento es muy difícil de replicar, ya que implica altos niveles de inversión y poseen importantes economías de escala. Al mismo tiempo, al ser propiedad de los bancos, la única red de procesamiento existente tiene pocos incentivos para prestar sus servicios o interconectarse con potenciales nuevos adquirentes.

En segundo término, mencionó la delegación del rol adquirente. Todos los bancos han delegado el rol adquirente en Transbank, quien actúa en su representación, ofreciendo una única tarifa. Los bancos se han inhibido de competir en el lado adquirente, contrastando con la emisión en que compiten con distintas políticas comerciales. 

Detalló las propuestas de este proyecto.

- PROCESAMIENTO:


En el procesamiento, instaura una figura de libre acceso a los servicios de procesamiento (switch). Se trata de un sistema de libre acceso a los servicios de operación de tarjetas de pago. Se establece que el operador debe definir las condiciones y requisitos para prestar sus servicios a toda empresa que cumpla con ellos. Esta obligación se origina mediante una calificación no contenciosa del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de que las condiciones del mercado de operación de medios de pago electrónicos no son suficientes para garantizar el libre acceso. 

Esta obligación termina si el referido Tribunal señala que el mercado es contestable, pues la justificación económica de esta regla es precisamente la dificultad de replicar la red. Eventualmente esto puede variar, y el referido test del Tribunal de la Libre Competencia, dados los avances tecnológicos u otras razones, podría determinar que este mercado es contestable.

Los operadores deberán definir condiciones mínimas para todo emisor u operador que quiera contratar sus servicios. En este punto, el señor Bouchon hizo presente que actualmente esta obligación existe sólo para emisores de crédito; hay una norma del Banco Central que da un libre acceso a todos los emisores que cumplan con las condiciones, pero no se contempla una norma similar tratándose de los adquirentes. 

Dichas condiciones deben ser públicas, generales, transparentes, objetivas y no discriminatorias, y considerar calidad del servicio, medidas de control y resolución de fraudes, y tarificación de los servicios. Deben publicarse en el sitio web y enviarse a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

La oferta de servicios debe hacerse en forma desagregada, pudiendo contratarse todos o alguno de ellos, para asegurar el acceso no discriminatorio de actores con diferentes necesidades y modelos de negocios.

Dichas condiciones y la prestación de los servicios serán fiscalizadas y sancionadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras con multas desde 100 UF ($2 millones) hasta 5.000 UF ($100 millones), que son las mismas multas establecidas en la Ley General de Bancos. 

Además, se obliga a todo operador a establecer interconexión con los emisores u operadores que lo soliciten. 

- PROPUESTA DE ADQUIRENCIA:

La segunda propuesta de esta iniciativa dice relación con la propuesta de adquirencia, que apunta a que las sociedades de apoyo al giro bancario (SAGB) no realicen actos que se opongan a la libre competencia.

Con el fin de aclarar que en ningún caso la regulación de las SAGB se pueda presentar como una excepción de la normativa de la libre competencia, se incorpora un nuevo inciso al artículo 74 de la Ley General de Bancos, que establece que las SAGB no podrán establecer precios ni condiciones comerciales con el público si con ello se restringe lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 211. Este artículo sanciona los actos que afecten la libre competencia, incluyendo los acuerdos entre competidores que les confieran poder de mercado y que consistan en fijar precios u otras condiciones de comercialización y excluir competidores, entre otros.

Finalmente, el señor Bouchon puso de relieve que esta iniciativa ha recibido opiniones favorables de parte de entidades tales como la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, la Cámara Nacional de Comercio, la ASECH, el Retail Financiero, MultiCaja, entre otras, y también se han escrito una serie de editoriales y columnas en apoyo a este proyecto.


Finalizada la exposición, intervinieron los Honorables Senadores presentes.


El Honorable Senador señor Espina consideró que se trata de una buena iniciativa. Pidió fijar los tiempos para la tramitación de este proyecto, de modo que se tramite con celeridad.

El Honorable Senador señor Novoa estimó importante escuchar el parecer de los distintos actores quienes intervienen en este mercado.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó que la Biblioteca del Congreso Nacional realice un estudio sobre la legislación comparada respecto de esta materia.

El señor Bouchon anunció el envío del informe que elaboró la Mesa de Trabajo Interministerial sobre la materia. Asimismo manifestó la importancia que tiene para el Ejecutivo la aprobación general de esta iniciativa.


En la siguiente sesión en que la Comisión abordó este proyecto, se escuchó la opinión de distintos actores invitados.

MASTERCARD


El Gerente General de MasterCard, señor Patricio Sandoval, realizó una presentación que se transcribe en sus principales aspectos.

Señaló que los principios de MasterCard son:

- Facilitar la conectividad como proveedor de red, la que, según hizo presente, ya brindan para las transacciones internacionales. Y aportar valor a las transacciones, de modo que en conjunto se fortalezca y potencie la industria de pagos electrónicos en el mercado doméstico;


- Promover un modelo competitivo que permita la libre participación de emisores, operadores/adquirientes y procesadores, donde cada uno puede definir sus productos, procesos y precios, impulsando el desarrollo de la industria. El rol de MasterCard de una manera global no es de emitir tarjetas o adquirir transacciones; MasterCard licencia estos roles a las instituciones participantes;


- Evolucionar el modelo de pagos con eficiencia, transparencia, seguridad y apertura a nuevas soluciones y tecnologías de pago con alcance doméstico y global.


En su parecer, el mercado chileno debe tener presente los siguientes “mensajes claves”:


- Necesidad de promover la libre participación de jugadores.


- La conectividad entre jugadores es clave para promover la competencia y el desarrollo de la industria.


- Necesidad de promover el modelo de 4 partes, donde MasterCard y otros, en sus roles de proveedores de red, sirven de plataformas de conectividad, aportan valor en las transacciones y definen las reglas de operación de su franquicias a nivel global.


- Necesidad de que múltiples actores puedan establecer tasas de intercambio de manera competitiva.


El mayor desafío del mercado chileno es expandir el uso de los medios de pago electrónicos sobre el gasto privado, que actualmente alcanza un 21%. Una mayor competencia en el sector adquirente permitiría más innovación y mejores servicios a los comercios y tarjetahabientes.


El sistema de una única red de procesamiento no incentiva la incorporación de nuevos actores. Redes de procesamiento especializadas permitirían una real expansión de la aceptación y uso de nuevas tecnologías.


El señor Sandoval dio a conocer el rol de MasterCard a nivel mundial, y presentó la siguiente lámina:
[image: image6.emf]

MasterCard es una empresa que cuenta con siete mil quinientos empleados, veintidós mil quinientas instituciones licenciadas, 35,9 millones de puntos de aceptación, 1.800 millones de tarjetas. Se trata de 160 millones de transacciones ruteadas de punto a punto por hora; el año 2012, MasterCard procesó más de 34 mil millones de transacciones. Afirmó que la red mundial de MasterCard cuenta con una escala y desempeño sin paralelo.


Explicó que en el modelo de 4 partes, cada entidad juega un papel único y crucial en la cadena de valor. Así, el tarjetahabiente es quien realiza requerimientos de compra al comercio; el comercio presenta transacciones de compra a su operador/adquiriente; el operador/adquiriente requiere aprobación de la transacción al emisor, y el emisor es el que aprueba o declina la transacción de compra. La red de pagos conecta todas las partes para que la transacción se complete exitosamente.

Indicó que la evolución de los medios de pago estimula el desarrollo a un modelo robusto con: 1.- Alta penetración de los medios de pagos electrónicos con tarjetas en el gasto: alta cultura de pagos con medios electrónico, aceptación amplia y diversificada de tarjetas, y alta competencia entre los jugadores al ofrecer nuevos servicios y propuestas de valor; 2.- Alto grado de innovación: diversificación y especialización de participantes, eficiencias operativas benefician al mercado, y 3.- Catalizadores externos que impulsan el desarrollo: gobierno y reguladores apalancan a la industria para impulsar objetivos (por ejemplo, inclusión financiera, transparencia, y un sólido ecosistema con participantes especializados que fomentan el desarrollo realiza requerimientos de compra al comercio).

Se refirió al switch de MasterCard, lo que explicó con la siguiente lámina:

[image: image7.emf]

En cuanto a las tasas de intercambio, afirmó que sus tarjetas traen enormes beneficios para los comercios: más clientes, incluyendo a consumidores globales; mayores ventas por clientes – aumento del ticket promedio; reducción de costo por manejo de efectivo, robo, pérdida, falsificación; reduce el fraude y las pérdidas por créditos; es más rápido; con pago garantizado; habilitación de comercio electrónico, venta telefónica, comercio móvil y pagos recurrentes; permite la automatización – quioscos no atendidos, estaciones de servicio; disminución de costos operativos, entre otros beneficios.

El intercambio completa el beneficio a los comercios.


Explicó que el proveedor de red no se beneficia del intercambio, pues en sí mismo no constituye un flujo de ingreso para MasterCard como proveedor de red. El papel del proveedor de red es el cuidado de Ecosistema; en efecto, el interés de MasterCard como proveedor de red es el desarrollo y la expansión de la red de pagos; que compitiendo contra el efectivo requiere de un balance del modelo de las 4 partes, incluyendo comercios y tarjetahabientes.

Afirmó que establecer tasas de intercambio es un rol fundamental del proveedor de red, y en ese sentido, MasterCard como proveedor de red actualmente establece las tasas de intercambio para operaciones entre países de una misma región y entre múltiples regiones. 

Los proveedores de red establecen intercambio en más de 56 países, 6 de estos en América Latina (Argentina, Brasil, Jamaica, Panamá, Puerto Rico, Uruguay).

El intercambio establecido por MasterCard como proveedor de red promueve la emisión de tarjetas, y beneficios para comercios.

Las reglas del modelo deben establecer claramente los derechos y obligaciones de los participantes:

[image: image8.emf]

El señor Sandoval dio a conocer tres casos en que las consecuencias de legislación de Tasas Intercambio no han sido positivas:

1.- Estados Unidos de América (Durbin):
• Intercambio reducido en un 50%.
• Comercios ahorraron US$8 billones por año. No hay evidencia que los Retailers pasen los ahorros a los consumidores, precios subieron un 1.5%.
• Comisiones bancarias más altas (cuentas bancarias sin cobro bajaron de 76% a 39%), Programas de recompensas bajan sustancialmente.


2.- Australia:
• Cobro anual de tarjetas subió 22%, tarjetas Premium de un 47 – 77%.
• No hay evidencia de reducción de precio o incremento de servicios ofrecidos a consumidores.
• Recargos – Recargo promedio es más alto que el promedio de cargo de servicio.


3.- España:
• Reducción de un 58% del intercambio, por un valor de €3.3 billones en cinco años

• Incremento del cobro anual de tarjeta de un 50%, por un valor de €2.35 billones en cinco años.
• No hay evidencia de reducción de precios al consumidor.
• No hay mejoras en la innovación o competencia.
• Lento desplazamiento del efectivo en el país.

4.- Finalmente destacó el modelo brasileño:

[image: image9.emf]

Luego el señor Sandoval se pronunció respecto del proyecto de ley en estudio. Señaló que MasterCard apoya la iniciativa del Ministerio de Economía, sin perjuicio de algunos comentarios que en su parecer deben ser considerados:

– Las provisiones del proyecto de ley deben aplicarse de manera inmediata, sin requerir una determinación de anti competitividad por el TDLC, siempre que exista una concentración de más de 30% del mercado por uno o más emisores u operadores;

– Diferenciación entre los roles y responsabilidades de operadores y proveedores de Red;

– Requerir estándares de interoperabilidad no discriminatorios, sujetos a reglas claras y transparentes.
TRANSBANK

El Gerente General de Transbank, señor Alejandro Herrera, comenzó señalando que, en términos generales, apoya el proyecto de ley. Es partidario y le parece válida toda iniciativa tendiente a garantizar y aumentar la competencia, y a transparentar y asegurar que todos los servicios se entreguen sin discriminación. Puso de relieve especialmente la disposición de interconectar otras redes, y ofrecer la estructura que hoy en día tiene Transbank, para la interconexión de otras redes, de modo que se pueda competir.

Luego, el señor Ricardo Blumel, Gerente de Marketing de la empresa, realizó una presentación, dando a conocer lo que es Transbank y el modo como funciona. Comenzó graficando el rol de la entidad que representa en la industria de tarjetas de crédito y débito:
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El papel de “adquirente”, que tiene que ver con la aceptación de las tarjetas en el comercio, es el que básicamente cumple Transbank, buscando ampliar la aceptación, fomentar producto, y buscar todo tipo de soluciones que permitan aumentar el uso de esas tarjetas en el comercio.

Transbank desarrolla los siguientes roles, bastante tradicionales en términos internacionales:
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Junto con ello, en Chile en particular, al tratarse del operador principal, Transbank también juega el rol de desarrollador tecnológico y de soluciones. 

El siguiente es el flujo de ingresos y gastos del negocio:

[image: image12.emf]Flujo de Ingresos y Gastos

EECC Transbank Emisor

Paga Costo Transaccional

Recibe Comisiones Paga Comisiones

Paga Servicio de Red

Paga Desarrollo Negocio

* Datos estimados al cierre 2013.



Explicó que el costo transaccional permite financiar los costos, y obviamente se produce una diferencia, que es lo que a nivel internacional se conoce como tasa de intercambio, que es la remuneración del operador.


Estimó que cualquier proyecto de ley sobre esta materia, tiene que reconocer lo que se ha avanzado, y no ponerlo en riesgo. Presentó las siguientes láminas que grafican los buenos resultados que se han obtenido.


Desde el año 2006 se cuenta con un sistema de autorregulación, acordado con el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Y en ese mismo período se ha crecido del orden de un 30% anual.
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Por otra parte, desde el año 1998, cuando parte Transbank, la Tasa de Comisión promedio ha caído casi a la mitad de lo que se cobraba. Se trata de precios bajos a nivel internacional:
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Afirmó que la autorregulación favorece a los pequeños comercios, y eso se traduce en la baja de la tasa máxima. Generalmente los comercios pequeños, por su volumen, se enfrentan a la tasa máxima, cuya baja es aún mayor que la de la tasa general:
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La tasa de cobro del equipo también ha caído de modo sustancial, de nuevo beneficiando a los pequeños comercios de Chile:
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En términos de cantidad de comercio, estamos en un nivel de 1.563 POS por cada 100 mil habitantes, es el dato exacto. Es un nivel cercano a países bastante bancarizados como ciertos países europeos, y muy por sobre el promedio del mundo:
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En materia de desarrollo de productos, destacó los siguientes:
-Redcompra: Débito para emisores Locales. 
-3 Cuotas sin Interés: Cobro al tarjetahabiente mensual y pago al comercio mensualmente.

-Nuevas cuotas: El valor de la cuota es consultado al emisor y desplegado en el terminal.
-Cuotas Comercio: Cuotas iguales y conocidas para ser promocionadas por el comercio.
-Promociones en Línea: Premia al azar compras con Crédito y Débito según algoritmo de promoción.
-PinPass: Clave secreta de tarjeta de crédito sincronizada para comercios y Cajeros. 

-PatPass: Pago de cuentas mensuales.
-PatPass vía Webservice: Altas y cobro de pago de cuentas desde la web.

-POS integrado: Conexión de terminal POS a la caja del comercio. 

-POS inalámbrico: GPRS, WiFi.: POS portátil.
-Chip con y sin contacto: Habilitación de la red de terminales POS y PinPad de Host to host a Chip.
-Ventas por celular/ M-commerce: Pilotos de soluciones de modalidad de pago con teléfonos móviles. 

-Webpay Normal: Pasarela de Pagos para ventas por Internet.
-Webpay Plus: Pasarela de pagos para ventas por Internet con autenticación del Tarjetahabiente por emisor.
-Webpay.cl: Portal de Pago para comercios sin página transaccional.

-Webpay One Click: Pagos para ventas por internet con autenticación Tarjetahabiente en inscripción y transacción por WebService.

-Host to Host seguro: Solución integrada de comercios de grandes superficies  basada en conexión entre hosts.
-Integración GDS: Integración de la Venta de tickets de líneas aéreas de agencias de viaje.
En cuanto a los índices de fraude, que es un tema fundamental, puso de relieve que Chile tiene un promedio cerca de un tercio del riesgo mundial, muy por debajo del resto de las economías de Latinoamérica:
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Finalmente destacó algunos reconocimientos que ha obtenido la empresa por parte de diversas entidades. 

MULTICAJA

El Presidente Ejecutivo de Multicaja, señor Javier Etcheverry, expuso la posición de dicha empresa en relación al proyecto de ley en estudio.

Como antecedente, señaló que en el contexto global, los chilenos que viajan al extranjero utilizan también sus tarjetas emitidas en Chile, así como los extranjeros que viajan a Chile usan sus tarjetas emitidas en sus países de origen, lo que es posible gracias a las marcas internacionales de tarjetas, como Visa, MasterCard, Amex, Diners, entre otras. En Chile, todas las tarjetas de crédito bancarias, parte de las tarjetas de débito y una proporción creciente de las de casas comerciales o del retail, tienen alguna bandera asociada a las marcas internacionales de tarjetas.

A diferencia de Chile, en la mayoría de los países del mundo, independiente del tamaño de su economía, existe competencia en la adquirencia de tarjetas, pues el mercado está organizado según el modelo de “4 partes”, donde las marcas internacionales desempeñan un rol clave.

Esquema modelo de 4 partes:
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Las principales características de este modelo son las siguientes: 

i) Competencia entre varios adquirentes: Adquirentes son los que tienen licencia de marcas internacionales de tarjetas para adherir comercios al sistema de aceptación de tarjetas de la marca. Los Adquirentes usualmente, contratan a Operadores (“Sevice Providers”) para la realización de las siguientes funciones: afiliación de comercios, instalación de dispositivos para la captura de transacciones, procesamiento de las transacciones, y liquidación y pago al comercio. Para estos efectos los Operadores deben contar con el patrocinio de un Adquirente y posteriormente la certificación de las marcas internacionales, sin perjuicio de cumplir la normativa local de cada país. Cabe señalar que los Adquirentes pueden ser emisores de tarjetas, sociedades pertenecientes a un conjunto de Emisores o instituciones independientes no emisoras de tarjetas.

ii) Existencia de tasas de intercambio domésticas: Dicha tasa es la comisión que debe pagar el Adquirente al Emisor de la tarjeta por cada transacción de pago realizado dentro del territorio. Es fijada por las marcas internacionales de tarjetas o por el regulador, a través de un estudio de las principales variables económicas y del mercado de las tarjetas de la respectiva marca en el país. Esta tasa suele ser expresada como un porcentaje sobre el monto de compra y usualmente no es un valor único, sino que una tabla cuyos valores varían de acuerdo al tipo de tarjeta (estándar, premium, internacional, etc.), tipo de transacción (banda magnética, chip, PIN, internet, etc.) y rubro del comercio. La tasa de intercambio tiene por objetivo resarcir al emisor de sus costos de emisión y balancear el mercado de tarjetas, incentivando tanto la emisión como la adquirencia de tarjetas. En este modelo el Adquirente cobra al comercio una comisión de descuento o merchant discount por cada transacción y paga al respectivo emisor de la tarjeta la tasa de intercambio, constituyendo su ingreso neto la diferencia entre ambas comisiones. 

iii) Interconexión a través de marcas internacionales: La interconexión entre Operadores/Adquirentes de tarjetas con marca (o bandera) se realiza a través de las marcas internacionales de tarjetas, quienes además realizan el intercambio y la compensación entre los Emisores y Adquirentes, y garantizan el pago al Adquirente.

iv) Existencia de agregadores: En muchos países desarrollados existe la figura de los agregadores de comercios o facilitadores de pago, que prestan servicios de aceptación de tarjetas a un conjunto de comercios pequeños y que están regulados por las marcas internacionales. El agregador accede a condiciones comerciales preferenciales por parte de las redes adquirentes y se interconecta con ellas para estos efectos. Además, el agregador tiene libertad para negociar las condiciones comerciales con los comercios y efectúa el pago a éstos en representación de los adquirentes.

El señor Etcheverry formuló luego algunas observaciones generales al proyecto de ley, e indicó que valoran la disposición del Gobierno en estudiar el mercado de tarjetas y buscar soluciones para incentivar la inclusión financiera y la modernización de los medios de pago en Chile. Sin embargo, si bien el proyecto busca corregir las falencias de la organización actual del mercado de adquirencia y operación de tarjetas chileno, no considera el modelo competitivo internacional descrito precedentemente. 

El problema parece radicarse en que el proyecto asume que el procesamiento de transacciones constituye una facilidad esencial, en términos que busca regular la forma en que los Adquirentes deberán contratar con un único Operador, en lugar de permitir la competencia entre los agentes bajo el modelo de “4 partes” que impera actualmente en la economía global.

Por una parte, en ninguna parte del mundo, independiente del tamaño del mercado, existe evidencia actual de que el procesamiento tenga características de monopolio natural ni que todos los Adquirentes contraten a un único Operador en las mismas condiciones. Y, por otra, debido a la disminución del costo de los terminales, comunicaciones, infraestructura informática, a la masificación de las redes móviles e irrupción de los smartphones, entre otros, se han reducido considerablemente las barreras de entrada a este mercado. De allí que existan actores que podrían desempeñarse como competidores, actuales y potenciales, tanto en la adquirencia como en la operación de tarjetas.


Concluyó señalando que sería conveniente y eventualmente beneficioso que el proyecto fomentara y articulara dicha posibilidad de competencia. 
- - - - - - -

Finalizadas las intervenciones de los invitados a la sesión, los Honorables Senadores presentes formularon comentarios y observaciones.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que este mercado es, sin lugar a dudas, un mercado complejo, en el que cada uno de los actores cumple un rol específico, y para que funcione adecuadamente es indispensable dotarlo de seguridad jurídica respecto de las responsabilidades de cada uno de ellos. Es un mercado que funciona en cadena.
Felicitó la presentación de esta iniciativa de ley por parte del Ejecutivo. Recordó que, siendo Diputado, estudió la posibilidad de presentar una moción que regulara este mercado, lo que en definitiva no fue posible concretar.
Hizo presente que se trata de un mercado que no está regulado. Hay quienes afirman que existe una autorregulación, pero en su parecer no necesariamente cumple con los requisitos de competividad que se requieren. Establecer una legislación que garantice competividad, o al menos que lo regule, es un avance sustantivo en materia de competencias a nivel global de la economía, pues repercute en otros ámbitos como el acceso al crédito, y generación de recursos para las Pymes, por nombrar algunos.
Abordó luego el tema de la forma como se establece la tarifa basada en costos marginales, del modo que se contempla en el proyecto. Consultó a los representantes de Transbank si, en su parecer, de aprobarse esta iniciativa, los costos para quienes pagan este servicio serían menores, y cómo se logra el equilibrio.
Consultó asimismo respecto de la participación en la propiedad de Transbank, de los bancos en Chile. Es un elemento que puede resultar distorsionador o facilitador, de acuerdo a la concentración del mercado.
El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve que se trata de un proyecto muy necesario. Ello sin perjuicio de que el texto en estudio adolezca de algunos vacíos que pueden ser subsanados durante la discusión particular.
En ese orden de ideas, propuso a la Comisión aprobar la idea de legislar en esta materia, y analizar el detalle de cada una de las disposiciones en la discusión particular.
Le parece correcta la orientación de esta iniciativa en cuanto a que incrementa la competencia y facilita el ingreso de nuevos actores, provocando como efecto que otorga un mejor servicio, con un menor costo, y en la forma más global posible.
Por otra parte, coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Tuma en cuanto a la conveniencia de estudiar de qué modo esta iniciativa puede repercutir en los costos de operación, pues recordó que, finalmente es el usuario quien paga. 
El señor Juan José Bouchon precisó que el proyecto en estudio no establece la fijación de precios, sino que un sistema de libre acceso para la actividad de procesamiento y de red, siempre que se trate de un mercado que no asegure la competencia, de acuerdo a la evaluación que efectúe el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Esto se traduce en que la compañía que provea esos servicios esté obligada a prestarlo en ciertas condiciones que sean conocidas por todos, y no discriminatorias ni arbitrarias, transparentes, públicas y abiertas. Se analizó bastante este tema, y se optó por no regular la tarifa, pero si asegurar un sistema no discriminatorio.
Agregó que en Chile existe una buena experiencia en la aplicación de este modelo, precisamente en este mercado, pues Transbank no discrimina en relación con los emisores, a todos les cobra según un tarifario standard.
En materia de precios, actualmente Chile es competitivo a nivel internacional, sin perjuicio que naturalmente la entrada de nuevos actores debiera provocar, al menos en el mediano plazo, que los precios tiendan a bajar.
El Gerente General de Transbank, señor Herrera, señaló que la propiedad de Trasnbank es hoy en día de los bancos. Recordó que en un principio los bancos eran dueños en porcentajes iguales, pero ha cambiado la estructura en cuanto a la participación, producto del ingreso de nuevos bancos, salida de otros, fusiones, entre otras razones. Hay bancos que son titulares de aproximadamente el 20%, otros de alrededor del 8%, y a los bancos nuevos, que no estaban en la estructura accionaria inicial, se les ha otorgado una participación minoritaria para que formen parte de esta sociedad.
Reiteró que están de acuerdo con el proyecto en términos generales, y precisamente uno de los puntos que más valoran es el de la competencia. Mostró su disposición a abrir los servicios que otorgan, a transparentar los costos y los precios para cualquiera que se quiera interconectar.
En su parecer, el punto central es el de las tasas de intercambio. Por una parte, está la remuneración que el banco emisor recibe por la utilización de la tarjeta en el mercado. Por procesar esta operación, el operador, en este caso Transbank, va a traspasar al comercio y le va a cobrar una determinada tasa por cada operación. La diferencia entre ambas tasas es lo que cubre el costo de Trasnbank y su margen de ganancia.
Este modelo permite la competencia. Si se transparenta este modelo, y las tasas de intercambio son consensuadas, y representan los costos, eso fomenta la competencia. Los bancos van a buscar al operador que les entregue mejores condiciones respecto de las transacciones que realicen sus clientes en el comercio. Los operadores tienen que ser eficientes, con tecnología, seguros, con calidad de servicio, para ofrecer las mejores condiciones al comercio, teniendo siempre presente  que hay un precio fijado que se va a remunerar a los bancos.

Llamó la atención respecto del acuerdo entre Trasnbank y Multicaja, donde precisamente Transbank está garantizando que el banco recibe un porcentaje determinado, Transbank cubre sus costos más un margen, y todo el resto es un precio que va a negociar libremente Multicaja. Esto está abierto a cualquier otra red que lo solicite a Transbank.

El señor Patricio Sandoval complementó lo señalado respecto de las tasas de intercambio, y afirmó que en los mercados que han evolucionado, se establecen tasas de intercambio diferenciadas según el tipo de producto, sea tarjeta de crédito, débito o prepago, y eso permite que cualquier institución emisora pueda saber qué remuneración va a recibir cuando su tarjetahabiente la utilice, y por otro lado el adquirente que quiera evaluar un negocio pueda analizar la rentabilidad que va a tener por adquirir una transacción de un emisor. Es un ecosistema dinámico que permite reglas claras para la operación emisora y la operación adquirente, y permite evaluar la rentabilidad para eventuales nuevos actores.
Es un tema muy específico de poder manejar, tienen que existir los incentivos para el adquirente y el emisor.
El Subsecretario de Economía, señor Flores, en primer término reiteró el interés del Ejecutivo en avanzar en este proyecto, que ha sido manifestada por medio de la “suma urgencia” en su tramitación, que dispuso Su Excelencia el Presidente de la República.
Por otra parte, llamó la atención respecto de la relevancia de este proyecto en materia de inclusión financiera. Constituye una buena herramienta para avanzar en acceso y cobertura, pues la realidad es muy distinta según la comuna del país en que nos encontremos. 
-- En votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

_____________

TEXTO DEL PROYECTO


Se inserta a continuación el texto del proyecto cuya aprobación general proponemos:

“PROYECTO DE LEY:


ARTÍCULO PRIMERO.- Dicta Normas para Resguardar que la Prestación de los Servicios Ofrecidos por los Operadores de Tarjetas de Pago tenga lugar en Condiciones de Adecuada Competencia.

“TITULO I

De las Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Para la aplicación de la presente ley se entenderá por:


a) Emisor: Persona jurídica que ejerza la actividad de emisión de Tarjetas de Pago con sujeción a las normas dictadas por el Banco Central de Chile, de conformidad con lo establecido en su Ley Orgánica Constitucional, y sea fiscalizada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sea que corresponda a alguno de los emisores a que se refiere el inciso 2° del artículo 2° de la Ley General de Bancos. 


b) Operador: Persona jurídica cuyo giro comprenda la operación de Tarjetas de Pago, en los términos establecidos en los artículos 2° y 69 N° 24 de la Ley General de Bancos, según corresponda, y de acuerdo al Compendio de Normas Financieras del Banco Central, según señala el numeral 7 del artículo 35° de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central. Para efectos de esta definición, también se entenderá por operador a toda persona jurídica cuyo giro consiste en la provisión de canales electrónicos o sistemas de red que permitan la interconexión simultánea de Operadores y Emisores.


c) Tarjetas de Pago: Tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago, que se encuentre sujeto a las normas que dicte el Banco Central de Chile.

Artículo 2°.- Las obligaciones establecidas en la presente ley no serán aplicables al Operador que opere exclusivamente Tarjetas de Pago de su propia emisión o que sean aceptadas como medio de pago solamente por empresas que pertenecen a su mismo grupo empresarial, según el artículo 96 de la ley N° 18.045.

TITULO II

De la Obligación de Establecer Condiciones y Requisitos Públicos, Generales, Transparentes, Objetivos y No Discriminatorios de Contratación y de Prestar los Servicios


Artículo 3°.- Si existiere una calificación expresa por parte del Honorable Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a solicitud de quien tenga un interés legítimo, en cuanto a que las condiciones existentes en alguno de los mercados involucrados en Tarjetas de Pago, no son suficientes para garantizar un régimen de libertad de acceso, los Operadores deberán (i) establecer condiciones y requisitos públicos, generales, transparentes, objetivos y no discriminatorios para prestar sus servicios a Emisores u otros Operadores; y (ii) prestar dichos servicios a todo Emisor u Operador que cumpla con tales condiciones y requisitos. Esta obligación se hará efectiva dentro del plazo de 360 días, contado desde la fecha en que la respectiva resolución del Tribunal de la Libre Competencia quede ejecutoriada.


Artículo 4°.- Las condiciones y requisitos no discriminatorios antes aludidos considerarán, especialmente, la calidad, velocidad, ininterrupción, restauración, confiabilidad, respaldo, plazo y precio de los servicios que se presten. 


Los servicios referidos deberán ser ofrecidos en forma desagregada, de modo que puedan ser contratados todos o algunos de ellos.


Artículo 5°.- Los Operadores deberán mantener en su sitio electrónico una descripción detallada de cada uno de los servicios ofrecidos y de las condiciones y requisitos a que se hace referencia en el artículo 4°, además de enviar copia de la misma a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el primer día hábil de cada trimestre.


Artículo 6°.- Si se modificaren las condiciones existentes en alguno de los mercados involucrados en Tarjetas de Pago y existiere un pronunciamiento expreso por parte del Honorable Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en el sentido que ellas resultan suficientes para garantizar un mercado competitivo, las obligaciones establecidas en este Título II dejarán de aplicarse respecto del o los Operadores de que se trate, a contar de la fecha en que la respectiva resolución quede ejecutoriada.

TITULO III

De la Obligación de Establecer Interconexiones entre Redes de Operación de Medios de Pago Electrónicos.


Artículo 7°.- Todo Operador deberá efectuar las modificaciones que sean necesarias para permitir la interoperabilidad y establecer interconexiones a su red de operación de Tarjetas de Pago, hasta los puntos definidos como de interconexión, con los Emisores u Operadores que así lo soliciten. En este caso será de exclusiva responsabilidad y costo de la empresa solicitante acceder a la red preexistente del Operador, hasta el punto definido como punto de interconexión.

TITULO IV

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 8°.- Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 3°, 4°, 5° y 7° de esta ley serán sancionadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, con multas que no podrán ser inferiores a 100 ni superiores a cinco mil unidades de fomento, siendo aplicable, en lo que corresponda, el procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título I de la Ley General de Bancos.


Lo anterior, es sin perjuicio de la aplicación de las demás medidas que resuelva adoptar el Honorable Tribunal de la Libre Competencia conforme a lo previsto en el artículo 18 y siguientes del Decreto Ley N° 211, de 1973.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Incorpórese en el Decreto con Fuerza de Ley N°3, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, un nuevo inciso segundo al artículo 74 del siguiente tenor:


“En ningún caso, estas sociedades podrán establecer precios o condiciones comerciales con el público o un sector de éste, o desarrollar cualquier otra actividad, si con ello se infringe lo dispuesto en el artículo 3° del Decreto Ley N° 211, de 1973”.


ARTÍCULO TRANSITORIO.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación.”.
- - - - - -

Tratado en sesiones celebradas los días 18 de diciembre de 2013 y 8 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente) 
(Víctor Pérez Varela), Alberto Espina Otero, José García Ruminot (Presidente accidental), Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2014.
(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 17.635 QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE COBRO EJECUTIVO DE CRÉDITOS PARA LA VIVIENDA QUE INDICA

(9018-14)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión  analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, señor Francisco Irarrázaval; el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Sepúlveda; el asesor, señor José Ramón Ugarte; la abogada asesora, señora Bernardita Zuloaga; el abogado de la División Jurídica, señor Carlos Pinto, y el abogado de la División de Desarrollo Urbano, señor Gonzalo Gazitúa. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz, y de la SEGPRES, el asesor, señor Luis Sánchez. También estuvieron presentes los asesores de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez, y del Honorable Senador señor Hosaín Sabag, señor Andrés Rojo.

No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, la Comisión lo discutió sólo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio y análisis y, en consecuencia, acordó proponer a la Sala que lo discuta y estudie en estos mismos términos.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

 
Modificar la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas, en el sentido de asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del otorgamiento de subsidios habitacionales de los programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, fundamentalmente en lo que dice relación con las viviendas vacías, arrendadas o destinadas a usos no habitacionales. Para ello, la iniciativa eleva a rango legal la obligación del beneficiario o de su grupo familiar de habitar la vivienda y, en caso de incumplimiento, dispone un procedimiento expedito de cobro ejecutivo, dando prioridad al SERVIU para la adjudicación del inmueble. Las viviendas recuperadas serán entregadas a familias en situación de urgencia habitacional.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


 


1.- Ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO





El Mensaje realiza una síntesis de la Política Habitacional del Estado.

1) Década de 1960:

 



Destaca que a comienzos de esta década existían en el país, a lo menos, 28 instituciones dependientes de otros tantos ministerios, que intervenían en asuntos de vivienda, urbanización y equipamiento. El gobierno de la época decidió instaurar una política aplicable a todo el país y reorganizar la institucionalidad del sector, creando en el año 1965, mediante la ley N° 16.391, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y otros organismos, como la Corporación de Servicios Habitacionales (CORHABIT), y la Corporación de Mejoramiento Urbano (CORMU). 

 



La labor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se orientó fundamentalmente a planificar, formular, implementar y controlar la aplicación de políticas y normativas habitacionales y urbanas que incentivaran la construcción de viviendas, barrios y ciudades integradas, seguras y sustentables, principalmente para los sectores más vulnerables. 

 



Aclara que las corporaciones se crearon con la máxima autonomía posible, dándoles el estatus jurídico de Servicios del Estado con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio distinto del Fisco, de duración indefinida y que se relacionarían con el gobierno a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

2) Décadas de 1970 y 1980:

 



Señala que con posterioridad, en la década de 1970, se cambió la estructura y las atribuciones del Ministerio y de las corporaciones. Así, mediante el decreto ley N° 575, de 1974, se estableció que los ministerios se desconcentrarían territorialmente mediante secretarías regionales ministeriales -SEREMIS-, a las que les correspondería ejecutar las políticas regionales y coordinar la labor de los servicios de su sector, de acuerdo a las instrucciones del intendente regional y con las normas técnicas de los respectivos ministerios.

 



En armonía con lo anterior, el decreto ley N° 1.305, de 1976, reestructuró el Ministerio de Vivienda y Urbanismo desconcentrándolo en las mencionadas secretarías, fijándole sus funciones y atribuciones.

 



Su misión sería concretar la política nacional de vivienda y urbanismo en el área territorial respectiva, para lo cual realizarían actividades de planificación, programación, evaluación, control y promoción de dicha política. Al mismo tiempo, se fusionaron las cuatro corporaciones existentes: Corporación de Servicios Habitacionales; de Mejoramiento Urbano; de la Vivienda (CORVI) y de Obras Urbanas (COU), estableciéndose un Servicio Regional de Vivienda y Urbanización (SERVIU) en cada una de las regiones.

 



Destaca que los SERVIU regionales, de acuerdo al mismo decreto ley, tendrían el carácter de instituciones autónomas del Estado y se relacionarían con el gobierno por medio del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dotándolos con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio distinto del Fisco, de duración indefinida y ejecutores de las políticas, planes y programas del Ministerio.

 



Durante la década de 1970, agrega, la política habitacional estuvo estructurada básicamente en torno al Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo (SINAP), que atendía a los sectores medios y altos, y al Ministerio de Vivienda, que se ocupaba de los grupos de ingresos bajos. Con la desaparición del SINAP, la situación cambió sustancialmente, ya que el Estado abandonó la labor de financiamiento y de construcción de viviendas permanentes, para concentrarse en el subsidio habitacional y en las viviendas sociales. En otros términos, la construcción y el financiamiento de viviendas quedarían a cargo del sector privado y el Estado sólo actuaría como facilitador.

 



Manifiesta que el Estado debió asumir un papel más activo que el previsto originalmente cuando quedó de manifiesto que las empresas constructoras y los bancos no quisieron edificar y financiar viviendas económicas. Así, el MINVU pasó a contratar directamente con empresas privadas la construcción de viviendas de bajo costo, para distribuirlas entre los beneficiarios inscritos en una lista nacional. Indica que el gobierno tuvo que otorgar en forma directa los préstamos suplementarios que necesitaban las personas de bajos ingresos para pagar las viviendas, toda vez que los bancos no mostraron interés por apoyar estos créditos.
 



Por otro lado, resalta que una de las principales reformas del período, específicamente a partir de 1978, fue el cambio de subsidio a la oferta por el de subsidio a la demanda. En efecto, en 1978 se creó este último que supone que el individuo es el responsable directo para alcanzar la solución a su problema habitacional. Junto al subsidio otorgado por el Estado, al beneficiario se le exige un esfuerzo previo, reflejado en un ahorro inicial mínimo imprescindible para optar al subsidio, el cual, sumado al crédito hipotecario, le permite completar el precio de la vivienda. 

 



En la década de 1980 se desarrollaron varios  programas habitacionales basados en el esquema de subsidio a la demanda, como por ejemplo, el Subsidio Rural (1986), el Programa Especial para Trabajadores, PET (1985), y el Subsidio Unificado (1984). Este último año se creó también el Programa de Vivienda Básica (PVB), destinado a atender la marginalidad habitacional.

3) Desde 1990 a la fecha:
 



Indica que durante la década de 1990 se adoptaron una serie de medidas para ampliar la red de acceso a los programas habitacionales, a la vez que se dio un impulso a la descentralización con el fin de asignar más eficientemente los recursos habitacionales. También se introdujeron cambios al sistema de financiamiento, con una significativa ampliación del subsidio a la demanda, bajo un esquema que permitía orientarlos hacia los sectores de menores ingresos y la conformación de una red de planes de vivienda y de desarrollo urbano. Durante esos años el Estado implementó una gran variedad de sistemas para atender a los sectores vulnerables, tales como el Programa de Mejoramiento de Barrios del Ministerio del Interior; el Programa de Vivienda Progresiva Privada; el Programa de Vivienda Básica y el Subsidio de Atención al Sector Rural. Estos fueron complementados por acciones dirigidas a sectores medios, como el Programa Especial para Trabajadores (PET), y el Sistema de Subsidio Unificado. 

 



Acota que en el año 2006 el MINVU impulsó una Nueva Política Habitacional, destinada a lograr avances sustantivos en cuanto al mejoramiento de la vivienda y a la integración social para disminuir drásticamente el déficit habitacional de los sectores más vulnerables de la población; aumentar la superficie de las viviendas y continuar prestando  ayuda a los sectores medios que necesitan el apoyo del Estado para alcanzar su vivienda propia.

 



En esa época se consolidó el Fondo Solidario de Vivienda (FSV), distinguiendo entre el FSV I, dirigido a familias que viven en condiciones de pobreza o indigencia, de acuerdo a la Ficha CAS, en el que el MINVU participa otorgando subsidios habitacionales para su financiamiento y, en el caso de proyectos de construcción, efectuando, además, la inspección técnica de obra, o contratándola por su cuenta y cargo; y el FSV II, destinado preferentemente a las familias comprendidas dentro del 40% de los hogares con mayor vulnerabilidad, esto es, los que no califican bajo la línea de pobreza, pero que debido a su fragilidad económica e inestabilidad laboral tienen dificultades para obtener crédito hipotecario, por lo cual dicho subsidio les permite obtener una casa sin deuda. El año 2010, el decreto supremo N°104, de Vivienda y Urbanismo, incorporó la obligación para el beneficiario y su grupo familiar de habitarla personalmente, gravándose con hipoteca, prohibición de enajenar y de celebrar acto o contrato alguno que importe la cesión del uso y goce de la vivienda, a título gratuito u oneroso.  

 



Posteriormente, en el año 2012, se publicó el decreto supremo N° 49, de Vivienda y Urbanismo, que aprueba el Reglamento del Programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda, que sucede y complementa al Fondo Solidario de Vivienda (FSV), enfocado a las familias vulnerables mediante un nuevo subsidio que permite obtener o construir viviendas sin deuda, nuevas o usadas. 





El Mensaje reconoce que el sistema de subsidio habitacional, en cualquiera de sus modalidades, ha sido un factor determinante en la política del MINVU en las últimas décadas, permitiendo al Estado abandonar las labores de financiamiento y de construcción de viviendas permanentes, para concentrarse en un rol de facilitador de su obtención, mediante la entrega de un apoyo económico individual denominado, precisamente, subsidio habitacional. Este se complementa con otros subsidios indirectos que se otorgan al beneficiario, como el implícito y de originación; el destinado al pago de la prima del seguro de desempleo o de incapacidad temporal, cuando corresponda, y el enfocado a asesoría social o a asistencia técnica.

 



Como contraprestación a esta ayuda estatal gratuita, la vivienda que se construye o adquiere debe ser habitada personalmente por el beneficiario o por los miembros de su grupo familiar declarado al momento de su postulación, a lo menos durante cinco años contados desde la entrega material. Asimismo, durante el mismo plazo dicho beneficiario no puede gravar ni enajenar la vivienda, ni celebrar acto o contrato alguno que importe cesión de uso y goce de la misma, sea a título gratuito u oneroso, sin autorización escrita del SERVIU. Para ello, este Servicio puede ejecutar las acciones que correspondan, en orden a supervisar el cumplimiento de las obligaciones y de las prohibiciones referidas, que deben estar inscritas en el respectivo registro del Conservador de Bienes Raíces. Con dicha finalidad, el SERVIU ha implementado un sistema de control del cumplimiento de los mencionados deberes. Una vez transcurrido el plazo señalado, contado desde la inscripción, se procede al alzamiento de las prohibiciones, bastando el solo requerimiento del interesado. Con todo, en casos debidamente justificados y por resolución fundada, a solicitud del beneficiario del subsidio o de quien lo suceda en sus derechos, el SERVIU puede autorizar la enajenación, el gravamen o la cesión del uso y goce de la vivienda antes del vencimiento del plazo, conforme al citado decreto supremo N° 49, de 2012, del MINVU.

 



Añade que el decreto supremo N° 174, de 2006, de Vivienda y Urbanismo, establece que la infracción por parte del beneficiario de cualquiera de las obligaciones antes indicadas, faculta al SERVIU para exigir la restitución de la totalidad de los dineros recibidos por concepto de subsidio, al valor de la unidad de fomento vigente a la fecha de la devolución. 

 



Afirma que no obstante las obligaciones y prohibiciones consignadas, se ha podido constar -por medio de denuncias de particulares, controles de ocupación efectuados por los SERVIU y avisos a diversos medios de comunicación-, que un gran número de beneficiarios no da cumplimiento al deber de habitar personalmente la vivienda -incluyendo a su grupo familiar-, encontrándose vacía o con personas distintas a los beneficiarios del subsidio estatal. Se ha dado incluso el caso de sectores costeros donde los propietarios arriendan las viviendas subsidiadas durante el verano o los fines de semana a turistas o veraneantes, desvirtuándose totalmente el propósito de esta ayuda estatal, esto es, contribuir a la obtención de una vivienda económica definitiva para familias que han asegurado tener graves problemas de carencia habitacional.

 



Lo anterior determinó que el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, mediante oficio N° 244, de 12 de abril de 2012, instruyera a los SERVIU regionales para que, en el ejercicio de sus facultades, iniciaran acciones judiciales dirigidas a obtener el reintegro del subsidio habitacional por parte de los infractores.

 



Vinculado a lo anterior, el Mensaje subraya que desde hace algunos años ha sido una preocupación constante del MINVU levantar catastros a nivel nacional, con el objetivo de contar con información actualizada acerca de la situación de ocupación de las viviendas. Así, se determinó a diciembre de 2011 un total de 3.857 viviendas no habitadas por sus beneficiarios, abordando en la actualidad dicha problemática con la contratación de un estudio a nivel nacional sobre la desocupación y mal uso de viviendas subsidiadas.  

 



Lo anterior, precisa, se ha traducido en la interposición, por parte de los SERVIU, de distintas acciones tendientes a la recuperación del subsidio entregado al propietario y no necesariamente a la restitución del inmueble, lo que debiera ocurrir para dar una solución habitacional a otras familias que sí requieren acceder a su vivienda definitiva, que es el objetivo y el espíritu de la normativa sobre la materia. 

 



La diversidad de acciones deducidas obedece fundamentalmente a que en los respectivos reglamentos de los Programas de Subsidio Habitacional no se contempló una fórmula única para demandar la restitución del beneficio. De hecho, el Ministerio y los SERVIU no son acreedores hipotecarios de los beneficiarios, como sí lo son los bancos que otorgan créditos hipotecarios que sirven de complemento al subsidio y al ahorro para la adquisición de una vivienda.

 



De ahí surge la necesidad de legislar sobre la materia, en términos de establecer que el subsidio, en caso de incumplimiento del beneficiario, será considerado un crédito, vinculando además dicha infracción a un procedimiento judicial que contemple las acciones adecuadas y otorgue a las entidades demandantes el derecho a concurrir de manera preferente en la adjudicación de la vivienda, a fin de recuperar el monto total del subsidio aplicado en la compraventa del inmueble, y reasignarlo a quien efectivamente cumpla con los requisitos para obtenerla.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL



El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo explicó que entre mayo de 2010 y diciembre de 2011 se elaboraron tres catastros nacionales respecto de la situación de las viviendas sociales. Estos arrojaron que sobre un universo de 72.288 viviendas 3.857 no estaban ocupadas por sus beneficiarios. 

 
 
En consideración a lo anterior, afirmó que el Ministerio ha estructurado un plan de trabajo sobre 4 líneas de acción, a saber:



- Revisión de la desocupación catastrada y definición de las respectivas acciones legales.



- Nuevo estudio a nivel nacional sobre la desocupación de viviendas (realizado por el DICTUC), que concluyó que proyectando los principales porcentajes, la ocupación irregular alcanza un 9,5%.



- Institucionalización de acciones permanentes de fiscalización por parte del Ministerio.



- Modificaciones legales.
 
 

En cuanto a la recuperación de viviendas, expresó que en el año 2010 se hizo una modificación del Reglamento del Fondo Solidario de Vivienda, que contempló los siguientes puntos:
 

- Obligación de los beneficiarios de subsidios de habitar la vivienda por un plazo de 5 años contados desde su entrega material.



- Prohibición de enajenar o celebrar actos que importen la cesión de su uso o goce.
 

- Constitución de hipoteca de primer grado en favor del SERVIU para asegurar el cumplimiento de las obligaciones señaladas precedentemente.

 

- Declaración jurada del postulante sobre su condición de vulnerabilidad; necesidad del subsidio; identificación del grupo familiar; veracidad de la información proporcionada y de la obligación de habitarla.

 

Indicó que las modificaciones antes planteadas se replicaron en el D.S. N° 49, relativo al Fondo Solidario de Elección de Vivienda, destinado a sectores vulnerables.



El señor Subsecretario observó que actualmente el MINVU participa en el otorgamiento de los subsidios para adquirir o construir una vivienda, pero que en ninguna etapa del proceso es dueña de ella. De hecho, puntualizó, la Secretaría de Estado comparece en la escritura de compraventa sólo para efectos de la constitución de la hipoteca.


 
Puso de relieve que, además, existe una dificultad práctica para ejecutar la hipoteca atendida sus especiales características, ya que no está asociada a un crédito exigible ni a un juicio hipotecario.



Añadió que el procedimiento para recuperar viviendas por parte del MINVU podría entenderse que afecta el derecho de propiedad, por lo que en ningún caso puede estar contenido en un reglamento.
 

Es así, dijo, como se concluyó que la única vía judicial posible era obtener la restitución del subsidio a través de un juicio ordinario, en el marco del cual el tribunal pondere el incumplimiento de la obligación y ordene la devolución de los montos entregados al beneficiario.

 

En consecuencia, se instruyó a los SERVIU para que iniciaran acciones mediante un juicio de cobro de pesos, existiendo actualmente 320 en trámite. Además, algunos SERVIU demandaron por la vía ejecutiva, con disímiles resultados.

 

Planteó que ante esta realidad, el Ejecutivo presentó la iniciativa en estudio para lograr la restitución de las viviendas en caso de infracción a los objetivos del subsidio, reasignándola a quien cumpla con los requisitos de necesidad habitacional, mediante un procedimiento de rápida tramitación. 

 

Luego, el señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo se refirió a la ley N° 17.635, destacando los siguientes aspectos:



a) Esta ley, de 1972, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos que se adeuden a las corporaciones de vivienda (CORVI, CORHABIT, CORMU y COU), de las que actualmente son sucesores legales los SERVIU, está vigente, pero en desuso.



b) Prevé un juicio ejecutivo especial conocido por los tribunales ordinarios de justicia en base a las normas de competencia.


c) Los títulos ejecutivos son nóminas de deudores confeccionadas por el Director del Servicio respectivo.


d) Las excepciones opuestas usualmente son incompetencia del tribunal; pago de la deuda; remisión; plazo pendiente; prescripción de la deuda o de la acción; no empecer el título al ejecutado; error de hecho en la confección de la nómina, y cosa juzgada.


e) La oposición se tramita en cuaderno separado, según las normas del Código de Procedimiento Civil.


f) El remate se efectúa sobre las bases propuestas por el Servicio en las que se indica el mínimo de las posturas, que no pueden bajar del valor de tasación del inmueble de que se trate. Los interesados están impedidos de adquirir más de una vivienda.


g) El Servicio puede convertirse en adjudicatario si no hubiere postores en la primera subasta, imputando al precio el monto del crédito.



h) La restitución del inmueble es fijada por el tribunal y debe producirse en un plazo no superior a seis meses ni inferior a treinta días.


i) Contra la sentencia definitiva procede el recurso de apelación, el que se concede en el solo efecto devolutivo. Las demás resoluciones son inapelables.


j) No procede el abandono de la instancia.


A continuación, el señor Subsecretario resaltó los cambios que se proponen a la mencionada ley a fin de que el procedimiento sea más expedito y oportuno, destacando que se elevan a rango legal las obligaciones asociadas al otorgamiento de un subsidio, esto es:

 

1.- Habitar la vivienda por un plazo de 5 años o el que fije cada reglamento.
 

2.- Darle un uso principalmente habitacional.
 

Se considera una contravención a lo anterior la vivienda sin moradores; la habitada de manera exclusiva y habitual por quienes no son miembros del grupo familiar declarado en la FPS; o bien, cuando se destina a un uso no habitacional (local comercial con reporte de beneficio pecuniario).

 

Sin embargo, hizo notar que se contemplan excepciones a esos deberes. En tal situación, el Director del SERVIU debe fundar la autorización para que la vivienda no sea ocupada por el beneficiario o por los miembros de su grupo familiar cuando posean trabajos transitorios; estén hospitalizados; se encuentren cumpliendo penas privativas de libertad o cuidando a un familiar enfermo, entre otros.


3.- Se sanciona la obtención de un subsidio de manera fraudulenta con la privación de la vivienda (artículo 470, número 8, del Código Penal).


 
Cuando se produzcan las infracciones señaladas, el subsidio se transforma en un crédito.



Además, las viviendas son puestas a disposición del Ministerio para la atención de personas con urgente necesidad habitacional, preferentemente de la comuna, según su antigüedad de postulación.

 


 Asimismo, el señor Subsecretario connotó que se incorporan nuevos títulos ejecutivos:
 
 
1. Escritura pública, más certificación de incumplimiento de la obligación.

 
Explicó que se propone que la certificación sea practicada por un Ministro de Fe designado para estos efectos por el Servicio, por un Notario Público o por un Oficial del Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas, a lo menos, cinco días hábiles en un período que no podrá ser inferior a dos meses. En cada visita se deja un aviso. Añadió que no se certifica una solicitud de autorización para casos debidamente justificados por resolución del Director SERVIU en los que se permita la exención de las obligaciones de habitar o destinar la vivienda a un uso principalmente habitacional, como se mencionó anteriormente.

 
 
2. Escritura pública y sentencia condenatoria firme de delito del artículo 470, número 8, del Código Penal:
 

Informó, en cuanto a la tramitación, que tratándose de los nuevos títulos ejecutivos que se incorporan no se aplica el procedimiento de remate y se establece la adjudicación directa al SERVIU. Se reducen los plazos de restitución a 90 días, y se prescribe la reasignación a personas con urgente necesidad habitacional, privilegiándose a familias que residan en la misma comuna y que cuenten con mayor antigüedad en la postulación. Para los títulos ejecutivos ya existentes en la ley N° 17.635,  (viviendas adquiridas con créditos SERVIU), serán adjudicatarios preferentes los respectivos Servicios si las posturas no superan el valor de tasación o no concurren postores, y aún en el caso de posturas superiores a dicho valor de tasación, si ésta fuere la más alta.



Por último, el señor Subsecretario formuló las siguientes conclusiones:
 

a) El proyecto de ley adapta una norma vigente a la realidad de la política habitacional actual.
 

b) Dota de una herramienta efectiva a la Administración para el buen resguardo de los recursos públicos.
 

c) Constituye una medida enmarcada en la mejora integral de la focalización del otorgamiento de subsidios habitacionales.
 

d) Crea una reserva de viviendas inmediata para atender casos de urgente necesidad habitacional calificados por el Ministerio.

 

El Honorable Senador señor Sabag manifestó su opinión favorable respecto de la presente iniciativa, ya que evitará los abusos que en ocasiones se presentan respecto de viviendas sociales. Recordó que estas siempre son insuficientes frente a la demanda de familias vulnerables.



El Honorable Senador señor Tuma preguntó qué ocurre con el propietario que desea instalar un pequeño almacén en su vivienda, y cómo se evitarán las persecuciones injustas en el caso de aquéllas no ocupadas por los beneficiarios del subsidio o por su grupo familiar.



El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo explicó que la prohibición consiste en que el dueño de una vivienda social no puede destinarla en forma exclusiva a una actividad comercial, lo que no impide, por cierto, vivir en la casa y explotar un comercio pequeño en ella.


Realzó la importancia de esta iniciativa, por cuanto actualmente no existe un procedimiento expedito que permita pesquisar abusos de los propietarios de viviendas sociales. Afirmó que muchos vecinos acusan a otros por no mantener habitada la vivienda asignada con subsidio estatal.



Enfatizó que la alternativa de efectuar la inscripción  de  la  propiedad  con  posterioridad  a  la  entrega de la vivienda -como algunos han sugerido- conlleva menos beneficios que asignar la vivienda debidamente inscrita, con obligaciones claras para el dueño y con el respetivo procedimiento sancionatorio en caso de incumplimiento.




En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Sabag anunció su voto favorable al proyecto de ley en estudio, destacando que tiene por objeto aplicar el procedimiento ejecutivo, dispuesto en la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro de créditos que se adeudan a las corporaciones de viviendas, que se encuentra vigente, pero que está en desuso por ser poco expedito y engorroso.





Aseveró que con la aprobación de esta iniciativa el Estado podrá recuperar aquellas viviendas subsidiadas que no han sido ocupadas de conformidad al ordenamiento jurídico, para asignarlas a las familias que realmente las necesiten.





Hizo un llamado a diferenciar los casos de viviendas sociales que no son habitadas por los beneficiarios o su grupo familiar o que son arrendadas a terceros, de aquéllos en que excepcionalmente se incumple este deber por causas justificadas, de manera que sean las personas que efectivamente abusan del sistema las que sean sancionadas. Añadió que se trata de castigar casos emblemáticos, denunciados por los propios vecinos, que constituyen un verdadero abuso respecto de los recursos públicos.





El Honorable Senador señor Tuma manifestó que en un principio tuvo ciertos reparos acerca de la iniciativa en estudio, específicamente sobre la forma de notificar a los afectados de la acción o de la demanda por parte del SERVIU. No obstante, señaló que esta inquietud estaría resuelta ante la posibilidad del beneficiario o de sus sucesores de solicitar al Servicio mencionado la exención del cumplimiento de las obligaciones acreditando ciertas causales.

- - -




- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas:

1) Agréganse en el artículo 1°, a continuación de la letra c), los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, pasando el actual segundo a ser inciso décimo:
“Podrá, además, interponer dicha acción para la restitución del subsidio si el beneficiario de un programa que permita la construcción o adquisición de una vivienda sin deuda incurriere en alguna de las siguientes situaciones:
i) Ser condenado por el delito contemplado en el artículo 470, número 8, del Código Penal, cuando éste se refiera a la obtención de un subsidio habitacional.
ii) No habitarla personalmente él o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años, contados desde su tradición o entrega material, si ésta última fuese anterior, o no darle un uso principalmente habitacional.
Para los efectos descritos en la letra precedente, se entenderá incurrir en la causal antes indicada cuando la vivienda se encuentre sin moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el beneficiario al momento de la postulación; o cuando la vivienda se destine a un uso no habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia su uso exclusivo como sede o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte beneficio pecuniario distinto de los fines para los cuales fue otorgado el subsidio.
Sólo en casos debidamente justificados, por resolución fundada del Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, a solicitud del beneficiario o de quien le suceda en sus derechos, aquel deberá autorizar la exención de las obligaciones establecidas en la letra ii) precedente.
Para tal efecto, constituirán causales de exención de tales obligaciones la circunstancia de que el beneficiario, o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar, que deba habitar la vivienda o hacer uso de ella, se encuentre realizando trabajos transitorios en otra localidad, hospitalizado, cumpliendo una pena privativa de libertad, o cuidando a un familiar cercano hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, entre otras.
Ingresada la solicitud de autorización, el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días hábiles. Si transcurrido dicho plazo no hubiese pronunciamiento, se entenderá que la autorización ha sido otorgada. No podrán iniciarse los procedimientos de certificación ni de embargo que contempla esta ley, mientras se encuentre pendiente la autorización.
Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la solicitud de autorización podrá interponerse una vez iniciado cualquiera de los referidos procedimientos. En este último caso, el Servicio, o en su defecto el aparente o presunto infractor, deberá solicitar la suspensión del mismo, pudiendo solo reiniciarse una vez resuelta la petición de este último.
Si una vez iniciado el procedimiento de ejecución se otorga y acompaña la autorización, deberá dictarse sentencia absolutoria.
El beneficiario infractor se entenderá deudor del monto del subsidio otorgado y el Servicio, a su vez, acreedor del mismo.”.

2) Reemplázase, en la letra b) del artículo 3°, la expresión “que contenga la nómina” por “que contengan los títulos ejecutivos”.

3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 4°:
a) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “La nómina podrá contener” por “Los títulos ejecutivos podrán contener”.
b) Intercálanse, a continuación de su inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, pasando el actual tercero a ser undécimo:
“Constituirán título ejecutivo, para los casos contemplados en la letra i) del artículo 1°, la sentencia firme o ejecutoriada que condene al beneficiario del subsidio, junto con la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda.
Tratándose del incumplimiento descrito en la letra ii) del artículo 1°, constituirán título ejecutivo la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda, junto con el certificado al que se refiere el inciso siguiente.
Se certificará el incumplimiento de la obligación a que se refiere la letra ii) del artículo 1°, indistintamente, por un ministro de fe especialmente designado para estos efectos por el Servicio, por un notario público o por un oficial del Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles, en un período que no podrá ser inferior a dos meses.
En cada visita practicada se entregará un aviso en el que se indicará el nombre de la persona que debe dar cumplimiento a las mencionadas obligaciones, así como el derecho que le asiste de solicitar la autorización establecida en el artículo 1°.
Este aviso se entregará a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada y, si nadie hay allí, se fijará en la puerta.
Acreditado el incumplimiento en las tres visitas, el ministro de fe respectivo emitirá el correspondiente certificado.
En ningún caso podrá certificarse el incumplimiento estando pendiente de resolución la solicitud de autorización.
En todo caso, previo al inicio del procedimiento de certificación, el ministro de fe deberá solicitar al director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo un certificado en el que conste que no existen solicitudes de autorización pendientes de conocimiento y resolución.”.

4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “la nómina en que la funde, la” por “el título ejecutivo en que la funde, el”.

b) Sustitúyese, en su inciso tercero, la frase “la nómina respectiva, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores.” por la siguiente: “el título ejecutivo respectivo, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores, cuando se trate de una nómina.”.

5) Suprímese el artículo 6°.

6) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 7°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

7) Agrégase en el artículo 8°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

8) Agrégase, en el inciso primero del artículo 9°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

9) Intercálase, entre los artículos 9° y 10, el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- El requerimiento de pago de la obligación derivada de las infracciones contenidas en las letras i) y ii) del artículo 1°, se efectuará conforme a lo establecido en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, indicándose para estos efectos el día, hora y lugar para practicarlo. Si el deudor no concurriere a esta citación, el embargo se efectuará inmediatamente y sin más trámite.”.

10) Agrégase, en el inciso primero del artículo 10, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

11) Sustitúyese en el artículo 11 el vocablo “departamento”, las dos veces que aparece, por la expresión “territorio jurisdiccional”.

12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:
“Artículo 12.- En estos juicios sólo podrán oponerse las siguientes excepciones:
1a.- La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda.

2a.- El pago de la deuda.

3a.- La remisión por ley de la misma.

4a.- La existencia de plazo pendiente para el pago de ella, si procediere.

5a.- La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva.

6a.- La de no empecer el título al ejecutado, por error de hecho en la confección del título ejecutivo, si se trata de aquellos cuya confección corresponde al Servicio.

7a.- Que la certificación no se haya efectuado de conformidad al inciso quinto del artículo 4°, pero en ningún caso podrá discutirse la existencia de la obligación en virtud de la interposición de las excepciones 6ª y 7ª.

8a.- La transacción.

9a.- La autorización otorgada por el Director del Servicio, según lo dispuesto en el artículo 1°.

10a.- La cosa juzgada.
Para que sean admitidas a tramitación, las excepciones deberán fundarse en algún antecedente escrito o aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal las desechará de plano.
La prescripción de la acción ejecutiva correrá desde la fecha de vencimiento del plazo convencional que rija para el pago total de la obligación, desde la certificación practicada conforme al inciso quinto del artículo 4°, o del que estableciere la ley.”.
13) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 14:

a) Suprímese en su inciso primero la expresión “, en cuaderno separado”.

b) Elimínase en su inciso final la expresión “, si no hubiere hecho dicha designación”.

14) Intercálase, entre los artículos 15 y 16, el siguiente artículo 15 bis:
“Artículo 15 bis.- El procedimiento de remate establecido en los artículos 16 al 22 no se aplicará tratándose de acciones interpuestas en virtud de los títulos ejecutivos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo 4°.
En dichos casos, con el solo mérito de la resolución que ordenó requerir de pago y proceder al embargo, o de la sentencia definitiva que falló las excepciones opuestas por el ejecutado, en su caso, el tribunal dispondrá la adjudicación de la propiedad embargada al Servicio de Vivienda y Urbanización correspondiente, para lo cual extenderá la respectiva escritura de adjudicación.
Para los efectos de este artículo, el valor de tasación del inmueble adjudicado será el equivalente al monto del subsidio otorgado, más los aportes complementarios de otros organismos de la Administración del Estado, si los hubiere, restituyéndose el ahorro aportado por el beneficiario, si fuere el caso.
Si el ejecutado paga la deuda y las costas, pendiente el plazo que fije el tribunal para extender la referida escritura, el que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, se declarará sin efecto la adjudicación.”.

15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 16:

a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de una nómina de los deudores que hasta entonces se encuentren morosos y contra” por la siguiente: “del título ejecutivo que corresponda en contra de”.

b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

16) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 17, las expresiones “del departamento” por “de la provincia” y “cabecera de la provincia, si en aquél no lo hubiere” por “capital regional, si en aquella no hubiere”; y sustitúyese la oración “Si los bienes estuvieren ubicados en un departamento distinto de aquel en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en él.” por la siguiente: “Si los bienes estuvieren ubicados en una provincia distinta de aquella en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en ésta.”.

17) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “la nómina” por “el título ejecutivo”.

18) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:
“Artículo 19.- Los postores concurrentes a la subasta realizarán sus posturas, y si ninguna de ellas supera el valor de tasación, o no concurriere ningún postor al remate, el Servicio ejecutante se adjudicará en ese valor el inmueble. En este caso, el Servicio pagará el precio, imputando al mismo el monto del respectivo crédito, con reajustes, consignando el saldo y, en cualquier caso, el ahorro aportado por el beneficiario al momento de la asignación del subsidio, si lo hubiere, en el tribunal, dentro del plazo que éste fije, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días.
Asimismo, podrá el Servicio participar en la subasta, aun cuando hubiere posturas que superen el valor de tasación. En este caso, se adjudicará el inmueble si su postura fuere la más alta. Si el Servicio no se adjudicare el inmueble, el postor que ofrezca el mayor valor en el remate podrá adjudicarse el inmueble, consignando en el tribunal el precio ofrecido, del que deberá pagarse al Servicio el monto correspondiente a su crédito, y al beneficiario deberá restituírsele el ahorro aportado al momento de la asignación del subsidio, ambos debidamente reajustados, y el saldo, dentro del plazo que fije el tribunal, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días. Si el ejecutado paga la deuda pendiente el plazo, se declarará sin efecto la adjudicación.”.

19) Reemplázase en el artículo 23 el guarismo “seis” por “tres”.

20) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 24:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “, el que se concederá en el solo efecto devolutivo”.

b) Suprímese el inciso tercero.

21) Reemplázase en el artículo 27 la expresión “de la instancia” por “del procedimiento”.

22) Agréganse los siguientes artículos 28, 29 y 30:

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de esta ley se pondrán a disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro del plazo de noventa días, las asigne a personas que se encuentren en situación de urgente necesidad habitacional, privilegiándose a aquellas familias que residen en la misma comuna en que se encuentren situadas las viviendas adjudicadas, así como aquellas que presentan una mayor antigüedad en la postulación a los programas habitacionales del ministerio. Esta asignación se publicará en un diario de circulación regional o comunal, para fines de publicidad.

Artículo 29.- Las viviendas construidas o adquiridas con la aplicación de subsidios habitacionales de programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán afectas a la prohibición de celebrar actos y contratos durante los plazos que se indiquen en los respectivos reglamentos que regulen dichos programas y deberán inscribirse en el Registro de Prohibiciones e Interdicciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo.

Artículo 30.- En los procedimientos ejecutivos que se originen por aplicación de la presente ley, no se condenará en costas al ejecutado, salvo que el tribunal estime que no tuvo motivo plausible para litigar.”.”.

- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 17 de diciembre de 2013 y 7 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martin (Presidenta), y señores Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela, Hosain Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2014

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ORPIS, ROSSI Y URIARTE, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 4°, 50 Y 54 DE LA LEY N° 20.000, QUE SANCIONA EL TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTRÓPICAS, RELATIVOS AL MICROTRÁFICO Y CONSUMO DE DICHAS SUSTANCIAS
(9235-07)

FUNDAMENTOS.
Un enfoque correcto para abordar con éxito el problema de la droga consiste en elaborar políticas públicas orientadas a incidir sobre tres variables esenciales. Reducir la oferta, la demanda y hacernos cargos de rehabilitar a las víctimas.

El fracaso a nivel mundial se produce porque precisamente en muchos países el esfuerzo se concentró mayoritariamente en abordar la oferta (tráfico). Se ha demostrado que por eficientes que sean las Policías no llegan a decomisar más allá del 20% de la droga. Por lo tanto, el 80% sigue llegando al consumidor final. Por eso para tener éxito es fundamental abordar la oferta y demanda con igual intensidad.

La demanda de droga tiene directa relación con los niveles de consumo y corno a partir de la prevención y rehabilitación es posible reducirlos.

En materia de consumo Chile tiene serios problemas. Nuestro país tiene los índices más altos de Latinoamérica, sus niveles son críticos especialmente a nivel escolar. El gran problema de Chile son sus altos niveles de consumo.

Desde el año 1995 se vienen realizando estudios oficiales generales de la población escolar por curso. Sólo en 1999 se efectúo un estudio comunal (no fue por curso, sino que sus resultados se promediaron entre 8 básico y cuarto medio).

Como lo muestra la serie histórica, el consumo de marihuana entre 1995 y 2011 tuvo un aumento muy significativo. Sin embargo, lo más delicado radica en que los mayores aumentos de consumo de drogas se producen en los cursos inferiores (8° básico y primero medio).
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Al comparar los resultados de 1995 y 2011 se puede constatar que el mayor aumento en el consumo se marihuana se produjo en 8° básico. Parte en 1995 con un consumo de un 3% para terminar la serie en 2011 en un 10,5%, es decir tuvo un aumento de un 250%. En primero medio fue de un 130%, en segundo medio de un 114%, en tercero medio de un 45,6% y en cuarto medio de un 13,6%. La serie histórica nos está indicando que el consumo a nivel escolar en vez de retardarse se ha adelantado dos años al comparar las cifras de 1995 con el 2011.

La misma tendencia se observa con la cocaína. Los mayores aumentos se producen en los cursos inferiores.
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DIFERENCIA CONSUMO DE COCAINA ESTUDIOS 1995-
2009 - 8 BASICO 4 MEDIO

En 8° Bésico aumenta en un 166% entre 1995- 2009. En primero medio un 244%. En tercero medio
un 28,1%y en cuarto medio un 19,4%.

En el caso de la pasta base, los aumentos de consumo se distribuyen en todos los cursos.




En 8° Básico aumenta en un 166% entre 1995- 2009. En primero medio un 244%. En tercero medio un 28,1% y en cuarto medio un 19,4%.

En el caso de la pasta base, los aumentos de consumo se distribuyen en todos los cursos.
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En 8° Bésico aumenta en un 90,9%; Primero medio un 250%; Segundo medio un 210%; Tercero
medio un 71,4% y cuartomedio un 200%.

Es tan urgente y delicado el problema de consumo de drogas y alcohol a nivel escolar ue resulta
fundamental sacar adelante el proyecto de ley que consagra la prevencion de drogas y alcohol
como materia obligatoria en todos los niveles de ensefianza. Esta iniciativa ya fue aprobada en el

Senado y actualmente se encuentra en tramitacién en la Cdmara de Diputados.

Estas cifras no hacen més que ratificar que la reduccién de la demnada no ha tenido grandes
efectos y que las politicas de prevencin no han dado resultado especialmente a nivel escolar. Por
esta razon es urgente intensificar los programas de prevencién considerando que el 25% de la

desercién se produce por el consumo de alcohol y drogas.

Para enfrentar el tema de la oferta, el 16 de febrero de 2005 se publicé la ley 20.000, la cual

sanciona el trifico ilicito de estupefacientes y sustancias sicotrépicas.

Como su nombre lo sefiala de manera explicita, su objetivo principal es sancionar el “tréfico ilicito

de estupefacientes” para controlar y reducir |a oferta de droga.




En 8° Básico aumenta en un 90,9%; Primero medio un 250%; Segundo medio un 210%; Tercero medio un 71,4% y cuarto medio un 200%.

Es tan urgente y delicado el problema de consumo de drogas y alcohol a nivel escolar que resulta fundamental sacar adelante el proyecto de ley que consagra la prevención de drogas y alcohol como materia obligatoria en todos los niveles de enseñanza. Esta iniciativa ya fue aprobada en el Senado y actualmente se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados.

Estas cifras no hacen más que ratificar que la reducción de la demanda no ha tenido grandes efectos y que las políticas de prevención no han dado resultado especialmente a nivel escolar. Por esta razón es urgente intensificar los programas de prevención considerando que el 25% de la deserción se produce por el consumo de alcohol y drogas.

Para enfrentar el tema de la oferta, el 16 de febrero de 2005 se publicó la ley 20.000, la cual sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Como su nombre lo señala de manera explícita, su objetivo principal es sancionar el “tráfico ilícito de estupefacientes” para controlar y reducir la oferta de droga.

Aborda el tema del consumo en el artículo 50 y siguientes. Lo sanciona como falta y no como delito en la medida que vaya teniendo una dimensión pública. Se establecen tres categorías:

- El consumo público es sancionado como falta.

-El consumo privado no está sancionado.

-El consumo para fines médicos está expresamente permitido.

El propósito de este cuerpo legal es reducir la oferta de droga y por lo tanto concentrar el esfuerzo policial e investigativo en el tráfico y otras figurar delictivas. El consumidor es la víctima.

La ley 20.000 lleva prácticamente una década de aplicación. La pregunta relevante que nos deberíamos plantear es. ¿Se cumplió efectivamente el propósito del legislador?, es decir: ¿Se redujo la oferta de droga producto del combate al narcotráfico?

Si se comprueba la hipótesis en el sentido que la reducción de la oferta efectivamente proviene del combate al narcotráfico, se habría cumplido el objetivo de la ley.

Si por contrario, parte de la reducción de la oferta se ha logrado sancionando al consumidor, se habría alterado completamente el sentido de la ley.

Para responder esta pregunta analizaremos tres variables. Que ha ocurrido con los detenidos con motivo de la aplicación de la ley, con las sentencias condenatorias y los decomisos.

I.-DETENIDOS:

Como lo muestra el cuadro siguiente, al analizar la serie histórica de acuerdo a la información publicada por el Ministerio del Interior y recogida en el balance delictual año 2012 de la Fundación Paz Ciudadana, el número total de detenidos por aplicación de la ley de drogas aumentó desde 18. 160 en el 2005 a 85.023 el 2012, es decir un 368%.
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Al desagregar las razones de la detencion, se puede apreciar como en el 2005 numero de

detenidos por porte, trafico y consumo eran muy similares.

Salvo lo ocurrido en el 2006, entre 2005 y 2007 el nivel de detenciones por tréfico y porte
mantienen esta tendencia. Mas atin, el mayor aumento entre 2006 y 2007 se produjo por tréfico.

Si congeléramos el andlisis en el 2007, llegariamos a la conclusién que la ley 20.000 estaba
cumplimiento su objetivo, es decir sancionar “el trifico”. De hecho las detenciones por consumo

bajaron.

Sin embargo, a partir de 2007 se produce un fuerte cambio de tendencia. Como lo muestra el
cuadro siguiente, entre 2007 y 2012 Las detenciones por porte aumentan en un 349%, mientras
que las por tréfico lo hacen sélo en un 80% y las por consumo en un 228%. Es decir, los mayores

aumentos de detenciones en relacién a las detenciones totales son por porte y consumo




Al desagregar las razones de la detención, se puede apreciar como en el 2005 número de detenidos por porte, tráfico y consumo eran muy similares.

Salvo lo ocurrido en el 2006, entre 2005 y 2007 el nivel de detenciones por tráfico y porte mantienen esta tendencia. Más aún, el mayor aumento entre 2006 y 2007 se produjo por tráfico. Si congeláramos el análisis en el 2007, llegaríamos a la conclusión que la ley 20.000 estaba cumplimiento su objetivo, es decir sancionar “el tráfico”. De hecho las detenciones por consumo bajaron.

Sin embargo, a partir de 2007 se produce un fuerte cambio de tendencia. Como lo muestra el cuadro siguiente, entre 2007 y 2012 Las detenciones por porte aumentan en un 349%, mientras que las por tráfico lo hacen sólo en un 80% y las por consumo en un 228%. Es decir, los mayores aumentos de detenciones en relación a las detenciones totales son por porte y consumo
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Al utilizar como fuente el Ministerio Público cambia el número de detenidos. El Ministerio Público no incorpora la categoría “detención por consumo” (sostiene que los consumidores son citados y no detenidos). Por lo tanto, se centra en tres categorías. Detenciones por tráfico, micro-tráfico y otros delitos.

[image: image28.png]Al utilizar como fuente el Ministerio Péblico cambia el nimero de detenidos. El Ministerio Pablico
no incorpora la categoria “detencién por consumo” (sostiene que los consumidores son citados y
no detenidos). Por lo tanto, se centra en tres categorias. Detenciones por trafico, micro-trafico y

otros delitos.
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De acuerdo a esta informacion, el ndmero total de detenciones entre 2009-2012 aument6 un 21%.

Evolucién en % detenidos tot . y sep. por tréfico-
microtrafico y otros delitos 2009-2012
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Fuente: Ministerio Publico.
Los datos del Ministerio Publico en esencia no cambian cualitativamente respecto a los emitidos

por Paz Ciudadana. El Ministerio Pablico nos muestra al comparar el afio 2009-2012 , que la




De acuerdo con esta información, el número total de detenciones entre 2009-2012 aumento un 21%.
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De acuerdo a esta informacion, el ndmero total de detenciones entre 2009-2012 aument6 un 21%.

Evolucién en % detenidos tot . y sep. por tréfico-
microtrafico y otros delitos 2009-2012

microtréfico
| mseriest 347

Fuente: Ministerio Publico.
Los datos del Ministerio Publico en esencia no cambian cualitativamente respecto a los emitidos

por Paz Ciudadana. El Ministerio Pablico nos muestra al comparar el afio 2009-2012 , que la




Los datos del Ministerio Público en esencia no cambian cualitativamente respecto a los emitidos por Paz Ciudadana. El Ministerio Público nos muestra al comparar el año 2009-2012, que la mayor caída se produce en las detenciones por tráfico (-11). En la información entregada por Paz Ciudadana, el menor aumento se produce en las detenciones por tráfico. El Ministerio Público establece que el mayor aumento se produce en las detenciones por micro-tráfico (34,7%). Coincide con Paz Ciudadana (lo denomina porte). Aun cuando en la información del Ministerio Público bajo el rótulo “otros delitos” se produce un aumento de un 44,3%, al desagregar esa cifra con certeza cada una de las detenciones especificando los delitos será inferior a las detenciones por el delito de micro-tráfico.
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Ciudadana, el menor aumento se produce en las detenciones por trafico. El Ministerio Pablico
establece que el mayor aumento se produce en las detenciones por micro-trifico (34,7%).
Coincide con Paz Ciudadana (lo denomina porte). Aun cuando en la informacién del Ministerio
Publico bajo el rétulo “otros delitos” se produce un aumento de un 44,3%, al desagregar esa cifra
con certeza cada una de las detenciones especificando los delitos serd inferior a las detenciones

por el delito de micro-trafico.
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Producida una detencién por alguno de los delitos contemplados en la ley de drogas, el Ministerio
Publico determina quienes pasan a control de detencién y quienes son citados o no(sin control de

detencién).

Del total de detenidos, entre el 63,2% y el 66,8% dependiendo el afio, pasaron a control de
detencion y entre un 33% y un 36% no lo hicieron. Es decir més de un tercio fueron sélo citados o

incluso sus procesos fueron archivados.

En sintesis, se puede constatar un aumento explosivo a partir de 2007 en las detenciones por

porte (Ministerio del Interior) y un menor aumento de las detenciones por trafico. Tratandose de




Producida una detención por alguno de los delitos contemplados en la ley de drogas, el Ministerio Público determina quienes pasan a control de detención y quienes son citados o no (sin control de detención).

Del total de detenidos, entre el 63,2% y el 66,8% dependiendo el año, pasaron a control de detención y entre un 33% y un 36% no lo hicieron. Es decir más de un tercio fueron sólo citados o incluso sus procesos fueron archivados.

En síntesis, se puede constatar un aumento explosivo a partir de 2007 en las detenciones por porte (Ministerio del Interior) y un menor aumento de las detenciones por tráfico. Tratándose de la información entregada por el Ministerio Publico, se observa una caída en las detenciones por tráfico (2009-2012) y más de un 30% de los detenidos no va a control de detención (33% a 36%).

Efectuada la detención comienza la investigación. Puede finalizar de distintas tres maneras: Desde no iniciar la investigación hasta una sentencia condenatoria o absolutoria, pasando por el principio de oportunidad y la suspensión condicional del procedimiento.

II.-SENTENCIAS

De acuerdo a un informe entregado por el Ministerio Público con fecha 23 de Septiembre de 2013 suscrito por don Pedro Bueno Figueroa, Director Ejecutivo Nacional Ministerio Público, el detalle de las sentencias entre 2009 y 2012 es el siguiente:
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Ia informacién entregada por el Ministerio Publico, se observa una caida en las detenciones por

tréfico (2009-2012) y més de un 30% de los detenidos no va a control de detencién (33% a 36%).

Efectuada la detencién comienza la investigacién. Puede finalizar de distintas tres maneras: Desde
no iniciar la investigacién hasta una sentencia condenatoria o absolutoria, pasando por el principio
de oportunidad y la suspensién condicional del procedimiento.

11.-SENTENCIAS

De acuerdo a un informe entregado por el Ministerio Publico con fecha 23 de Septiembre de 2013
suscrito por don Pedro Bueno Figueroa, Director Ejecutivo Nacional Ministerio Publico, el detalle

de las sentencias entre 2009 y 2012 es el siguiente:

Numero de Sentencias condenatorias faltas y delitos ley 20000
afios 2009/10/11/12

faltas( 50-
51)

trafico (3) | micro-traf(4) | otros delit

4506 5465 2284
4510 5808
4338 6486

%2011
w2012| 4014 6487

37289
34905

Fuente: Ministerio Publico.
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Como puede observarse en cuadro anterior, sobre el 70% de las sentencias que se dictan en Chile
corresponden a faltas del articulo 50 y 51 (consumo en lugares piblicos). Seguramente, cuando en
el 2007 la brecha entre los detenidos por trifico y porte era muy estrecha, estamos seguros que

las sentencias por faltas porcentualmente eran muy inferiores al 70%.
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Como puede observarse en cuadro anterior, sobre el 70% de las sentencias que se dictan en Chile corresponden a faltas del artículo 50 y Si (consumo en lugares públicos). Seguramente, cuando en el 2007 la brecha entre los detenidos por tráfico y porte era muy estrecha, estamos seguros que las sentencias por faltas porcentualmente eran muy inferiores al 70%.
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2012 cae en un 7,4%. Y al comparar el 2009 con el 2012 la caida es de un 12,2%.
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Entre el afio 2009-2010 la sentencias condenatorias mantuvieron su porcentaje. Entre

2010 y 2011 el porcentaje de sentencias condenatorias cae en un 3,8%. Entre el 2011 y




Entre el año 2009-2010 la sentencias condenatorias mantuvieron su porcentaje. Entre 2010 y 2011 el porcentaje de sentencias condenatorias cae en un 3,8%. Entre el 2011 y 2012 cae en un 7,4%. Y al comparar el 2009 con el 2012 la caída es de un 12,2%.
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2012 cae en un 7,4%. Y al comparar el 2009 con el 2012 la caida es de un 12,2%.
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Entre el 2009 con el 2010 el porcentaje de sentencias condenatorias (microtráfico) aumentó en un 6,28%. Entre el 2010 con el 2011 aumentó en un 11,6%. Entre 2011-2012 no experimentó ningún aumento. Al comparar 2009-2012, aumentó en un 18,7%.-

[image: image36.png]13
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La Iégica de la ley es controlar la oferta de droga sancionando el trafico ilicito. Por lo tanto, los
mayores aumentos tanto en detenidos como en sentencias deberian estar en el trafico y micro-

tréfico de drogas, o al menos debiese existir una relacién estrecha entre ellos. Al comienzo era asi.

Al observar las tendencias de las sentencias condenatorias, tanto para los delitos como para las

faltas, entre los afios 2011 y 2012, el delito de trafico y las faltas experimentan caidas

significativas. El delito de micro-trafico se estabilizd y los otros delitos tuvieron un aumento

significativo.

Sintesis sentencias:
.~El delito de trafico es la Gnica figura penal que en el periodo analizado nunca aumenté el
numero de sentencias condenatorias (2009-2010-2011-2012). Al revés, experimenté una
permanente caida.
.- El nimero de sentencias condenatorias por delito de microtrafico se estabilizé en los dos

ultimos afios.




La lógica de la ley es controlar la oferta de droga sancionando el tráfico ilícito. Por lo tanto, los mayores aumentos tanto en detenidos como en sentencias deberían estar en el tráfico y micro-tráfico de drogas, o al menos debiese existir una relación estrecha entre ellos. Al comienzo era así.

Al observar las tendencias de las sentencias condenatorias, tanto para los delitos como para las faltas, entre los años 2011 y 2012, el delito de tráfico y las faltas experimentan caídas significativas. El delito de micro-tráfico se estabilizó y los otros delitos tuvieron un aumento significativo.

Síntesis sentencias:

-El delito de tráfico es la única figura penal que en el periodo analizado nunca aumentó el número de sentencias condenatorias (2009-2010-2011-2012). Al revés, experimentó una permanente caída.

- El número de sentencias condenatorias por delito de microtráfico se estabilizó en los dos últimos años.

Las dos principales figuras penates de la ley de drogas, experimenta una caída permanente tráfico) o se estabilizan (microtráfico).

De un total de 50.628 sentencias condenatorias (incluyendo delitos y faltas) 34.905 corresponden sólo a faltas (71,8%). Significa que gran parte del esfuerzo policial se concentró en detener y citar a la justicia a quienes portaban pequeñas cantidades, que al final terminaron siendo sancionados con las faltas de los artículos. 50 y siguientes de la Ley, esto es por consumo y no como micro-traficantes.

III.-DECOMISOS.-

Un tercera variable de analizar respecto del control de la oferta tiene que ver con la cantidad de droga decomisada.
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De un total de 50.628 sentencias condenatorias (incluyendo delitos y faltas) 34.905
corresponden sélo a faltas ( 71,8%). Significa que gran parte del esfuerzo policial se concentré en
detener y citar a la justicia a quienes portaban pequefias cantidades, que al final terminaron
siendo sancionados con las faltas de los articulos. 50 y siguientes de la Ley, esto es por consumo y
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111.-DECOMISOS.-
Un tercera variable de analizar respecto del control de la oferta tiene que ver con la cantidad de

droga decomisada.
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De acuerdo a este informe efectivamente se produce un aumento de decomisos entre 2010 y
2012 en un 51,4%. En términos geograficos, durante este periodo el mayor aumento se produce

en el norte del pais (92,7%)




De acuerdo a este informe efectivamente se produce un aumento de decomisos entre 2010 y 2012 en un 51,4%. En términos geográficos, durante este periodo el mayor aumento se produce en el norte del país (92,7%)
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Como se observa en el cuadro anterior, en el afio 2010 los decomisos de cannabis sativa y cocaina
base eran relativamente similares. En el 2011 se produjo un fuerte aumento de los decomnisos de

cannabis y se reducen los decomisos de cocaina base y de cocaina.

Lo importante seria determinar el origen de los decomisos especialmente en el caso de la

cannabis. Es decir, si ellos provinieron de operaciones directas del narcotréfico, micro-trafico o de
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Como se observa en el cuadro anterior, en el año 2010 los decomisos de cannabis sativa y cocaína base eran relativamente similares. En el 2011 se produjo un fuerte aumento de los decomisos de cannabis y se reducen los decomisos de cocaína base y de cocaína.

Lo importante sería determinar el origen de los decomisos especialmente en el caso de la cannabis. Es decir, si ellos provinieron de operaciones directas del narcotráfico, micro-tráfico o de quienes fueron detenidos por portar pequeñas cantidades y que finalmente fueron sancionados no como micro-traficantes sino con alguna de las faltas de los artículos 50 y siguientes de la ley.

CONTROL DE LA OFERTA.-

De análisis de las tres variables anteriores (detenidos, sentencias condenatorias y decomisos) se puede comprobar que el control de oferta se está materializando no sólo a través de operaciones en contra del narcotráfico o micro-tráfico, sino que en un porcentaje cada vez mayor (a partir de 2007) entre quienes portan pequeñas cantidades y que terminan siendo sancionados por consumo y no por microtráfico.

La modificación de la ley 20.000 debe apuntar a garantizar que el control de la oferta provenga del narcotráfico o el micro-tráfico y a las víctimas de la droga, los consumidores, asegurarles prevención y rehabilitación.

El artículo 4°, es decir “porte de pequeños cantidades” tiene una norma general y dos excepciones. 1.- La norma general sanciona como delito “El que, sin la competente autorización posea, transporte, guarde o porte consigo pequeñas cantidades de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, productoras de dependencia física o síquica, o de materias primas que sirvan para obtenerlas, sea que se trate de las indicadas en los incisos primero o segundo del artículo 1°, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de diez a cuarenta unidades tributarias mensuales, a menos que justifique que están destinadas a la atención de un tratamiento médico o a su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo. En igual pena incurrirá el que adquiera, transfiera, suministre o facilite a cualquier título pequeñas cantidades de estas sustancias, drogas o materias primas, con el objetivo de que sean consumidas o usadas por otro.” Esta norma sanciona el microtráfico.

La norma establece dos excepciones:

1.- Cuando el porte esté destinado a un tratamiento médico, en cuyo caso no se aplica pena alguna (artículo 50).

3.- Cuando el porte está destinado al consumo personal, exclusivo y próximo en el tiempo, en cuyo caso se aplica una multa, trabajo en beneficio de la comunidad o derivación a un programa de prevención o rehabilitación, si el consumo se realizó en lugares públicos, no existiendo ninguna sanción si el consumo es personal, exclusivo y próximo en el tiempo de manera privada e individual. (Art. 50-51).

El espíritu de la norma establecida en el artículo 4° de la ley 20.000 es perseguir al microtraficante y no a los consumidores. Por lo tanto, lo lógico debería ser que quienes son detenidos por el artículo 49 de la ley 20.000 terminen siendo condenados por microtráfico y de manera excepcional se sancione a los consumidores que lo han hecho en lugares públicos, según el artículo 50° y siguientes de la misma ley.

Las cifras demuestran que la excepción se habría transformado en la regla general.

Por lo tanto se ha considerado fundamental volver al sentido original del artículo 4°, como herramienta para combatir la oferta a través del microtráfico y desarticular las redes que se han masificado a través de todo el país.

La presente modificación apunta a garantizar que las figuras penales se concentren en combatir el tráfico y el microtráfico y que el consumidor sea tratado con un enfoque de salud.

Por esta razón, en primer lugar tratándose del consumidor, se eliminan en el art. 50 las multas y trabajo en beneficio de comunidad y sólo se consagra como como medida la prevención y rehabilitación dependiendo los niveles de adicción.

Respecto del microtráfico, a partir de la modificación del artículo 40, se concentra única y exclusivamente a perseguir a quienes trafican pequeñas cantidades e impedir que con motivo del microtráfico se termine persiguiendo a los consumidores.

El problema del artículo 4 se genera con “la posesión o porte de droga de pequeñas cantidades”. Tal como se demostró en los fundamentos, gran parte de quienes eran detenidos como supuesto microtraficantes por porte, terminaban sancionados como consumidores.

Basándonos en dichos antecedentes (que la mayoría es sancionado por consumo) lo que hace esta modificación legal es radicar la “posesión o porte de pequeñas cantidades” en el art 50° de la Ley, sancionando a quién porta pequeñas cantidades como consumidor con rehabilitación o prevención de droga, salvo que el Ministerio Público demuestre que no es consumo sino microtráfico, en cuyo caso se vuelve al artículo 4°.

PROYECTO DE LEY

Para reemplazar el e artículo 4° de la ley 20.000 por el siguiente.

ARTICULO 4°
“El que, sin la competente autorización trafique pequeñas cantidades bajo cualquier título de las sustancias señaladas en el artículo 1° o con las materias primas que sirvan para obtenerlas será castigado con la pena de presidio menor en grado medio a máximo y multa de diez a cuarenta UTM mensuales.

Con la misma pena se castigará a quienes por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales sustancias.

Se entenderá que trafican pequeñas cantidades el que sin contar con la autorización competente, importen, transporten, adquieran para comercializar, transfieran, sustraigan, suministren o guarden tales sustancias o las materias primas

Se reemplazará el artículo 50° por el siguiente.

ARTICULO 50.-

“Los que consumieren alguna de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 12, en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música; o en establecimientos educacionales o de capacitación, serán sancionados con la pena de asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por sesenta días, o tratamiento de rehabilitación en instituciones autorizadas por el Servicio de Salud competente. Para estos efectos, el Ministerio de Salud o el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol deberán asignar preferentemente los recursos que se requieran.

Se aplicará como pena accesoria, en su caso, la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por un plazo máximo de seis meses. En caso de reincidencia, la suspensión será de hasta un año y en caso de reincidencia nuevamente, podrá extenderse hasta por dos años. Esta medida no podrá ser suspendida, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal.

“Idénticas penas se aplicarán a quienes tengan o porten en tales lugares las drogas o sustancias antes indicadas, salvo que se acredite que dicha posesión o tenencia está destinada a traficar pequeñas cantidades o cuando la calidad o pureza de la droga poseída, transportada, guardada o portada no permita racionalmente suponer que está destinada al uso o consumo descrito o cuando de las circunstancias de la posesión, transporte, guarda o porte se deduzca el propósito de traficar a cualquier título, en cuyo caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 4°.

Se entenderá justificado el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas sustancias para la atención de un tratamiento médico”.

Para sustituir los incisos 1° y 2° del artículo 54° por los siguientes:

Inciso primero.-

“Las faltas a que aluden los arts. 50° y 51° serán de conocimiento del juzgado de garantía competente. La tramitación de dicha falta se realizará conforme al procedimiento monitorio de conformidad al artículo 392° del Código Procesal Penal y las siguientes modificaciones:

a.- En el requerimiento que da inicio a este procedimiento el Fiscal indicará la duración del programa de prevención o tratamiento de rehabilitación en su caso que solicitara imponer con los límites temporales a que se refiere el artículo 50°

b.- Si el juez estimaré suficiente fundado, el requerimiento y la proposición del Fiscal de rehabilitación y rehabilitación, deberá acogerlo inmediatamente, dictando una resolución que así lo declare. La referida resolución deberá contener además: I.- La instrucción a cerca del derecho del imputado de reclamar en contra del requerimiento y de la imposición del programa o tratamiento dentro de los quince días siguientes a su notificación, así como los efectos de la interposición del reclamo. II) la instrucción acerca de la posibilidad que dispone el imputado en orden a aceptar el requerimiento, y los efectos de tal aceptación. III) El señalamiento de la duración del programa de prevención o tratamiento y de la institución en que este se llevará a cabo.

Inciso segundo.

“Si el imputado principiare a asistir a los programas señalados en el inciso precedente o transcurriere el plazo desde la notificación de la resolución que la impusiere, sin que este reclamare sobre su procedencia o la extensión, se entenderá que acepta su imposición. En este caso se tendrá a la resolución como sentencia ejecutoriada. Por el contrario, si dentro del plazo de quince días el imputado manifestare por escrito ante el tribunal su falta de conformidad con la imposición del programa o tratamiento se continuará con el procedimiento en la forma prevista en los arts. 393 y siguientes del Código Procesal. Lo mismo se aplicará si el juez no considera suficientemente fundado el requerimiento propuesto por el fiscal”.
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, LAGOS, MUÑOZ ABURTO Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA LEGAL PARA RESOLVER LOS PROBLEMAS QUE LA LEY N° 20.255 CAUSA, EN SU SISTEMA DE SALUD LABORAL, A LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES

(S 1634-12)
1 Que la ley N° 20.255 del año 2008, más conocida como la Reforma Previsional, obligó a la incorporación de los Trabajadores Independientes a los sistemas de pensiones, salud común y salud laboral. Para efectos de dicha ley se entendió por trabajador independiente a aquellos afectos al art. 42, número 2 de la Ley de Impuesto a la Renta, es decir los que emiten boletas de honorarios, y por tanto deben hacer anualmente su declaración de impuesto a la renta. La misma Ley N° 20.255 estableció una gradualidad en la incorporación de los trabajadores independientes a estos sistemas de seguridad social, partiendo el año 2012 con un porcentaje de su renta anual imponible, salvo que en forma expresa el trabajador o contribuyente manifieste lo contrario, pasando a ser de carácter obligatoria en el caso de la cotización de pensión y salud laboral el año 2015 y el año 2018 para la cotización de salud común.

2.- Que el inciso segundo del artículo vigésimo noveno transitorio de la Ley 20.255 estableció una gradualidad para la obligación de cotizar para el Sistema de Pensiones, y además detalla que los trabajadores independientes pueden renunciar en forma expresa. Dicho inciso señala:

“Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia del Título señalado en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho”.

La Superintendencia de Pensiones, normó la opción de No cotizar, para el Sistema de Pensiones, tal como lo señala el artículo vigésimo noveno transitorio de la Ley 20.255.

Por otra parte, el inciso primero del artículo trigésimo transitorio de la Ley 20.255 estableció también una gradualidad para la obligación de cotizar para el Sistema de Salud Laboral, y además detalla que los trabajadores independientes pueden renunciar en forma expresa. Dicho artículo señala que:

“Para los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 88 de esta ley, se efectuarán conforme a lo dispuesto en dicha norma con la misma gradualidad y en las mismas condiciones establecidas en los incisos segundo al cuarto del artículo precedente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo vigésimo noveno transitorio”.

La Superintendencia de Seguridad Social, normó la opción de NO cotizar, para el sistema de salud laboral, sujetándose en la misma norma que dictó la Superintendencia de Pensiones.

3.- Que para la declaración de renta del año 2013, y teniendo en consideración la gradualidad de incorporación de los trabajadores independientes a los seguros sociales que establecía esta ley, esto es cotizar por el 40% de la renta anual imponible, salvo que el trabajador independiente manifieste lo contrario, el Servicio de Impuesto Internos (SII) aplicó un procedimiento que a la fecha sigue vigente, y que permite que en el caso que la declaración de renta se haga por internet se despliegue una aplicación informática para manifestar su intención de no cotizar de acuerdo a lo establecido en la ley, generándose en el caso de hacer click en Aceptar un certificado de declaración jurada en la cual se renuncia a cotizar por ese año tributario. El SII descontó de la declaración de rentas 2013 (por rentas recibidas el año 2012), las cotizaciones para pensiones y salud laboral, a todos aquellos trabajadores independientes que no ejercieron la opción de renunciar a los referidos descuentos. El procedimiento aplicado por el organismo público interpretó el “silencio” como aceptación.

4. Que de acuerdo a la información entregada por el Subsecretario de Previsión Social, Sr. Augusto Iglesias, en un principio habrían 75.000 mil trabajadores afectados por esta situación. Posteriormente señaló que la cifra aumentó a 149.000 trabajadores, y finalmente - el miércoles 31 de julio de 2013, en sesión de Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado - señaló que la cifra sería de 300.000 trabajadores afectados, quienes vieron descontadas de sus declaraciones de renta del año 2012 los montos por sistema de salud laboral sin haber recibido ninguna prestación a cambio. El problema es que en el caso del sistema de salud laboral, estos trabajadores “pagaron” el año 2013, por beneficios que debieron haber obtenido el año 2012 y que sólo pudieron haberse hecho efectivo en ese instante y no para el futuro.

5.- Que teniendo en cuenta lo anterior, y buscando solucionar el problema sucedido con los descuentos realizados a los trabajadores independientes en sus declaraciones de renta, el Ejecutivo ingresó a tramitación al Senado, un Proyecto de Ley (boletín: 8936), el cual tiene como objetivo modificar, de mensual a anual, el pago de la cotización de los trabajadores independientes, afiliados al Seguro Social de Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales y postergar la cobertura de los mismos trabajadores al mes de julio del año siguiente al cual corresponden las remuneraciones y los meses trabajados, siempre y cuando, en dicho año siguiente, esos trabajadores sigan ejerciendo sus actividades en forma independiente.

6.- Que creemos que la propuesta del Proyecto de Ley presentado por el Ejecutivo y que busca corregir el problema señalado, al establecer que la obligación de cotizar es anual y no mensual, y trasladar los beneficios hacia el mes de julio del año siguiente al cual los trabajadores realizaron sus actividades laborales, produce problemas prácticos que ya fueron señalados en la sesión de Sala del 17 de Julio del presente año donde se aprobó la idea de legislar de esta iniciativa legal.

Que teniendo presente lo anterior, y el problema que se sucedió en esta materia, los abajo firmantes vienen a presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Mediante el presente proyecto de acuerdo se solicita al Presidente de la República lo siguiente:

a).- Enviar a la brevedad un proyecto de ley que se haga cargo del problema que les ha generado a los trabajadores independientes en lo que a Sistema de salud Laboral se refiere, estableciendo una norma expresa en la Ley 20.255 en orden a que se deben incluir dos opciones para los trabajadores independientes: Una opción de aceptación, donde el trabajador deba detallar el nombre del administrador al cual se ha afiliado, y una opción de No cotizar de carácter (temporal).

b).- Dado que la cotización obligatoria comienza el 1 de enero de 2015, es decir, prácticamente queda 1 año para su entrada en vigor, y siendo que la Ley 20.255 estipuló 4 años, para recién comenzar a aplicarse en forma gradual (año 2008 al año 2012), creemos que es necesario que se postergue la obligación al 1 de enero del año 2018, de manera de tener el tiempo suficiente para educar a la población y hacer coincidir esta obligación, la de cotizar para seguridad laboral, con la obligatoriedad de la cotización para salud común ya establecida en la ley para el 2018. Para esto, se hace necesario revisar el actual calendario en lo que a fechas y porcentajes de las rentas imponibles sobre las cuales se debe cotizar se refiere.

c).- Devolver las cotizaciones descontadas por el SII para el sistema de salud laboral, entendiendo que el procedimiento aplicado no se ajusta ni a la lógica de funcionamiento del referido sistema, ni a lo establecido en el Decreto Supremo 67 de 2008 del Ministerio de Trabajo y Previsión Social.
(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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Clasificación Regional Puntos Base

Periodo Año 2012 vs Enero a Septiembre 2013

PB: (Monto Fraude/Monto Ventas) * 10.000  

Fuente: Marcas Internacionales







Puntos Base 2012	2,7

3,1

5,2

5,3

5,9

6,3

11,8

15,6

18,9

23,3

8,4

14,0



CHILE	ARGENTINA	ECUADOR	URUGUAY	VENEZUELA	PERÚ	COLOMBIA	BRASIL	PARAGUAY	MÉXICO	MUNDIAL	LAC	2.6500098684884872	3.1109103157895146	5.1672529018021027	5.2834636989204133	5.8635782491621375	6.258049939417841	11.799934660909114	15.622249582266187	18.908841305300221	23.28874914736841	8.4	14.025232000990984	Puntos Base 2013	

CHILE	ARGENTINA	ECUADOR	URUGUAY	VENEZUELA	PERÚ	COLOMBIA	BRASIL	PARAGUAY	MÉXICO	MUNDIAL	LAC	1.9607578513009727	3.5	5	3.8	5	9.3000000000000007	9.9	16.8	15.8	18.7	6.3	13.6	







Microsoft_Excel_Worksheet1.xlsx
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			 			Puntos Base 2012			Puntos Base 2013


			CHILE			2.7			2.0


			ARGENTINA			3.1			3.5


			ECUADOR			5.2			5.0


			URUGUAY			5.3			3.8


			VENEZUELA			5.9			5.0


			PERÚ			6.3			9.3


			COLOMBIA			11.8			9.9


			BRASIL			15.6			16.8


			PARAGUAY			18.9			15.8


			MÉXICO			23.3			18.7


			MUNDIAL			8.4			6.3


			LAC			14.0			13.6


						Para cambiar el tamaño del rango de datos del gráfico, arrastre la esquina inferior derecha del rango.
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